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A. mi querido compañero y amigo EL SABIO CATEDRÁTICO

RAFAEL UREÑA.

Pongo tu nombre al frente de este libro, porque tengo la

firmísima convicción de que, d no haberte tenido que dedi-

car al estudio de la LITERATURA JURÍDICA, serías sin

disputa alguna el primero de nuestros mercantilistas.

De ti aprendí mucho cuando hice las oposiciones á la

cátedra que tengo. Gracias á ti escribí mis LECCIONES DE

DERECHO MERCANTIL; permíteme, pues, que públicamente

te manifieste mi agradecimiento.

LORENZO BENITO.



PRÓLOGO DEL TRADUCTOR

La literatura jurídico mercantil moderna ha alcan-
zado en los tiempos actuales un desarrollo extraordina-
rio. A la cabeza de este movimiento figuran casi por
igual Alemania é Italia, pues aunque Francia ha elevado
un verdadero monumento al derecho mercantil marí-
timo con la obra de Desjardins, y se prepara á continuar
dignamente la labor del gran Pardessus con el libro en
publicación de Lyon Caen et Renault, hay que confesar
que la palma corresponde hoy en Italia al insigne Vi-
dari y en Alemania á Endemann y Goldsch-midt, á cuyo
alrededor pululan una pléyade de escritores mercantilis-
tas cuyos nombres llenarían algunas páginas. Hasta
nosotros llegan las últimas ondulaciones de esa febril
actividad de italianos y alemanes, y nótanse, efecto de
ello, síntomas consoladores de una restauración de nues-
tras, gloriosas tradiciones, que quedaron estancadas en
Sarava, Mercador y Hevia Bolaños, cuyas obras fueron
traducidas al italiano, las de los dos primeros, y al latín
las del último. Este comienzo de restauración ha coinci-
dido con la publicación de nuestro Código de comercio
vigente, y de aquí que en ella predomine sobre el interés
científico y puramente doctrinal, único que debiera de-
jar sentir su influencia, el de la especulación editorial;
esto explica la escasa valía de la mayor parte de tales
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trabajos. Por fortuna, pasada la fiebre de los primeros

momentos y repletos los almacenes de los libreros de co-

mentarios y glosas al Código de comercio, se ven obli-
gados los autores á penetrar en el fondo de las institu-

ciones comerciales y á trabajar de modo muy distinto si
quieren que sus obras tengan alguna aceptación.

A contribuir á tan sana labor viene en estos momen-

tos el libro de Supino, que traducido y anotado presento
al público por indicaciones del inteligente editor de la
BIBLIOTECA DE JURISPRUDENCIA, FILOSOFÍA É HISTO-

RIA, Sr. Lázaro, y aunque á algunos pudiera parecer que

después de la traducción del popularísimo Manual de
Derecho Mercantil de César Vivante, huelga la presente,
bastará una sencilla ojeada sobre el libro de Supino para
convencerse de que caben perfectamente juntos uno y

otro, tanto en Italia como en España, y que aquí como
allí, compartirán, á no dudarlo, el favor de la gente culta.
Nada más á propósito que estas dos traducciones para

la importación de derecho italiano á nuestra patria,
más perfecto en general que el nuestro, como más influí-

do de las corrientes anglo-sajonas, que son, á no dudar-
lo, las más progresivas del derecho mercantil moderno.

Más reducido el libro de Vivante que el de Supino,

sirve mejor que éste para abarcar el conjunto de las ins-
tituciones mercantiles, pero en cambio éste está más
nutrido de doctrina y estudia más al detalle las institu-
ciones todas y tiene un carácter mucho más práctico.
Así se explica que habiéndose publicado en 1SS9 la pri-
mera edición del libro de Supino, después de haberse pu-
blicado cinco ó seis del Manual de Triaca, cuyo conti-
nuador afortunado ha sido César Vivante, se hayapu-
blicado en 1894 la 4. 1 edición de aquel, uno de cuyos
primeros ejemplares es el que me ha servido para esta
traducei6u.
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No me cumple á mí hacer el elogio que se merece
este libro del profesor de la Universidad de Pisa, David
Supino. Porque me parecía muy bueno me comprometí á
traducirlo. He hecho con verdadero amor la traducción,
y aunque en algunas cuestiones no opine como el autor,
no por eso disminuye hacia él el aprecio en que siempre
le tuve desde que vino á mis manos, recién publicada,
un ejemplar de la primera edición.

A pesar de lo dicho, todavía habrá quien opine que
si en Italia tienen razón de ser los manuales de Vivan-
te y Supino, en España no ocurre lo propio por tratarse
de un derecho extranjero. A los que tal piensen, he de
responder que el derecho mercantil tiene, ha tenido y
tendrá un carácter tan universal, que no puede conside-
rarse extranjero en parte alguna, aunque no sea producto
del poder legislativo nacional. Los redactores de las Or-
denanzas mercantiles francesas del rey Luis XIV se ins-
piraron para su redacción en nuestros escritores clásicos
ya citados, así como más tarde el insigne D. Pedro Sainz
y Andino, redactor del Código de 1829, en vigor hasta
1.° de Enero de 1886, se inspiró en los comentadores del
Código de Napoleón de 1807; y si los autores del pro-
yecto de Código de comercio que hoy rige se hubieran
empapado en las corrientes progresivas del derecho ale-
mán y del italiano, algo mejor hubiera resultado su
obra.

** *
Dos palabras respecto á mi trabajo. Para que el libro

de Supino tenga entre nosotros el mismo valor práctico
que tiene en Italia, he procurado señalar en mis notas
las diferencias de fondo y de detalle que separan el de-
recho italiano del derecho español. Tan sólo en lo rela-
tivo al procedimiento, me he creído dispensado de hacer
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este trabajo, porque el legislador español ha suprimido
del Código de comercio todos los preceptos que tienen

carácter procesal.
Algunos términos del derecho italiano que no tienen

en el nuestro exacta correspondencia, los he españoliza-
do para que vayan adquiriendo carta de naturaleza en-
tre nosotros, ya que es forzoso que sintamos en España
la influencia de un derecho más perfecto que el propio.

Por último, he procurado llenar el vacío del libro en
materia de bibliografía española, del todo olvidada por
el autor, y áun cuando he rebuscado cuantos materiales
he tenido á mano, no pretendo que mis notas bibliográ-
ficas sean completas, porque habiendo estado alejado du-
rante más de tres años de los estudios de derecho mer-
cantil por exigencias de la cátedra que he desempeñado
en la Universidad de Valencia hasta fecha muy recien-
te, necesito algún tiempo para poder, á la vez que re-
reanudo mis trabajos, recoger todo lo que, durante ese
tiempo, se ha producido en España y fuera de España..

LORENZO BENITO.



INTRODUCCIÓN

1.° Noción del Derecho mercantil.

1.---La noción del Derecho mercantil implica la del
comercio; precisa, por lo tanto, exponer en primer tér-
mino en qué consiste el comercio (1) (a).

El comercio, económicamente considerado, es un
ramo de la industria, la cual, según una común, aunque
no científica clasificación, se divide en agrícola, manu-

facturera y comercial (agricultura, industria y comer.

cio). La industria agrícola, entendida la palabra en su

(1) LAMPERTICO, Il commercio, Milano 1878.—SAY, Cours com-
plet d'economie politique, parte primera, cap. 7, parte segunda Bru-
xelles 1841.—SCHAFFLE, Das gesellschaftliche System der mensch
lichen Wirthschaft, § 242, Tübingen 1873 (traducida en la Bibliote-
ca dell'econo mista, serie 3.a, vol. V, Tormo 1886).—LExis, Der
n'andel, Tübingen 1886, en el Manual de economía política de.
SCHÓNBERG, vol. III (traducido en la citada Biblioteca, la misma se-
rie, vol. XIII.)

(a) La noción del Derecho mercantil, no sólo implica la del co-
mercio, sino la del Derecho; en este sentido queda incompleto el
análisis hecho por el autor.

Las notas bibliográficas que he de añadir á las del autor, se li-
mitarán tan sólo al Derecho mercantil español, ya que esta parte
ha sido omitida por completo en este Manual.

Para el concepto del comercio y del Derecho mercantil, pueden
verse: TAPIA, Elementos de jurisprudencia mercantil, tomo I, capí.
tulo I. Valencia 1838.—LASO, Elementos de Derecho mercantil de
España, lección primera. Madrid 1849.—AVECILLA, Diccionario de
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acepción más general é impropia, es decir, comprendien-

do en ella la industria extractiva y la industria rural,

extrae del suelo ó de la naturaleza las primeras mate-
rias, la industria manufacturera las adapta á las necesi-
dades del hombre, la industria comercial distribuye los
productos de las otras industrias.

En un principio el comercio debió ser interno, limi-
tado al cambio 6 permuta, y ejercitado directamente en-

tre productores y consumidores; pero la dificultad de
este cambio directo, grave siempre, gravísimo cuando

por el aumento de las necesidades debió extenderse más
allá de los límites del propio territorio, asociándolo al
transporte, hizo que, sustituido al cambio por permuta,
el cambio con intervención de la moneda, se dedicaran
á él determinados individuos, los cuales, para conseguir
un lucro, se interpusieron entre productores y consumi-

dores, tomando de los primeros, y dando, en cambio, á

la legislación mercantil de España. Madrid. 1849. —VICENTE Y CA-

RAVANTES, Código de Comercio extractado, introducción. Ma-
drid 1850.— GONZÁLEZ HUEBRA, Curso de Derecho mercantil,
tomo 1, libro I, Madrid 1853.--MARTí DE EIXALk, Instituciones de
Derecho mercantil de España, 8. a edición, lib. I, cap. I. Barcelo-
na 1879.—SHNELA, Lecciones de Derecho mercantil según las expli-
caciones de..., lec. 1. a Madrid, 1881.— SoLER, Manual de Derecho
mercantil, introducción. Madrid, 1882.-GrRACIA. Y BENITO, Cues-
tiones de Derecho mercantil, tema	 Madrid, 1885.— REVISTA GE-

NERAL DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA, Código de Comercio,
tomo I. Madrid, 1886.—BLANCO, Estudios elementales de Derecho
mercantil, torno I, cuaderno 1.", tít. I. Madrid, 1886.—MORET, Ex-
posición razonada del Código de Comercio, tomo I, cap. I. Madrid,
1886.—Viso, Lecciones elementales de Derecho mercantil de España,
3.1 edición, arreglada por SALOM, lec. 1. a . Valencia, 1887.—BENI-
TO, Lecciones de Derecho mercantil, lec. La y 2.a Madrid, 1889.—
ESTASL'N, Instituciones de Derecho mercantil tomo II, parte le-gislativa, tít. 1, cap. I. Madrid, 1891 ,_,J.---CA.RRER.X.S Y REVILLA,Elementos de Derecho mercantil de España, lib. IV, § 1.0 Ma-di id, 1893. (N. T.)



DERECHO MERCANTIL 	 13

los segundos aquellos productos que los unos deseaban
enajenar y los otros adquirir, ya se encontrasen los pro-
ductos mismos en el lugar de los consumidores, ya en
sitio distinto. Esta industria de interposición alcanzó tal
y tanta importancia, que al poco tiempo sustituyó casi
por entero á la circulación directa y recibió en su más
genuino sentido el nombre de comercio. Tal es, pues, la
noción económica del comercio.

2.—La noción jurídica del comercio no coincide per-
fectamente con la económica. La economía política, que
estudia la producción, la circulación, la distribución y
el consumo de la riqueza, considera en la división de la
industria anteriormente expuesta, las varias causas ú
orígenes de la riqueza misma; la jurisprudencia, de or-
dinario prescinde de este criterio, y considera que es co-
mercio toda industria que tenga por objeto interponerse
con propósito de lucro entre productores y consumido-
res, no sólo para efectuar, sino también para facilitar la
circulación de la riqueza. Efecto de esto es que como la
jurisprudencia pretende regular los hechos en que el
comercio encarna en cuanto son causas de relaciones
jurídicas las leyes positivas de los diversos países, par-
ten de la noción de estos hechos singulares para decla-
rarlos actos de comercio; el comercio se conceptúa tal,
en cuanto está constituído por un compuesto de estos
actos, y se atribuye, en su consecuencia, la cualidad de
comerciante á aquel que ejercita estos mismos actos por
constituir su ejercicio, su profesión habitual. La deter-
minación de los extremos que constituyen los actos de
comercio ha de recabarse de la doctrina científica, ya
porque las legislaciones no definen en su mayor parte el
acto mismo, dando en su lugar una enumeración de-
mostrativa de los principales actos de comercio, ya tam-
bién porque introducen entre éstos, utilitatis caussa, al-
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gunos que rigurosamen te no podrían considerarse como

tales (a)•
Así, pues, la doctrina más extendida reconoce el acto

de comercio cuando concurren en él estos dos extremos:

1. 0 Interposición entre productores y consumidores, di-

recta y con objeto de efectuar ó favorecer la circulación
de la riqueza. El acto de comercio debe consistir en una
interposición entre productores y consumidores, ó lo
que es lo mismo, por ejemplo, que quien compra granos
debe proponerse como objeto su reventa, no su consu-
mo. No es preciso, sin embargo, que tal interposición se
realice materialmente ó de hecho; basta con que esté en
la intención del que lo realiza para que pueda estar en
el acto. Quien ha comprado el grano para revenderlo
puede á veces servirse de él para uso de su propia fami-
lia, sin que por esto deje de ser el acto ejecutado un
acto de comercio. La interposición, decimos, debe pro-
ponerse efectuar ó facilitar la circulación de la riqueza,

hacer más fácil la demanda y la oferta: este es precisa-

mente el oficio del comercio.
2.° Lucro.—Objeto del acto comercial debe ser el

conseguir un lucro, esto es, una ventaja material valo-

rable en dinero, que en el ejercicio del comercio está
destinado á reproducirse, ó sea á servir de instrumento
á nuevas operaciones. Sin embargo, nc es necesario que

el acto se encamine á conseguir directamente algún lu-
cro, basta nada más con que se proponga conseguirlo

(a) Al sistema de enumeración de los actos de comercio á que
alude el autor, y que es el seguido por la mayor parte de los códi-
gos modernos, ha preferido el nuestro emplear la fórmula general
del art. 2.°, que dice en su último párrafo: «Serán reputados actos
de comercio los comprendidos en este Codigo, y cualesquiera otrosde naturaleza análoga», fórmula anodina, dequg pudo el legislador

n
haber prescindido sin inconveniente nincru o.—(N. T.)

14
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indirectamente, y ocurre con él como con la interposi-
ción: no es necesario que el lucro se consiga efectiva-
mente, basta con que exista la intención de realizarlo.

El concurso de los dos indicados extremos, entre los
que debe existir la relación de causa ó efecto, en cuanto
la interposición debe proponerse directamente el obtener

un lucro, y éste debe realizarse como consecuencia de
aquélla, determina, por consiguiente el acto comercial,

y el comercio merece este concepto, por cuanto resulta
ser un conjunto de estos actos; los cuales á su vez atri-
buyen al que los practica como profesión la cualidad de
comerciante. Podemos, por lo tanto, considerar jurídi-
camente el comercio como una industria de interposi-
ción entre productores y consumidores, que con objeto
de conseguir un lucro se propone efectuar ó auxiliar la
circulación de la riqueza. En conclusión: el concepto
jurídico del comercio es más amplio que el económico
en sentido propio, en cuanto comprende también, no sólo
los actos que efectúa sino los que auxilian la circula-
ción de la riqueza, como, por ejemplo, los actos de la
industria manufacturera. El concepto jurídico es, por
otra parte, más restringido que el económico impropio,
en cuanto no comprende, á la par que éstos, la circula-
ción directa de la riqueza misma.

3. Precisada así la noción jurídica del comercio,
podemos decir que el derecho mercantil, en sí mismo
consiste en el conjunto de las reglas que gobiernan las
relaciones jurídicas derivadas del ejercicio del comercio.
Como ciencia, y como tal la consideramos, es la ciencia
de estas mismas reglas, así en sus principios racionales
cuanto en su contenido. Es susceptible de varias distin-
ciones. Ante todo se le puede estudiar en consideración
al sujeto; de hecho las relaciones jurídicas que se deri-
van del comercio, pueden desenvolverse entre los ha-



16
	 DERECHO MERCANTIL

bitantes de un mismo Estado, entre los habitantes de.
diversos Estados, 6 bien entre los ciudadanos y el Es-
tado 6 entre los diversos Estados. En los dos pri-
meros casos el derecho mercantil es derecho priva-
do, nacional en el primero, internacional en el segun-
do; en los otros dos casos el derecho mercantil suele
ser derecho público. Nos proponemos ocuparnos prin-
cipalmente en el estudio del derecho mercantil privado
nacional, ó sea el que regula las relaciones entre los ha-
bitantes de un mismo Estado; del derecho privado in-
ternacional y del derecho público, no nos ocuparemos
más que en segundo término, y eso en cuanto tenga al-
guna relación con el asunto de nuestro estudio. Por otra
parte, todo lo que se refiere á las relaciones de la indus-
tria en general con el Estado, respecto á la libertad, del
trabajo (trabajo de las mujeres y de los niños, descanso
en los días festivos, coaliciones, huelgas, sociedades de
socorros mutuos, etc.), á la vigilancia sobre ciertas in-
dustrias (establecimientos insalubres, peligrósos é in-
cómodos), y á la protección que el Estado les debe con-
ceder (marcos, diseños y modelos de fábrica, legislación
minera, forestal, etc.), forma parte de otro estudio, con
el nombre de derecho industrial, (1) y en algu n os Esta-

dos (Alemania, Austria) tienen, también una codifica-
ción especial.

El derecho mercantil se puede todavía distinguir
según las fuentes de donde procede, según que sea de
las leyes escritas, 6 de los usos ó costumbres, en derecho
escrito 6 derecho consuetudinario.

Se puede distinguir finalmente, en consideración al
objeto, en derecho material y formal, segúnque deter-

(1) A-mAR, Studi di diritlo industriale. Torino, 1885.—RENou-Du droit industriel. París, 1860.
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mina propiamente las relaciones que derivan del comer-
cio, ó los medios para hacerle valer en juicio; y también

en derecho mercantil general, que determina en gene-
ral la norma á que han de ajustarse los comerciantes y

los contratos mercantiles; y en derecho cambiarlo, de-

recho marítimo y Jerecho de seguros, según que se ocu-
pe en el estudio de las letras de cambio, del comercio
marítimo, ó del contrato de seguros.

§ 2.°—Razón de ser del derecho mercantil (1) (a).
Dada ya la noción del derecho mercantil, veamos su

razón de ser.
¿Por qué razón ha de haber un derecho especial para

el comercio? Y si de la mayor parte de los hechos que
éste regula, se ocupa el Derecho civil, en el cual se ha-
bla también de la compra y venta, de la sociedad, eteé

tera, por qué no deben aplicarse estas reglas si el ob-
jeto del acto tanto puede ser civil como comercial? ¿Si,
por ejemplo, quien compra, compra para consumir y al

mismo tiempo para revender? Ello es que entre los actos
de la vida civil y los de la mercantil existen tales dife-
rencias ,de hecho, que requieren diversos preceptos jurí-
dicos. Los unos pueden aisladamente considerarse; los

(1) MONTANELLI. Introduzione filosófica alio studio del diritto
commerciale positivo. Pisa, 1847.— PERCERTJTTI, Sguardo al avori
legislativi d'Italia é d'altri paesi, en el Archivio giurídico, vol. IV,
página 525.—VivANTE, Per un Codice unico delle obbligazioni, en el
Archivio giurídico, vol. XXXIX, pág. 497.-130LAFF10. Id, en la
Temi Veneta, 1889, pág. 65.- SACERDOTI 7 Contro un Códice unico
delle obbligazioni. Padova, 1890.

(a) TAPIA. Ob. cit.. cap. 1.°-1.4Asso, ob. cit., lec. La - MARTÍ
DE EXIALÁ. Ob. cit., lib. 1.°, cap. HL—SOLER. Ob. cit. Introdu-
cción. § III.—BLANCo. Ob. cit. ti. II, cap. 1.°.- EMPERADOR. No-
ciones preliminares al estudio del Derecho /mercantil de Espada,etc. ca-
pítulo XII. Zaragoza, 1886.-DURÁN Y BAS. Carácter del Derecho
mercantil. R€vista de Legislación y Jurisprodencia, tomo XXVII,
pág. 305.—(N. T.)

2
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otros de ordinario, más que aisladamente, deben consi-
derarse en toda la complejidad de su conjunto que cons-

titu ye el comercio. Resulta, que mientras los actos de la

vida civil son más raros y pueden cumplirse con mayor

espacio y con la observancia de formalidades lentas y
rigorosas, los de la vida comercial son frecuentísimos y
asumen formas variadas, y por eso necesitan reglas rápi-

das y amplias; además las operaciones mercantiles son
por su naturaleza tales, y tantas, y tan encadenadas las
unas á las otras, que el incumplimiento de una obliga-
ción por parte de uno solo repercute sobre otros muchos,
produciendo desastrosas consecuencias. De aquí la nece-
sidad de hacer más vigoroso el vínculo obligatorio y
más graves los efectos de su infracción. Siendo, pues,
así las instituciones mercantiles, forzoso es dictar para
las mismas leyes especiales (a).

Todo esto, si sirve para explicar la necesidad de re-
glas especiales para las relaciones del comercio, no jus-
tifica por otra parte la existencia del derecho mercantil
como derecho propio, independiente del derecho civil.
Y sin embargo, esta independencia subsiste porque se
informa en la naturaleza misma del comercio y de las
relaciones á que da lugar; las cuales no son reglas como
las de la vida civil, circunscritas á los límites de una
asociación política, sino que se extienden fuera de ella,
poniendo en relación á, hombres pertenecientes á diver-
sas sociedades; así, mientras las reglas por que se rigen

(a) La razón fundamental de todo esto estriba, en que en la to-
talidad del fenómeno económico que comienza en la producción y

acaba en el consumo,pueden considerarse tres momentos fundamen-
tales y otro más secundario aunque no menos importante: los pri-
meros son la producción, la distribución y el consumo; el otro es la
circulación. La producción, la distribucióny el consumo constitu-
yen la esencia de los actos civiles: la circulación es lo que camote-
tiza la función mercantil.--(N. T.)
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los primeros se resienten de la influencia de la situa-
ción moral, geográfica, política, económica, religiosa, et-
cétera, de cada pueblo; las segundas, áun cuando se
ejercitan en el seno de una sociedad política, tienden á
sacudir estas influencias particulares y á someterse á

normas que se adapten fácilmente á todos los pueblos,
sin conceder á ninguno de ellos el predominio sobre el

otro O.
He dicho tienden, porque la uniformidad de la legis-

lación mercantil es obra que ha de realizarse en una
civilización más adelantada; el primer paso dado en este
sentido fué la emancipación del derecho mercantil del
civil, los otros vendrán sucesivamente; pero ya merece
llamar la atención el hecho de que muchas de las más
importantes naciones civilizadas tienen una ley cambia-
ría informada en principios idénticos (b).

He aquí por qué no nos parece factible conveniente-

mente la idea de los que pretenden la formación de un
código único, ó sea común á las obligaciones civiles y
mercantiles. Cierto es que hoy algunas relaciones civiles

(a) Sumner Maine ha dicho con profundo sentido, que el de-
recho internacional por excelencia, ha sido el Derecho mercan -
til.—(N. T.)

(b) Conviene hacer notar aquí, de acuerdo con las indicacione s
del autor, que hay una evolución perfectamente marcada en el
derecho mercantil. Este derecho tiene en sus comienzos la unifor -
midad del uso surgido espont:tneamente entre los comerciantes ex-
tranjeros y nacionales, sin ley positiva nacional que lo regule;
pierde en parte esa uniformidad al recabar para sí cada país el de -
recio de legislar en materia comercial; la falta de esta uniformi -
dad empieza á sentirse con tanta fuerza, que los pueblos civiliza, -
dos están ya buscando, como lo acreditan los congresos internacio -
n.ales de Amberes y Bruselas de 188; y 1888, el medio de llegar al
un concierto internacional, del que ha de resultar una uniformi-
dad, no ya de usos y costumbres, sino de preceptos legales, madura
y reflexivamente elaborados.—(N. T.)
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tienden revestir la forma mercantil, especialmente so

pretexto de empresa; pero si esto puede llevarnos á la

consecuencia de que algunas reglas del derecho mercan-
til pueden extenderse aún á las obligaciones civiles, no-
puede conducirnos, como se pretende, á la fusión de los

dos derechos, el mercantil y el civil, aunque sea tan
sólo en aquella parte que se refiere á las obligaciones.

Esta fusión no puede hacerse en nuestro sentir, más
que sacrificando uno de los dos derechos al otro, y con

esto no se evitaría tampoco la necesidad de leyes espe-
ciales para aquellos que se dedicaran al ejercicio del Co-
mercio (a).

3. O—Relaci(>nes del derecho mercantil con otras
enserio llZaS.

.—Veamos ahora las relaciones del derecho mer-
cantil con Otras enseflanzas político-jurídicas. En cuan-
to	 las relaciones del derecho mercantil con el dere-
cho civil, demostrado, como acabamos de demostrar,

w) Sin dejar de reconocer en parte la, certez,a de estas observa-
ciones sobre todo de la Ultima. (') sea la d:> que la fush;ii do ambos
derechos no excnsaría la existencia de leves especiales para los que
se dedicaran al ejercicio del comercio, conviene tener en cuenta que
si es verdad lo que dice Spencer. de que la característica de la civi-
lizacikli present e e el industrialismo; la iusisn de ambos derechos
en lo referente :í las obli o-Iteiones contractuales, se impone como
consecuencia necesaria de 1:1 reconocida unidad del :fom'nueno eco-
nOmico, puesto que le quo la cie'nc'ia proclama como beneficioso
para favorecer la eireulaeik .)n de la riqueza. no puede ser perjudi-
cial :i la preelneciLn. dist ribliCl■ ; 11 y consumo de la misma. Y que p01'

•esta ra'i.k , u ocurre que 'nicht ras antes recibían los c .)dit-os mercan-
tiles iufflieneias mu y directas de los e()di,vos civiles. como so vo enmas que otro al uno.en el (dilre merk'antll irances, hoy-, por ele ontr:ii . 10. los e,kli s-os civ 

	 .
iles reciben las influencias de la

1
cien me t■> antil. eemo ocurrt,.
civil español.— N.	

en t r et ros, con el reciente (.';'''2‘:Lilsilgao-
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que el derecho mercantil tiene existencia propia, hemos

rechazado implícitamente la antigua doctrina que con-
sidera este derecho como excepción del civil. Esta doc-
trina se funda, en que por mucho tiempo no se conoció
un derecho mercantil separado del civil, y en que áun

hoy día los códigos de comercio no contienen todos los
preceptos que pueden servir para regular los negocios
mercantiles, sino tan sólo algunos de ellos, refiriéndose
para los demás á los respectivos códigos civiles. Pero es

evidente, que el primer argumento no tiene valor, pues-
to que la división del derecho en varias ramas es obra
de las civilizaciones modernas (a), y si la división entre

el derecho mercantil y el civil se hizo más tarde que
otras, fué tan sólo porque las diferencias entre estos dos
derechos son más difíciles de determinar. El segundo
argumento no tiene tampoco valor alguno; es un hecho

accidental, cuya causa se encuentra en la metódica legis-
lativa (b), la cual ha creído oportuno, para evitar inúti-
les repeticiones, hacer referencias algunas veces al Có-
digo civil; pero hay que tener en cuenta que el mismo
método se ha seguido en éste último, pues no son raras
en él las referencias al Código de comercio. De todos
modos, el art. 1.° de nuestro Código de comercio, ante-
poniendo, cuando calla la ley mercantil, los usos comer-
ciales al Código civil, demuestra claramente que entre
los dos códigos no hay ya la relación de la regla á la
excepción, porque callando ésta, debería recurrirse á la
regla, ó sea al Código civil y no á los usos. El derecho
mercantil y el derecho civil no están, pues, en la rela-
ción de la regla á la excepción, sino que cada uno tiene

(a) Como que es la división del trabajo aplicada á la obra legis-
lativa.—(N. T.)

(b) Tiene tal fuerza de expresión esta palabra, que le preferido
no traducirla.—(N. T.)
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una existencia propia; y es natural que así sea, por
cuanto cada uno sirve para regular un orden diverso de

hechos humanos (a).
8.—De que el derecho civil y el derecho mercantil

estén separados el uno del otro no se deduce la conse-
cuencia de que entre ellos no haya relaciones, puesto
que éstas están determinadas por la circunstancia de
que ambos derechos proceden de una fuente común; por
esta razón deben tener comunes ciertos principios fun-
damentales de mera razón natural que pueden conside-

rarse como verdades jurídicas. Estos principios están

escritos en el Código civil y no repetidos en el Código.

de comercio, no ciertamente porque sean propios del de-

recho civil, sino porque siendo comunes á ambos, la recta
razón exigía que fuesen escritos en el Código civil, que-

es la fuente más amplia del derecho privado, y no repe-

tidos en el Código de comercio para no hacer un segun-

do trabajo inútil y peligroso (b) .

(a) Esta misma doctrina ha sido la que ha inspirado, al parecerr
la reforma de nuestra legislación mercantil; y digo al parecer,
porque el precepto del art. 2.° del Código español, inspirado, ó me-
jor dicho, casi copiado del art. 1. 0 del italiano, que da como éste
preferencia á los usos mercantiles sobre la legislación civil ó dere-
cho común, ha sido desconocido después por los artículos 50 y 59,
que dan preferencia, en materia de contratación mercantil, al dere-
cho común sobre los usos á que hace referencia el citado art. 2.°; y
es que el legislador español sentó el principio y se asustó después
de las consecuencias. Para esto valía más haber mantenido los pre-
ceptos del Código de comercio de 18°9, que establecía franca y pa-
l adinamente la doctrina de que la ley mercantil era una excepción
de la ley civil.—(N. T.)

(b) No es esta sola la razón que existe para que en los Códigos
civiles se contengan los principios generales que luego no se re-p
roducen en los demás códigos. Hay también una consideraciónhistórica de o- -1

ptuiamdberle	
cosdyerleaclii

gran fuerza, que explica el por qué sin ser materia pro-

jurisprudencia
 todo lo referente al valor de la ley, la	 -

prudencia constituyen los primeros capítu los de
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9. Además de con el derecho civil, el derecho mer-

cantil se encuentra en relación con otras ramas del de-
recho, particularmento con el derecho administrativo,
en cuanto éste concurre á regular el ejercicio de algunas

clases de comercio y de algunas instituciones propias del

mismo; y con el derecho penal, en cuanto éste reprime
ciertos hechos que se refieren al ejercicio del comercio.

Respecto á las ciencias sociales haremos notar tan
sólo que son estrechísimas las conexiones del derecho
mercantil con la Economía política, por cuanto el uno
toma de la otra el conocimiento de las instituciones pro-
pias del comercio, el cual es manifiestamente necesario,

para entender y aplicar como conviene las regias jurídi-

cas relativas á esas mismas instituciones.

Reseña histórica sobre la codificación del derecho
mercantil (1) (a).

10. La hisLoria del derecho mercantil y de su co-

dificación se puede á grandes líneas dividir en tres pe-

t odo Caigo civil. Esa consideración es la siguiente: el derecho ci-
vil fué en Roma, y posteriormente hasta época muy, próxima á nos-
otros, todo el derecho. La aplicación de la división del trabajo á la
obra legislativa ha ido desglosando del cuerpo general del derecho
los derechos especiales: el derecho político , el derecho penal, el
derecho procesal, el derecho administrativo, el derecho mercan-
til, etc.; y el derecho civil, propiamente dicho, se ha quedado, por
razón del desglose sucesivo, no sólo con lo que le es propio, sino con
todo aquello que es común y general á todos los demás derechos.
(N.T.)

(1) Para la historia del derecho mercantil véase sobre todo la
magnífica Introducción histórico literaria de la tercera edición del
_Tlandbuch des Ilandelsrechts di Goldsmicht (Stuttgart, 1891), y
además: LÁTTES,II diritto comerciale nelle legisiaziane statutaria de-
lle citbí, italiane. Milano, 1884.—PERTILE, Storia del diritto
vol. IV, Padova, 1874.— SCLOPIS, Storia della legislazione
Torino, 1840.—FREmERY, 	 .'tules de droit coninercia'. París, 1833.
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ríodos: Tiempos antiguos.—Edad. Media. Epoca m o-

derna.
11.—Tiempos antiguos. Los antiguos pueblos comer-

ciales tuvieron ciertas leyes de comercio, pero de ellas
no quedan apenas huellas; las más importantes entre
tales leyes fueron las de la isla de Rodas (a. 400, y se-
gún algunos 900 antes de Cristo) adoptadas en gran
parte por los mismos romanos, como resulta del lib. XIV,
tít. 2.° del Digesto, que toma de ellas el nombre. Mayo-
res noticias tenemos de los griegos y de los romanos; en
cuanto á los primeros, las obras de sus escritores y las
arengas de los más célebres ora .ores de la época permi-
ten asegurar que en Grecia, y particularmente en Ate-
nas, que fué entre las ciudades griegas la que consiguió
la primacía, hubo leyes mercantiles relativas al comercio

terrestre y marítimo, y áun leyes de procedimiento mer-

PARDESSUS, Discours sur l'origine et le progrs de la legislation, et
dela jurisprudence commerciale. París, 1829.—E1 mismo, Collection
des lois maritintes anterieures au XVIII sP,cle, París, 1828-1845.—
LASTIG, Entwiekelungswege und Quellen des Handelsrecht3. Stutt-
gart, 1874.—ENDEMANN, Studien, in der rontanisch-kanonistischen
Wirthschafts und RecUslehre bis zunt Ende des XV II Jahrunderts,
Berlín,1874-1883.—Para la historia del Comercio: FANUCCI, Storia
dei tre popoli celebri, nutrittinti. Pisa, 1817-1822.—DE 'TORIO, Sto-
ria del contmercio e della navigazione dal principio del mondo fino
ai, nostri giorni. Napoli , 1778-1783.—NOEL, Histoire du, coninterce
du, monde. París, 1891.— SCHEERER, Allgentei ne Geschichts des
1Velthandels. Leipzig, 1851-1853; traducido en la Bibliot. dell'Eco-
nontista, serie 2. a , vol. IV.-GILBART, Lectures on the history and
principies of aneient coninteree. London, 1847; traducido en la B i-
bliot. dell'Econolnista, id.

(a) Nuestra literatura jurídica, pobre en general, es pobrísima
tratándose de la historia del derecho mercantil; pues aparte de las
indicaciones contenidas en las apreciabilísimas historias generales

e nuestro derecho, como son las de los Sres. MANRIQUE Y MA-RICHALAR, DOMINGO MORATó,	 ,SEMPERE ANTEQ	 ,BUERA MARTÍ-NEZ MXRINA SÁNCHEZ ROMIN, HINOJOSA, etc., sólo existe un
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cantil; las unas y las otras fundadas en principios no
muy desemejantes á los que regulan el comercio en la

actualidad.
Tampoco faltaron entre los romanos leyes mercanti-

les, como lo atestiguan los monumentos de la sabiduría
romana. Pueden verse á este propósito en el Digesto:

lib. IV, tít. 9.°; lib. XIV, tít. 1, 2, 3 y 4; lib. XXII, tí-

tulo 2; lib. XLVII, tít. 5 y 9; lib. L, tít. 14, y en el Có-
digo; lib. IV, tít. 25, 33, 40, 41, 59, 60, 63; lib. VI, tí-
tulo 2; lib. XI, tít. 1, 3 y 5. Ni entre los griegos ni en-
tre los romanos las leyes mercantiles estuvieron reunidas
en un sólo cuerpo, ni se conoció un derecho mercantil

separado y autónomo del derecho civil, como justamen-
te demuestra Montanelli, rebatiendo la aserción contra-

ria de Pardessus.
12.—Edad Media (476-1492). Destruído el imperio

romano por obra de los bárbaros, parecía imposible que

pequeño trabajo (no inspirado ciertamente en las mejores fuentes)
del Sr. BERGAMÍN, con este título: Ensayos históricos del Derecho
mercantil, Málaga, 1875, y una traducción española, no muy fiel ni
muy correcta, del notable libro de SCHEERER.

En las obras de derecho mercantil que he citado ya en notas an-
teriores se encuentran noticias más ú menos completas acerca de
la codificación mercantil; véase VICENTE CARAYANTES (ob. cit.)
Resumen histurico crítico de la legislación inercontil de Espaija.—
GONZÁLEZ HUEBRA (01). oit., tomo L 1 Reseija histórica del derecho
mercantil espanol.—MARTí DE EIXAL.1 A. cit., cap. IV). SILVE-
LA	 cit., lee. 3.").—SÁNCHEZ MATA	 cit., tomo	 cap.
REVISTA GENERAL DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA; CÓDIGO
DE COMERCIO (ob. cit., tomo I), Introducción histórica.— MORET
(ob. cit., cap. IX).— EMPERADOR	 cit., capítulos Y, VI, VII,
VIII, IX y X.).—Viso (ob. cit., lee. 2. a .—CARRERAS Y REVILLA
(ob. cit., libros II, III y IV de la parte primera).

En cuanto á la historia de las instituciones mercantiles en su
desenvolvimiento racional, á más del notable capítulo II del libro
primero de la obra ya citada del Sr. MARTí DE EixxL.0 tenemos
todo el tomo I de la obra maestra del Sr. EsTAsEN (N. T.)
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éstos fuesen impotentes para imponer á los vencidos sus
leyes, pues el derecho romano continuó estando en

(r	

vi-
or, con modificaciones de ligerísima importancia. En la,/r,

época feudal no cambió este estado de cosas, pero las
ciudades italianas escapadas á este yugo crecieron poco

á poco en poderío, y por otra parte las cruzadas abrieron
al comercio nuevas vías. Tuvo, por consiguiente, el dere-
cho mercantil un notable incremento, y ya en los monu-
mentos legislativos de la época se descubren los gérme-
nes de una codificación por separado del derecho mer-
cantil y las primeras señales de la existencia autónoma

de este derecho. Tales monumentos existen principal-
mente en colecciones de usos recopilados casi todos por
particulares, los cuales tuvieron vigor, no sólo en una
ciudad determinada, sino también en la mayor parte de
ellas. Reseñémoslas: el Consulado del mar, atribuído por
muchos á los pisanos, que reguló el comercio del iMiedi-

terráneo (siglo XIV?) (a); la Tabla amalfitana, que con-

tiene las costumbres marítimas de Amalfi (P); el Capitu-

lare nanlicum, de Venecia (1255); los Ordenamientos ma-

rítimos de Trani (1603 ó 1363); y en cuanto al comercio

del Atlántico y del Báltico los Rooles de Olerón (1193?),

las leyes de Wisby en Suecia (1288?), etc., etc. Dispo-
siciones importantes respecto al derecho mercantil se

contienen también en los Breves de los cónsules, en los
Estatutos de los Comunes y en los de algunas corpora-
ciones.

13. Epoca moderna (1492 á hoy).—E1 descubrimien-
to de América y el del camino de las Indias por el Cabo
de Buena Esperanza, desquiciaron el centro de los inte-
reses comerciales; de aquí la decadencia de las ciudades

(a) Otros muchos, y con raás fundamento, lo atribuyen á la ciu-dad de Barcelona. (N. T.)
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italianas y el incremento comercial de Francia, de Es-

paña, de Portugal, de Holanda y de Inglaterra. Los mo-

numentos legislativos consisten en esta época en una co-

lección conocida con el nombre de Le Guidon de la mer,

que estuvo en vigor en parte de Francia (siglo XVI), en
los Estatutos de las ciudades italianas, y finalmente en

las Ordenanzas de los reyes de Francia y de España. Son

célebres las Ordenanzas de Bilbao (1560), y sobre todo
las Ordenanzas francesas de Luis XIV, relativas la una
al Comercio terrestre (1673), la otra al. Comercio maríti-
mo (1681). Estas dos Ordenanzas, constituyen el punto
de partida de la moderna codiEcación del derecho mer-
cantil. Estuvieron en vigor coni algunas modificaciones
hasta el Código de Napoleón, que empezó á regir el 1.° de

Enero de 1808, y sigue todavía vigente, aunque con
grandes modificaciones, especialmente en materia de so-
ciedades (leyes de 1856, 1863, 1867), y de quiebras (le-
yes de 1838, 1856 y 1889) (a).

Este código, que puede considerarse como el padre
de los modernos códigos de comercio, fué llevado con
las armas francesas á muchos lugares de Alemania y de
Italia, en alguno de los que subsistió áun después de ha-
ber cesado la dominación francesa. Otros muchos códi-
gos se modelaron sobre éste, en particular los de muchos
de los Estados italianos, y entre ellos, el Albertino de
1842 y el italiano de 1865, que no fué otra cosa que una
revisión del primero (b).

Frente á este Código francés y á los que en él se ins-

(a) Para la historia de este Código puede verse BENITO; intro-
ducción histórico-crítica que precede á la traducción del mismo
publicada en el tomo V de la Colección de las Instituciones jurídi-
cas y políticas de los pueblos modernos. (N. T.)

(b) Nuestro Código de 1829 se inspiró también en el deaNpoleón, aunque mejorándolo y reformándolo e	
-

n algo. (N. T.
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piraron, surgió, informada en principios diversos y más
conforme á las exigencias del derecho moderno, la le-
gislación germánica, constituida por la ley del cambio

(1848) y el Código de comercio de 1861, aplicado al im-

perio en 1871 y modificado en algunos puntos, especial-
mente en materia de sociedades (leyes de 1870 y 1884) (a).
Tanto esta ley del cambio como el Código de comercio
(á excepción de la parte relativa al derecho marítimo),
fueron adoptados también por Austria. En Italia, el Có-
digo de 1865 estuvo todo él en vigor hasta 1882; sin em-

bargo, la obra de su revisión empezó en 1869. Esta obra
dió por primer resultado la compilación de un Proyecto
preliminar (1872); después la de un Proyecto definitivo
(1877), que tras largas vicisitudes fué aprobado (1882),

y con algunas modificaciones, introducidas por una Co-
misión de coordinación, fué publicado y puesto en vigor

en 1.° de Enero de 1883. Este Código está, en parte,
modelado sobre el Código francés, y en parte (principal-
mente en el derecho cambiario) sobre la legislación ale-

mana. Está dividido en cuatro libros: el primero, que

trata Del comercio en general; el segundo, Del comercio
marítimo y de la navegación; el tercero, De la quiebra, y
el cuarto, Del ejercicio de las acciones mercantiles y de su
duración (b).

(a) La traducción y anotación de estas leyes, así como la del Có-
digo de las quiebras, está hecha por el malogrado jurisconsulto mi
queridísimo amibo  D. Rafael de Gracia y Parejo, perdido desgra-

ciadamente para la ciencia española en edad temprana y por el tra-
ductor de este libro. Esta traducción se publicó en el tomo segundo
de la ya citada Goleeci( ∎ u de las instituciones jurídicas y políticas de
los pueblos modernos. (N. del T.)

(b) Este Código ha sido traducido al castellano por D. RAFAEL
DE GRACIA Y PAREJO, y publicado en la Colección de las institu-
ei"es jurídicas y políti:eas de los pueblos modernos, tomo HL(N . del T.)
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Además del Código de comercio, tenemos también
algunas leyes especiales referentes á materias determi-
nadas, como la de almacenes generales (17 de Diciem-
bre de 1882), la de puertos francos (6 de Agosto de
1876), la de las Cámaras de Comercio (6 de Julio de
1862), la de negociación de efectos públicos (13 de Sep-
tiembre de 1876), la de privilegios de invención (30 de
Octubre de 1859 y 31 de Enero de 1864), la de marcas
de fábrica y de comercio (30 de Agosto de 1868), etc.
Tienen también especial relación con el derecho mer-
cantil multitud de reglas contenidas en el Código de la
marina mercante de 1865, modificado el 24 de =Mayo
de 1877.

14.—En los otros países principales de Europa, el
estado actual de la legislación mercantil, es el siguiente:

España, Código de Comercio de 1885 (a); Portugal,

(a) Rige este Código desde 1.° de Enero de 1886, á tenor de lo
dispuesto por la ley y el real decreto de 22 de Agosto de 1885. Se
publicó en la Gaceta de 16 de Octubre de 1885. Vino á sustituir al
Código de 1829, redactado por el notable jurisconsulto D. Pedro
Sainz de Andino, y su gestación ha sido muy lenta, puesto que.
puede asegurarse que viene pensándose en él casi á raíz de la pu-
blicación del anterior.

Para justificar este aserto y para dar una idea de las vicisitudes
de la reforma de la legislación mercantil on España, transcribo á,
continuación los párrafos referentes á este extremo de la exposi-
ción de motivos que precede al proyecto de Código de comercio
presentado á las Cortes por el ministro de Gracia y Justicia, seílor
Alonso Martínez en 18 de Marzo de 1882:

«Aunque el Código de Comercio promulgado en 1829 fué, qui-
zás, una de las más perfectas obras del arte jurídico de su épo.1_!a,
adolecía, corno era natural, siendo el primer ensayo de codificación,
de algunos lunares que la práctica puso desde luego á la vista, y
que consistían principalmente en haber pasado por alto institucio-
nes del derecho mercantil tan importantes como los Bancos y las.
Bolsas, á las que, no obstante, alude con frecuencia el mismo Có-
digo. Por más que el Gobierno procuró suplir estos vacíos con me-
didas especiales, tales como el decreto de 10 de Septiembre de 1831
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Código de comercio de 1888; Holanda, Código de cc)._
merejo de 1838; Bélgica, Código de comercio francés,

sobre la creación de la Bolsa de Madrid, el comercio, que, merced
á la nueva era política abierta al fallecimiento de D. Fernan-
do VII. había adquirido un vuelo extraordinario, exigió la reforma
del reciente Código, que en muchos puntos no respondía al espíritu
de las nuevas instituciones. y que en otros ofrecía ancho campo á
la interpretación, con notable perjuicio de los intereses mercanti-
les. Y si bien los Gobiernos que rigieron los destinos del país des-
de el restablecimiento del sistema representativo participaron de
esta opinión y acometieron con brío la reforma, como lo demues-
tran las comisiónes nombradas sucesivamente en los años 1834,
1837 y 1838 para la redacción de un nuevo Código, los trabajos de
los mismos, alguno de los cuales contenía un proyecto completo,
no llegaron siquiera á tener publicidad oficial, quedando abandona-
dos en los archivos y aplazada así indefinidamente la reforma de la
legislación comercial.

»Al poco tiempo un suceso trascendental en el orden político.
la terminación de la guerra civil, produjo un movimiento general
de la nación española en dirección del comercio y de la industria,
que ha ido en constante aumento hasta nuestros días, á pesar de
los grandes desastres que han agobiado á nuestro valeroso y sufri-
do pueblo. Este movimiento que causó una ver ladera revolución
en el orden económico, consecuencia inevitable de la verificada en
el político, demandaloa con ur gencia nuevas leyes que ampararan
los intereses nuevamente creados, á los cuales dió satisfacción el
Gobierno. tímidamente al principio. reformando las leyes sobre
sociedades por acciones v sobre la Bolsa de Madrid. y adoptando
otras medidas, análozas. v e:12. decisin y enero la mis tarde cuando,
merced á un cambio político favorable á la libertad en todas sus
manifestaciones, los intereses 1113 teriales adquirieron extraordina-
rio desarrollo. Entonces fu' cuan lo el illnistro que sus:"ribe. obe-
deciendo á tan vir-oroso impu l so. propuso .1 S. -U. la Reina, el real
decreto de S de mosto de 1855. v en virtud del cual se e Dni,c; á una
comisión especial, compuesta de personas respetables y peritísimas
el encargo de proceder con toda brevedad á la revisión del Coligo
de comercio.

»Mientras esta respetable comisión se dedicaba al estudio dete-
nido y reflexivo de los zraves problemas que entrafia la moderna

mercantil, (-o; el mayor celo v asiduidad. todo lo cual
exigía cierta lentitud en la preparacidn v ter u. 	 de los tra-
bajos, el come 	 seguía reclamanlo con gr au insistencia el apoy o
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aunque modificado extraordinariamente con leyes espe-
ciales y todavía sujeto á revisión; Suiza, Código federal

del poder legislativo para los cuantiosos intereses que se creaban á
la sombra del movimiento regenerador que se extendía por todos
los ámbitos de la nación y que no consentía nuevos aplazamientos.

»Resultado de estas poderosas excitaciones, que acogieron be-
névolos los poderes públicos, fué el gran número de disposiciones
legales dictadas en el transcurso de pocos años sobre sociedades de
crédito, de obras públicas, 'de almacenes generales de depósito
de bancos de emisión y descuento, sobre obligaciones al portador,
reivindicación de efectos públicos, sociedades extranjeras y otras
que sería prolijo enumerar, con 198 cuales, si bien se enriqueció
considerablemente nuestra legislación mercantil, se hacía cada vez
más indispensable la codificación de esta parte de nuestro derecho.

»Pero como si todos estos materiales jurídicos, en tan breve
tiempo aglomerados, no fuera suficiente demostración de la urgen-
te necesidad de la codificación, otro nuevo acontecimiento político,
de la mayor trascendencia, influyó notablemente en todas las esfe-
ras del derecho, que sufrieron radicales transformaciones, de todo
punto indispensables para que respondiesen á los principios de li-
bertad de reunión, de asociación, de trabajo y de contratación, que
en unión de otros que consagraban el respeto á la autonomía indi-
vidual, fueron proclamados por el Gobierno que se había puesto al
frente de la nación. Y como no podía menos de acontecer, también
alcanzó al derecho mercantil el espíritu innovador de la nueva si-
tuación política. A este espíritu se debieron las reformas realiza-
das inmediatamente en la legislación vigente sobre sociedades anó-
nimas, bolsas lonjas y casas de contratación, agentes de cambio
y corredores, tribunales de comercio y enjuiciamiento mercantil,
organización del crédito territorial, sociedades mercantiles y de
derecho común y quiebras de las compañías concesionarias de ferro-
carriles y demás obras públicas. Tal cúmulo de disposiciones, uni-
das á las dictadas en época anterior, hacían sobremanera difícil y

enojosa la aplicación del Código de comercio, que no sólo estaba
redactado con un criterio abiertamente contrario al que dominaba
en las últimas reformas, sino que aparecía derogado en muchos de
sus artículos, parcial ó totalmente, por efecto de las mismas.

»A tal estado de confusión y de verdadera anarquía había llega-
do la legislación mercantil, que el mismo Gobierno reconoció la ne-
cesidad urgente de ponerle término en el Decreto de 20 de Sep-
tiembre de 1869, por el que se dispuso la redacción del proyecto de
Código de comercio y Ley de Enjuiciamiento mercantil, cuyo tra-
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de las obligaciones de 1881, en vigor en 1883; Rusia,

Códi o-o de comercio de 1835, revisado en 1842 y 1857;

bajo debía desempeñar con toda urgencia una nueva comisión, te-
niendo presente de una parte, los trabajos de la creada en 1855,
por iniciativa del que suscribe, y de otra, los decretos leyes del Go-
bierno provisional y los proyectos de ley pendientes entonces de la
aprobación de las Cortes y bajo las bases en el mismo decreto con-
signadas. Y casi al mismo tiempo se ordenaba por otra ley, la pro-
mulgada en 19 de Octubre del mismo ano 1869, que se procediera
inmediatamente á la revisión del Código de comercio, con el objeto
de modificarlo en el sentido de la más amplia libertad de los asocia-
dos para constituirse en la forma que tuvieran por conveniente y á
fin de ponerlo en consonancia con los adelantos de la época.

¡Afortunadamente esta vez no quedaron defraudados los propó-
sitos del poder legislativo, porque bien pronto pudieron tocarse
los resultados del trabajo encomendado á la nueva Comisión. Poco
más de cinco anos invirtió en la preparación del proyecto de Código,
á pesar de los profundos y detenidos estudios y maduras deliberacio-
nes que durante ese tiempo fueron la tarea continua de aquella co-
misión que el infrascrito tuvo el honor de presidir desde el falle-
cimiento nunca bastante llorado del insigne jurisconsulto don Pe-
dro Gómez de la Sorna. Dicha Comisión se abstuvo de formular el
proyecto de Ley de Enjuiciamiento mercantil, á consecuencia de
haberse promulgac'to en 19 de Septiembre de 1870 la Ley provisio-
nal sobre organización del Poder judicial, que, en la segunda de
sus disposiciones transitorias, autorizó al Gobierno para reformar
la Ley de Enjuiciamiento civil, incluyendo al final de ella una parte

sección que comprendiese las disposiciones especiales necesarias
para los nego c ios mercantiles. Por este motivo elevó únicamente á
manos del Gobierno el proyecto de Código de c omercio. Y como
aquél se hallaba preocupado á la sazón con asuntos graves, que
absorbían por co-npleto toda su atención, trans currió algún tiempo
sin que se sometiese dicho proyecto á, la deliberación de las Cortes;
continuando en tal estado, hasta que, por iniciativa de las mismas,
se publicó la Ley de 7 de Mayo de 1880, que impulsó de nuevo la
obra hace tantos anos comenzada, mandando que se diese publicidad
oficial al proyecto de Código formado por la Comisión nombrada en
1869, con el objeto de que fuese conocida la opinión de las personas
peritas en materia tan compleja como difícil, y fuese apreciada esta
opinión por una nuevq, Comisión revisora ) antes de elevarlo a: la ca-
tegoría de ley del reino.

»Aunque en la misma ley se acordó que las Audiencias y otras
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Hungría, Código de comercio de 1876 y ley del cambio
de 1877; Inglaterra no tiene Código de comercio , y de

corporaciones competentes informasen también sobro el rest
miento de los antiguos tribunales de comercio, el Gobierno ha creí-
do que este punto, por referirse á la organización del Poder judi-
cial y al Enjuiciamiento, era hasta cierto punto independiente del
proyecto de Código, y que de todos modos había de pasar t iempo an-
tes de que pudiera llegarse á una solución como esta, que sat isticie-
ra las las encontradas tendencias de los que afirman la unidad de (juris-
dicción y los que sostienen la conveniencia de dar participación a
los comerciantes en la administración de justicia, cuando so trata
de cuestiones relativas á su profesión.

»Constituida la Comisión revisora del proyecto de Código bajo
la presidencia del ministro que suscribe; publicado dicho provea o
en la Gaceta de Madrid, y transcurrido con exceso el plazo señala-
do en la ley de 7 de Mayo de 1SSO para que los Tribunales, Corpora-
ciones y particulares sometiesen las observaciones que estimaren
convenientes, al juicio de dicha Comisión, procedió ésta con el ma-

yor celo y actividad ¡ la revisión de todos y cada uno de los artícu-
los que el proyecto abraza, estudiando los informes remít idos, com-
parando lo dispuesto en él con las leyes de otras naciones de
cultura mercantil, y abriendo discusiones frecuentes y detenidas
sobre las más importantes y difíciles materias. Durante los meses
que ha empleado la Comisión en tan arduas tareas, reuniéndose
casi diariamente, se ha revisado todo el proyecto de la primitiva
Comisión, en el que se han introducido muchas modificaciones y
enmiendas, así por lo que hace al plan ó método seguido en la codi-
ficación como en lo que toca al contenido de las mismas disposi-

ciones, las cuales se han adicionado con otras totalmente nuevas y

algunas tan importantes como las relativas á los efectos de comer-
cio conocidos con el nombre usual y corriente de cheques, de que

ninguna mención se hacía en el proyecto primitivo. Resulta, por
lo tanto, el que ahora se somete á las Cortes notablemente mejo-
rado, pudiendo afirmarse de él sin exagerada estimación, que se ha-

lla á la altura de los progresos realizados en esta parto de la cien-

cia del derecho.»
A pesar de esta afirmación, tan natural en boca del ministro

que suscribe el proyecto, Sr. Alonso Martínez, le falta bastante al
Código de 1885 para estar á, la altura de los progresos realizados en
dicha fecha por el derecho mercantil.	 It►

Ni en el derecho cambiarlo ni en el marítimo estáí, á la altura
que debiera estar. Sus autores han comprendido la superioridad del

3
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aquí que su derecho mercantil sea en gran parte con..
suetudinario; tiene, sin embargo, leyes especiales sobre.
el cambio (1882), sobre quiebras (1883), sobre socieda-

des (1862 y 1867), etc. (a).

5.° Reseña sobre las vicisitudes de la ciencia
del derecho mercantil.

15.—Después de haber reseñado el estado de la le-
gislación mercantil, debemos hacer brevemente algunas
indicaciones sobre el estado de los estudios del derecho
mercantil.

Las vicisitudes de estos estudios se conexionan ne-
cesariamente con las del comercio y la legislación mer-
cantil,. Por esta razón, los primeros trabajos de derecho

derecho anglogermlnico, y no se han atrevido á marchar por el
nuevo sendero más que tímidamente. La letra de cambio no es ya
expresión del contrato de cambio trayecticio como en el Código
del 29; pero tampoco llega á ser un instrumento de crédito. La hi-
poteca marítima, que ya estaba admitida en el Código de Holanda
de 1838, ha sido preciso introducirla en nuestro derecho por una
ley del año 93. La comercialidad de los inmuebles, principio procla-
mado por el Código de Italia de 1882, tampoco se ha atrevido á de-
clararla el legislador español. La prioridad de los usos mercantiles
sobre el derecho común (véase la N. T. de la pág. 24) ha sido en
definitiva desechada; los contratos, hoy tan importantísimos, de
cuenta corriente y de edición, se han quedado sin figurar en la ley
mercantil, etc. (N. T.)

(a) Algunos de estos Códigos han sido traducidos al castellano
en la ya citada Colección de las Instituciones jurídicas y políticas
de los pueblos modernos. El Código belga, el portugués, el holandés,
el turco, el rumano, el alemán, el francés y otros.

Para enterarse del_ estado de la legislación mercantil, puede
verse la traducción hecha por el SR. OLIVA Y BRIDGMAN, del fo-
lleto de Mr. LYON CAEN, Tableau des lois commerciales an vigueurdans les principaux	 de l'Eu"Pe el de l'Amérique. La traduc-ción española hecha en Barcelona, aunque no lleva fecha, es de1888 . (-N. T.)
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mercantil se encuentran en Italia, donde, como liemos
dicho, florecieron antes que en parte alguna la industria
y el comercio. Notables son en realidad las obras si-
guientes: BALDUCCI PEGOLOTTI, Pratica della mercatura,
(1343); BENVENUTO STRACCA, Tractatus di, mercatura sen
mercatore (1553); SIGISMONDO SCACCIA, Trartabusde com-
merciis et cambio (1618); RAFFAELE TORRE, De cambiis
(1639); ÁNSALDO DE ANSALDI, Discursus legales de com-
mercio et mercatura (1689). Las últimas por razón del
tiempo, pero las primeras por su mérito, son las obras
de G. M. CASAREGIS, Discurses legales de commercio
{1707), Il cambista istruito (1727), etc.

Todos estos trabajos tienen carácter científico, y me -
recen ciertamente ser recordados como los de aquellos
que rompen la marcha al constituirse la ciencia del de -
recho mercantil con caracteres propios; pero la tenden-
cia á acomodar de nuevo las relaciones contractuales,
que poco á poco iban resucitando en los moldes del de -
recho romano y del derecho canónico, apareció al pro-
pio tiempo, especialmente en los más antiguos de entre
estos mismos trabajos, y también en la jurisprudencia
práctica, como en las decisiones de la Rota genovesa

(recopiladas en 15.52) y romana recopiladas en 1590), é

impidieron la constitución de una ciencia, con caracte -
res propios y límites bien definidos.

16.—Entretanto las ordenanzas francesas de 1673
y 1681, presentando un campo de estudios más determi-
nados, atrajeron la atención de los escritores, si bien,
por efecto de haber reducido las disciplinas que rigen el
comercio á un terreno más restringido que el de las cos-
tumbres mercantiles, desarrolladas ya por entonces casi
en su mayor parte, perjudicaron también el desenvolvi-
miento de la ciencia. De todos modos, encontramos en
Francia en esta época los escritores más autorizados de
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rfaderecho mercantil, como SAYARY, Le pa it négociant

(1675); VALIN, Con 97202taire stur l'ordonnand de la

760),	
m

(1	

a

PMERIGON, Traité des assurances et des con.
ine

trats a	 grosse 784). En Italia tenemos AZUNI 3 Di-
zionario vntiversale ragionato della jurisprudenza mercan-

tile (1786) y el Diritto maríttimo (1796); DE 'TORIO, Giu
risprvdeinza del C0711771erei0 (1799), los dos hermanos B.:U-

DASSERONI, al primero de los cuales (A SCANIO), se debe
principalmente el tratado de la Assicurazione marittime
(1796) y el Díziofiario ragionafo della giurisprudenza ma-

rittivta e di C011intercio (1811 ,', y al otro (POMPET0), prin-
cipalmente las Leggi e eMumi del cambio (1805).

17.—El Código de Napoleón de 1807 dió nuevo im-

pulso á. los estudios, tanto naláscuanto que poco á poco

fué ganando terreno al propio tiempo la idea de que la

costumbre era la, fuente del derecho mercantil. De esta

época hasta hoy encontramos en Francia notables tra-

bajos de derecho mercantil, algunos sistematices. otros

en forma de comentarios al Código. Indiquemos entre

los primeros: PARDESSCS, Cou.rs de dr it L'O	 c-1°C1..11;

MAsssE, Le droit (*()Ii¿M(	 dqns Se . 	 rdrs t'c, rt ∎ 	/'c.- t.' /t."L
• •droit dt'S	 CIZS	 1.017 (.1 :? • L

I
; DEL:5.MA REE ET

TEV1N, Traitc: de droi't coniinc•cia!: LYON CAEN ET:EENA-
ULT, frc'cis	 droit t'O Di pi c-	 1: BEAVAED-VEYR1ÉRES.
Traíté	 droit	 y entre los segundos: ALAr'
ZET y B1-7.DARElDr.. Ha y que confesar. 5111 einbar:z .o. que
el cardcter científico, propiamente tal, no 10 adquiere el
Derecho mercantil unís que en las obras de los j' • s,

.	 -	 -1•sultos alemanes, los cuales supieron separarse a; las dis-
posiciones positivas del COdigo, para dar •á la materia
una ma y or compronsion y un orden ••deramenie notable, p (N ro que no siemls:irs; I:= 1:11:1i.1;':11.-- : 1 la-,
claridad de la exposiciOn. .."Niereen	 ez: este., ser.-
tilo: GOLDSCIntlp r,	 .).';'s 11	

• - - •, • • • •. •	 1 110L■

DERECHO MERCANTIL



DERECHO MERCANTIL 	 37

Das Handelsrecht; ENDEMMANN, Das deutsche Handels-
recht systematisch dargestellt, y más recientemente: Hand-
buch des deutschen Handels-Sec-nud Wechselrechts; GA -
REIS, Das deutsche Handelsrecht; BEHREND, Lehrbuch des
Handelsrechts.

18.—En cuanto á Italia, después de las obras ante-
riormente indicadas, es preciso llegar hasta estos últi-
mos tiempos para encontrar alguna, cosa digna de rese-
ñarse. Prescindiendo de otros de menos importancia, se-
ñalaremos los siguientes:

VIDARI.—Corso di diritto commerciale, nueve tomos
(sin duda alguna es esta la obra más importante).

MARGHIERI.—// diritto commerciale italiano esposto
.sistemáticamente (publicados tres tomos).

VivANTE.—Trattato teorico practico di diritto commer-
dale (publicado el tomo primero).

BoRsARE—Commento al códice de 1865.
BOLAFFIO, SUPINO, MARGIIIERI, VIVANTE, MORTA-

OALUCCI, ASCOLI y CUZZERI. Commento al códice di
vommercio del 1883.

19.—Para completar esta breve reseña, añadiremos,
por último, que son varias las revistas periódicas de de-
recho mercantil; entre ellas, podemos señalar: en Ale -

mania, la Zeitschrift für das gesammte Handelsrecht, diri -

gida por GOLDSCHMIDT; en Francia, los Annales de droit
zommercial, del profesor THALLER; y en Italia, Il diritto
commerciale, dirigido por SUPINO y SERAFINI (a).

(a) Aunque la literatura jurídica mercantil española es bastan-
te pobre, no merecía haber sido tan olvidada por el autor, pues si
en los tiempos modernos no podemos exhibir nada que pueda po-
nerse en parangón con las obras de Vidari, Marghieri, Lyón-Caen,
etcétera; en los tiempos antiguos tenemos á SARAVA, Instituciones
de los mercaderes, cuya obra fué traducida al italiano en 1562; á
MERCADOR, Tratos y contratos de mercaderes. Salamanca, 1569;
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6. Fuentes del derecho mercantil (1) (a).

20. Son fuentes del derecho mercantil, en primer
lugar, las leyes mercantiles, esto es, el Código de co-

mercio y las otras leyes que, siendo referentes á la ma-
teria no están, sin embargo, contenidas en. el mismos
(núm. 13). En segundo lugar, los usos mercantiles, á los
cuales, como ya hemos dicho, es fuerza que la ley conce-
da gran autoridad y precedencia sobre el derecho civil.
Estos usos son generales ó especiales, según que se re-
fi eran en general á toda especie de comercio ó ya á una
especie determinada de él, generales ó locales, según,
que se practiquen en todo el reino, ó ya tan sólo en de-
terminada plaza. En el conflicto entre los usos genera-
les y los usos especiales (ó locales), prevalecen estos,
salvo disposición contraria de la ley (art. 1.°). A fin de

traducida igualmente al italiano en 1591, y con posterioridad á,.
HEVIA BOLAÑOS, Laberinto de comercio terrestre, etc. Madrid,.
1619; también traducida al latín en 1702.

Y que no son de tan escasa importancia estos autores, lo de-
muestra, no sólo el hecho de que se tradujeran al italiano, tierra
clásica del derecho mercantil, sino que, por confesión de los mis-
mos escritores franceses, estaban estos libros en manos de los juris-
consultos que redactaron las ordenanzas de 1673 y 1681, y en ellos
hicieron acopio de doctrina los principales autores de derecho-
mercantil francés que escribieron con motivo de estas mismas or-
denanzas.

Y para no repetir aquí nombres, no reproduciré ahora los que ya
quedan indicados en la nota primera que he puesto á esta traduc-
ción, y que puede servir de nota bibliográfica. Tan sólo añadiré
porque no figura en ella: ALVAREZ DEL MANZANO, Curso de Dere-
cho mercantil, filosófico, histórico y vigente (español y extranjero).
Madrid, 1890-93, un tomo, en publicación; y el notabilísimo trabajo
incompleto, por desgracia, del catedrático de literatura jurídica de
la Universidad Central, UREÑA Y SMENJAUD I Ensayo de un planorgánico, de un, 

curso de Derecho mercantil de España y de las _Kin-
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que k VISOS sean verdadera fuente de derecho, es fleco-
s ario: que su existencia sea comprobada sin duda ahn -
mi; que el uso se repita más veces y por un cierto tiem-
po; que se haya establecido con la convicción jurídica
de que es cosa debida, de aquí que los actos de toleran-
cia o de liberalidad no constituyen usos j urídicos; que
no sean contrarios d la ley, al menos en lo que esta
prohibe o mande, porque la costumbre no tiene fuerza
para derogar art.	 tit. prel. al C6d. cié-.), ni al orden
público y las buenas costumbres.

La prueba de los usos puede hacerse con todos los
medios probatorios admitidos por la ley (art. 4-t), cuan-
do, se entiende, sea estas.a prueba necesaria, porque sí el
uso hubiese llegado á conocimiento del juez, podría éste
aplicarlo sin necesidad de prueba. La apreciación del
juez que afirma ó niega la existencia de un uso, como

apreciación de hecho, no es alegable en la casación, sal-

vo si se fundare en criterios jurídicos erróneos. Por la
misma razón no es lícito probar por primera vez ante el
Tribunal de Casación la existencia de un

cipales naciones (le .Europa y _Ame : rica, publicado en la Revista (Te-

neral de Legislacie>n y Jurisprudencia, tomos LXXII,
LXXIV. LXXV.---N. T.)

VINNI , Della consuctudíne mi suoi, •apporti col díritto e colla

legislazione. Peruggia 1879.—VivANTE, Glí usi niercantíli, en el Ar-

chinio giuridieo, vol. XXIX, pág. 234.—CALAmANDREI, Gli suí del

commercio italiano. Firenze, 1889.—OrroLENGHL en los Anales dí

jurisprudenza, 186S, III, pág. 57.—FR,EmERY, ob. cit., cap. II.—
LABAND, en la Zeitseh • ift fiir das gesainmte Handelsreeht, to-
mo XVII, pág. 4(36.

(a) En los tratados generales de derecho mercantil espaúol
que he citado hasta aquí se trata con más ó menos extensión esta
materia, así como la mayor parte de los de esta obra, pero para no
hacer interminables estas notas, suprimiré en adelante toda indica-
ción bibliográfica que no se refiera á puntos especiales que hayan
sido objeto de monografías ó de trabajos publicados en revista
profesionales.—(N. T.)

uso mereantí1,
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puesto que todavía no tiene el asentimiento pacífico (a).
En tercer lugar, otra fuente del Derecho mercantil

se encuentra en el derecho civil, expresión bastante más
lata que la de Código civil, usada en el art. 89 del Códi-
go derogado, y que permite al juez aplicar, á falta de
leyes y de usos mercantiles, el Código civil con una cierta
amplitud, teniendo en cuenta la equidad y los intereses
del Comercio (b).

A las fuentes ya indicadas se pueden añadir como
subsidiarias otras, á *saber: la equidad, que en materia
de derecho mercantil tiene extraordinaria importancia,
la autoridad de lo ya juzgado, y también el derecho ro-
mano y la doctrina asentada por los escritores (e).

(a) La doctrina de nuestro Código respecto á los usos mercan-
tiles, ya hemos dicho que queda reducida á bien poca cosa; pues á
pesar de lo afirmado tan rotundamente por el art. 2.°, los artículos
50 y 59 los dejan reducidos á ser meros instrumentos de interpre-
tación de las cláusulas dudosas de los contratos.

Entre los usos generales y los locales la ley española estima es-
tos últimos como de mayor fuerza, y respecto al modo y manera de
probar estos usos no dice nada ni la ley mercantil ni el Código ci-
vil, quedando por lo tanto esto al arbitrio del juez. (N. T.)

(b) El derecho contr+n, fórmula más amplia todavía que la de
derecho civil que emplea el Código italiano, es la tercera de las
fuentes del derecho mercantil, según el ya citado art. 2.° de nuestro
Código; pero en realidad, es la segunda á tenor de lo que dispone
el art. 50. (N. T.)

(e) El art. 6.°. del Código civil español, después de la ley no re-
conoce otras fuentes que la costumbre del lugar, y en su defecto,
los principios generales del derecho. (N. T.)

1!'
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DERECHO MERCANTIL

LIBRO PRIMERO

EL COMERCIO EN GENERAL

CAPITULO PRIMERO

El sujeto de la actividad mercantil. (1)

1.° Criterios que determinan la cualidad de comerciante.

21.—Sujeto de la actividad mercantil lo es tanto el

que ejecuta aisladamente actos de comercio, como el
que ejecuta estos mismos actos por razón de su profe-

sión; sin embargo, en este segundo caso el sujeto de la

actividad mercantil adquiere la cualidad jurídica de co-
merciante (art. 8). La cualidad de comerciante resulta,
por consiguiente, del concurso de estos dos extremos:

a) Ejercicio de actos mercantiles.
b) Profesión habitual.
22.—a) El ejercicio de los actos que, como veremos

más adelante, están declarados por la ley actos de co-
mercio, constituye el primero de los requisitos indica-
dos. La ley habla de actos, pero también un sólo acto

(1) BRANCACCIO, Dello stato del commereiante. Napoli, 1868.—

BESLAY, Des commerlants. París 1867.
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puede, con el concurso de otras circunstancias de hecho,

de las cuales se desprenda la intención de ejercitar el
comercio , ser suficiente para considerar como cum-
plido el requisito de la ley. El ejercicio de los actos mer-
cantiles, ó sea el ejercicio del comercio, debe hacerse en
nombre propio; el que ejercita el comercio en nombre
de otro, no es más que mandatario de aquel á quien per-
tenece el comercio. Sin embargo, no es necesario, para
tener la cualidad de comerciante, que los actos mercan-
tiles hayan de ser ejecutados personalmente; basta para

este ejercicio que los actos ejecutados con cierta fre-
cuencia se hagan en nombre de la persona, y que ésta se
obligue, para que deba reputársela como comerciante.
Como también es comerciante el que en el ejercicio de
un comercio ha nombrado un factor, en vez de atender

él personalmente al negocio, y no lo es el factor, porque
precisamente obra por cuenta del principal. Lo mismo

puede decirse en general de los demás agentes auxilia-

res del comercio, á excepción del comisionista, porque
éste, si bien contrata por cuenta de otro, también á ve-

ces obra con los terceros en nombre propio y se obliga él

en persona y obliga sus propios bienes; éste es un me-

diador por la naturaleza misma de su profesión.

23.—b) El otro requisito consiste en la profesión ha-

bitual; los actos de comercio deben ejecutarse con la in-

tención de repetirlos y hacer de ellos una profesión. El

determinar esta intención, cuando no sea públicamente
manifiesta, es, más que otra cosa, una cuestión de hecho

que queda al prudente arbitrio del juez; pero en nin-
gún caso una simple declaración de querer ejercer el co-
mercio podrá tener valor como no vaya seguida del ejer-

efe e ,,, i \ o je	 mercantiles; del mismo modo que
no tendría tampoco valor alguno haberse atribuído en
actos privados la cualidad de comerciante,
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siempre que faltasen los requisitos necesarios al caso
exigidos por la ley. Advertimos, por ultimo, que para
ser tenido en cuenta el requisito de la, profesión no es
necesario que del ejercicio del comercio se haga el ob-
jeto exclusivo de la propia actividad: basta que este
ejercicio sea continuado, y repetidas las operaciones
mercantiles. Tales son, pues, los requisitos cuyo concur-
sodetermina la cualidad jurídica de comerciante. Otras
legislaciones, como la alemana y la suiza, requieren to-
davía, que la cualidad de comerciante resulte de la ins-
cripción en un registro (Registro mercantil), en el cual
están necesariamente obligados á inscribirse los que
ejercitan actos mercantiles por profesión habitual (a);
pero este sistema, que tiene, sin embargo, sus ventajas,
no evita las cuestiones en el caso en que alguno que de-
bía necesariamente inscribirse en el registro no se haya
inscrito, y por esta razón, no se admitió entre nos-
otros (b).

24.—Lo que liemos dicho tiene aplicación, lo mismo

tratándose de las personas singulares que, de las colecti-

vas; pero las sociedades constituidas para el ejercicio del

comercio adquieren la cualidad de comercianIes por el

sólo hecho de su regular constitución, y áun antes de em-

pezar á practicar los actos mercantiles para que se cons-
tituyeron (art. 8.) Además, como veremos, las sociedades

(a) Esto mismo exigía nuestra legislación de 1829. (N. T.)
(b) Otro tanto ha hecho el legislador español de 1885, con la

particularidad. de que al tratarse del comercio marítimo, ha faltado
al principio de que la inscripción es potestativa para los comer-
ciantes particulares (art. 17), y exige al naviero (art. 595) la ins-
cripción en la matrícula de comerciantes de la provincia, siendo lo
más notable que ya no existe semejante matrícula, pues el registro
mercantil creado, por el Código 110 es la antigua matrícula quo es-
taba á cargo de los secretarios (101 gobierno civil.—(N. T.)
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mercantiles deben inscribirse en el registro correspon-
diente (a).

2.-- Capacidad para ejercer el comercio (1) (b).

SECCIÓN PRIMERA

Personas singulares.

25. Sujeto de la actividad mercantil puede ser cual-
quiera que tenga capacidad para obligarse; en este sen-
tido debe necesariamente interpretarse el silencio del
moderno legislador; hoy la capacidad de comerciar, des-
aparecidas las antiguas restricciones, es de derecho
común (c).

(a) Nuestro Código estima como obligatoria para las sociedades
la inscripción en el registro mercantil (art. 17), y de esta inscrip-
ción, así como de la voluntad de los asociados, depende el carácter
civil ó mercantil de los mismos, puesto que el Código civil no es-
tablece diferencia esencial (art. 1665) entre unos y otros, y autoriza
á las sociedades civiles (art. 1670) para revestir todas las formas
reconocidas por el Código de Comercio. (N. T.)

(1) BOGGIO, Delle persone fisiche incapaci agli atti civile e di
com,mercio. Torino, 1889. —DE TULLIO. Le donna maritata n,ell
esercizio della mercatura. Napoli, 1884.

(b) VICENTE CARAVANTES. Bienes afectos al ejercicio del co-
mercio de la mujer casada, tomo XLI, pág. 374. Revista de Legis-
lación y Jurisprudencia. (N. T.)

(c) El Código español ha seguido en esto un sistema opuesto
al italiano, pues no siendo ya un derecho de excepción al común,
sino un derecho con caracteres propios, ha determinado por su cuen-
ta la capacidad legal de los que pueden ejercer el comercio (art. 4).
Las condiciones exigidas para tener esta capacidad son:

1. a Haber cumplido 21 años.
2. a No estar sujeto á la potestad del padre ó de la madre, ni á la

autoridad marital.
3. 1 Tener la libre disposición de sus bienes.
Ahora bien; siendo para adquirir la capacidad civil necesaria la

edad de 23 años (art. 320 Cód. civ.), parece que la capacidad para
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Cierto es que el ejercicio de cierta clase de comercio
de ciertas industrias está supeditado en la ley á con-

diciones determinadas, como veremos en el cap. II, pero
estas condiciones, de carácter político ó administrativo,
no tienen nada que ver con la capacidad para ejercer el
comercio; su inobservancia no produce otro efecto que
el de sujetar á quien las viola á penas disciplinarias,

pero no influyen sobre la capacidad jurídica de éste, que
que queda tan capaz ó incapaz corno antes, independien-
temente de tales condiciones.

26.—Todos los que son capaces para obligar, pue-
den, por lo tanto, y por regla general, ejercer el comer-
cio; no podrán ejercerlo los incapaces; no se hace distin-
ción entre el hombre y la mujer, corno tales, ni entre
nacionales y extranjeros; aunque éstos son capaces de
ejercer el comercio siempre, que sin consideración á las
leyes de su país, sean capaces con arreglo á nuestra ley,

porque, por regla general, la capacidad para ejercer el
comercio no se regula por la ley nacional del extranjero,

sino con arreglo á la ley italiana (art. 58,. (a) .
27.—A la regla anteriormente indicada acerca de la

capacidad para ejercer el comercio, se hacen algunas

ejercer el comercio se consigne dos años antes, y así debiera ser si
el legislador español hubiera buscado el modo de poder conceder al
menor de 23 años la libre disposición de sus bienes; pero como ni la
emancipación (art. 327 Cód. civ.) para el que está sujeto á la pa-
tria potestad, ni el beneficio de la mayor edad_ para el huérfano ma-
yor de 18 años y menor de 23, autorizan esta libre disposición de
un modo absoluto, no hay legalmente medio de conseguir que el ma-
yor de 21 y menor de 23, pueda ejercer el comercio. Sin embargo,
en la prlIctica se ha resuelto la dificultad habilitando al emancipado
para este ejercicio; pero repito que la emancipación no es ni con
mucho la libre disposición que exige el Código de comercio. (N. T.)

(a) El Código español admite, por el contrario (art. 15), que la
capacidad del extranjero se regule por la ley de su país, salvo si en
los tratados ó convenios se estipulase otra cosa. (N. T.)
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excepciones, debidas á razones especiales de convenien-
cia y de orden público. Estas excepciones se refieren en
su mayor parte á los empleados públicos, en particular
á los funcionarios del orden judicial y á los alguaci-
les (art. 14 de la ley sobre la organización judicial), al
personal consular de primera categoría (art. 4.° de la
ley consular de 28 de Enero de 1866), á los procurado-
res (art. 43; ley de 8 de Junio de 1874, sobre el ejercicio
de la profesión, etc.), no á los abogados, á los cuales se
les prohibe tan sólo ser mediadores públicos (art. 13;
ley citada), y finalmente, á los condenados por quiebra
culpable 6 fraudulenta (art. 861, CM. com.). De otras
prohibiciones particulares referentes á los factores (ar-
tículo 372) y á los socios de responsabilidad ilimitada
(artículo 112), hablaremos en otro lugar. A todas las
personas anteriormente indicadas les está prohibido el
ejercicio del comercio, no la ejecución de actos mercan-
tiles aislados, para los que continúan capacitadas dichas
personas. Por último, áun cuando respecto al ejercicio
del comercio, fuera del caso de una incapacidad cier-
ta y efectiva, tratándose, como se trata, tan sólo de una
prohibición basada en razones particulares de público
interés, se desprende, que si bien la incapacidad no po-
drá oponerse contra tercero, áun siendo el incapacitado
alguna de las personas anteriormente indicadas que hu-
biese contravenido á las disposiciones de la ley, siempre
será posible, no obstante la prohibición, obtener contra
el infractor una declaración de quiebra (a).

(a) Mientras el Código italiano deja á las leyes especiales el
prohibir el ejercicio del comercio á determinadas personas, fuera
de la prohibición hecha á los quebrados y á los factores y socios
de responsabilidad ilimitada, el Código español, sigue el doble
sistema de establecer prohibiciones expresas y de referirse á, leyes
especiales (arts. 13 y 14), sistema que no tiene otra explicación que
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28.—La regla de la capacidad para comerciar, de que
estamos ocupándonos, salvo las excepciones indicadas,
siendo una consecuencia de la capacidad para contratar,
debe examinarse en cuanto se refiere á los menores y á
la mujer casada, para cuyas personas la ley mercantil
dicta especialmente reglas particulares. En interés de
los mismos menores, puesto que puede presentarse el
caso de que su propia incapacidad para comerciar le re-
sulte grandemente perjudicial, admiten nuestras leyes
que el menor pueda ser declarado capaz para ejercer el
comercio, y con mayor razón para hacer actos singula-
res de comercio, siempre que reunan estas condiciones:

1.a Que el menor sea emancipado;
2.a Que esté autorizado para el ejercicio del comercio

por su padre, por acta ante el pretor (a), ó por el cou-

la de que por este procedimiento se suple la deficiencia de algunas
leyes que debían establecer estas prohibiciones y no lo han hecho,
Ni el Código ni las leyes especiales prohiben el ejercicio del co-
mercio á los alguaciles, procuradores y abogados.

Expresamente, y en los artículos más arriba citados, se prohibe
el ejercicio del comercio en absoluto á los condenados á interdic-
ción civil y á los quebrados, en tanto que subsistan los efectos de
la pena, y con ciertas limitaciones á los funcionarios de la carrera
judicial y autoridades que ejerzan jurisdicción, á excepción de los
que tienen carácter popular, á los recaudadores de contribuciones,
cuando no lo sean por asiento, y á los agentes de cambio y corre-
dores. (N. T.)

(a) No hay en nuestra organización judicial autoridad alguna
que corresponda al pretor italiano. Para dar una idea del lugar que
ocupa en la magistratura italiana, véase la serie de sus autoridades
por orden de menor á mayor:

1.° Los conciliadores.
2.° Los pretores.
3.° Los tribunales civiles y criminales.
4.° Los tribunales de apelación, y
5.° Los tribunales de casación.
Las funciones del pretor, son, proceder como juez en las con-

tiendas civiles, mercantiles y en las causas criminales, ser oficial
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sejo de familia ó de tutela, mediante acuerdo ratificado,
ante el tribunal, según la disposición del art. 319 del
Código civil (art. 9.°). La autorización puede ser general
ó especial, según que se refiera á cualquier especie de
comercio, ó tan sólo á una clase determinada de éste;

3. 11 Que las actas de emancipación y de autorización
sean presentadas en la secretaría del tribunal, en cuya
jurisdicción haya el menor de establecer su residencia,
para que el propio secretario cuide de su transcripción en

el registro destinado al efecto y de su fijación en la sala
del tribunal, en la sala del consistorio, y en el local de
la Bolsa más próxima. El secretario debe conservar la
prueba de haber hecho estos anuncios (art. 9.°).

Hechas la transcripción y los anuncios indicados

(nunca antes!, el menor puede emprender el ejercicio

del comercio; y en lo referente á los actos mercantiles,

se reputa mayor de edad y puede, por lo tanto, hipote-

car y enajenar sus propios bienes inmuebles (art. 11).
Los que han dado al menor la autorización para co-

merciar podrán, sin embargo, cuando lo crean oportuno

revocarla, dando publicidad á esta revocación en interés

de los terceros. Si, pues, el menor hubiese ya emprendi-
do el ejercicio del comercio, en tal caso, en atención á
que las consecuencias de la revocación pueden ser más

graves va para el menor, ya para los terceros, no in odu-

cirá este efecto hasta no ser aprobada por el tribunal,

de la policía judicial y estar encargado de los asunt os de jurisdic-
el¿ni voluntaria. En tal concepto. son de su compet encía todas las
acciones civiles y mercantiles. cuyo valor exceda de 30 liras y no

Pa se de 1..:-)00; las acciones relativas zi prestaci(S n de alimentos á

Pensiones alimenticias peri(Sdicas la liberacin total (5 parcial dela obligaci:)11 correspondiente, si la prestacikSn no excede

. confinamiento (;

del valor
anual de 200 liras: y en materia criminal entender en los delitos
que se castiguen con prisi(Sn correccional, confin 
fierro 

local y multas que no excedan de 300 liras. N. 	

des-

T.1
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previa audiencia á puerta cerrada del menor (art.	 (a).
29.— Digamos ahora algo respecto de la mujer. Por

razones de orden familiar no puede la mujer, como es bien
sabido, ejecutar sin autorización del marido los actos
taxativamente indicados en el art. 134 del Código civil,
ya tengan carácter civil 6 comercial. Pero el marido pue-
de, si quiere, autorizarla para ejercer el comercio. El
consentimiento del marido puede ser expreso ó tzícito.
Se presume cuando siendo el ejercicio del comercio por
la mujer público y notorio, no lo haya el marido expre-
samente prohibido mediante declaración hecha pública
del modo que determina la ley (art. 13).

30.—Hay casos en los que el consentimiento del ma-
rido no es necesario para que la mujer pueda adquirir la
cualidad jurídica de comerciante; esto ocurre cuando el
marido sea menor, esté sujeto á interdicción civil, au-

sente, ó condenado á más de un alío de cárrcel, durante

el cumplimiento de la condena, ó cuando la mu jer este

(a) Fijada en el Código espariol la mayor edad para el ejercicio
del comercio en los veintiún años, en la forma y manera, ( l ile diji-
mos ya en la nota (e) do la página 44, se ha creído el legislador con
fundamento relevado do estatuir reglas para, que el menor de vein-

tiuno pueda ejercer el comercio, ya, que desde los dieciocho años
necesarios para poder ser emancipado (art. 31S Código civil) o ha-
bilitado de edad (art. 323 Código civil), hasta los veintiuno hay un

lapso de tiempo no muy largo.
Otro caso verdaderamente importante, y para el cual no había

regla alguna en la derogada legislación de 1829, ha sido objeto do
la atención del legislador de 1885. Se trata de la posibilidad de la
continuación de un comercio por un menor cuando su padre (I otro
causahabiente cualquiera lo ejercía al tiempo de su muerte. Con
arreglo al Código derogado, la liquidación era forzosa; con arreglo)
al actual (art. 5.°) podrán los menores, por medio de sus guardado-
res, continuar el ejercicio del comercio; y si sus guardadores care-
cieren de capacidad suficiente, deberán nombrar uno ó más facto-
res que ejerzan el comercio en nombre y por cuenta del menor.
(N. T.)
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legalmente separada por culpa del marido (art. 135, nú-

meros 1 y 2 del Código civil). En tales casos, no exis-
tiendo la razón de orden familiar en que se informan las
disposiciones respecto á la autorización marital, resulta
que ésta no es necesaria (a).

31.—Sucede también otras veces que en lugar del
consentimiento del marido se requiere la autorización
del tribunal; esto tiene lugar si hay oposición de inte-
reses entre los cónyuges, y la mujer está legalmente se-
parada por culpa suya, ó suya y del marido, ó por mutuo
consentimiento (art. 136 Código civil). Contra la nega-
tiva del marido de conceder el consentimiento, la mujer
puede proveerse de él acudiendo al tribunal; esto al me-
nos parece resultar de la combinación del § 3.° del ar-
tículo 13 del Código de comercio con el citado art. 136
del Código civil.

32. Todo esto en el supuesto de que la mujer sea
mayor de edad. Sí fuese menor, ocurriría, según algu-
nos, que sería preciso el cumplimiento de las formalida-
des relativas al ejercicio del comercio por los menores,
y que el padre ó la madre, ó á falta de éstos el consejo
de familia ó de tutela, debían autorizar al cónyuge me-

(a) Los casos en que con arreglo nuestro derecho no necesita
la mujer casada la autorización del marido para comerciar son. en
general, los mi smos que en el derecho italiano. Hay, sin embaa-zo,
la diferencia de que nuestro Código (art. 11) no dice que no es ne-
cesaria la licencia, cuando el marido sea menor . sino cuando esté
sujeto i curaduría hoy tutela), fórmula mis amplia, puesto que

comprende toda incapacidad del marido. En cambio, limita los efec-
tos por razón de la pena tan sólo á los casos en que ha incurrido en
la accesoria de interdicción civil, y sabido es que ésta sólo tiene
aplicación en los casos de cadena perpetua y temporal, con lo cual
queda la mujer espaaola que tiene el marido sufriendo condena en
peor situación que la italiana. Respecto á, la mujer separada por
sentencia firme de di vorcio, no exige nuestro Código que lo haya
sidopor culpa del marido.	 T.)
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nor para emprender el ejercicio del comercio; mientras
que otros sostienen que basta en este caso el consenti-
miento del marido (a).

33.—Autorizada la mujer para ejercer el comercio,
puede ya, por virtud de esta autorización, presentarse
en juicio y contraer obligaciones para todo aquello que
concierne al comercio para que fué autorizada, 6 para
cualquier especie de comercio, si la autorización le fué
concedida en términos generales (art. 14); no podrá, sin
embargo, atendida la importancia del acto, y por muy
general que sea la autorización misma, constituir una
sociedad comercial asumiendo la responsabilidad ilimi-
tada sin una autorización especial del marido ó del tri-
bunal (art. 14,	 4.°) (b).

La mujer coinereiante puede también, sin necesidad
de otra autorización, dar en prenda sus bienes muebles
é hipotecar y enajenar los inmuebles. Sin embargo, tra-
tándose de los bienes dotales, éstos, por consideraciones
de orden familiar, no podrán hipotecarse ni enajenarse
más que en los ca sos y con las formalidades indicada s
el Código civil (art. 14, § 3. 0; artículos 1.404, 1.405, Có-
digo civil) (c).

(a) De lo que dicen los artículos 6 y 11 de nuestro Código, que
hablan de la mujer casada, mayor de veintiún arios, se deduce qu<,
si es menor de dicha edad no podrá, ejercer el comercio como no
fuere para continuar el que ya ejercía su difunto padre 6 causaha-
biente, ni que sea posible habilitarla en otro caso, con ni sin li-
cencia de su marido, pues es natural que no pueda autorizar á su
mujer para hacer aquello que la ley no le consiente á él. (N. T.)

(b) En nuestro derecho sucede igualmente, que la extensión de

la autorización concedida determina también la extensión de
efectos. Lo que no hace nuestro Código es meterse 11, ,utiliza r,
como el italiano, y no exige, para que la mujer pueda concurrir á, la
constitución de una sociedad de responsabilidad ilimitada esa auto-
rización especialísima de que habla el autor. En mi sentir, tal su-', i-

leza resulta innecesaria. (N. T.)
(e) No existen en nuestro Código civil estos privilegios por ri-

zón de los bienes dotales. (N. T.)
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34.—A las obligaciones que contrae la mujer en el
ejercicio de su comercio es, por regla general, extraño el
marido, á, menos que el matrimonio no se haya celebra-
o bajo el régimen de gananciales, en cuyo caso ha ded 

entenderse que no habiendo separación entre los cónyu-
ges, del mismo modo que el marido aprovecha las utili-
dades obtenidas por la mujer en el ejercicio del comer-
cio, así, limitadamente á esas mismas utilidades, queda
también obligado (art. 14).

35.—La autorización dada á la mujer para el ejerci-

cio del comercio puede en todo tiempo ser revocada, sin

distinguir si su ejercicio era anterior ó posterior al ma-

trimonio; basta que el acto de la revocación se haya he-

cho público. Sin embargo, si esta revocación se hace-

después que la mujer ha comenzado el ejercicio del Co-
mercio, entonces, por las consecuencias más graves que

puede determinar, no tiene efecto si no se aprueba por

el tribunal, previa audiencia á puerta cerrada de la mu-

jer, ni perjudica los derechos adquiridos por los terceros

ni áun por las operaciones en curso (art. 15). El marido

es la. persona competente para revocar la autorización si
fue él quien la concedió ó si no hubiese podido conce-

derla por razón de un obstáculo y éste hubiese ya des-

aparecido; el tribunal, á instancia de los interesados, es
otras veces el competente si la autorización la concedió

él mismo por razones diversas
indicar.

SECCION SEGUNDA

Personas colectivas.

36. También las personas colectivas pueden, por-
regla general, ser sujetos de actividad mercantil y ad-
quirir, por lo tanto, la cualidad jurídica de comerciante.

de las que acabamos de
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Algunas dudas pueden ocurrir respecto á las entidades
colectivas particulares, como el Estado, la Provincia y
el Municipio, atendido el carácter de estas sociedades,
cuya finalidad, según algunos, es tan sólo la tutela y de-
fensa de los ciudadanos. Hoy, á pesar de que la doctri-
na reconoce en estas personas sociales, no sólo el oficio
limitado de tutela y defensa, sino también el de procu-
rar el bienestar y la cultura, y admite, por consiguiente,
que el Estado y las otras formas menores de la colectivi-
dad, deben integrar la capacidad del ciudadano, para la
consecución de cielitos fines que ellos por sí no podrían
conseguir, ó que conseguirían tan sólo de un modo im-
perfecto, no se concibe la razón que pueda haber para
negar á estas personas sociales la posibilidad de ser su-
jetos de la actividad mercantil. El Estado, la Provincia

y el Municipio pueden, pues, ejecutar actos de comercio
con esta sola limitación sin embargo, que los actos eje-
cutados jure imperii no tienen nunca carácter mercantil,

el cual procederá tan sólo en los actos ejecutados jure

gestionis, cuando, aplicándoles el mismo criterio que si se

tratase de personas singulares, tengan los actos ejecuta-

dos por ellos los caracteres del acto mercantil. Entonces,
cuando el Estado y las otras entidades antes citadas eje-
cutan actos de comercio, quedan, como es consiguiente,
sujetos á las leyes y usos mercantiles (art. 7.°), salvo, sin
embargo, lo que dispongan las leyes y los reglamentos

especiales de carácter administrativo por los que se rigen
estas personas sociales. Hay que tener en cuenta tam-
bién, que si bien pueden ejecutar actos de comercio, no
pueden, sin embargo, adquirir la cualidad jurídica de
comerciante (art. 7.°); según algunos, porque no pueden
concurrir en ellos los requisitos necesarios para que di-
chos actos constituyan la profesión habitual de los mis-
mos; según otros, porque no es posible sujetarlos á las
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consecuencias inherentes á la cualidad de comerciante„
sobre todo, á las de la quiebra (1), (a).

37.—Las personas colectivas pueden, por regla gene-
ral, ejercer el comercio, y con más motivo todavía, las.:
colectividades que se han constituido especialmente con
dicho objeto; éstas son las sociedades mercantiles. Las
sociedades mercantiles, según declaración de la ley,
constituyen entidades colectivas separadas y distintas
de las personas de los socios (art. 77); son, por lo tanto,
capaces para contratar y mostrarse parte en los juicios,
pero no por esto deben considerarse como verdaderas y

propias personas jurídicas. Estas son, en realidad, crea-
ción de la ley, y existen independientemente de las per-
sonas que concurren á su constitución; mientras que las.
sociedades mercantiles son creación de la voluntad indi-
vidual, si bien se puede intervenirlas y regularlas, y no
se pueden considerar abstracción hecha de sus socios,,
porque en sustancia los derechos y deberes de la socie-
dad se resuelven en los de los socios, á diferencia de lo
que ocurre en las personas jurídicas.

Las sociedades mercantiles no son, pues, personas
jurídicas, sino entidades colectivas, creaciones técnicas

y administrativas llamadas ó realizar los fines que los
socios aisladamente no podrían conseguir, ó que conse-
guirían en peores condiciones. Esto explica por qué de-
bemos limitarnos en este lugar á dar de las sociedades
esta simple indicación, dejando el tratar esta materia

(1) PAPA D'AMIC O, Lo Stato fa atti di commercio, en Pilan-
gieri, 1883. MANTELLINI, Lo Stctto e il Códice civile. Firenze,
1882.

(a) El Código español no se ha preocupado de este problema,
pero como no por eso deja de existir, la solución, cuando ocurra el
caso de determinar si el Estado, la Provincia y el Municipio pue-
den ejecutar actos mercantiles, tendrá que ser afirmativa y en lostérminos que indica la ley italiana. (N. T.
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para la parte contractual, porque la sociedad es antes
que nada un contrato. Cierto es que las sociedades mer-
cantiles pueden considerarse como sujeto de la actividad
mercantil y tratarse de lleno bajo este aspecto; pero,
áun admitiendo que este método fuese el mejor, trope-
zaríamos con graves dificultades, porque el estudio de
esta materia supone necesariamente el de la parte con-
tractual. He aquí por qué preferimos atenernos al siste-
ma seguido también por nuestro legislador tratando
de las sociedades á propósito de los contratos mercanti-
les (1), (a), (b) .

(1) FORLANI, Sulle persone artificiali ossia giuridiche, en el
Árchivio giuridico, vol. VI, pág. 1. — BONELLI, Le personalita
giuridica delle societA di commercio en la Legge, 1887, 2, 317.--GIOR-
GI, Dottrina delle persone giuridiche, vol. I. Firenze, 1889. —LA-
BAND, en la Zeitschrift de Goldschmidt, vol. XXX, pág. 482.—
UNGER, Personengesammtheit und offene Handelsgesellsch,at,
los Jarbii,cher fur Dogmatik des heutigen Privatrechts, vol. XXV,
página 239.

(a) CABANILLAS, Manual de las Sociedades mercantiles. Ma-
drid, 1859.— MONTERO Y VIDAL. La Bolsa, el Comercio y las So-
ciedades mercantiles. Madrid, 1886. (N. T.)

(b) Las consideraciones que hace el autor para deducir que las
sociedades mercantiles no son personas jurídicas sino entidades
colectivas, creaciones técnicas y administrativas, no convencen;
pues por la voluntad se constituye la familia mediante el matri-
monio, y no puede negarse que sea una personalidad jurídica, y
también ocurre en ellas que los derechos y deberes de la sociedad
se resuelven en los de los miembros que la constituyen, y no por
eso deja de ser persona jurídica. Otro tanto sucede con las socie-
dades á las que llama especialmente personas jurídicas, sin que
pueda establecerse diferencia fundamental en este respecto entro
dichas sociedades y las sociedades mercantiles.

Ahora, si por razón de método conviene más dejar el estudio
de las sociedades mercantiles para cuando se haya de hacer el de
los contratos con objeto do no tener que andar haciendo anticipa-
ciones de principios no explicados todavía, eso es cuestión aparto
que no he de tratar, pero que no tiene nada que ver con la de si son
6 no personas jurídicas las sociedades mercantiles. (N. T.)



CAPÍTULO II

El objeto de la actividad mercantil (1).

38.—Hemos dicho ya que el comercio se propone ha-
cer circular la riqueza; la riqueza es, pues, el objeto so-

bre el que se ejercita la actividad mercantil; y por rique-

za debe entenderse, como es sabido, todo lo que, tenien-

do condiciones para satisfacer las necesidades humanas,
tiene también condiciones para el cambio; en otros tér-
minos, todo lo que es dtil y permutable. Todo lo que es

útil y permutable, en cuanto puede ser objeto de pro-
piedad privada, puede también convertirse en objeto de

comercio ó mercancía, pues este es realmente el nombre

con el que se designan las cosas que de hecho están des-

tinadas al comercio. De aquí que la diferencia entre

cosa y mercancía no es diferencia sustancial, sino de des-

tino. El paño, por ejemplo, que es mercancía cuando se

encuentra en la tienda del comerciante de tejidos, cesa
de serlo en cuanto lo adquiere aquél que se propone ha-

cerse con él un traje para vestirse.
La voz mercancía se emplea también en otros senti-

dos mis restringidos que el que queda indicado, referen-

tes siempre, sin embargo, á su destino, al comercio. Al-
gunas veces se emplea para indicar alguna cosa mueble,
y este es el significado originario de la palabra, que ten-

1 ) MAeLE0D Elementi di Eemiorn Polítim (Bíbliot. dell'Em-nowista, tercera serie, vol. III).—ENDE MANN, Handbuch, vol. II.
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ga valor intrínseco propio y presente, y en este sentido
se contraponen á las mercancías los títulos de crédito, los
cuales no tienen valor intrínseco propio y presente, sino
valor derivado, son representaciones de valores.

En un significado aún más restringido se llaman
mercancías á las primeras materias ya elaboradas en las
fábricas que subsisten después de este primer uso, y no
se consumen más que lentamente, en contraposición á
los frutos (derrate), ó sea á aquellos productos de la tie-
rra destinados al mantenimiento de los hombres y de
los animales, y que se consumen con el primer uso (a).

39.—A la regla general de que todas las cosas que
pueden ser objeto de propiedad privada pueden conver-
tirse en mercancías, hay que oponer algunas restriccio-
nes, las cuales se refieren á las cosas que ofenden las
buenas costumbres ó la moralidad, que son peligrosas
para la salud ó la seguridad pública, que constituyen

contrabando de guerra (art. 216, Código de la marina
mercante) ó monopolio del Estado (sal, tabaco, etc.)

Sin embargo, algunas de estas cosas pueden aún lle-
gar á ser objeto de comercio, sujetándose á la observan-
cia de reglas especiales, ó por medio de personas debi-
damente autorizadas (sales, tabacos, medicamentos, etc.)

(a) La distinción entre le merce y le derrate no puede precisarse

en español como en italiano, pues la palabra derrate no coincide

exactamente con la de frutos. Sin duda por eso, si entre nosotros no
tiene la palabra mercancía el mismo valor científico que vulgarmen-
te se le da y coincide el valor científico de la misma en ambos idio-
mas, no sucede lo mismo con el valor vulgar, pues la significación
más restringida que tiene en español es la de todas aquellas cosas
que pueden pesarse, contarse, medirse y venderse en un almacén ó

tienda.
El concepto científico de la mercancía que da el autor, aún pue-

de completarse, diciendo que es toda cosa que, estando en la propie-

dad del hombre, y pudiendo utilizarse directamente por el cambio, es
objeto de una especulación. (N. T.)
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Esto ocurre por la razón de que el objeto de la actividad
mercantil constituye de por sí el ejercicio de una indus-
tria. Aun este ejercicio por regla general es libre; pero
en algunas industrias está prohibido por razón de Esta-
do (fabricación de la sal y del tabaco, industria postal,
telegráfica etc.); otras están permitidas tan sólo previa
licencia de la autoridad administrativa (fábrica de ar-
mas, industria tipográfica, empresas de espectáculos pú-
blicos, etc.) Hay otras profesiones que se relacionan
también con el comercio, para las cuales se requirie

en quien las ejerce garantías especiales de capacidad

(mediadores colegiados, constructores de naves, capita-

nes, etc.)
40.—Sentado esto, examinemos ahora un poco más

detenidamente las varias categorías de cosas que pueden

ser objeto de comercio. Se puede hacer la siguiente cla-

sificación:
Mercancías y frutos (derrate). Dinero. Títulos de

ci .édíto. Bienes incorporales.—Servícios.—Inmuebles.
41. Mercancías y frutos.—Entendemos aquí por

mercancías y frutos todas las cosas muebles, á excepción

del dinero, que tienen valor intrínseco propio y presente.

Estas cosas constituyen el objeto unís importante de la

actividad mercantil. No es fácil una clasificación de las

mismas, ni, por otra parte, tendría ventaja alguna que

tal hiciéramos; pueden verse, si es preciso, en las tarifas

aJuan,)ras de los varios Estados (a).

(a) Todas estas cosas objeto de la clasi +leaei s u que estudia el
autor. tienen una característica econ(Smica determinada por la re-
lacii"qi que en ellas se da del valor eu uso y del valor eu cambio.

A medida que vayamos cstudi:índolas iremos indicando su ea-
ract,'r:szt ica.

La d; las mercancíasuso aiverso	 valor y frutos consiste en que. siendo su valor
Pu en. cambio, son. sin embargo, equivalen-
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42.---Dinero (a) (1). También el dinero puede ser
objeto de comercio, no obstante sus funciones económi-
cas y jurídicas. La economía política nos enseña el doble
papel de la moneda, la cual, al mismo tiempo que instru-
mento de los cambios, es medida de los valores; como ins-
trumento de los cambios, procura vencer las dificultades
de la permuta, para lo cual se requiere una reciprocidad
de necesidades entre los permutantes; como medida de los
valores simplifica las relaciones contractuales, constitu-
yendo un término de comparación del valor de todos los
demás productos. Este término de comparación es tanto
más perfecto y mejor adaptado á su oficio, cuanto mayor
y más seguro es el valor de la substancia de que está he-
cho. He aquí por qué la moneda debe en sí misma tener

un valor, y lo tiene realmente, puesto que el metal no
deja de ser un valor por estar reducido á moneda. Si,
pues, la moneda tiene un valor, podrá también ser obje-
to de comercio, ya que la actividad mercantil puede de
hecho recaer sobre todo aquello que tenga un valor en

cambio. Cierto es que el papel-moneda no tiene en sí
mismo su valor, sino que únicamente lo representa (y

por eso cumple imperfectamente su oficio), pero no cesa
por esto de tener un valor, en cambio, determinado por
la mayor ó menor fe que inspire su conversión en mone-
da metálica. La moneda puede, por consiguiente, ser
objeto de comercio. Las dudas que algunos suscitaron

( a) También ha sido traducido al francés para la BibUotheque
scientifique internationale.—(N. T.)

(1) Además de los tratados generales de economía política, se
pueden consultar CHEVALIER, La ntonnaie. París, 188(3.—JEvoNs,

Money and the mecanisme of exchanye. Londón, 187:; (trad. ital.,

Milano, 1878) KNIES, Das Geld. Berlín, 1873,—KocH, en el Ma-

nual de Endemann, vol. II, § 184-199 (a).

(a) ALDAMAR, Informe sobre moneda. Madrid, 18G1. (N. T).
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sobre la capacidad de la moneda para ser objeto de co-

mercio, se referían á su oficio de extinguir las obligacio-

nes; pero este oficio de ella es común á todas las cosas
que tienen un valor en cambio, y si ordinariamente las
obligaciones se extinguen con dinero, es porque éste
puede servir de instrumento á, todos los cambios. No
importa que mientras el objeto último de los contratos
sobre mercancías y sobre frutos es su consumo, la mo-
neda no se adquiera para consumirla, sino para expen-
derla; todas las cosas se consumen del modo que les es
propio, y la moneda se consume realmente expendién-
dola.

El comercio del dinero en el sentido de permuta de
las monedas, toma el nombre de cambio manual ó tra-
yecticio, según que se haga en la misma plaza ó entre
plazas diversas, en cuyo último caso se relaciona con la
doctrina de la letra de cambio. El dinero es también
objeto de otros contratos especiales, como el mutuo y el
préstamo {I, las gruesa.

Su especialidad es producir intereses con perfecto
derecho. (Art. 41, Cód. Com.) (a).

43. Títulos de crédito (1). El crédito, del latín ere

(a) La característica comercial del dinero consiste, si se trata de
moneda metálica, en que su valor en uso es igual á, su valor en cambio ,
si bien en ocasiones puede ser distinto (cuando se convierte en pri-
mera materia del arte del platero y joyero), y si se trata de moneda -
papel, no tiene otro valor en uso que el propio valor en cambio. Por
eso son tanto la moneda mefillica como la moneda-papel y el papel-
moneda efectos comerciales por excelencia, y estos últimos aún más
(pie la primera.—y. T.)

(1) SALVIOLT, I Woli (11 portatore nelia storia del diritto italia-
no.—GALLuPPI 7 I litoli al portatore, 	 1870.—PAPA
(-'1() ; i t¿Ioli	 er<Wilo, Catania, 1886.—DE FOLLEVILLE, TraitS de
la possesion des meubles et des titres au, portero ., 2.a odie. París,

AHL, Traib; th(or. et pral. des titres ate portear. París,
1891.-13 tic	 des votleurs mobiWres et diets prblics.
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dere (tener fe), es uno de los factores más poderosos del
bienestar económico; favorece la circulación de l •( e a rique-
za y la reproducción de los capitales, aumenta el traba
jo y el ahorro y contribuye todavía al incremento de los
principios de moralidad y fraternidad.

Como objeto de relaciones jurídicas supone siempre
el concurso, al menos de dos personas: un acreedor y un
deudor; sin embargo, conviene tener en cuenta, que no
siempre existe el crédito, por 1()1 1 1	 Is...0 Aocao d e que una
determinada, persona, el deudor, esté obliada á cumplir
á favor de otra, el acreedor, una obligación cualquiera;
o en otros términos, que si donde existe un crédito lt2 y
siempre un derecho de crédito, no siempre donde hay
un derecho de crédito existe un crédito. Se requiere ne-
cesariamente que se trate de una obligación de dar,
porque nadie puede ser obligado á, hacer, y que la cosa
dada por el acreedor, y que el deudor se obliga á, resi
tuir al llegar el término del vencimiento, se 1» asiera en
propiedad al deudor; de aquí se deduce también, que ob-
jeto de una operación de crédito no pueden ser sino las
cosas fungibles. El crédito puede, por lo tanto, ser con-
siderado como el cambio de una, cosa que se da de pre-

sente por otra que se recibirli, en lo futuro. El crédiio
puede dividirse, en consideración a la persona, en pú-

blico y privado, según que proceda (:el Estado, la Pro-

vincia y el Municipio, 6 de otra persona física, o jurídi-

ca; en activo y pasivo, según que se refiera al acreedor

al deudor. En consideración á, la causa por la que se

concede, se divide en personal y real, según que ;,ea

simplemente garantizado por el deudor 6 por otro, ó

París, 1881., 2. a edie.—KuNTZE I Die .Lehre von dert litho.berp« pie run.

Leipzig, 1857. BRuNNER,, en el Ilundbuch dt Enduditamt, vol. 11,

§ 191-1:)J. -- 	 íd.,	 229-2:4.



6 2
	 DERECHO MERCANTIL

tenga además una garantía real; es decir, una prenda 6
una hipoteca.

44.—La relación jurídica que se deriva de una ope-
ración de crédito, como también en general el derecho
de crédito, ó sea la relación entre acreedor y deudor,
puede exteriorizarse y revestir forma sensible en un do-
cumento, el cual toma el nombre de título de crédito, si
bien en sentido estricto título de crédito sea tan sólo
aquél que se relaciona con una operación de crédito.

Título de crédito es, pues, en general, un escrito que
atribuye al legítimo portador el derecho de obtener la
satisfacción de la obligación en él consignada.

Dejando para otro lugar lo que se refiere al carácter
jurídico de los títulos de crédito, conviene hacer notar
que en ellos podemos distinguir lo que se refiere á las
prestaciones á que dan derecho, de lo que se refiere á su
modo de emisión y trasferencia.

45.—Bajo el primer aspecto, se pueden distinguir
los títulos de crédito, según que den derecho á una pres-
tación en dinero, en mercancías ó en servicios.

Dan derecho á una prestación en dinero:
1.° Los títulos de deuda emitidos por el Estado, la

Provincia ó los Municipios, que dan derecho por regla
general, tanto al pago de los intereses, como en el caso
de haberse convenido así, á la restitución del capital;

2.° Los bonos del Tesoro (pagarés por otro nombre),
con los que los Estados recurren al crédito para suplir
las deficiencias momentáneas de caja. Estos dan igual-
mente derecho al pago de los intereses al tipo conve-
nido y á la restitución del capital prestado.

3.° Los billetes de banco emitidos por los bancos de
emisión y garantidos con una reserva mettilica. Esos
dan derecho á la suma en ellos consignada, es decir, á
obtener el cambio en moneda metálica. Adquieren lil
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carácter de verdadero dinero Siempre que, como ha ocu-
rrido más de una vez, el Estado dispone su curso for-
zoso.

4.° Las obligaciones de las sociedades mercantiles é
industriales, son propiamente títulos de préstamo mu-
tuo, y á más del reembolso del capital, dan, general-
mente, derecho á intereses.

5.° Las cambiales, que contienen la promesa de pa-
gar ó hacer pagar, en la forma establecida por la ley
(art. 251 y siguientes) una suma de dinero.

6.° Los talones de banco (cheques), con los cuales
tiene quien quiera sumas disponibles en una sociedad
de crédito ó en manos de un comerciante, de los que
dispone en favor suyo ó de un tercero (art. 339 y si-
guientes).

7.° Las pólizas de préstamo á la gruesa ó préstamo
mutuo contraído para las necesidades de la navegación,

en la forma y con los efectos marcados en la ley (artícu-
lo 590 y siguientes).

Dan derecho á una prestación en mercancías:
Las órdenes en frutos (ordene zn derrate) ó letras de

cambio que contienen la promesa de pagar en determi-
nada clase de cereales (art. 331 y siguientes).

Las órdenes en otra clase de mercancías no son ad-
mitidas en nuestra legislación (a).

Dan derecho á una prestación en servicios:
1.° Los billetes de trasporte de pasajeros.

Los billetes para los espectáculos públicos.

(a) Estas letras de cambio pagaderas en cereales, introducidas
por las costumbres mercantiles de Sicilia, cuya producciém en gra-
nos es tan grande, han adquirido carta de naturaleza en el Caigo
italiano vigente. Desconocidas en España, y no autorizadas por
nuestras leyes, pudieran haber servido quizá, de alivio en ocasiones
determinadas á nuestros agricultores, pues la producci6u agrícola
de nuestro país es gemela de la de Italia.
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3. 0 Los sellos de correos, los timbres y otros títulos.

análogos.
46. Pln consideración al modo de emisión y trans-

misión, los títulos de crédito se distinguen en nomina-
tivos, á la orden y al portador. Los primeros llevan el
nombre de una persona determinada y son transferibles
tan sólo mediante cesión, la cual regularmente se efec-
túa, con declaración transcrita en los registros que lleva
el emitente, ó por documento aparte en la forma que
determina la ley. Los segundos, si bien son emitidos en
nombre de una persona determinada, contienen la cláu-
sula á la orden, y son transferidos mediante una forma
particular de cesión que se llama endoso. En algunos
casos, sin embargo, como en las letras de cambio, la,
ley sobreentiende esta cláusula aunque no vaya ex-
presa (a).

Los terceros no son emitidos en nombre de nadie, y
pueden transferirse mediante simple tradición manual.
Volveremos á hablar de esto á su debido tiempo.

47.—Como títulos de crédito en su más amplia acep
ción, esto es, en cuanto son documentos que dan dere-
cho á obtener determinadas prestaciones, pueden consi-
derarse los siguientes, aunque, rigorosamente hablando,,
no sean títulos de crédito ya por su origen, ya por el
conjunto de derechos que representan:

1.° Las acciones de las sociedades mercantiles. Es-
tas acciones, á más de dar derecho á tomar parte en la
administración de la sociedad y á retirar las utilidades,
representan regularmente una parte del capital social

(a) El Código espaSol declara en su art. 450 que si la letra de
cambio adolece de algún defecto ó falta de formalidad legal (y de-
fecto es la omisión de la cláusula r r la orden), se reputará pagaré á
favor del tomador y z't cargo del librador. (N. T.1
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que debe ser restituído al tenedor de la acción al disol-
verse la sociedad.

2.° Las cartas de porte, que son los documentos en
los que se contiene el contrato de trasporte por tierra
(art. 389 y sig.). Estas cartas, más que dar derecho á
obtener la entrega de la mercancía expedida, representa
la mercancía misma.; de tal manera, que la posesión de
la carta' de porte equivale á la posesión de la mercancía
expedida (art. 456).

3.° La póliza de cargo (conocimiento de carga) que
corresponde á la carta de porte en el comercio marítimo
(art. 555 y sig.).

4.° Los resguardos de depósito de los almacenes ge-
nerales, los cuales también representan las mercancías
depositadas en los almacenes mismos (art. 461 y sig.).

5.° Las cédulas pignoraticias que van unidas á los
resguardos de depósito (art. 463 y sig.).

6.° Las facturas ó notas de las mercancías vendi-
das, sobre las cuales puede efectuarse la reventa de las
mismas; sin embargo, según la opinión dominante, la
factura no representa la mercancía; de aquí que la trans-
misión de la factura misma no supone la tradición de la
mercancía en ella indicada (a) .

48. Bienes incorporales (1). También los bienes in-

(a) De las acciones de las sociedades mercantiles, así corno de
las facturas de venta, sí que puede decirse con el autor que no son
propiamente títulos de crédito, porque las primeras supone una
serie de derechos de muy distinta naturaleza de los que suponen un
crédito, y las segundas no dan derecho por sí solas á, la transmisión
de las mercaderías en ellas indicadas. En cambio, las cartas de por-
te, conocimientos, resguardos de depósito y cédulas pignoraticias
son verdaderos títulos de crédito á pesar de los escrúpulos del au-
tor, pues su naturaleza es la misma que la de los demás títulos que
dan derecho ya á una prestación en dinero, ya í una prestación en
mercancías ó en servicios. (N. T.)

(1) Bosio, Le privative industrian nell diritto 	 Tormo,

5
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corporales, derechos, acciones, etc. (considerados como
muebles ó inmuebles por la ley), ya que tienen un valor
en cambio, pueden ser objeto de comercio.

En particular hemos de recordar:
1.° Los privilegios industriales;
2.° Los derechos de los autores que cuando son ad-

quiridos de conformidad con la ley constituyen una pro-
piedad, 6 por lo menos un derecho exclusivo de uso, que
puede ser objeto de contratación mercantil;

3.° La clientela de una casa de comercio que te-
niendo, sin duda, un valor, puede, como veremos, ser ma-
teria de contrato.

49.—Servicios. La persona no puede ser objeto de
contrato; pero el trabajo puede ser objeto de comercio,
porque á la par de las cosas tiene él también un valor en
cambio. De hecho la ley, declarando, como veremos, a&-
tos mercantiles las empresas de corretaje, comisión, es-
pectáculos públicos, etc., ha tenido en cuenta no sólo las
cosas de cuyo empleo se trata, sino también el trabajo
que forma la base de estas empresas.

50.—Inmuebles (1).—También los inmuebles pueden
ser objeto de comercio; pero este principio, reconocido
en nuestra legislación (art. 3.°, núm. 3), negado en otros

1891.—CoTTARELLI, Le privative industrian, Cremona, 1888.—RE-
NouARD, Traité des b'revets d'invention, 3. a edición. París, 1865.—
POUILLET, Traité théorique et pratique des brevets d'invention et

de la contrefaÇon, 3." edición. París. 1889.—KLOSTERMANN, en el
Manual de Endemann, vol. II, § 200-228; también en el Manual de
Sch¿inberg, vol. III.—AMOR, Dei diritti clec/1i autori delle opere d'in-
gegno. Torhao, 1875. —RENOUARD 7 Traité des droits d'auteur. Pa-
rís, 1838-39.—PouILLET, Traité de la proprieté lítteraire et artisti-
que. París, 1879.
(1) POZZOLINI, Del caracttere cominerciale di aleurie operazioni

$ugh immobili. Pisa, 187 1 ).—MAuRizi, Ii commercío in che C011Sidel
e se possa estendersi agli	 Torino, 1877.
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(Cód. alemán, art. 275), es controvertido en el terreno
doctrinal (a).

En contra de este principio se observa que el comer-
cio consiste en el transporte de las cosas de un lugar á
otro, y que por eso no pueden ser objeto del mismo los
inmuebles, que por su especial naturaleza no pueden
transportarse. Pero el transporte es una de las funcio-
nes del comercio, no todo el comercio mismo; éste sí
que es verdad que tiene por objeto la circulación, pero
tal circulación puede verificarse independientemente de
la traslación material de las cosas; en fin, los bienes
muebles pueden circular sin cambiar materialmente de
sitio, como ocurre, por ejemplo, en el caso de las mer-
cancías depositadas en los almacenes generales, las cua-
les circulan de mano en mano por medio de los resguar-
dos de depósito. Las otras objeciones, deducidas de las
formalidades más rigurosas y menos rápidas á las que
sujetan las leyes la trasferencia de la propiedad inmue-

ble, no tienen valor alguno. La rapidez sí que es condi-
ción inherente á las operaciones comerciales, pero no
esencial á las mismas. Por último, estas mismas forma-
lidades las vemos prescritas por nuestro legislador para
la compra-venta de las naves, sin que por ello estas
compra-ventas dejen de constituir actos de comercio. En
sustancia, no hay razón alguna que alegar contra los
bienes inmuebles, para derogar este principio: todo lo

(a) El C6d. esp. de 1829 en su art. 360 es contrario á este prin
cipio. El de 1885, por escrúpulos incomprensibles del legislador no
so ha atrevido 11, reconocerlo francamente como el italiano ni rt. ne-
garlo en redondo como el alemrtn, dejando la puerta abierta (artícu-
los 325 y 326) para que la jurisprudencia resuelva la cuestión, ya

en sentido afirmativo, como lo hace la exposición de motivos del

proyecto de Código, ya en sentido negativo.—(N. T.)
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que tiene valor en cambio, puede ser objeto de comtr.
cio. Ya veremos en otro lugar la extensión que á este
principio ha concedido nuestró legislador (a).

(a) Sobre la comercialidad de los inmuebles puede verse BE-
NITO, ob. oit. Lec. 12, pág. 49.— (N. T.)



CAPÍTULO III

Formas en que se desenvuelve la actividad
mercantil. (1) (a)

51.—Si quisiéramos considerar el tema en su aspecto
económico, podríamos decir que la actividad mercantil
se desenvuelve en una serie múltiple de negocios que
todos se pueden agrupar bajo las dos funciones, en las
que se resume el comercio, esto es, el cambio y el trans-
porte.

Nuestro propósito es, por el contrario, considerar el

tema bajo su aspecto jurídico, esto es en cuanto la ley,
con objeto de determinar la aplicación de las leyes mer-
cantiles, considera que ciertos actos dados, constituyen
otras tantas formas de la actividad mercantil. Las leyes
modernas, como decimos en la introducción, no definen
lo que se entiende por acto de comercio (b); se limitan
á hacer de los actos mercantiles una enumeración que,
por lo menos en nuestro Código, pretende tener simple-
mente carácter demostrativo, como resulta por modo in-

(1) MANARA, Degli atti di commercio. Torino, 1887.—CIPErim,
Teoria giuridica degli atti di commercio. Parma, 1870.—BEsLA,x,
Des actes de commerce. París, 1865.—ORILLARD, De la compé,tence
et de la procédure des tribunaux di commerce. París, 4844.

(a) LASTRES, Los actos de comercio y la jurisdicción, mercantil,
Madrid, 1886.

(b) El Cód. de comercio de Méjico de 1884, constituye una ex-
cepción. En su art. 13 define los actos mercantiles; bien. es verdad
que no puede recomendarse como modelo esta definición..—(N. T.)
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clubitable de los trabajos que precedieron á su publica-
ción. Por otra parte, una definición de los actos mercan-
tiles sería difícil y peligrosa, y una enumeración taxa-
tiva supondría que se podría comprender en ella todos..
los actos mercantiles, lo que no es posible (a).

Las leyes, pues, se limitan á establecer una presun-
ción ,jures et de jure de la comercialidad de los actos enu-
merados por ellas (art. 3.°) como actos mercantiles obje-
tivos, dejando después al juez con la guía de la enume-
ración legislativa y con arreglo al principio de la analo-
gía, el cuidado de declarar todavía mercantiles actos.:
que no están comprendidos en la misma enumeración.
No podrá, sin embargo, afirmarse que nuestro legisla-
dor al enumerar los actos mercantiles se haya inspirado,
siempre en un criterio científico, habiendo algunas ve-
ces atribuído tutilitatis caussa, el carácter de la comer-
cialidad, como veremos mejor en breve, á actos que ra-
cioralmente no deberían considerarse como actos mer-
cantiles; de aquí, la confusión que en esta parte se en-
cuentra en la doctrina y en la jurisprudencia.

52.—Al lado del acto mercantil objetivo, el legisla-
dor ha puesto el acto mercantil sujetivo, ó sea el dedu-
cido por presunción de la cualidad de comerciante que'
tiene el que realiza dicho acto. Y, en realidad, es racio-
nal suponer que de ordinario el comerciante ejecuta ac-
tos mercantiles, áun cuando no le esté prohibido ejecu-
tar también actos civiles. De aquí el que se presuman
mercantiles los actos ejecutados por un comerciante, á
menos que no sean esencialmente civiles, ó lo que es lo,

(a) El Cód. esp. ni los enumera ni los define. En el párrafo
timo del art. 2.°, sale del paso diciendo: «Serán reputados actos de
comercio los comprendidos en este Código, y cualesquiera otros do-naturaleza análoga.»— (N. T.)
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mismo, á menos que el título del que se deriva el acto
excluya en absoluto la comercialidad, ó que su no co-
mercialidad resulte del acto mismo; lo que ocurre siem-
pre que el acto, teniendo en cuenta las circunstancias
intrínsecas del momento en el cual se cumple, sin que
haya medio de recurrir á otra prueba, resulte ser un
acto civil (art. 4.°).

53.—Dicho esto, indiquemos brevemente las varias
especies de actos declarados mercantiles por la ley, agru-
pándolos en cuanto sea posible bajo una clasificación
más general:

1.°—Operaciones de compra y venta y locación. De or-
dinario la compra es mercantil siempre que se haga para
revender ó para alquilar (art. 3.°, núm. 1); en este caso
es acto mercantil no sólo la compra, sino también la
venta ó la locación que son consecuencia de ella. Deci-
mos de ordinario, porque hay casos en los que la compra
no debe considerarse mercantil áun cuando se haya he-

cho para revender; esto ocurre siempre que la cosa, aun-
que comprada para revenderla, se conceptúa como acce-
soria de otra no comprada; tal es el caso de un escultor
al que se le encarga una estatua y que compra á este

efecto el mármol para revenderlo trabajado. Los princi-
pios que acabamos de indicar tienen aplicación, corno
hemos dicho ya antes, áun cuando el objeto del contrato
sean los bienes inmuebles (art. 3. 0, núm. 3); sin embar-

go, la compra de un inmueble para arrendarle no puede
considerarse mercantil sino en el caso de que constituya
parte del ejercicio de un comercio de determinada espe-
cie, ó sea en el caso de que constituya un acto accesorio
del ejercicio de una profesión mercantil.

Hay casos en los que la compra es mercantil, inde-
pendientemente de la idea de la reventa, como lo es la
venta independientemente de la idea de una compra
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precedente, lo que sucede cuando tenga por objeto ac-
ciones de sociedades mercantiles (art. 3.0, núm. 5); 6
también naves, b aparejos, pertrechos, vituallas, com-
bustible y otros objetos de armamento para la navega-
ción, porque la ley, teniendo en cuenta la naturaleza
intrínseca del comercio marítimo, considera acto de co-
mercio todo lo que al mismo se refiere (art. 3. 0 , núme-
ros 14 y 15). Lo mismo puede también decirse, según al-
gunos, en el caso en que la compra-venta tenga por ob-
jeto obligaciones del Estado ú otros títulos de crédito en
circulación en el comercio; y, ciertamente, de los traba-

jos preparatorios del Código resulta haber sido esta la
voluntad del legislador; pero el núm. 1 del art. 3.° aplica
á la compra de estos títulos la regla general, y es evi-

dente que ya no hay medio de interpretarlo de otro
modo (a).

2.°--Operaciones de banca y eambio.—Las operaciones
de banca. que tienen regularmente por objeto el dinero
() el crédito son siempre actos mercantiles para el ban-
(Ven), pueden no serlo para la otra parte, como en el
t'aso de cuentas corrientes o de cheques (art. 3.°. núme-
ro 11): art. (;."). Las operaciones de cambio son siempre
actos (le comercio	 12); es verdad que la,
letra de cambio puede tanibin ser extraña á toda ope-

'Ya he dicho en notas anteriores (pie nuestro C( S digo no enu-
mera l'o njuntamont e les actos mercantiles: no puede. per le tanto.
abarc:r. se de un solo 0.olpe de y ist a la totalidad de les actos mür-
eautiks. 1 ,131 cuanto las compra-vontas múrk'autilús. la doctrina
de miost ro Codi;zo es la misma (pie la del italiano, sin otras (Efe-
roncias quo la do quo la compra o venta de ac'c'iones de sociedades
mercantiles sin animo de reventa sera mercantil si tienen dichas
a ('ciones la categoria de t ulos	 ti:ablos en bolsa ,articulos t_I , e

69. 70	 hall sido l'10..;* 'i' 1• s por alrente	 canibio o corredor
oolú lriado-71`. . 1,0 mismo sucede con las nezociaciones de dee-t tYS publices	 iculos	 (iS y 74) . _	 T
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ración mercantil; pero aquí, sin embargo, el legislador,
para facilitar la circulación de los documentos de cam-
bio, los supedita á las formas más sencillas del derecho
mercantil, considerándolas en todo caso acto de comer-
cio. Á las operaciones de bolsa, en cuanto consisten en
especulaciones de compra y venta es aplicable cuanto
acabamos de decir en el núm. 1; también los contratos

de reporto (a) son explícitamente comprendidos por la
ley entre los actos mercantiles (art. 3.°, núm. 4) (b).

3.° Empresas de suministros (núm. 6). — Las cuales
resultan casi siempre de una serie de contratos de com-
pra y venta, si bien otras veces los suministros pueden
hacerse por otro medio, por ejemplo, por arriendo; por
eso, en éste, como en otros casos, la ley habla de empre-
sa, pero esta palabra no se refiere al ejercicio de una
profesión, y la usa la ley porque se trata de negocios
que neeesariamente requieren una serie de actos, un
empleo de cosas, capitales, trabajo, etc., que no con-
sienten que un sólo contrato de suministros pueda dejar
-de considerarse como acto de comercio.

4.° Empresas de fábrica y construcción (núm. 7), de
manufacturas (núm. 8), de espectáculos palicos (núm. 9),

editoriales, tipográficas y de librería (núm. 10), de trans-
porte (núm. 13), de comisión, de agencia y de negocios (nú-
mero 21).—Todas estas operaciones se fundan más ó
menos directamente en el arrendamiento de obras, es
decir, son especulaciones sobre el trabajo de otro, exi-
gen empleo de capitales, gastos de instalación, etc. Las

(a) El reporto (riporto) es una especie de retroventa que ya ex-
plicaremos más adelante en qué consiste.—(N. T.)

(b) Las operaciones de banca se acomodan en nuestra ley á los
mismos principios. Las de cambio lo están igualmente desde 1885;
y en cuanto á las operaciones de bolsa ya hemos indicado en la pe-
núltima nota cuál es el criterio legal.—(N. T.)
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empresas de fábrica y construcción son mercantiles en
cuanto suponen especulación sobre el trabajo, sin que
deba mirarse, como ocurría mientras rigió el Código,
ya derogado, si el empresario suministra ó no los mate-
riales (a). Las empresas de manufacturas comprenden
las diversas operaciones, mediante las que se transfor-
man las primeras materias, y son actos de comercio por
lo que hemos dicho en la introducción. Las empresas de
espectáculos públicos, editoriales, tipográficas y de li-
brería son actos de comercio para el empresario ó el
editor, los cuales especulan sobre el trabajo de otro, no
para el autor que vende el producto de la propia inteli-
gencia. Las empresas de transporte tienen evidente-
mente caracteres mercantiles, porque en el transporte
se integra una de las funciones más importantes del co-
mercio. Las empresas de comisión, agencia y negocios,
suponen también una serie de actos que implican es-
peculación sobre el trabajo, empleo de capitales, de
cosas, etc., y son declaradas mercantiles á la par de las'
otras empresas. Pero la comisión, como contrato propio
del comercio, sería mercantil, áun cuando se tratase de
un solo contrato.

5.° Operaciones de mediación en negocios mercanti-
les (núm. 22).—La mediación, como empresa, constituye
acto de comercio, como acabamos de observar ahora;
ocurre, sin embargo, que si se trata de contratos singu-
lares, no tienen éstos carácter comercial si no se refieren
á actos mercantiles, pues la ley considera en el media-
dor el simple hecho de la locación de obra; sin embar-
go, es bastante dudoso que el sistema legislativo corres-
ponda á los principios racionales.

11.1.1...wwww.11

(a) En cambio, en la legislación española, suministren ó no los
materiales, tales empresas son puramente civiles por declaración
expresa del Código civil (art. 1.588 y sig.).— (N. T .)
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6.° Operaciones de depósito.— La ley declara actos
mercantiles el depósito por causa de comercio (núm. 23),.
el depósito en los almacenes generales y todas las operacio-
nes sobre los resguardos de depósito y sobre las cédulas
pignoraticias separadas de los mismos (núm. 24); la pri-
mera especie, por la razón misma de su causa; la otra.
especie, ó sean los depósitos en los almacenes generales
y las operaciones relativas á dichos depósitos, podrán
no tener causa comercial, pero, sin embargo, utilitatis
caussa, están comprendidos entre los actos mercanti-
les (a).

7.° Seguros terrestres.—Los seguros terrestres contra
los daños y sobre la vida, son considerados actos mer-
cantiles en cuanto al asegurador, no en cuanto al ase-
gurado que ejecuta un acto de previsión, á menos que
no se trate de seguros de cosas que son objeto de comer-
cio ó de establecimientos mercantiles, en cuyo caso el
acto es mercantil para el mismo asegurado, en virtud de
la teoría de que lo accesorio sigue á lo principal. El se-
guro reviste carácter mercantil aunque sea mutuo, por-
que da lugar á una asociación que, como veremos, la ley
considera mercantil. (Art. 3. 0, núm. 20, art. 6.°) (b).

8.° Operaciones del Comercio marítimo. En las que
es ingénito el azar. Esta categoría comprende, á más,,.

(a) Para que el depósito sea mercantil, dice el art. 303 del Có-
digo esp., se requiere:

1.° Que el depositario al menos sea comerciante.
2.° Que las cosas depositadas sean objetos de comercio.
3.° Que el depósito constituya por sí una operación mercantil,

$e haga como causa ó tí, consecuencia de operacio nes mercantiles.
(N. T.)

(b) Ni el seguro mutuo tiene carácter mercantil (art. 380 Códi-
go español), ni las sociedades de seguros mutuos tendrán este ca-
rácter (art. 124, Cód. esp.), sino en el caso de dedicarse á actos de
comercio extraños á la mutualidad ó se conviertan en sociedades á.
prima fija.—(N. T.)
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como ya hemos dicho, de la compra y venta de las na-
ves, aparejos, pertrechos, vituallas, combustibles y otros
objetos para la navegación, la construcción de las na-
ves (números 14 y 15), las expediciones marítimas (nú-
mero 16), los ajustes de las personas al servicio de los
buques y las estipulaciones respecto á los salarios y es-
tipendios del equipaje núm. 17); los fletamentos, présta-
mos á la gruesa y los demás contratos referentes al co-
mercio marítimo y la navegación (núm. 18), y finalmen-
te, los seguros, áun siendo mutuos, contra los riesgos de
la navegación (núm. 19).

Tales son, á grandes líneas, las categorías de los ac-
tos enumerados por el legislador; por esto es fácil dedu-
cir que la formación de las mismas no está informada
en un concepto único y verdaderamente científico; en
algunos de estos actos está realmente innato el carác-
ter mercantil, otros se han declarado mercantiles, utili-

Mtis caussa, otros, finalmente, lo han sido como acceso-

rios de actos mercantiles.



CAPITULO IV

Condiciones del ejercicio de la actividad
mercantil.

54. Cualquier manifestación de la actividad mer-
cantil hecha por modo profesional, constituye el ejerci-
cio del comercio. Este ejercicio se considera:

1.° En cuanto á los medios destinados á distinguir
mejor este ejercicio de otros ó los productos del mismo
de los productos de la misma especie pertenecientes á

otros ejercicios.
2.° En cuanto al lugar donde se efectúa.

3.° En cuanto á la publicidad de que la ley le rodea.
4.° En cuanto á la obligación de llevar los libros de

comercio.
5.° En su conjunto, en cuanto constituye lo que se

llama el negocio comercial.
55. 1. (1) (a). Bajo el primer aspecto debe, ante

(1) SPAING, Handelsregister und Firmenrecht. Berlín 1884.
LE FORT, Le registre de commerce et les raisons de commerce. Gé-
neve 1884.-CORTARELLI, L'insegna del negozio. Filangieri 1889,
núms. 8 y 9.—PouILLET, Traité des marques de fabrique. Pa-
rís 1883.—RENouARD, ob. 	 Studi di diritto industriale
(ya citado).—BRAUN, Nouveau traité des marques de fabrique. Bru-
xelles 1880. —KOHLER, Das Recht des Idfarkenschutzes. Würz-
burg 1885.
(a) PÉREZ DINDURRA, 111-arcas de fábrica y de comercio. Ma-

drid 1892.— EsTAsÉN, Legislación industrial, marcas de fábrica,
privilegios y patentes de invención, tomo VI de las Instituciones de
Derecho mercantil. Madrid 1894.-LASTRES, La propiedad indus-
trial y las marcas de fábrica. Madrid 1891.—(N. T.)
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todo, hacerse notar que todo ejercicio mercantil se hace
bajo un nombre, ó sea bajo una firma, constituida de or-
dinario por el nombre y apellido del comerciante (al
cual se añade algunas veces el nombre de la industria
ejercida), y por excepción, por un nombre diverso del
comerciante mismo, como ocurre siempre que una per-
sona adquiere, del modo que ahora indicaremos, una fir-
ma comercial, y continúa bajo esta firma el ejercicio
del comercio.

Si se trata de sociedades mercantiles, la firma ó ra-
zón social esta constituida para las sociedades colectivas

por el nombre de uno ó más socios; algunas veces por el
nombre de alguno ó más socios, con el aditamento de
«y compañero» ó «y compañía,» si son más los socios no
expresamente nombrados (a).

Lo mismo sucede con las sociedades en comandita;

pero de la razón social de éstas pueden formar parte los
nombres tan sólo de los socios de responsabilidad ilimi-

tada, á fin de que los terceros no sean inducidos á en-

gaño por la creencia de que responden ilimitadamente

los socios que no tienen más que una responsabilidad li-

mitada. La sociedad anónima no tiene verdadera y pro-

pia razón social, pero es designada por el objeto de la

empresa.
En todo caso, trátese de personas singulares ó colec-

tivas, la firma que se ha de usar ha de ser diversa de las
ya existentes, de modo que no pueda confundirse con
éstas; y además debe corresponder á la realidad de las

cosas, esto es, debe ser cierta y sincera; no lo sería, por

a) Nuestra ley Çart. P6 06d. com.) ni nuestras prácticas mer-
cantiles admiten la fórmula de compañero.» La única fórmula
legal es la de ((y compañía,» pero la práctica admite la de ((Fulan o é
hijo (5 hijos,» y también la de ((Fulano y hermano ó hermanos.
(N. T.)
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ejemplo, si un comerciante singular añadiese á su nom-
bre y apellido las palabras «y compañía», para hacer
creer en la existencia de una sociedad comercial.

56.—La firma pertenece al comerciante, el cual asu-
me con la misma las obligaciones mercantiles. Tiene el
derecho de usarla exclusivamente, esto es, de impedir
que otros se valgan de ella, de trasmitirla mortis caussa,
y según algunas legislaciones, también inter vivos el con-
junto de su negocio mercantil; pero en el derecho ita-
liano no es admisible la cesión de la firma constituida
por el nombre y apellido del cedente; por eso el cedente
mismo será en todo caso responsable de las obligaciones
contraidas por el cesionario con la firma cedida.

El uso ilegal de la firma de otro se llama usurpa-
ción de firma , y concurrencia desleal la concurren-
cia que de este modo se hace á aquel á quien pertene-
ce la firma. Hay usurpación siempre que la nueva fir-
ma es tal, que puede inducir al público á confundirse
entre la nueva y la otra ya existente. Es, pues, con un
criterio sujetivo, y no con un criterio objetivo deducido
de la identidad material de una firma con otra, como se
debe juzgar si hay ó no usurpación.

La usurpación de la firma de otro constituye un de-
lito, por supuesto, hecha dolosamente. Por eso en todo
-caso, haya ó no dolo, el perjudicado tiene derecho á la
indemnización de daños. De la trasferencia de la pro-
piedad de la firma hablaremos cuando tratemos del ne-
gocio comercial.

57.—Débese distinguir de la firma la enseña ó em-
blema que de ordinario suelen los comerciantes poner
encima de la puerta de su establecimiento mercantil
para distinguirle mejor de los demás; esta enseña está
constituida por la firma del comerciante, á la que fre-
cuentemente se añaden otras indicaciones para designar
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mejor el establecimiento mercantil, ó bien tan sólo por
estas indicaciones mismas. Constituye una propiedad que
puede ser defendida contra toda usurpación, y trasferida
á otro, salvo si se trata de denominación genérica y ne-
cesaria, y salvo también el caso en que esté constuída
por la firma, pues entonces tiene aplicación lo que he-
mos dicho ya á este propósito.

58.—Lo mismo decimos de las marcas, esto es, de los
signos que los fabricantes y algunas veces los comer-
ciantes suelen imprimir sobre las propias mercancías,
sobre sus embalajes, ó sobre las envolturas que los contie-
nen, para indicar que salen de su fábrica ó han pasado
por sus manos. Las marcas de fábrica y de comercio
sirven no sólo para los que las usan, sino también para
los terceros, que encuentran en ellas el medio de conocer
la procedencia y la cualidad de las mercancías. Pueden
estar constituidas por nombres, letras, figuras, etc.; por
eso nuestras leyes (30 Octubre 1859 y 30 Agosto 1868)
quieren que las marcas indiquen la firma estableci-
miento 6 fábrica de donde provengan los productos ó las
mercancías; pero tal disposición no debe entenderse de-
masiado rigurosamente. También en cuanto á la propie-

dad y á la usurpación de las marcas, son aplicables los

principios ya expuestos. Por eso es útil añadir que las
leyes prohiben no sólo la imitación, sino también la su-
presión de las marcas de fábrica por parte del .comer-
ciante que tiene público despacho de las mercancías so-
bre las que se puso, no siendo ya lo mismo, si lo hace el
que las adquirió para servirse de ellas. Con mayor razón
es castigada la falsificación de las marcas.

59.-2.° (1) El ejercicio del comercio puede de or-
dinario practicarse en cualquier lugar que se estime

(1) Véase la bibliografía de la pág. 77.
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oportuno. En el lugar del ejercicio mismo se dice que
tiene su asiento el establecimiento mercantil, la exis-
tencia del cual se manifiesta regularmente, aunque no
siempre, por medio de almacenes, despachos, tiendas
abiertas al público, y por medio de enseñas ó emblemas
sobrepuestos en las mismas. No es, sin embargo, necesa-
rio, que sea uno sólo el lugar del establecimiento mer-
cantil; el ejercicio del comercio puede hacerse en varios
lugares, en cuyo caso el centro de los negocios es el es-
tablecimiento principal, y los otros son sucursales ó filia-
les. Pero entendiéndose que todos estos establecimientos
forman una sola cosa, y que los créditos y deudas del uno
son también créditos y deudas del otro, de aquí también
que la quiebra del comerciante comprenda todos los es-
tablecimientos, sin que los acreedores de uno de dichos
establecimientos puedan vanagloriarse de tener privile-
gio sobre los acreedores del otro.

En el lugar de todo establecimiento mercantil se en-
tiende también domiciliado el comerciante para los efec-
tos de la jurisdicción y de la competencia; á pesar de
esto, el domicilio civil está siempre en el lugar donde
tiene el comerciante el asiento principal de sus propios
negocios é intereses (art. 16, Código civil), esto es de or-
dinario en el lugar del establecimiento principal, cuyo
lugar tiene también importancia por cuanto es en él en
donde deben cumplirse necesariamente ciertos actos, y

debe cerrarse en cuanto se decreta la declaración de
quiebra (art. 685).

60.-3.° (1) En interés de los terceros la ley rodea

el ejercicio del comercio de la mayor publicidad posible.
No existe entre nosotros, como en Alemania, (a) un re-

(1) Véase la bibliografía de la pág. 77.
(a) Y en España.—(N. T).
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gistro mercantil, elevado al grado de institución jurídi-
ca, en el que deben inscribirse todos los actos referentes
á la vida mercantil, pero la ley provee en cada caso y por
modo particular á la publicidad de los mismos actos. De-
ben efectivamente ser anotados en registros especiales
de la secretaría del tribunal, los actos relativos al ejer-
cicio del comercio por los menores, y las mujeres casa-
das (arts. 9, 10, 12 y 15), las capitulaciones matrimo-
niales entre personas, una de las cuales ó los dos sean
comerciantes, ó con los cuales el ascendiente comer-
ciante se obliga por causa de la restitución de la dote en
favor de la mujer del descendiente; también la demanda
de reparación de bienes entre los cónyuges comerciantes
(arts. 16-20); la presentación de los libros de los comer-
ciantes (art. 24), ciertos actos relativos á las sociedades
(arts. 90 y siguientes), otros relativos al comercio ma-
rítimo, etc. Para cumplir estas disposiciones el Regla-
mento para la ejecución del Código de comercio (art. 2
y siguientes), ordena á los secretarios de los Tribunales
que lleven los siguientes registros: 1.° Registro de or-
den; 2.° Registro de inscripciones; 3.° Registro de los
libros de comercio; 4.° Registro de las sociedades. Ade-
más atiende la ley á la publicidad de algunos de estos
actos que quedan indicados, y de algunos otros más, no
sólo con los registros de la secretaría del tribunal, sino
también por otros medios, como son los anuncios fijados
en la bolsa, y la inserción en los periódicos (a).

(a) Nuestro Código, á imitación del alemán, ha hecho de la an-
tigua matrícula de comerciantes, un registro mercantil, verdadera
institución jurídica, tan necesaria, que la falta de ella se ha procu-
rado suplir en Italia, Francia y otros países por medio de registros
parciales á cargo de los mismos tribunales de comercio ó de las
autoridades gubernativas.

No vamos ahora á hacer un estudio de las disposiciones de nues-
tro Código ni del Reglamento interino, para la organización y ré-
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61. 4.° (1) El ejercicio del comercio debe, no sólo
rodearse de toda la publicidad posible, sino también ser
practicado de manera que en cualquier momento pueda
exactamente conocerse el estado de los negocios, y esto
en interés no sólo del comerciante, sino también del or-
den público en caso de litigio ó quiebra; de aquí la obli-
gación impuesta á los comerciantes de llevar registros
particulares y anotar las operaciones relativas al nego-
cio de su casa comercial. A estos libros, como veremos
más adelante, concede la ley valor probatorio, áun en
favor de los que los llevan. La obligación de los libros
se impone en todas las legislaciones; algunas (por ejem-
plo, la suiza), dejan al comerciante en libertad de llevar
cuantos libros crea oportuno, siempre que de los mismos
resulte el estado de la casa comercial; otras (por ejem-
plo la francesa y la nuestra), imponen libros determina-
dos, además de los de uso. Estos libros legales son, se-
gún nuestra ley: 1.° El libro diario, que debe presentar,
día por día, los débitos y los créditos del comerciante,
las operaciones de su comercio, su negociación, acepta-
ción y giro de efectos, y generalmente todo cuanto re-
cibe ó paga por cualquier título civil ó mercantil; ade-
más las declaraciones, todos los meses, de las sumas in-
vertidas en los gastos de su casa. 2.° El libro copiador

gimen del Registro mercantil do 21 de Diciembre do 1885, Regla-
mento que no ha sido en todas ocasiones fiel i ut(wprete do la ley,
cuyo desarrollo debía atender; haremos notar tan sólo quo do la le-
gislación italiana, pudo haberse tomado lo relativo al reistro de
los libros de Comercio, y do la alemana, lo del registro do firmas y
nombres de comerciantes particulares y sociedades; así como al
efecto de la mayor publicidad do los actos mercantiles, pudo tam-
bién haber tenido en cuenta lo que acerca do los anuncios en los pe-
riódicos dispone el Código alemán. —(N. T.)
• (1) LESSONA, I libri di com,Inercio nel diritio positivo italiano.
Cremona, 1888.—PAGAN1, 1 libri comnerciali. Torino 1891..
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de cartas, en el que se deben copiar las cartas y telegra-

mas que se expidan. En relación con este libro deben
conservarse en legajos las cartas y telegramas recibidos.
3.° El libro de inventarios, en el que debe transcribirse
el inventario anual de los bienes muebles é inmuebles y
de los débitos y créditos de cualquier naturaleza y ori-
gen (a).

62.—Dos órdenes diversos de formalidades prescribe
la ley respecto .á los libros de comercio; intrínsecas las
unas, extrínsecas las otras. Las primeras tienen por ob-
jeto asegurar la exactitud y la sinceridad de los asientos
hechos en los libros é impedir el desorden y la confu-
sión. Consisten en la obligación impuesta de llevar los
libros por orden de fechas, seguidos, sin ningún espacio

en blanco, sin interlineados y sin acotaciones en las

márgenes; no solamente se prohibe hacer tachaduras,
sino que si fuese preciso alguna vez cancelar algún

asiento, debe hacerse de modo que las palabras tachadas

sean siempre legibles (art. 2t)). (b).
Las formalidades extrínsecas tienen por objeto evi-

tar supresiones, añadiduras ó sustituciones de hojas;

(a) Exige nuestro Código en su art. 33, mi libro más que los

anteriores, el libro mayor; en el que por Debe y Haber art. 39'. se
llevarán las cuentas con cada objeto y persona en particular. tras-
ladando a cada una de estas por orden riguroso de fechas los asien-
tos del diario.

La necesidad legal de este libro como medio de pruebas, nc
existe en absoluto. v como este es el únic( f dato que ha debido te-
ner en cuenta el hNo-islador, resulta por parte de nuestro Código un

exceso de celo perfectamente extemporáneo.—N. T.
(b) La legislación espaiiola no consiente las tachaduras ni ziun

en la ferina que la italiana Çart. 43 Cód. Com.). Los errores en los
asientos -14) se salvaran á continuación, y si hubiere transen-
vrido tiempo bastante desde (pie se cometió el yerro hasta que se
advierte. se harlí la oportuna rectificación en un nuevo asiento,
ni-vad i elido al margen del equivocado una nota que indique la 00-
rr	 T.)

1
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con tal objeto el diario y el libro de inventarios no
puede empezar á usarse, si primeramente no se han nu-
merado todas las hojas, y firmado por un juez del tribu-
nal, ó por el preti'm del lugar en donde resida el comer-
ciante; en la última página de dichos libros y del libro
copiador, debe declararse el número de folios que con-
tenga, y á esta declaración debe añadir el juez ó el pre-
tor la fecha y la firma, sin percibir por ello derecho al-
guno. El libro diario debe presentarse una vez al año
al tribunal ó al pretor, y ser visado, sin gastos, inmedia-
tamente á continuación del último asiento (a).

En los Comunes en que no exista un pretor, el visa-
do del libro diario puede pedirse á un notario, que debe
hacer constar esta formalidad en sus registros.

63.—Los libros de los comerciantes deben ser con-

servados hasta diez años después del último registro, y
así también por diez años deben conservarse las cartas
y telegramas recibidos (art. 26); no quiere decir esto que
después del decenio los libros no puedan ya servir de
prueba. Del valor probatorio de los libros de comercio
nos ocuparemos al hablar de los medios de prueba de
las obligaciones mercantiles (b).

64.—Hagamos observar, por último, que la obliga-
ción de los libros se impone en nuestra ley indistinta-

(a) Esta presentación, como el de los libros, no es exigida en
nuestra ley.—(N. T.)

(b) Efecto de ser el plazo máximo para la prescripción 'de las
acciones mercantiles en la legislación italiana el de diez años, es
por lo que se impone durante este tiempo la obligación de conser-
var los libros. 1/4

La legislación española (art. 49, Cód. com.) la limita á cinco
años por la misma razón, pero estos cinco años se cuentan á partir
de la liquidación de todos sus negocios y dependencias mercantiles.
Salvo, pues, la diferencia de plazo, es más racional el principie,
del Cód: ital.—(N. T.)
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	/Dente á todos los que ejercen el comercio, mientras que 	
(

algunas legislaciones (por ejemplo, la alemana) relevan

	

de esta obligación á los pequeños comerciantes; falta, 	 tt

sin embargo, en nuestra ley una sanción directa contra
la infracción de esta obligación; y solamente establece

	

una sanción indirecta en caso de quiebra. En este caso, 	 ,,t,
si el comerciante no ha llevado los libros mandados, ó

	

si los ha llevado irregularmente, se declara la quiebra 	 :t::
culpable por este solo hecho. Además de los libros im-

puestos á todo comerciante, prescribe la ley libros espe-

	

ciales á los agentes mediadores (art. 33), á los adminis- 	 1?
tradores de las sociedades por acciones (art. 140) y á los.

	

capitanes encargados del mando de una zona (art. 501). 	 .r,
De cada uno de estos libros hablaremos en su lugar res-

pectivo (a).

<5 comercio tan solo (Geschaft, Fonds de eommerce). El

activo de un comercio, comprende toda clase de bienes

corporales, muebles ó inmuebles, y además, toda clase de

bienes incorporales, como la firma, la clientela, el cré-

dito, etc. El pasivo comprende todas las obligaciones

contraídas en el ejercicio del comercio. Así considerado

un comercio, constituye una universitas, que supone

siempre la existencia de un sujeto, es decir, de alguien
que ejerza el comercio. El patrimonio civil de éste se

65.-5.° (1). El conjunto de la, actividad y pasivi-

dad de un ejercicio comercial, llámase casa de comercio

(a) También el Cód. esp. exige estos libros especiales, con la
diferencia, de que tratándose de las sociedades, la obligación es
genral á todas, por más que las sociedades por acciones necesitan
libros especiales que no necesitan las demás.—(N. T.)

LEBRE, Trait¿ iht'or. prat. des fonds de conunerce. París
1886 •	 VIVA.NTE, La Vündita di un azienda comnereiale, en la
Tent Veneta, 1888, pág. 305. — PICINELLI, en el periódico 11 di-tto eu unerciale, 1b86, pág. 495. -- SRAFFA, íd., 1S91, pág. 625.—

A-L.21.11i,
"REI, Teoría dell'azienda comme•ciale, Tormo
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considera por algunos escritores como distinto de su co-
mercio, sin que cese por ello de garantir conjuntamente
con el mismo los derechos de los acreedores, cualquiera
que sea la causa de su título, pero se trata de una ficción,
que va más allá, quizás, de lo que debiera. Sí que es
cierto que el no cumplimiento de las obligaciones, para
que pueda dar lugar á la declaración de quiebra, debe
referirse á su comercio (art. 683). (a).

Sólo en el caso en que el comercio pertenezca á una
sociedad mercantil, los acreedores por causa social tienen
derecho de preferencia sobre el comercio, esto es, sobre
el patrimonio social; y pueden, en fin, concurrir con los
otros acreedores del patrimonio particular del socio; pero
esto es porque la sociedad constituye un ente colectivo
distinto de la persona de los socios (art. 77); de modo,
que las deudas particulares de ellos no tienen nada que
ver con las deudas de la sociedad (art. 85).

66.—Un comercio es susceptible de ser trasferido en
propiedad, ya intervivos ya mortis caussa. Si es transferi-
do monis caussa á título universal, el heredero, al acep-
tar la herencia, adquiere también el comercio juntamen-
te con los ci éditos y las deudas referentes á él. También
ocurre esto mismo en caso de trasferencia á título par-
ticular, ó sea por legado, salvo en este caso los derechos
de los acreedores contra el heredero. Si se trasfiere por
contrato, el adquirente asume 6 no tanto los créditos
como las deudas, según que haya declarado que las hace
suyas ó que no las reconoce; sin embargo, los derechos
de los terceros no pueden nunca ser perjudicados por el
hecho de la venta; de donde resulta que los acreedores
podrán proceder siempre contra el vendedor (y en el

(a) No hay en nuestro Código semejante distinción, y me pa-
rece la solución esta más acertada.—(N. T.'
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primer caso también contra el adquirente), á no ser que,
habiendo el comprador asumido tanto el activo como el
pasivo del comercio, hubieren ellos aceptado la sustitu-
ción del nuevo deudor por el antiguo. Resuelto de varios
modos en la doctrina y en la jurisprudencia ha sido el
caso, no muy frecuente por cierto, de que en la venta de
un comercio no se hubiese acordado nada respecto á los
créditos y deudas. También es cierto que la condición de
los terceros no podría ser modificada por el simple he-
cho de la venta del Comercio, la cual, como decimos, áun
cuando puede considerarse como una universitas, no es
del todo independiente de la persona del propietario. La
cuestión si la venta del comercio comprende también la
de la firma, debe, en caso de duda, resolverse en sentido
afirmativo, teniendo siempre en cuenta lo referente á su
trasmisibilidad (núm. 56.)

67.—Un comercio puede darse también en usufructo.
El usufructario tiene derecho de vender las mercaderías
del comercio pagando el valor al término del usufructo,
hasta el completo del que se les dió al empezar; y por
otra parte sobre las mercancías que entraren en el alma-
cén en sustitución de las vendidas y hasta el completo

del valor de las mismas, los acreedores del usufructuario
no podrán hacer valer sus derechos. Por último, se apli-
can en su mayor parte al usufructo de un comercio los
principios generales del usufructo, teniendo en cuenta
por otra, que el objeto del usufructo de que se trata no
lo constituyen las cosas que forman parte del comercio,
sino el conjunto de ellas á que hemos llamado univer-
sitas.



CAPÍTULO V

Personas auxiliares.

68. Al ejercicio de un Comercio, por poca que sea
su importancia, es bien difícil que el comerciante, ó
principal, pueda atender por sí sólo, de donde resulta
la necesidad de personas que le ayuden en él, ya depen-
dan jurídicamente de su persona, ya tengan carácter in-
dependiente. De aquí la división de los agentes auxilia-
res del comercio en dos grandes categorías; agentes
auxiliares que dependen del principal ó jefe, y agentes
auxiliares independientes. Los unos no tienen la cualidad
de comerciantes, porque negocian en nombre y por cuen-
ta de otro; la tienen, por el contrario los otros, porque
negocian en nombre propio ó de otro, y su oficio consti-
tuye, como veremos, una profesión con carácter comer-
cial. Pertenecen á la primera categoría: el factor, el cual
figura al frente del comercio de su principal ó en el lu-
gár donde éste lo ejerce ó en lugar distinto; el depen-
diente de comercio ó sedentario, destinado á ayudar ma-
terialmente al principal dentro del establecimiento en
todos sus negocios, ó especialmente en alguno de ellos;
y finalmente los viajantes de comercio que tratan los
asuntos del principal en las varias plazas por donde pa-
san, y en cuanto al comercio marítimo, el capitán y la
tripulación de la nave (a).

(a) Algunas diferencias separan nuestro derecho del italiano en
este punto, diferencias que no redundan en ventaja de nuestro C(5-
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Pertenecen á la segunda categoría los representan-
tes del comercio, los comisionistas y los agentes media-
dores. Representantes de comercio ó también agentes, se
llama á los que, á título de profesión, aceptan mandatos
de casas ó sociedades mercantiles. Estos representantes,
revisten la forma jurídica del mandatario singular, pero.
cuando trabajan tan sólo para una casa ó sociedad mer-
cantil adquieren en su lugar el de factores. El Código
vigente califica con el nombre de representantes á los
factores que dependen de una casa ó sociedad extran
jera (art. 376), pero el concepto es inexacto (a). Comi-
sionista es el que trata negocios mercantiles por cuenta
de otra persona, el comitente, pero en nombre propio (b) .
Agente mediador es el que interviene entre dos ó varias'
personas, para facilitar entre las mismas la conclusión
de un contrato.

La doctrina referente á estos agentes auxiliares en-
cuentra aquí su lugar oportuno, en cuanto se relaciona,
con el ejercicio del comercio. Sin embargo, de lo refe
rente al capitán y tripulación de la nave, hablaremos
por razón de la materia, al ocuparnos de los contratos del

comercio marítimo, y también al hablar de los contra-

digo. Il commessi di negozio, dependiente de !comercio, puede ser
con arreglo á nuestra ley, ó propiamente dependiente ó mancebo,
distinción que no resulta justificada más que por el hecho de que
el primero puede practicar operaciones por cuenta de su principal
fuera del establecimiento (5 casa de comercio de éste, á tenor del
poder ó autorización concedida, y el segundo ejecuta estos actos

dentro del establecimiento, con ó sin poder especial, pero á la vista
del principal. En cambio, á pesar de tener ya adquirida gran im-
portancia á la publicación del Código en 1889 los viajantes de co-
mercio, no se ha preocupado el legislador de su existencia. (N. T.)

(a) Tampoco el Código español se ha preocupado de estos re-
presentantes.—(N. T.)

(b) El comisionista no pierde su carácter aunque trate en nom-
bre del mandante (art. 245, Co'd. com. esp.)—(N. T.)
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tos lo haremos del mandatario y del comisionista, por-
que su oficio da lugar á, una forma especial de la activi-

d'id mercantil. Cierto es que también la mediación pú-
blica constituye una forma especial de actividad mer-
cantil, pero como los derechos y deberes del mediador
derivan no sólo del contrato sino de la ley, resulta que
éste tiene un aspecto jurídico especial que merece ser

tratada aparte.

SECCION PRIMERA

Agentes auxiliares dependientes (1).

°—.E1 factor.

69.—Cuando un comerciante no quiere ó ue puede
atender personalmente al cuidado de su establecimiento
mercantil, ó de alguno de sus establecimientos, si son
más de uno, puede nombrar una persona que toma el
nombre de factor, lx eo quod vegotio gerendo iinstai, y que
nuestro Código (art. 367) define como el que está, al
frente del comercio de la persona que le nombró, ya en

el lugar donde éste lo ejerce ó yac en lugar diverso. De
donde resulta que el contrato que inedia entre el princi-
pal y el factor, participa del mandato en cuanto éste
obra respecto á, terceros en nombre y por cuenta del

(1) TARTUFARI, Dei contratti a favore di terzi. Verona 1889.
El mismo, Della rappresentanza nella conelusione dei contratti, en
el Archivio giuridico, vol XLV, plgs. 421, S28.-111 vi 	 Du cern-
mis voyageur, París 1863.- -VVENDT, en el 11 andbuch de Ende-
mann, vol. I, § 69-73, y en general, especialmente en cuanto á los.
factores, los trabajos do los romanistas citados en su mayor parte
en el ARNDTS-SERAFINI ) Pandette, vol. II, § 267.
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principal y de la locación de trabajo en cuanto el prin-
cipal arrienda al factor su trabajo propio. El factor,
como decirnos en otro lugar, no es comerciante, obrando
en nombre y por cuenta del principal, lo mismo si con-
sistiese su retribución en una parte de las utilidades,
que si éstas fuesen el medio de determinar su salario.
El factor es siempre nombrado por aquél ó aquéllos á
quienes pertenezca el comercio, y puede ser escogido
entre los que tengan capacidad para contratar. Por eso
puede ser factor áun el menor, siempre que esté eman-
cipado (art. 1.743 del Cód. civ.), sin necesidad de la au-
torización especial que se requiere para los actos mer-
cantiles que han de ejecutar los menores; porque el que
ejerce de factor; obrando por cuenta y en nombre de
otro, no practica actos de comercio. La mujer no podrá
asumir el caracter de factor sin la autorización de su
marido (art. citado, 1.743) (a).

70. Las relaciones entre el principal y el factor son
■R=1.11•MOMMIMOMMINIMIIIM

(a) El Código de comercio español exige (art. 282) al factor la
misma capacidad que al comerciante, lo que no deja de ser un ab-
surdo; pues si se explica perfectamente la necesidad de la indepen-
dencia y libertad, tanto respecto á la persona como á los bienes del
que de contraer responsabilidades personalísimas en el ejercicio
del comercio, no se explica semejante necesidad, sobre todo en el
orden de los bienes, cuando sólo se trata de practicar actos mercan-
tiles en nombre y por cuenta de otro. Mucho más racional era el
Código de 1829, que requería (art. 173) tan sólo para poder ser fac-
tor, la capacidad civil necesaria para representar á otro y obligar-
se por él, y además, poder necesario al efecto.

La posibilidad de que el factor obrase en nombre propio (artícu-
lo 287) sin contravenir las prescripciones legales, no excusa el ar-
tículo 282, porque para este caso excepcional debía por excepción
exigirse la capacidad completa para comerciar, pero no para las ne-
gociaciones ordinarias del factor. Todo esto se agrava, teniendo en
cuenta lo que dijimos en una nota, respecto al modo de conseguir
un menor de edad la libre disposición de sus bienes. (N. T.)
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determinadas por el mandato que se le ha conferido, el

cual puede ser expreso ó tácito (a).
Es expreso, si se ha puesto en conocimiento de los

terceros por los medios de publicidad establecidos por la

ley (art. 369); tácito, en los demás casos (b) .
El mandato expreso puede contener limitaciones de

las facultades del factor (al contrario de lo que determi-

nan otras legislaciones como la alemana); el mandato tá-
cito respecto á los terceros, y en interés suyo, se reputa
general, y comprende todos los actos pertenecientes y

necesarios al ejercicio del comercio para que se dió
(art. 370). Por eso esta presunción es juris tantum, de
modo que, pudiéndose por el principal demostrar que los
terceros conocían las limitaciones del mandato no hecho.

público, la consecuencia en cuanto á las obligaciones
contraídas por los mismos terceros, sería la misma del

mandato expreso; así lo establece el § 2.° del art. 370,
cuando declara que el principal no puede oponer á los

terceros ninguna limitación del mandato tácito si no

prueba que ellos la conocían al tiempo en que se contra-
jo la obligación (e).

(a) No dice la ley española cómo ha de ser éste, pero del espíri-
tu de sus disposiciones parece deducirse que ha de ser expreso y por
escrito.—(N. T.)

(b) El que el mandato se haga ó no público, no es lo mismo que
el que sea expreso ó tácito. No ha estado, pues, muy feliz el legis-
lador italiano, al decir lo que ha dicho en los artículos 369 y 370 del
Código.—(N. T.)

(e) Las consecuencias que el Código espariol deduce respecto á
los terceros que contratan con el factor, se derivan de tres hechos:
el primero consiste en la trascripción en el registro mercantil del
poder conferido; el segundo, en que el factor haya contratado en
nombre propio ó en el de un poderdante; y el tercero, en que se
haya 6 no hecho pública la revocación del poder.

Respecto al primero, dice la ley (art. 29) que «los poderes no
registrados producirán acción entre el mandante y el mandatario;
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71.—El factor debe atenerse fielmente al mandato
que, salvo expresa facultad, no puede transferir á otro
art. 1.748 Cód. civil). Debiendo, en fin, atender á la
ejecución del mandato con diligencia, y de tal manera,
que no puede ocurrírsele preferir el propio interés al
del poderdante; no puede el factor, sin consentimiento
expreso de él, hacer operaciones ni interesarse por
cuenta propia ó de otro, en otro comercio de la clase del
que regenta.

Si contraviene á esta disposición el factor, está obli-
gado al resarcimiento de daños, y el poderdante tiene
además el derecho de hacer suyos los beneficios conse-
guidos con los actos prohibidos (art. 372). Una disposi-
ción análoga se establece en la ley para el socio de una
sociedad colectiva (art. 112); pero la en que aquí nos
ocupamos es más rigurosa, si se tiene en cuenta la rela-
ción de subordinación que tiene el factor respecto del
principal. El factor es, en fin, responsable solidariamen-
te con el principal de la regularidad en el modo de lle-
var los libros y del cumplimiento de las formalidades
requeridas por la ley para el ejercicio del comercio por
parte del menor ó la mujer, siempre que el principal sea
precisamente un menor ó una mujer casada (art. 373).

72.—En cuanto á las relaciones del principal y del

factor con los terceros, el factor obra por el principal, y

por eso debe tratar siempre en nombre de éste, y cuan-
IINIMMImalem■mmorw	

pero no podrán utilizarse en perjuicio de tercero, ciuien, sin em-
bargo, podrá fundarse en ellos en cuanto le fueren favorables; res-
pecto al segundo, la consecuencia es (art. 287) que el factor queda
obligado directamente con el tercero, áun cuando éste puede tam-
bién dirigir su acción contra el principal si resultare que el con-
trato era por cuenta de éste; y respecto al tercero, declara el § 2.°
del art. 291, que serán válidos con relación á terceros los actos eje-
cutados por el factor áuu después de la revocación de sus poderes,si no se ha inscrito dicha revocación en el registro mercantil. (N. T.)
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do firma, á más del nombre propio y apellido, debe indi-

el nombre y apellido del principal con la cláusula
car 
«por pn oder» ú otra equivalente. A falta de tal declara-
ió , el tercero que ha contratado con el factor puede,c 

en los límites del mandato que le fué conferido por su

poderdante (y si se trata de mandato tácito por todos

los actos pertenecientes y necesarios al ejercicio de su

comercio), proceder al mismo tiempo solidariamente

contra el factor y el principal, y solamente contra el

primero de ellos si obró fuera de los límites indicados.
Tal es el significado del art. 371. Cuando el factor con-
trata, en nombre del principal, en los límites de su man-
dato, queda éste obligado: si excede de los límites que se
le han impuesto, precisa distinguir, como ya hemos di-

cho, si se trata de mandato tácito y el factor obliga al

principal por todos los actos pertenecientes y necesarios

al ejercicio del comercio que se le ha confiado, salvo que
éste pudiese probar que el tercero conocía que el nego-

cio excedía del mandato; 6 si se trata de mandato ex-

preso y el principal no puede quedar obligado fuera de

los límites del mismo mandato. En todo caso, y aun
cuando el factor hubie rJe contratado en nombre propio,
si, á pesar de haberse excedido del mandato, el negocio
lo hubiese en realidad hecho suyo el principal, los terce-
ros podrán proceder contra éste por todo aquello en que
resultare enriquecido (aetio de 'in rem verso).

El factor representa ante los terceros al principal;
puede promover acciones y convenir en juicio en nombre
del mismo por las obligaciones nacidas de los actos eje-
cutados por él, en el ejercicio del comercioque se le
ha confiado (art. 375).

Finalmente el principal responde también á los ter-
ceros de los hechos del factor y de los dañospor él oca-
sionados á los terceros en el ejercicio del comercio que
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se le ha confiado, á tenor de la regla establecida en el
art. 1.153 del Código civil.

73.—El mandato del factor cesa por las mismas cau-
sas que el mandato en general (art. 365); por eso, á la re-
vocación por parte del principal, aplican algunos el ar-
tículo 366 (a); otros, en su lugar sostienen, que mientras
la duración del contrato no se hubiese fijado, éste podrá
revocar el mandato al factor cuando más le acomode,
sin necesidad de alegar motivo; al contrario de cuando
se hubiese fijado la duración, pues entonces la revoca-
ción del mandato sin justa causa dará lugar al resarci-
miento de daños y perjuicios á favor del factor. Los mo-
tivos que han de concurrir para que sea admisible la jus-

lh'
ta causa, no están determinados, á, diferencia de lo que
ocurre en otras legislaciones (1)\, , deben, por lo tanto,
considerarse como tales las que proceden de culpa del
factor ó de violencia de sus deberes. Si el mandato del
factor es expreso, la revocación debe publicarse en la
misma forma en que se publicó el mandato (art. 374); lo
mismo si es el factor, el que renuncia su cargo, en cuyo
caso tienen también aplicación los principios anterior-
mente expuestos acerca de la revocación hecha por el
principal.

En cuanto á los efectos de la muerte del poderdante
podrá dudarse si ésta disuelve el contrato hecho con el
factor; puesto que, como hemos dicho, éste participa de
la naturaleza del arrendamiento de obra, que no se rom-
pe necesariamente por la muerte del comitente (artículo

(a) Dice así dicho artículo:
«Si se interrumpiere la ejecución del mandato por revocación

de éste ó renuncia del mandatario sin justa causa, habrá lugar al
resarcimiento de daños y perjuicios.—(N. T.)

(b) El Código español tampoco las determina con relación á los
factores, por más que pueden aplicarse en su caso las del art. 300,
relativas á los dependientes y mancebos de comercio.—(N. T.)
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1642, Código civil), pero esta duda no parece que pue-
da tener fundamento, ateniéndose al texto de la ley;
otras legislaciones, en cambio, establecen expresamente

dicho principio.

§ 2.° Dependientes de comercio sedentarios ó de nego-

cios (a).

74. Dependiente de comercio, es el que ayuda al
principal en el despacho de su establecimiento mercan-
til. El dependiente no tiene la representación del prin-
cipal, pero es encargado por éste del desempeño mate-
rial de alguna operación dentro de la casa, como por
ejemplo, la teneduría de libros, la custodia de los alma-
cenes, la venta de las mercaderías, etc. El dependiente,
es, pues, esencialmemte un arrendatario de trabajo, si
bien debe tenerse presente, que cuando por la naturaleza
de las atribuciones que se le confieren está obligado á
entrar en relación con los terceros, participa también
del carácter de mandatario (b).

75.—Las relaciones entre el principal y el depen-
diente se determinan por el contrato que media entre
ambos, ya en cuanto al límite de las atribuciones con-
feridas al dependiente y á sus deberes respecto al mis-
mo, ya en cuanto á su salario. Respecto á las relaciones
del principal y del dependiente con los terceros, el de-
pendiente, dentro del límite de su cargo, obliga al prin-
cipal. Nuestro Código de comercio se ocupa tan sólo de
los dependientes encargados de la venta al detalle, cuan-

(a) Sedentarios en oposición	 los viajantes de comercio.—
(N. T.)

(b) Nuestro Código de com. parte siempre del supuesto 410 que
son mandatarios singulares, lo mismo los dependientes que los man
cebos tengan ó no mandato e g reso.-- N. T	

-
p	 .)
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do dice que éstos tienen la facultad de exigir el precio
de las mercaderías que venden y de dar recibos en nom-
bre del principal, siempre que hagan esto en el local del
establecimiento, y si lo hicieren fuera de este lugar,
siempre que el pago del precio siga inmediatamente á
la entrega de las mercaderías, teniendo los terceros en
ambos casos razón para creer que el dependiente está auto-
rizado para hacer los cobros. Añade, en fin, que fuera
del establecimiento el dependiente no podrá exigir los
créditos del principal, sin autorización especial (art. 379);
tendrá derecho á exigirlos si estuviese provisto del re-
cibo firmado por el principal.

Por último, el principio por el que el dependiente,
dentro de los límites de su cargo, obliga al principal,
de modo, que los actos que ejecuta deben considerarse
como ejecutados por el principal mismo, tiene aplicación
á toda clase de dependientes. Así, por ejemplo, las ano-
taciones hechas en los libros de comercio por el depen-
diente encargado de la contabilidad ó de la teneduría
de libros, producen el mismo efecto que si las hubiese
hecho el principal (art. 48); y el recibí sin protesta. de
las mercaderías por parte del dependiente encargado de
recibir las mercaderías que entren en el almacén, supo-
ne la aceptación por parte del principal, salvo, se entien-
de, lo dispuesto en el art. 70 (a).

Viajantes de comercio.

76. Una especie intermedia entre el factor y el de-
pendiente de comercio es el viajante de comercio, el

(a) El art. 70 se refiere á, la responsabilidad del vendedor por
razón de los vicios ocultos de la cosa ya entregada al comprador.
(N. T.)
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cual se define diciendo que es una persona encargada de
recorrer una ó varias plazas mercantiles para hacer ne-
gocios en nombre y por cuenta de un tercero. Por eso
hay viajantes de dos especies: unos adscritos exclusiva-
mente al servicio de una casa de comercio; otros que
prestan sus servicios á varias casas; hablaremos tan sólo
de los primeros, porque estos últimos se han de consi-
derar como mandatarios, y en tal concepto les son apli-
cables los principios del mandato. El viajante, pues, es
un tipo intermedio entre el factor y el dependiente de
comercio, en el sentido de que la cualidad de mandatario
prevalece en él sobre la de arrendatario de trabajo, más
que en el dependiente y menos que en el factor. Conse-
cuencia de esto es que el mandato del viajante de co-
mercio ha de ser expreso, pero sin tener necesidad de
las formalidades requeridas para el mandato del fac-
tor, pudiendo también resultar éste de las cartas, avisos
ó circulares enviadas por el principal, indicando también
los límites del mandato respecto al que precisa admitir
una amplia interpretación, ya que 'no puede el viajante,
por la distancia que le separa del principal , pedirle ins-
trucciones á cada momento. Gen eralmente , el viajante
se limita á recibir comisiones y transmitirlas á su prin-
cipal; pero si está encargado también de la consignación
de las mercancías, debe recíprocamente estar autorizado
para recibir el precio. El principal queda responsable de
las obligaciones contraídas por el viajante dentro del li-
mite de su encargo, con las restricciones expresadas en
los documentos que le autorizan (art. 377). Debe contra-
tar en nombre del principal, indicando en la firma el
nombre de éste, pero sin la cláusula por poder (art. 378),
porque ésta haría suponer que el mandato es más amplio
de lo que realmente es.

El viajante de comercio, como los demás agentes
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auxiliares, es retribuido; pero de ordinario, á diferencia
de lo que ocurre con el dependiente de comercio, no tie-
ne un salario fijo, sino un tanto por ciento sobre los tra-
tos cerrados por él. De todos modos no tiene la cualidad
de comerciante, porque trata siempre en nombre y por
cuenta de otro (1).

SECCIÓN SEGUNDA

Agentes auxiliares independientes.

§ único.	 Agentes mediadores (2) (a).

77.—A gente mediador (el único entre los agentes
auxiliares independiente, del cual, como liemos dicho,
hemos de ocuparnos ahora) es el que interviene entre
dos ó -más personas con objeto de facilitar entre ellas la
celebración de un contrato. El agente mediador es prin-

(1) En notas anteriores ya hicimos observar que á pesar del in-
cremento extraordinario adquirido en estos tiempos por los viajan-
tes de comercio, no habla nuestro Código de ellos ni por inciden-
cia. (N. T.)

(2) MORPURG-0, Relaz. della Commiss. istituita col decr. 27 Mar-
zo 1872.—ELLENA, Relazione sul ordinamento della, mediazione, en
los Annali del Minister° di Agrie. e COM'in., 1873, vol. LXII; 1877,
vol. LXXXIX.— SUPINO, Le operazioni di Borsa. Torino 1875.—
GREG°, Dei mediatori, en el Archivio giuridico, vol. XLIII, pígi-
na 3.—BucwIRE, Trait(3 des opérations de Bourse. París 1879, 2.a
edic.—MoLL0T, Bourses de Commerce, agents de chancle et courtiers.
París, 1833.—FAvRE, Des courtiers. París 1883.— GOLDSCHMIDT,
en la Zeitschrift, vol. XXVIII.—GRiiNHuT , en el Hundbuch de
Endemann, vol. III, § 308-311.

(a) S ÁINZ DE ANDINO, Ensayo crítico sobre la contratación de
la Bolsa de Comercio. Madrid 1845.—DÍAZ OTERO, Discurso sobrelas operaciones á plazo de efectos públicos. Madrid 1849.— Manual
de la legislación de Bolsa publicado por la Junta Sindical del Cole-
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,cipalmente un locador de trabajo; pero reviste jurídica-
mente un aspecto particular caracterizado por la espe-
cialidad de su profesión, y de aquí que la ley le atribuya,
siempre que en él concurran determinadas condiciones,
la cualidad de funcion irio público. Los mediadores in-
tervienen, como hemos dicho, entre las partes, para fa-
cilitar la celebración de un contrato, el cual se entiende
por esto convenido directamente por las mismas partes;
sólo en casos excepcionales contrata por cuenta de otro
y en nombre propio, en cuyo caso adquiere el carácter
de comisionista y se hace responsable de la ejecución del
contrato. El mediador, por razón de sus propias funcio-
nes, tiene, como hemos dicho, cualidad de comerciante
cuando ejerce profesionalmente operaciones de media-
ción en negocios comerciales; tratándose de negocios ci-

viles no podrá ser considerado como comerciante sino
cuando su ejercicio constituya una empresa (art. 3.0,
núm. 21).

No está, en fin, prohibido al mediador el ejercicio del
comercio por cuenta propia, ni la quiebra producida en
el ejercicio de este comercio podrá considerarse culpa-
ble por este solo motivo, po»que el art. 858 se refiere
tan sólo á la quiebra del mediador producida en el ejer-
cicio de sus funciones naturales. La profesión de media-
dor es libre en algunas legislaciones, en otras está mo-
nopolizada. En Italia la ley proclama en principio la li-
bertad de los agentes mediadores; pero ciertos oficios
•

gió de Agentes de cambio de Madrid. Madrid 1879.—MONTERO,
La Bolsa, el comercio y las Sociedades mercantiles. Madrid, 1886.
GARCÍA DíAZ, Legislación sobre contratación en Bolsa, agentes de
cambio y corredores de comercio.— PASTOR, La Bolsa y el crédito.
Madrid 1848.— LASTRE s, Operaciones de Bolsa. Contratación sobre
efectos públicos de los corredores de comercio y de los agentes de Bol-
sa. Madrid 1878. GóMEZ MORESTO Manual de la Contratación bur-
sátil. Madrid.—(N. T.)
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especíaies no pueden desempeñarse más que por medio.

de agentes inscritos en el registro formado por las cá-
maras de comercio. Verdaderos mediadores, funciona-
rios públicos, son tan sólo los inscritos en estos regis-

tros, y sólo ellos pueden ejercer su oficio en las bolsas
de comercio (art. 30, Regl. Cód. de com.); los otros
son mediadores privados, cuyos derechos y deberes se
regulan por el contrato que media entre los mismos y
aquéllos á quienes presten sus servicios. Sin embargo„
algunos de los deberes de los mediadores públicos son
también deberes de los mediadores privados, como vere-
mos en breve. Los mediadores prácticamente se dividen
en agentes de cambio y corredores, según que se ocupen
en la negociación de efectos públicos él en la de las de-
más mercaderías. A pesar de esto, la ley habla indistin-
tamente de los mediadores, y añade tan sólo que los me-
diadores autorizados para la negociación de los valores
públicos son calificados de agentes de cambio (art. 28,.
Reglamento) (a).

78.—Para asumir la cualidad de mediador, es decir,
para ser inscrito como tal en los registros de las cámaras

de comercio, es preciso reunir las siguientes condiciones

(art. 27, Regl. Cód. com.):
1.° Ser mayor de edad y gozar de los derechos civi-

les y poli ticos.
2.° Notoria moralidad é idoneidad para el ejercicio

(a) La ley española distingue bien claramente en los mediado-
res colegiados, entre corredores y agentes de cambio y bolsa, esta-
bleciendo diferencias características entre unos y otros, no sólo
por razón de las operaciones en que intervienen unos y otros con
preferencia, sino también por razón de la diversa cuantía de la
fianza exigida á todos ellos.

La prohibición de ejercer el Comercio por cuenta propia á estos
agentes, resulta en la ley española del precepto terminante del ar-
tículo 96 del Código de comercio.—(N. T.)
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de la especie de mediación para la que se solicita la ins-
cripción en el registro. La idoneidad se comprueba por
los modos establecidos en los reglamentos particulares
de las cámaras de comercio.

3.° Depósito en garantía de mil á treinta mil liras (a)
según dispongan los reglamentos particulares. La fian-
za (art. 32, del Regl.) responde privilegiadamente y por
el orden siguiente al pago:

1.° De la indemnización debida por el mediador por
causa dependiente del ejercicio de sus funciones.

2.° De las penas pecuniarias en que haya incurrido
en el mismo ejercicio (b).

Cuando la fianza deje de existir ó sufra disminución
por alguna de las causas anteriormente indicadas, el me-
diador está obligado á reponerla dentro del término de
quince días, trascurridos los cuales sin haberse comple-
tado la fianza, la cámara ordena la cancelación del re-
gistro correspondiente al mediador. Hasta que la fianza
se reponga, el mediador queda suspenso del derecho de
ejercer los oficios que la ley le reserva. La fianza queda
subsistente en tanto que el mediador esté inscrito, y no

puede serle devuelta hasta que sus libros se hayan depo-
sitado por medio del sindicato de bolsa, en la secretaría
del tribunal (art. 33-35 del Regl.) (e).

(a) Equivale la lira á nuestra peseta.—(N. T.)
(b) Las diferencias sustanciales que separan nuestra legislación

de la italiana son insignificantes, pues en realidad se reducen (ar-
tículo 94) á la capacidad, que es la necesaria para poder ejercer el
comercio, y al título de agente que han de obtener del ministerio
de Fomento.

La inscripción de estos agentes ha de hacerse en los colegios de
los mismos, y donde no los hubiere, en el juzgado correspondien-
te.—(N. T.)

(e) El término para la reposición de la fianza con arreglo á
nuestro Código (art. 98) es de veinte días, y el plazo para su devo-
lución al agente después de cesar en el desempeño de su oficio, es el
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79. La inscripción en el registro de los mediadores,
más de los derechos y deberes comunes á todos los

mediadores, de los que hablaremos en breve, crea dere-
chos y deberes especiales (art. 31, Rgl.). Los derechos
consisten en poder intervenir en todos aquellos actos re-
servados precisamente á los mediadores inscritos en el
registro cuales son:sr 	 9

1.° La venta en pública subasta de los valores ó mer-
cancías.

2.° La ejecución coactiva de las operaciones de
bolsa.

3.° La fijación del curso del cambio en las cuentas
de resaca.

4.° Todos los demás encargos que confíen á los me-
diadores el Código de comercio y las demás leyes.

Los deberes consisten en la obligación de prestar sus
servicios cuando sean requeridos al efecto, y en el de
dar cuenta al sindicato de Bolsa de las operaciones con-
certadas por su mediación (art. 36, Regl.). Este conoci-
miento que han de dar al sindicato de las operaciones
en que intervienen es el que sirve de base para la redac-
ción de los boletines de cotización. La vigilancia sobre
los mediadores corre á cargo del sindicato de bolsa
constituido en todas las bolsas de comercio, y compues-
por razón de su propia naturaleza y porque la firma que

to por los mediadores inscritos, en número no menor de
seis ni mayor de dieciocho. Es elegido por la asamblea
general de los mediadores inscritos, convocada por el
presidente de la cámara de comercio y presidida por un

de seis meses, si durante este tiempo no se hizo contra él reclama-
ción alguna por causa de sus operaciones.

Los libros de los agentes mediadores se depositarán en el Re-
gistro mercantil (art. 99) tan sólo en los casos de incapacidad, in-
habilitación ó suspensión de oficio.—(N. T.)
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delegado de la diputación de bolsa. El sindicato ha de
cuidar de que los mediadores inscritos no se excedan
del límite de sus atribuciones y de denunciar á la dipu-
tación de bolsa á todos los contraventores de las leyes y
reglamentos sobre la mediación; fija, además, el curso
de los efectos públicos, valores, cambios, mercancías, et-
cétera (a).

80.—A los mediadores públicos, estén ó no inscritos,
les impone la ley deberes especiales. Primero de todo, el
mediador es responsable, tanto civil como criminalmente,
de la verdad de la última firma de los documentos que
pasan por sus manos y que se refieran á los negocios en
que él ha intervenido (art. 29); es decir, que el mediador
responde, á más de la identidad y capacidad de la per-
sona con la que contrata y que suscribe el título, de la
autenticidad de la firma. Esta regla no tiene, sin em-
bargo, aplicación, en principio, á los títulos al portador,
hay en ellos es la del emi Lente, que no es más conocida
del mediador que lo que pueda serlo de los mismos con-
tratantes. No puede recibir ni hacer pagos, ni dar cum-
plimiento á otras obligaciones de los contratantes, salvo

(a) La organización de las bolsas de comercio en Italia difiere
de la de las de España, pues mientras en éstas los agentes constitu-
yen un colegio y el colegio se rige y gobierna por una junta sin-
dical, en aquéllas los agentes dependen de las cámaras de comer-
cio y están regidos y gobernados por un sindicato cuyas atribu-
ciones indica el autor, y por una diputación de bolsa que es el ver-
dadero poder ejecutivo de estos lugares de contratación.

La diputación de bolsa la nombra anualmente la cámara de
comercio. Se ha de componer de tres, cinco, ó siete miembros; y
contra sus acuerdos queda el recurso de acudir en el término de
cinco días á la cámara de comercio, que es la que en definitiva y
sin apelación resuelve.

Esta diputación ejerce también los oficios de amigable compo-
nedor en las cuestiones que se promueven á consecuencia de las
operaciones de bolsa (arts. 21-22 del Regl.).—(N. T.)
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autorización de éstos ó de usos contrarios del comercio
(art. 30). No está obligado, como prescribía el Código
derogado, á revelar á la parte con quien contrató el nom-
bre de la otra, ni está obligado, como prescriben algu-

nas leyes, á callar el nombre de su cliente. El mediador
puede escoger entre manifestar ó no el nombre del co
mitente, sólo que en este segundo caso, obrando casi
como un comisionista, se hace responsable de la ejecu-
ción del contrato, y queda, por lo tanto, subrogado en
los derechos contra el otro contratante; esto es, en los

derechos que la parte con la que contrató habría podido
hacer efectivos de su cliente , si se hubiese revelado su
nombre (art. 31).

Los mediadores están obligados á llevar los libros si-

guientes :
1.° Una libreta en blanco, en la cual deben anotar;

aunque sea con lápiz, en el momento de su conclusión,

todas las operaciones hechas por su intervención, indi-
cando sumariamente el objeto y las condiciones esen-

ciales.
2.° Un diario numerado, firmado y visado con arreglo

á lo dispuesto en el art. 23, en el cual debe registrar de

un modo más detallado, día por día, sin abreviaturas ni

cifras numéricas, todas las condiciones de la venta, com-
pra, seguro, negociación, y en general todas las opera-

ciones hechas con su intervención.

Debe, en fin, dar á las partes en el momento de ce-

rrar la operación una copia de las anotaciones hechas en
la libreta; y si lo solicitaren, una copia del contrato per-
fectamente conforme con el asiento del registro, suscrita
por él y también por las partes, si ellas lo consienten.

Debe, por último, conservar las cartas y telegramas
que recibe, y copiar en un libro las cartas y telegramas
que él expida (art. 33).
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81. En compensación á todas estas obligaciones el
mediador tiene derecho á recibir de las partes la retri-
bución por sus servicios prestados, ó sea la provisión 6
corretaje. El importe del corretaje, ó se determina pre-
viamente por las partes, 6, lo que es más usual, se fija
para los mediadores inscritos, en tarifas especiales con-
venidas por las cámaras de comercio. El corretaje no es
debido si el negocio no se ultimó, ó sea si el contrato
entre las partes no llegó á su perfección; pero precisa
no confundir la conclusión del contrato con su ejecu-
ción. Todo esto no impide al mediador el cobro de su
corretaje cuando las partes hayan simulado el abandono
del negocio para después ultimarlo directamente y aho-
rrarse el pago del corretaje, ni que el mediador, cuando
por estar encargado por una determinada persona de
tratar un negocio en el que deba considerársele como
mandatario ó locador de su trabajo, pueda tener dere-
cho á una compensación por los servicios prestados, aun-
que no le haya sido posible ultimar el asunto (a).

(a) Las obligaciones y derechos de los agentes mediadores en el
derecho español son las mismas que en el derecho italiano, salvo
ligerísimas diferencias que no hemos de entretenernos en señalar.
Lo que sí debemos decir es que áun cuando el Código reconoce
como lícita la intervención de agentes no colegiados (art. 89), no
dicta respecto á ellos regla ninguna especial sujetándolos al dere-
oho mercantil en general, ó al derecho común.—(N. T.)



CAPÍTULO VI

Instituciones que ayudan y protegen el ejercicio
del comercio.

82.—El comercio, como hecho social, se relaciona

muy estrechamente con el bien Istar material y moral
del Estado, y de aquí la conveniencia de una serie de
instituciones, las cuales tienen como objeto supremo el

facilitar y proteger el ejercicio del comercio.
Estas instituciones, por expresa disposición del ar-

tículo 2.° del Código de comercio, se rigen por leyes y
reglamentos especiales, y se pueden comprender en las

siguientes categorías:

1. a Instituyiones para aproximar los productores á

los consumidores;

2.a Instituciones para facilitar el movimiento de las

nier, .aderías y frutos;
Instituciones para facilitar la circulación de los

valores;
4:' Instituciones para promover, representar' y pro-

teger los intereses comerciales.

4 1." Instituciones para aproximar los productores
á los consumidores.

83. Pertenecen á esta categoría las bolsas de co-
mercio, las ferias y los mercados.

•"IJ.
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84.—a). (1). Bolsa de comercio se llama á la re-
unión legal de comerciantes, capitanes de nave y agen-

tes mediadores, que tiene por objeto el ejercicio del co-
mercio. La misma palabra bolsa se aplica también para
designar el local en donde se celebra la reunión, y aún

más todavía, para indicar el conjunto de las operaciones
practicadas en una determinada reunión (a).

Las bolsas de comercio facilitan las transacciones,
ya ofreciendo el medio á los productores y consumidores
de encontrarse cuotidianamente, ya constituyendo otros
tantos centros de noticias necesarias, ó al menos útiles,
á los comerciantes. Estados hay en los que las bolsas de
comercio son de libre creación (por ejemplo, en Ingla-
terra y Bélgica); no lo son, sin embargo, en la mayor
parte de los demás Estados, ya por razones de tutela
general del comercio, ya por razones especiales relati-
vas á la clase de operaciones más importantes, de las
que es costumbre practicar en las bolsas; es decir, las
operaciones sobre efectos públicos, que afectan al cré-
dito del Estado.

Las bolsas de comercio en Italia deben ser autori-
zadas por un Real Decreto, á propuesta de la cámara de
Comercio, en cuya circunscripción se quiere establecer.
El Decreto de autorización indica para cada una gde las
bolsas creadas, á tenor de la propuesta de la cámara,

(1) Véase la bibliografía indicada en el núm. 77 , y también
RENDU, Le jeu, le parí et les marchés de burle. París 1870. — Bo-
ZÉRIAN, La Bourse, ses opérateurs et ses operations. París 1859.
GEilNIIIIT, en el Handbuch de Endemann, vol. III, § 277-287.

(a) La palabra bolsa tiene también en nuestra lengua las mis-
mas acepciones, pero legalmente aparece su sentido más restrin-
gido por cuanto el Código distingue entre bolsas y lonjas, siendo
las primeras las reuniones autorizadas para que en ellas se con-
traten efectos públicos, y las segundas, para contratar todos los
demás valores comerciales.—(N. T.)
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la especie de negociaciones que en ellas se puedan prac-
ticar (art. 13. Reglamento para la ejecución del Código
de comercio), como también dicta á este propósito dis-
posiciones especiales (a).

Siendo las bolsas instituciones públicas, son accesi-
bles á todos, comerciantes y no comerciantes, siempre
que sean capaces de obligarse. No pueden, sin embar-
go, tener acceso á las mismas por razones de orden pú-
blico (art. 14, cit. Regl.):

1.° El quebrado cuyo nombre no haya sido borrado
del tablón de anuncios (arts. 697, 839 del Código de co-
mercio), á no ser durante el período de la moratoria
conveni Ja.

2.° Los que áun no estando declarados en quiebra,
hayan notoriamente faltado á sus compromisos comer-
ciales.

3.° Los que hubieren sido condenados á penas aflicti-
vas ó correccionales por delitos contra la fe pública 6 la
propiedad, ó relativos al comercio, á las manufacturas,
á las artes, á la libertad de las subastas públicas, 6 por
delitos de sustracción cometidos por funcionarios ó de-
positarios públicos, concusión ó corrupción de funciona-
rios públicos.

4.° Los que ejerzan en bolsa el oficio de mediador,
sin haber obtenido el certificado de inscripción en el re-
gistro de la cámara.—Pueden, además, ser expulsados de
la bolsa, los que, no violando los reglamentos, perturben
el buen orden y ofendan la dignidad de la institución (b).

(a) En España, la creación de bolsas de comercio, corresponde
al Gobierno, á las Corporaciones provinciales y municipales y á, las
sociedades constituidas expresamente á este efecto. Las primeras
tienen siempre carácter oficial; las segundas y terceras, necesitan,
para esto, autorización del Gobierno.—(N. T.)

(b) Nuestra legislación mercantil no prohibe á nadie la entrada
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Las bolsas dependen de las respectivas cámaras de
comercio, las cuales ejercen la inspección en ellas me-
diante una Diputación de Bolsa, compuesta de tres, cin-
co ó siete miembros. A esta diputación, queprocura
también la ejecución de los reglamentos, puede confe-
rírsele por las partes el cargo de amigable componedor

en las cuestiones que surgen á consecuencia de los ne-
gocios concertados en bolsa (arts. 21, 22, cit. Regl.). En
cada bolsa existe además, como ya hemos dicho, un Sin-
dirato de Bolsa, compuesto de mediadores y encargado
de la vigilancia de los mismos.

La contratación de bolsa tiene lugar en los casos de-
terminados en los respectivos reglamentos, y del mismo
modo y manera se regula su ejecución ó no ejecución,
salvo lo que diremos en otro lugar.

Las negociaciones efectuadas por medio de agente

público deben ponerse en conocimiento del sindicato de
bolsa, y sirven de base para la redacción de los listines

45 notas oficiales de los cambios, de los títulos y de los

demás valores admitidos á la cotización. Estos listines
tienen gran importancia, sirviendo en muchos casos y

en muchas controversias para conocer exactamente el
precio de las mercancías y de los títulos en un día de-
terminado, á cuya cotización pudieran referirse las par-
tes. El precio de los títulos se anota, por regla general,

al contado, á fin del corriente (mes) y á fin del próximo,

con la letra D. (dinero) para indicar el precio de la de-

en las bolsas, lo cual no significa que todos puedan contratar en
ellas, pues esto depende de su capacidad.

Los agentes no colegiados, llamados zurupetos en el lenguaje

pintoresco del comercio, pueden, sin dificultad alguna, contratar
en bolsa, pero sus operaciones no afectan á, la cotización oficial.—

(N. T.)
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I. anda, y con la L. (letra) para indicar el precio de la.
oferta. El precio aproximativo de los valores sobre los
que no ha habido contratación se fija por el sindicato,
y se indica en los listines con la letra N. (nominal). A
más del listín de precios de cambios y títulos, se suele
redactar, aunque de ordinario muy de tarde en tarde, un
listín de los precios de las mercancías, premios de los
seguros, fletamentos de naves y de transportes. Los lis-
tines originales, suscritos por el presidente del sindi-
cato, deben depositarse en la cámara de comercio, á la
cual corresponde expedir en todo tiempo extractos ó cer-
tificados auténticos (art. 19, cit. Regl.)

85.—b). (1). Al lado de las bolsas de comercio te-
nemos las ferias y los mercados, 6 reuniones periódicas
fijadas por la autoridad administrativa (ley 17 Mayo
1866; art. 205, ley provincial y municipal), á las que
acuden productores y consumidores para contratar mer
caderías y frutos. Las ferias que tuvieron en un tiempo
gran importancia, están hoy en decadencia por la facili-
dad de las comunicaciones y de los transportes, facilidad

que permite en todo momento transmitir y realizar ór-

denes y comisiones de compra y venta. Tienen lugar ge-
neralmente en épocas establecidas; á lo más una ó dos
veces al año, con ocasión de fiestas religiosas. Los mer-
cados continuos, semanales ó mensuales, son general-
mente dedicados á la contratación sobre frutos.

Las contrataciones que se realizan en las ferias y

mercados, se sujetan de ordinario á las reglas corrientes
de toda contratación, pero en ciertos efectos y en ciertos
casos especiales, el haber contratado en una feria 6 un

(1) PADoA, CoD,I irteitto olla legge 17 nta,ggio 18'66 en la Raccolta
di leggi speciali de Pacitici-IVI-azzoni, serie IV, vol. III, prig. 1 y
sigs. Torillo 1881.
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mercado, puede requerir reglas jurídicas particulares
art. 286, 871, Cód. com.; art. 709 Cód. civ.) (a).

2.° Instituciones para facilitar el movimiento de las
mercaderías y de los frutos.

86. Pertenecen á éstas los almacenes generales
(Docks, Entrepóts, Lagerhiiuser) y los depósitos ó puntos
francos (2).

87.—a).—Los almacenes generales tienen por objeto
la custodia y conservación de las mercaderías y frutos
en ellos depositados, conservando mientras tanto la con-
dición aduanéra que tenían en el momento de su entra-
da en el almacén y de expedir títulos especiales con el
nombre de resguardos de depósito y cédulas pignorati-
cios (b).

Son notables los beneficios de esta institución. Aho-
rra al comerciante el pago de los derechos de aduanas
sobre las mercancías, en el caso en que deban ser re-
exportadas; permite tenerlas á disposición en el caso en
que se presente ocasión favorable para la venta, sin que

■••■••=imonowagaVal«,73411

(a) Otro tanto puede decirse de nuestra legislación (arts. 81
87 del Cód. com.), con la particularidad de que los efectos especia-
les no los deduce nuestra ley en las contrataciones realizadas en
ferias y mercados, sino en las realizadas en las tiendas.—(N. T.)

(2) VIDAR', I magazzini generale secondo la legislazione italia-
na. Milano 1876.—VivANTE, Il deposito nei magazzini generale.
Roma 1887.—CLAvARIN0, en la Raccolta, di leggi speciali, se-
rie III, vol. IV. Torino 1881.—DAmAscHiNo, Traité des magasins
généreaux et de yentes publiques de marchandises en gros, París 1860.
—E BE RMANN, Lagerhüusser und Warrants in wirtschaftlicher und
rechtlich Bezichung. Wien 1876.

(b) De estas últimas no dice ni una sola palabra nuestro Códi-
go de comercio al hablar de los almacenes generales de depósito.
Parece como si el legislador ignorara que tales cédulas circulaban
por el mundo.— (N. T.)
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sea necesario el pago del impuesto que de otro modo ha-
bría que satisfacer para introducirlas en el reino; dismi-
nuye los gastos de conservación y de custodia de las mer-
cancías, y facilita la venta y la pignoración, permitien-
do efectuar una y otra por medio de los títulos expedi-
dos por los almacenes mismos, ó sea de los resguardos
de depósito y cédulas pignoraticias; los almacenes gene-
rales, en suma, á más de hacer ahorrar derechos y gas-
tos de custodia, movilizan las mercancías, facilitando la
circulación y el crédito.

88.—No es este el lugar de ocuparnos ne el régimen
jurídico, al cual están sometidos los contratos que se
conciertan mediante la transmisión de los resguardos ó
de las cédulas pignoraticias; aquí indicaremos tan sólo
lo relativo al régimen de la institución de los almacenes
generales. (Ley 3 de Julio 1871, Reglamento 4 Mayo 1873,
Real decreto 1.° Agosto 1875 texto único 17 Diciem-
bre 1882). (a) Los almacenes generales pueden crearse
por personas singulares ó colectivas; su creación debe
resultar de escritura pública que contenga el nombre y
el domicilio del que crea el almacén, el capital con que

empieza y las garantías ofrecidas á los depositantes ó á
sus causa habientes; la indicación del lugar destinado á
almacenes, á las operaciones de registro, venta, etc.; la
forma de los resguardos de depósito, de las cédulas pig-
noraticias y de los endosos que á ellos se refieran; reseña
de las obligaciones que incumben á la administración
de los almacenes, é indicación de las tarifas para el de-
pósito de las mercancías y para las demás operaciones
que deben realizar los almacenes. De ordinario ninguna

(a) Nuestra legislación sobre esta interesantísima materia está
reducida á la Ley de 9 de Julio de 1852 y á los artículos 193 y 198
del Código de comercio que reproducen los preceptos de la ley.—
(N. T.)



DERECHO MERCANTIL	 115

parte del local destinado á almacenes generales, puede
destinarse ó arrendarse para almacén privado; esto no
obsta, para que cerca de los almacenes generales puedan
establecerse locales especiales ó tinglados para depositar
momentáneamente las mercancías sin visita; pero estos
locales ó tinglados deben estar cerrados con dos llaves,
quedando una en poder del administrador de la aduana
y otra en el del administrador de los almacenes ó de un
delegado de las cámaras de comercio. La escritura de
creación de los almacenes debe hacerse pública, del
modo que dispone la ley, y también debe publicarse en
la primera decena de cada mes la situación de los alma-
cenes en el mes anterior, que deberá igualmente comu-
nicarse al ministerio de Agricultura y Comercio, y á la
cámara de comercio local, á la cual corresponde la vi-
gilancia sobre los almacenes.

Los almacenes generales reciben mercaderías pro-
cedentes del interior ó del extranjero, de otros almace-
nes generales ó de las aduanas habilitadas para la expe-
dición de mercaderías de una á otra aduana. Por eso de
ordinario, atendido el carácter público que tienen, no
pueden sin justa causa negarse á recibir mercaderías, ni
conceder exprofeso preferencia alguna á los que preten-
den constituir los depósitos. El poseedor de las merca-
derías se supone siempre su propietario. Para introdu-
cir mercaderías en un almacén general, la administra-
ción en ejercicio debe presentar la declaración en la
aduana, con arreglo á la que los funcionarios delegados
por la aduana, asistidos de un representante de dicha
administración, y, donde fuere necesario de un emplea-
do del cuerpo de consumos, harán la comprobación de
la mercadería. La hoja de introducción en depósito debe
ser encabezada por la administración en ejercicio y con-
signada á la misma; sobre la matriz que ha de quedar
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en poder de la aduana, la administración misma pone el

viso. Las mercaderías extranjeras introducidas, y en
general las sujetas al impuesto de consumos, son regis-
tradas en registros especiales, que llevan la aduana y la
administración del impuesto de consumos. Los tejidos
nacionales no acompañados de la contraseña facultativa,
son, en el acto de la introducción, provistos de una lámina
ú otra contraseña que los distinga de los extranjeros.

Los .1macenes son responsables á la administración
de aduanas del pago de los derechos sobre las mercade-
rías depositadas, y á los depositantes de la conservación

y custodia de las mismas con exclusión de las averías y

mermas naturales provenientes de la naturaleza y con-
dición de las mismas, y de los casos de fuerza mayor..

En principio, la responsabilidad de los almacenes es la

que se deduce del núm. 2 del artículo 1844 del Código

civil (a).
Los derechos del deponente durante la permanencia

de las mercaderías, de alterar la condición de éstas, son

objeto de reglas particulares, encaminadas á asegurar

los derechos de aduanas á que podrían estar sujetas las

mercaderías depositadas; y tal vez también los intereses

del poseedor de la célula pignoraticia; á. este último

efecto se prescribe que las mercaderías a que se refiere

a He aquí los aras. 1843 y 1844 del Gdizo Civil:
_krt. 1843. El depositario deben emplear en la custodia de la

cosa depositada la misma diligencia que en la suya propia.
Art. 1844. La disposicián del precedente artículo deberá apli-

carse con ma yor rigor:
1. 0 Cuando el depositario se haya ofrecido á recibir el dep o sito.

Cuando para la custodia de éste se ha ya estipulado una re-.
muneraci¿m.

3.` Cuando el dep¿isito se haya hecho únicamente por inters
del depositario.

4•( Cuando expresamente se baya convenido que el depositario
deberá responder de toda clase de faltas.— N. T.
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la cédula pignoraticia que se haya separado del resguar-
do de depósito, no puedan de ninguna manera sufrir al-
teración sin el consentimiento del poseedor de dicha cé-
dula.

La empresa de los almacenes asume también algunas
veces oficios accesorios al depósito, como las operaciones
de descarga, despacho de aduanas, embalaje, venta, et-
cétera, y puede también dar en préstamo sobre las mer-
caderías.

Los almacenes deben restituir las mercaderías á
quien tenga el derecho de retirarlas, inmediatamente
que se las pida (art. 1.860, Código civ.), salvo no obs-
tante el derecho de retención para el pago de los crédi-
tos de los almacenes y de la aduana. Se entiende tam-
bién, como veremos, que allí donde se hayan emitido los
títulos representativos de las mercaderías, allí mismo
deben restituirse. Si el depositante no accediere á reti-
rarlas al vencimiento del depósito, los almacenes podrán
decretar su extracción á costa de éste, pero el deposi-
tante tendrá la facultad de renovar el depósito. El re-
glamento marca también precauciones particulares para
seguridad del pago de los derechos de aduana y de los

de consumos, en el caso de que salieren las mercaderías
de los almacenes.

89.—b). Los depósitos ó puntos francos son localida-
des fijadas por la ley en algunas plazas marítimas, con
objeto de recibir en depósito mercaderías procedentes
del extranjero y emitir también (ley de 6 de Agosto de
1893) resguardos de depósito y cédulas pignoraticias.

No deben confundirse los depósitos ó puntos francos
,con los puertos francos, los cuales establecían injustos
privilegios en favor de determinadas plazas mercantiles,
y fueron abolidos justamente. Los puntos francos se
proponen no conceder privilegios aduaneros, sino más
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bien favorecer la circulación de las mercancías, permi-
tiendo á los comerciantes tenerlas á disposición, sin es-
tar obligados al pago de los derechos de aduanas en el
caso de quererlas reexportar. El mismo beneficio reciben
los comerciantes de la institución de los almacenes ge-
nerales. Sin embargo las formalidades de la comproba-
ción y registro necesarios para el ingreso de las mercan-
cías en los almacenes, en interés de la aduana, las for-
malidades también precisas, siempre por la misma ra-
zón, para poder hacer operaciones sobre las mercaderías
depositadas, y otros motivos además, aconsejaron la ins-
titución de los depósitos francos (Ley 6 Agosto 1876 y Re-
glamento 31 Octubre del mismo año), considerados por
la ley como fuera de la zona fiscal de la aduana. Por eso
en ellos se pueden introducir mercancías sin registro ni
comprobación, y del mismo modo se pueden libremente
hacer sobre las mercancías depositadas en los depósitos
francos, todas las operaciones que se quieran. El pago
de los derechos de aduanas se hace tan sólo en el mo-
mento en que salen del almacén para ser introducidas.
en la plaza. La facultad de instituir depósitos francos
puede concederse á personas singulares ó colectivas, su
jetándose al cumplimiento de ciertas formalidades enca-
minadas á impedir el contrabando. Los depósitos fran-
cos están sujetos á la inspección de la cámara de co-
mercio local. No pueden introducirse en ellos las mer-
caderías indicadas en el reglamento, ó que podría fácil-
mente convertirse en materia de contrabando, ó ser no-
civas á la salud; ni tampoco las mercaderías extranjeras
admitidas con el trato de la nación más favorecida, á no
ser que el concesionario del depósito franco no se sujete
á pagar á la salida los derechos de la tarifa general por
todas las mercaderías de la misma calidad que estén en
él depositadas. La salida de las mercancías del depósito
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se regula por disposiciones especiales en interés de la
aduana. Digamos, por último, que para, la custodia tem-
poral de las mercancías que llegan por mar, pueden es-
tablecerse en los puertos principales y sobre las banque-
tas y calas de los mismos, tinglados b cobertizos donde
puedan colocarse las mercaderías sin declaración y sin
visita, para permanecer allí el número de días que con-
sientan las exigencias del servicio público ó las exigen-
cias del Erario, teniendo siempre libertad el propietario
de manifestarlas como 'mis le plazca.

3.° Instituciones para facilitar la circul(lci,►n,
de los valores.

90. Entran en esta categoría los bancos y las casas
de liquidación.

91.—a) (1) (a). Los bancos se distingen en comerciales

(de depósito, de descuento y de circulación), territoria-

les (crédito territorial y agrícola) é industriales (crédito)

moviliario ó sobre mercaderías). Sin embargo, la distin-
ción va perdiendo en importancia, tanto,  man L o los

(1) ROTA, Principii di scienza, bancaria. 1V1 illano	 ed ie,_

Cog., Les circulations en, banque. París	 -- .1u (11,AK, Du change
et de la liberte d'Imission. París 868.-- o I 11M E I, I ,E-S ENEni obra

eit.—KN ¡ Es, Geld und (,redil. Berlín 871;.— WAGN E en el Ma-
nual, de SchOnberg, vol. 1.—M AC o D y The litem-y and prodice (!f

banking, /L a odie. Lond<,n 188K. Traducido en la Bib. dell' Econo-

mista, serie 3. a , vol. VI.
(a ) CASA BO N A, Del erudito territorial, y agríeola. Madrid ..«;S

—PASTOR, La libertad (le flancos y cola del de Espana. M 'id

1865.—U RZAINgU Los Bancos prediales ó hipotecarios. 1VI ad ri(l

1853.— SA13AS M U NI ESA, Observaciones generales sobre los Ihencon
de emisión. Madrid 1886. — Po Lo 1) } 4'4 	 R N A Ití,;, ObKerl1,1"1:011e8 sobre
la creación de un Banco general de emisión. M ad rid 1866.— S A NTA

MARTA, Cambio de billetes del Banco de Espana. NI ad rid 1866...—
FERNÁNDEZ Y PARREÑO, Compendio de las operaciones del piro
de la Banca. Sevilla 1849.-11 P; N It Y, Manual del banquero, del agen-
te de Bolsa y del corredor de cambios. Madrid 1855. — (N. :P. )
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bancos tienden á. dedicarse todos á las mismas opera-
ciones. En este lugar no debemos ocuparnos sino en el
estudio de los bancos de emisión, ya que de ordinario
la facultad de emitir billetes, llamada á sustituir á la
moneda metálica, nace de autorización del Estado y está
regulada por disposiciones especiales. El estudio de las

demás especies de bancos no ofrece interés para nos-

otros, más que por lo que se relaciona con los contratos,

á los que particularmente se dedican, y de estos contra-

tos hablaremos en su lugar respectivo.

La emisión de billetes de banco, que algunos teóri-

cos querrían que fuese completamente libre, se concede

hoy regularmente por los Estados á uno ó varios esta-

blecimientos de crédito. Esto ocurre por razones de pú-

blico interés, esto es, porque debiendo el billete de ban-

co subrogarse á la moneda metálica, precisa que el pú-
blico pueda legítimamente confiar en que dichos billetes

representan en realidad su valor, un valor efectivo, es

decir, en moneda, que puedo conseguirse en cuanto se
presenten al cambio. De aquí la necesidad de reglas es-

peciales que normalicen la emisión de billetes de ban-

co (o). Pero los sistemas seguidos á este propósito por

las diversas legislaciones, si bien en principio están de

acuerdo, dando al derecho á emitir billetes el carácter

de una, concesión, difieren no poco acerca del modo de

regular este derecho y sobre la, medida de la ingerencia

del Estado en los Bancos de emisión.

wl La discusikSn entre los partidarios de la libertad y los de los
priv ilegios bancarios está en pie. Las razones que ale._?,-a el autor,
partidario de los priviler. ios. no son convincentes. pero como no he
do exponer argumentos reproducidos hasta la saciedad en los libros
de economía política. har-o constar mi opinión en contra, y me
remito á dichos libros. Véase tambin Bt:n ?Ve. ob. cit.. Lee. 44.
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En Italia, el derecho de emitir billetes al portador
pagaderos á la vista, está concedido á seis establecimien-
tos de crédito: Banco Nacional del Reino de Italia, Ban-
co de Nápoles, Banco Nacional de Toscana, Banco Ro-
mano, Banco de Sicilia, Banco Toscano de Crédito (leves
30 Abril 1874 y 7 Abril 1881). Sin embargo, la condi-
ción de estos establecimientos ha sufrido varias vicisitu-
des en relación con las experimentadas por el curso for-
zoso. La ley de 1.° de Mayo de 1866, en consideración á
un préstamo de 250 millones (de liras) al interés de uno
y medio por ciento, hecho al Estado por el Banco Nacio-
nal del Reino de Italia, concedió á los billetes del mis-
mo el curso forzoso, dispensándole de pagarlos en metá-
lico á la vista. A los billetes de los otros bancos se les
fué después haciendo extensivo el curso legal en sus res-
pectivas regiones, quedando, sin embargo siempre obli-
gados á pagar sus billetes en moneda metálica ó en bi-
lletes del Banco Nacional. En justa compensación se
obligaron los bancos á inmovilizar á lo menos dos terce-
ras partes de la reserva metálica que cada uno debía te-
ner en relación con sus billetes en circulación, y se dis-

puso que el Banco Nacional, á petición de los mismos,
debiese proporcionar sus propios billetes hasta el total
importe de la suma inmovilizada para ocupar el lugar de
ésta. Este sistema de privilegio constituido á favor del
Banco Nacional, duró hasta la ley de 30 de Abril de 1874,
la cual asoció á todos los establecimientos indicados para
suministrar al Estado conjuntamente la suma de mil
millones en billetes expresamente fabricados. Con estos
mil millones, por los que el Estado venía obligado á sa-
tisfacer á la asociación un interés de un medio por cien-
to anual en los primeros cuatro años, y de un 0,40 por
ciento en los sucesivos, se reembolsó el préstamo contra-
tado por el Estado con el Banco Nacional (que de 250
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millones había subido hasta 860 millones), y así el Esta-
do se constituyó en deudor, no ya del Banco Nacional,
sino de la asociación de los establecimientos de emisión.
A los billetes representantes del empréstito de los mil
millones (billetes de la asociación) se concedió el curso
forzoso; á los billetes propios de cada uno de los bancos,

el curso legal en los lugares donde estos bancos tuviesen

su domicilio, sucursales ó representación, entendiéndose

siempre que estos últimos billetes (que en su totalidad y
comprendiendo en ella también los títulos equivalentes,

no debía exceder del triple del patrimonio de banco emi-

tente) debían pagarse por el propio banco á la vista en

moneda metálica ó en billetes de la asociación. Final-
mente se facultó á los bancos de crédito para movilizar-

en condiciones determinadas sus reservas metálicas.

Este estado de cosas se prorrogó hasta la ley de 7 de

Abril de 1881, la cual disolvió la asociación y declaró-
deuda del Estado los billetes de la asociación, que fueron

después retirados, á excepción de los de 5 y 10 liras (en

cantidad de 340 millones) que, cambiados por billetes

del Estado, continuaron y continúan circulando y te-

niendo curso legal, siendo, sin embargo, pagaderos á la

vista en moneda metálica en las tesorerías principales.

Se conservó á los billetes de los bancos hasta fines de
1883, y por prórrogas sucesivas hasta fines de 189:3, sal-
vo lo que diremos del Banco Romano (ley de 30 de Junio

de 1891), el curso legal, con la obligación de pagarlos
la vista en moneda metálica ó en billetes del Estado.
Después se estableció que la reserva de cada uno de los
bancos debía componerse exclusivamente de valores me-
tálicos con curso legal en el reino, y quedando siempre
en vigor el principio de la ley de 1874, (5 sea, que la cir-
culación de cada banco no pudiese exceder del triplo
del pa.trimonio, excluido el fondo de reserva, ni del tri-•
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plo en metálico del numerario existente en caja. Tam-
bién estableció la citada ley de 30 de Junio de 1891, que
durante la prórroga del curso legal, el límite máximo de
la circulación de cada uno de los bancos fuese el prome-
dio del año 1890, excepto para aquellos que no hubiesen
alcanzado el cuádruplo del capital desembolsado, en
cuyo caso podría llegar hasta este límite. Estableció
además que los billetes mantenidos en circulación por
varios establecimientos por anticipos hechos al Tesoro,
no debían computarse en la circulación permitida á cada

. uno por cuenta propia. La facultad de emitir títulos á la
vista pagaderos al portador, que debía cesar para todos
los establecimientos que de ella gozaban, el 31 de Di-
ciembre de 1889, fué también prorrogada hasta fines de
1892 y sucesivamente hasta fines de 1893, salvo siempre
lo que ahora diremos sobre el Banco Romano.

Por la ley de 10 de Agosto de 1893 fué autorizada
la fusión del Banco Nacional del Reino, el Banco Na-
cional Toscano y el Banco Toscano de Crédito en un es-
tablecimiento único, bajo la denominación de Banco de

Italia. Al nuevo Banco, que tendrá un capital de 300
millones, se le concede por veinte años el privilegio de
emitir billetes por la suma de 800 millones, suma que,
sin embargo, debe reducirse á 630 millones en un perío-
do de catorce años. Sin embargo, debe tenerse en cuenta
que por las leyes precedentes, la circulación puede ex-
ceder de dichos límites cuando los respectivos billetes
estén enteramente cubiertos con la reserva metálica, y
que otro tanto sucede con los billetes correspondientes á
los anticipos hechos al Estado que no están comprendi-
dos en dichos límites.

Los billetes del Banco de Italia tienen en los prime-
ros cinco años curso legal en las provincias donde el
Banco tiene su domicilio ó sucursales, y deben cambiar-
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se por él á la vista y en metálico en Roma y en las ciu-
dades de Barsi, Bolonia, Cagliari, Catania, Florencia,
Génova, Liorna, Mesilla, Milán, Nápoles, Palermo, Tu-
rín, Verona y Venecia. En la misma ley se decretó la li-
quidación del Banco Romano, cuyos billetes dejaron de
tener curso legal el 10 de Agosto de 1893, y ,se mantu-
vo en los dos Bancos de Nápoles y Sicilia, á los que les
fué también concedido por el mismo período de veinte
años el derecho de emisión; el Banco de Nápoles hasta
242 millones (que deben reducirse á 190 en el término
de catorce años), y el Banco de Sicilia hasta 55 millones
(que deben reducirse á 44 en igual plazo). A los billetes
de estos Bancos se aplican las reglas ya indicadas en
cuanto al cambio. Además debemos decir que la reserva
de todos estos establecimientos de emisión debe llegar,
dentro de un año, al 40 por 100 de la circulación. La fu-
sión autorizada por la ley transcrita es ya un hecho
consumado, y el Banco de Italia funciona desde 1.° de
Enero de 1894 (a).

(a) El Banco de España es el único privilegiado en nuestro
país para la emisión de billetes desde el decreto-ley de 19 de Marzo
de 1874, por haberse dispuesto en dicho decreto-ley la liquidación
de los bancos de provincia nacidos al amparo de la ley de 11-19
de Octubre de 1869. Este Banco es el heredero del Banco de Isa-
bel II y del de San Fernando, que se refundió en aquél, y éste á
su vez procede directamente del de San Carlos, primer banco de
emisión que ha existido en España y que se instituyó por real cé-
dula de 2 de Junio de 1782, dada por el rey Carlos III.

El privilegio concedido al Banco de España á cambio de un an-
ticipo hecho al Tesoro de 125 millones de pesetas, lo fué por trein-
ta años, es decir, hasta 1904; pero por la ley de 14 de Julio de 1891
se prorrogó éste hasta fin de Diciembre de 1921, también mediante
otro anticipo al Tesoro de 150 millones de pesetas. Esta ley, no sólo
prorroga el plazo de duración del privilegio, sino que autoriza al
Banco para que su emisión pueda exceder del tipo máximo del de-
creto -ley de 1874, que era el de 750 millones de pesetas, y llegar á
1.500 millones, siempre que conserve en sus cajas en metálico, ba-
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92.—b) Casas de liquidación (1) (a). Las múltiples
relaciones de débito y crédito que intervienen entre los
comerciantes, hacen necesario liquidaciones frecuentes
que casi siempre dan por resultado una diferencia ó sal-
do que una de las partes debe pagar á la otra. Interesa,
pues, á los comerciantes que tales liquidaciones se faci-
liten; esto es, que se efectúe con facilidad la compensa-
ción entre los débitos y los créditos, y se evite la pérdi-
da de tiempo que produce la entrega del dinero y la eje-
cución de las operaciones que entre ellas se ahorran. A.
conseguir estos fines tienden las casas de liquidación,
cuyo modelo es la Clearing House de Londres. En Italia
existía tan sólo una de estas instituciones, en Liorna,
con el nombre de Casa de pagos públicos (Stanze dei pu-
blici pagamenti1; pero ahora, por efecto de la facultad
concedida al Gobierno por la ley de 7 de Abril de 1881,
las Cámaras de Comercio de Roma, Nápoles, Milán, Tu-
rín, Venecia, Florencia, Génova, Palermo, Bolonia, Me-
sina, Catania, Borsi y Cagliari, fueron autorizadas (real
decreto de 19 de Mayo de 1881) para invitar á los co-

rras de oro ó plata, la tercera parte cuando menos del importe de
los billetes en circulación, y la mitad de esa tercera parte precisa-
mente en oro.

Los billetes, cuyo tipo inferior será el de 25 pesetas, son pagade-
ros á la presentación, en metálico, pues afortunadamente no hemos
llegado todavía al curso forzoso. Sin embargo, los signos de los
tiempos nos van haciendo á la idea de que también llegaremos á
ello como Italia.

Para la historia de nuestras instituciones bancarias puede ver-
se: SANTILLÁN, Memoria histórica sobre los Bancos Nacional de
San Carlos, Español de San Fernando, Isabel II, Nuevo de San
Fernando y de España. Madrid 1865.— (N. T.)

(1) FORNARI I I checks y la Claring House. Nápoli 1878.
G-ALLAVRESSI, L'assegno bancario. Milán 1883; así como la mayor
parte de las obras citadas en el núm. 91.

(a) MORA, Del cheque, Habana 1885.—(N. T.)
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nierciantes é instituciones comerciales y cajas de ahorro
á constituirse en asociación con objeto de instituir, bajo
la inspección de las cámaras mismas, y administrar las
casas de liquidación y proponer al Gobierno las reglas
generales á que debían ajustarse en sus operaciones. Las
casas de liquidación se establecieron inmediatamente en
Bolonia, Florencia, Génova, Milán, Roma y Catania, y
se reorganizó la de Liorna. En 1890 estas casas liquida-
ron en total partidas de débitos y créditos por valor de
más de 14.772 millones, empleando en dinero para esto
tan sólo un 28,63 por 100 de dicha suma.

Las instituciones y comerciantes representados en
las casas de liquidación, remiten á sus representantes
(que regularmente suele ser un banco ó un banquero,
que tiene al mismo tiempo la representación de muchas
casas), nota de los efectos y de las sumas que tienen
para cobrar y pagar, y en cualquier casa, á semejanza
de las liquidaciones mensuales de la bolsa, se hacen
muy fácilmente la compensación de débitos y créditos.
Pero estas casas de liquidación no podrán ser verdade-
ramente útiles, hasta que no se generalice el uso de los
cheques, instrumentos eficacísimos de compensación,
como diremos en su lugar (a).

(a) Entre nosotros no funoiona ninguna casa de liquidación,

sin duda porque las exigencias comerciales no lo requieren toda-

vía, y por cierto, que el modelo para estas casas de liquidación lo
dieron, aunque con carácter temporal, nuestras famosas ferias

de Medina del Campo, de los siglos XVI y XVII, en las que los
banqueros que á ellas acudían á, negociar los efectos comerciales y
cédulas de todas clases, hacían el último día de feria una compen-
sación de créditos, no por medio de cheques, puesto que entonces
no se conocían, sino por medio de los asientos de sus libros de re-
gistros.—(N. T.)
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4.° Instituciones para promover, representar y proteger
los intereses comerciales (1) (a).

93.—Al efecto de promover, representar y proteger
los intereses mercantiles é industriales, se han insti-
tuido en los centros más importantes, Cámaras de co-
mercio y artes (ley 6 Julio 1862). Estas tienen por obje-
to: presentar al Gobierno las informaciones y propuestas
que juzguen útiles al tráfico, á las artes y á las manu-
facturas, y una relación anual sobre la marcha del uno
y de las otras; formar el registro de los síndicos de las
quiebras ( art. 751, Cód. com.); promover y mantener
escuelas industriales; instituir y vigilar las Bolsas de
comercio, los almacenes generales y los depósitos fran-
cos; llevar el registro de los agentes mediadores y ejer-

cer sobre ellos la inspección establecida en la ley; dispo-
ner la venta de mercancías, etc. Las cámaras de comer-
cio, cuya residencia y circunscripción territorial se fija
en la ley, son elegidas por los comerciantes, artistas é
industriales en ejercicio y capitanes de buques inscri-
tos en las listas electorales políticas de los municipios
comprendidos en la circunscripción de las cámaras, ó
que residiendo en estos municipios resulten inscritos en
las listas políticas de otros. Son también electores los
extranjeros que, durante cinco años al menos, estén
ejerciendo el comercio ó las artes, y tengan las condi-
ciones requeridas para la inscripción de los nacionales
en las listas políticas. El número de componentes de la
cámara, escogidos entre todos los electores por ma-

(1) PADOA, Legge salle Camere di commercio annotata, en la Ra-
ccolta di leggi speciali, cit., serie IV, vol. III, Torino 1881.

(a) NAVARRO, Las Cámaras de comercio. Madrid, 1885.—
(N. T.)
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yoría, relativa de votos, está establecido en la ley, y se-
eiún las varias cámaras, así será mayor de nueve ó
menor de veintiur:J. __/():.;‘ elegidos lo son por espacio de
dos 117- ,)S; o Are ellos eligen un presidente y un vicepre-
sidente. Las reuniones son legales si concurren al menos
la mitad de los componentes de la cámara; los acuerdos.
se toman por mayoría de votos, y en caso de empate de-
cide el voto del presidente.

Las cámaras de comercio pueden tener un patrimo-
nio propio; en caso necesario pueden procurarse los fon-
dos precisos, imponiendo algún recargo especial ó adi-
cional á los comerciantes é industriales, ó sobre los se-
guros marítimos, pólizas de carga, fletamentos y otros
contratos mercantiles de idéntica naturaleza, y también
exigiendo un derecho por los certificados y demás docu-
mentos que de ellas emanen (a).

(a) La creación de las cámaras de comercio en España se debe
al Real Decreto de 9 de Abril de 1886, obra del ministro de Fo-
mento, Sr. Moret, aunque ahondando más, no pueda decirse en
conciencia, que la paternidad de esta obra se deba al ministro, sino
al notable jurisconsulto, muerto, por desgracia, para la ciencia del
derecho en España, mi querido maestro, D. Edviardo Pérez Pujol
cuya vigorosa iniciativa creó en la opinión corrientes favorables.
al restablecimiento del espíritu corporativo, perdido, por desgra-
cia, desde la supresión de los gremios.

El citado Real Decreto se inspiró tan sólo en la corriente in-
dicada, pues de haber sido obra del Sr. Pérez Pujol, no habrían
nacido las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación
tan raquíticas y con vida tan enfermiza. Puede decirse de ellas,
que son tan sólo un órgano pasivo del comercio, por cuanto las
atribuciones que se les marca son las mismas que tendrían estas
cámaras, si su creación, en vez de ser obra de la ley, lo hubieran
sido de cualquier particular ó sociedad. (N. T.)



LIBRO SEGUNDO

LAS OBLIGACIONES MERCANTILES

TITULO PRIMERO

Nociones generales.

—Fuentes de las obligaciones y leyes que las
regulan (1).

94.—La actividad mercantil se exterioriza, como ya
hemos dicho, bajo formas múltiples y variadas, que ge-
neralmente tornan el carácter de obligaciones; de donde
resulta que el derecho mercantil es derecho esencial-
mente contractual; pero con esto no queremos indicar
que las obligaciones mercantiles procedan exclusivamen-
te del contrato. Esta es la fuente más común; en defini-
tiva, las fuentes de las obligaciones mercantiles son las
mismas que las de las obligaciones civiles, es decir, la ley,
el contrato, el cuasi contrato, el delito y el cuasi delito
(art. 1.097 Cód. civ.) En realidad, lo más frecuente es
que la ley misma sea la que en materia mercantil im-
ponga á una persona dada determinadas obligaciones,
teniendo en cuenta, ó la cualidad de comerciante que

(1) GIORGI 7 Teoría delle obbligazioni nel diritto moderno italia-
no, 3.1 edic. Firenze 1891.—MAss1 , Le droit commercial dans ser,
r apports avec le droit des gens et le droit civil, 3.a edic. París 1874.

9
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ésta teng,a, ó i I naturaleza mercantil de una determina-
da relación á la que se refieran las obligaciones. El cuasi
contrato puede ser mercantil en sentido objetivo ó suje-
tivo, según los principios generales expuestos al hablar
de los actos mercantiles. Los delitos y cuasi delitos pue-
den ser fuente de obligaciones mercantiles cuando se
conexionan directamente con hechos del comercio, ó sea
cuando son consecuencia directa del ejercicio de actos
mercantiles. Este punto es, sin- embargo, objeto de gra-
-VOS controversias.

liemos dicho que la forma jurídica de la actividad
mercantil está representada por obligaciones, las cuales

son mercantiles en cuanto son manifestación de la mis-

ma actividad; es decir, en cuanto tienen una causa co-

mercial. El criterio de la comercialidad es, pues, un cri-

terio objetivo. La cualidad de comerciante ó de no co-
merciante, en el que da vida á las obligaciones, no
influye más que para hacer presumir en ciertas ocasio-

nes la, misma causa; lo que ocurre cuando los contratos

y las obligaciones de los comerciantes no son de natura-

leza esencialmente civil ó no resulta lo contrario del acto

mismo (ari,. 4." Co a. com.)

95.—La comercialidad de las obligaciones deducién-

dose de la causa, y pudiendo ser ésta civil para alguno

de los contrayeldes y mercantil para otro, 110 determina,

sin embar lY», que la obligación puede ser mercantil para

una de las parles y civil para la otra. En este caso, la
ley, en interés del colmiercio, dispone que todos los con-

tratantes se sujeten á la ley mercantil, (I excepción de

las disposiciones que se refieren d las personas de los co-

merciantes, y salvo las disposiciones contrarias de la ley

(art. 5-1). Esta disposición, tomada del Código alemán,
es bastant,( , nilis racional y prictica: que la del Código
derogado, que en el caso de actos civiles para una de las
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partes y mercantiles para la otra, aplicaban la ley civil ó
mercantil en consideración á la persona del convenido
en juicio (a).

96.—Las obligaciones comerciales son reguladas por
el derecho mercantil; pero por lo mismo que el derecho
civil y el mercantil regulen entrambos los actos huma-
nos, sucede también que uno y otro tienen bastantes
principios comunes, principalmente los que se refieren á
la esencia y á los requisitos esenciales de las obligacio-
nes. Esto explica el por qué el código de comercio no
contiene disposiciones generales relativas á las obliga-
ciones, y se limita tan sólo á exponer los principios que
son especiales al derecho mercantil, considerando apli-
cables en todo lo demás los principios contenidos en el
Código civil, que es la fuente más amplia del Derecho
privado. Lo que no impide, sin embargo, encontrar al-
gunas variantes en la aplicación de dichos principios
fundamentales, si bien es verdad que se trata siempre
de variantes que no tienen carácter de generalidad, y

que á veces están determinadas por la naturaleza espe-

(a) Pudo el Código español haber tomarlo del alem;Im y del ita-
liano el principio de que los actos mixtos, ó sea los que para uno de
los contratantes son mercantiles y para, el otro civiles, debían re-
girse por la ley mercantil, ó pudo haber adoptado francamente el
oriterio contrario; lo primero hubiera sido marchar encauzado en.
las corrientes de progreso del derecho mercantil; lo segundo hubie-
ra sido ponerse de frente; pero era, al fin, una solución franca y
clara que evitaría á, los autores y á, los tribunales muchos quebra-
deros de cabeza. Por razones que ignoro, y á, pesar de que el legis-
lador debía conocer la divergencia de opiniones que se han emitido
acerca de este particular por causa del silencio del C ‘ ídiv,o de 1829,
es lo cierto que en 1835 ha seguido la ley callando y la dificultad
en pie.

Para el estudio extenso de esta cuestión, puede verse GRACIA Y
BBNITO, Cuestiones de derecho mercantil. Madrid 1885, terna MIL
—(N. T.)
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cial del uno ó del otro contrato. La doctrina general de-
las obligaciones no podemos entretenernos en desarro-
llarla ahora; su estudio pertenece al examen de los con-
tratos á los que afectan las variaciones referidas. Nos-
otros, pues, nos ocuparemos aquí, siguiendo en esto el
sistema del Código de comercio, tan sólo en el estudio
de aquellos principios que son especiales á las obligacio-
nes mercantiles, y que tienen para éstas carácter de ge-
neralidad. De uno de estos principios diremos algo en
este lugar; es el que se refiere á las leyes aplicables á las
obligaciones mercantiles desde el punto de vista del De-
recho internacional.

97.—Conocidos son los principios que establece el
Código civil en materia de derecho internacional pri-
vado. El estado y la capacidad de las personas se regu-
lan según la ley de la nación á que las mismas pertenez
can (art. 6; tit. prelim., Código civ.) Las formas extrín-
secas de los actos son reguladas por la ley del lugar en
que se han realizado; sin embargo, á voluntad de los
contrayentes queda el acomodarse en cuanto á la forma
á los de la ley nacional, siempre que ésta sea común á
todas las partes (art. 9, 1, íd.) La esencia y los efectos

de las obligaciones se reputan regulados por la ley del

lugar en el que se han practicado los hechos, y si los con-

tratantes extranjeros pertenecen á una misma nación,
por sus leyes nacionales; salvo siempre una manifesta-
ción contraria de la voluntad (art. 9, § 2, íd.) La com-
petencia y la forma del procedimiento se regulan por
las leyes del lugar en donde se sigue el juicio (artículo
10, § 1, id.); los medios de prueba de las obligaciones
se determinan por la ley del lugar en que se realizó el he-
cho (art. 10, § 2, íd.); y finalmente, los modos de ejecu-
ción de los actos y de las sentencias recaídas con motivo
de ellos se rigen por las leyes del lugar en que éstas se
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cump',en	 10,	 4, id.). La le y mercantil en su ar-
tículo NS,	 l'YA	 y en parto o's,t izNndú

pnninplos aqui expues't :\s; los mo,11tI,ta OStan t ,'i,\ 'tido
que los reqmsIt	 eser.ciales IN las obIl l-aclones mercan-
tiles, entre los que se comprende la capacidad para con-

	

ratar ;1-t. 11(1 4.	 eiv.), se resn lan no por la lev de

la
1-.

na,-in á quo pert.enecen los contra:antes. sill0 más
bien por la dei lugar don,le la obligacion ha de cumplir-
se, quedani.o subsistente la regla del estatnt,\ personal
siempre que las partes pertene.can la misma nación.
Este principio, que es 11 extension del lopt ado por

la ley genera del cambio aleman, respecto :i la capacidad
cambiarla encuentra su razón de ser en esto; en que no
es fícil, especialmente en las contrataciones concerta-
das en las bolsas y merca.los, tener conocimiento de las
leyes nacionales de las personas con quienes se contrata.
Esto, sin embargo, es objeto de muchas criticas.	 ar-.
'Líenlo 58 aplica después, como ya hemos dicho, los prin-
cipios del Código civil que quedan indicados, di.sponien-

do que cuando éste reclama la aplicación del 1las le ves del
lugar donde la obligación se ha de cumplir, i in:is de
las leves se han de tener también en cuenta los usos del
comercio, lo que ciertamente resultaba va de h) dispuesto
en el art. .° del mismo Código de comercio. En suma, en
concepto de la le y , para rgnlar la forma, los requisitos
esenciales y los efectos de las obligaciones, se deberá
tener en cuenta la ley- del lugar donde haya de cumplir-
se la obligación; por el contrario, para regular la forma
y los efect:s de los actos que han de practicarse para el
ejercicio y conservación de los derechos, ó para su cau-
ción, se deberá tener en cuenta la ley del lugar donde se
practican ó realizan estos actos mismos (a).

ta) No son por demás explícitas nuestras leyes en materia de
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--Principios especiales aplicables á las obligaciones.

98.—Contratos entre personas ausentes (1) . —Entre
ausentes se puede naturalmente contratar tanto en ma-
teria civil como en materia mercantil; pero los contratos
entre ausentes son más comunes en esta última; por otra
parte, faltan en el Código civil los principios relativos á

derecho internacional. A los preceptos tan especificados de la le-
gislación italiana que quedan indicados, sólo podemos oponer los
arts. 9, y 10 del Código civil, que dicen bien poca cosa, y el 15 del
Código, de comercio que trata más directamente la cuestión que
nos ocupa.

Dicen así unos y otros:
Art. 9. Las leyes relativas á los derechos y deberes de familia,
al estado, condición y capacidad legal de las personas, obligan á,

los españoles, aunque residan en país extranjero.
Art. 10. Los bienes muebles están sujetos á la ley de la nación

del propietario; los bienes inmuebles, á las leyes del país en que es-
tán sitos.

Sin embargo, las sucesiones legítimas y las testamentarías, así
respecto al orden de suceder como á la cuantía de los derechos su-
cesorios y á la validez intrínseca de sus disposiciones, se regularan
por la ley nacional de la persona de cuya sucesión se trate. cuales
quiera que sea la naturaleza de los bienes y el país en que se en-
cuentren.

Art. 15. Los extranjeros y las compañías constituídas en el ex-
tranjero podrán ejercer el comercio en España con sujeción á las
leyes de su país en lo que se refiera á su capacidad para contratar?
y á las disposiciones de este Código, en todo cuanto concierna á la
creación de sus establecimientos dentro del territorio español, á sus
operaciones mercantiles y á la jurisdicción de los tribunales de la
nación.

Lo prescrito en este artículo so entenderá, sin perjuicio de lo
que en casos particulares pueda establecerse por los tratados y con-
venios con las demás potencias. --( . T.)

( 1 ) Una completa bibliografía sobre la cuestión, puede verse en
la Relación Mancini sobre el Código de comercio, p(z. 115 y si-
guientes, y en las ARNDTS-S EltAFIN PandedL', vol. II, § 231. BO°
togna, 1880.
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la formación de tales contratos. Todo esto ha inducido
al legislador á regularlos en el Código de comercio, que
eu el orden cronológico sigue al Código civil; pero el
principio admitido por el legislador, en cuanto const t 11-

ve un principio general, extiende su intluencia también
hasta en materia civil. Asaz grave es la cuestión acerca
del tiempo v el lugar de la perfección del contrato entre
personas separadas por la ausencia. Dos doctrinas se
disputan el campo, la una llamada la del conochnít•nto, la
otra llamada de la dec/aracio'n. La primera sostiene que
la reunión de los consentimientos, necesaria para cons-
tituir el contrato, ro se verifica sino cuando el propo-
nente tiene noticia de haberse prestado la. aceptación,
por consiguiente, que el contrato se perfecciona tan so-

la m ente en el tiempo lugar donde tuvo el propononte
noticia de la aceptación. La carta, dice Troplong, des-
empeña el oficio de la palabra, y como ésta no tiene va-
lor sino cuando la oye aquel quien se dirige, tampoco
tiene valor la aceptación prestada por el destinatario
sino en. tanto que llega á conocimiento del proponen te.
En suma, no basta para la perfección del contrato que
existan dos voluntades acordes, es necesario tambin que
no estén recíprocamente ignoradas, y de aquí que si el
simple hecho de la aceptación bastase para perfeccionar
el contrato, el proponente quedaría obligado sin saber
que lo estaba, porque mientras la aceptación está en ca-
mino y el contrato perfecto, él ignora si la aceptación se
prestó ó no se prestó. La segunda doctrina sostiene, por
el contrario, que el contrato se perfecciona en el tiempo
y lugar en que se presta la aceptación y se expide al pro-
ponente. Sí que es cierto, dicen los mantenedores de esta
doctrina, que el contrato consiste en la reunión de los
consentimientos; pero esta reunión acaece en el momen-
to mismo de la aceptación, porque el consentimiento del
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proponente está siempre presente en la carta ó en el te-

lel,rrama, como si estuviese presente él mismo. No im-
porta que el proponente, mientras está la aceptación en
camino, quede obligado sin saber que lo está, porque
trasmitiendo la proposición ha vinculado él mismo ya su
propia voluntad, y sabe que puede quedar obligado. Por
otra parte, no son raros los casos en que una persona
está obligada sin saber que lo está, pero es porque por

anticipado se ha, impuesto la condición de poder quedar

obligada; ejemplo, el caso del factor, el cual, por los

contratos que celebra, obliga al principal, áun cuando

éste ignore que los haya celebrado aquél. El sistema del

conocimiento conduce además al absurdo, puesto que lo

mismo que se requiere que el proponente sepa que se ha
prestado la aceptación, también debiera requerirse que
el aceptante sepa que ha llegado y sido admitida por el
proponente, y así sucesivamente. Peca además de con-

tradicción por cuanto los mismos que la sostienen están

acordes en mantener que, tratándose de contratos reales,

estos se deben considerar perfectos en el momento en

que, enviada la cosa objeto del contrato, la retiene el con-
signatario sin manifestar su voluntad en contra. Y el

mismo principio se aplica también á algunos contratos

consensuales como el mandato y la comisión en el caso

en que les dé cumplimiento la persona tí, quien se enco-

mendaron.
99.—El Código vigente, al contrario del Código ala-

mín, adopta en principio el sistema del conocimiento,

estableciendo á este efecto en el art. 36, que el contrato

bilateral entra personas ausentes no es perfecto, si la
aceptación no llega á noticia del proponente en el tér-
mino por él fijado, o en el término ordinariamente nece-
sario al cambio de la proposición v aceptación, según la
cualidaddeleontratoylosusoso.enerales del comercio.
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Añade, además, que el proponente puede considerar
como válida una aceptación llegada con retraso, siempre
que dé inmediatamente aviso de ello al aceptante. Sin
embargo, al adoptar tal sistema, lo rodea de tales ate-

nuaciones y excepciones, que lo hace ilusorio en la ma-
yor parte de los casos. Siempre que el proponente re-
quiera la ejecución inmediata del contrato, ó siempre
que no se requiera una inmediata respuesta de acepta-
ción y por la calidad del contrato no sea necesaria se-
gún los usos generales del comercio, el contrato se per-
fecciona en cuanto la otra parte haya emprendido su
ejecución. Otro tanto ocurre con los contratos unilatera-
les; la promesa es obligatoria en cuanto llega á noticia
de la parte á quien se hizo (art. 36, § 4) porque es de
presumir que se acepte (a).

100.—Admitida la teoría del conocimiento, puede
ocurrir que mientras la aceptación de la propuesta está
en camino el proponente la retire, y puede hacerlo, sin

duda alguna, puesto que el contrato no es perfecto. Esto
declara el § 3.° del art. 36, añadiendo, sin embargo, que
si bien la revocación impide la perfección del contrato,
si ésta llegara á noticia de la otra parte después de que

(a) Que el Código civil italiano haya callado acerca de esta ma-
teria por la consideración de que este modo de contratar sea más
frecuente en el derecho mercantil que en el civil, tiene un pase, al
fin y al cabo la aplicación de los principios del Código de comercio
á la contratación civil es natural y lógico y da unidad á la legisla-
ción. Lo que no tiene pase, ni siquiera explicación racional, es que
siendo nuestro Código de comercio anterior al Código civil, y sen-
tado en el primero (art. 54) el principio de la declaracwn, se haya
admitido en el segundo (art. 1.262) el del conocimiento. A título de
rectificación sería excusable haber hecho lo contrario, ya que las
razones mas poderosas están de parte del principio de la declara-
ción. (N. T.)
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éste haya comenzado la ejecución, el revocante queda..
obligado al resarcimiento de los daños. Lo que no res-
ponde al estricto sentido jurídico, puesto que si el pro-
ponente revocando su proposición usa del propio dere-
cho, y usa ciertamente del derecho propio quien retira
una proposición de contrato antes de que éste llegue á,
su perfección, no hay razón para que deba indemnizar á,
la otra parte, que á riesgo suyo ha comenzado la ejecu-
ción de lo que se le ha propuesto. El derecho al resar-
cimiento podrá exigirse donde exista un hecho culpable
art. 1.151, Cód. civ.), pero qui jure suo utitur nerrtinem

(edil. Por otra parte, no se puede obligar el aceptante á
esperar para emprender la ejecución del contrato, hasta
no saber si su aceptación llegó ó no al proponente. El
sistema de la declaración, además de ser más lógico, ee
también bastante más práctico.

La aceptación, para ser eficaz debe ser pura y sim-
ple; si fuese condicionada ó limitada, equivaldría á una

no aceptación, acompañada de una nueva proposición
(art. 37).

101.—Solidaridad.—Según la regla del derecho ci-

vil (art. 1.188, Cód. civ.), la solidaridad entre varios'
coobligados no Se presume, sino que debe ser expresa-
mente estipulada. Por el contrario, en materia mercan-
til, necesitando hacer más riguroso el vínculo jurídico y

por ende más seguro el cumplimiento de las obligacio-
nes, ya que su incumplimiento tiene consecuencias
bastante más graves, se presumen los codeudores obli-
gados in, solidum, salvo convención en contrario (art. 40,..
§ L'a) Este principio, admitido en la práctica desde
tiempos muy lejanos, se encuentra proclamado en el
Código de comercio alemán, 'en el 'italiano de 1865 y
alguna que otra vez también en la jurisprudencia fran-
cesa, si bien el Código de comercio francés calla á este'
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propósito (a). Tiene el valor de una presunción, que
se desvanece en cuanto resulta manifiestamente con-
traria la voluntad de los contratantes, y tiene su razón
de ser en la materia misma de la obligación. De aquí,
que la presunción de solidaridad es aplicable al fiador
no comerciante que garantice una obligación mercantil
(art. 40, § 2.°); pero no se extiende á los no comercian-
tes en los contratos que no constituyen para ellos actos
de comercio (art. 40, 	 3. 0), como ocurriría si áun en
este respecto se debiere aplicar el principio contenido
en el art. 54 para los actos mercantiles para una sola de
las partes.

102.—La solidaridad de que acabamos de hablar,
tiene por base la presunta voluntad de las partes, y por
eso cede ante la prueba en contrario; sin embargo, al-
gunas veces impone la ley la solidaridad, como conse-
cuencia indeclinable de la obligación. Tal es, por ejem-
plo, el caso de la obligación de los socios de una sociedad
colectiva (art. 106). La solidaridad entre deudores cam-
biarios (b) tiene naturaleza especial, como veremos en
su lugar.

103.—Determinación del precio. —Según los principios
de la ley civil, el precio de la venta debe ser determina-
do y especificado por las partes (art. 1.454 Código civil),
lo cual es justo, porque la cosa objeto del contrato pue-
de ser tal por su especie que no sea fácilmente determi-
nable el precio y haya á este propósito divergencia en-

(a) Nuestro Código de comercio imita al francés en su silencio,
y como el Código civil afirma terminantemente (art. 1.137) el prin-
cipio del Código civil italiano, resulta que en nuestro derecho mer-
cantil rige el precepto contrario al de los Códigos de Italia y Ale-
mania, principio el más acomodado á la naturaleza del comercio.—
(N. T.)

(b) Por razón de letras de cambio, libranzas ó pagarés comer-
ciales.— (N. T.)
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tre los contratantes. He aquí por qué no sería válida la

compra y venta de una cosa por el justo precio ó per el
precio corriente. Sin embargo, tratándose de mercaderías,

como son objeto de continua contratación, tienen siem-
pre un precio, que es el precio corriente, y también el
precio justo, porque efecto de la multiplicidad de los
contratos el precio tiende á nivelarse en el mismo mer-

cado y 11, representar efectivamente el valor correspon-
diente de la mercadería. En consideración á este con-

cepto, el ya derogado Código de comercio reconocía la

validez de la venta hecha por justo precio, y el Código
actual, completando y extendiendo la disposición, de-

clara en el art. 38 que «siempre que haya que determi-

nar el justo precio ó el precio corriente de los frutos, de

las mercaderías, de los trasportes, de los fletamentos de

las naves, de los premios de los seguros, de los cursos
de los cambios, de los efectos públicos y de los títulos

industriales, se determine éste por lo que arrojen los lis-

tines de Bolsa, ó los mercuriales del lugar de ejecución

del contrato; y á, falta de éstos, de los del lugar más pró-

ximo ó por cualquier otro medio de prueba ».

Los listines de Bolsa son redactados corno hemos di-
cho en el núm. 84; los mercuriales ó listas de precios de

los frutos son formadas por la administración comunal

(ley 17 Mayo 1866) (a).

(I)) El Código de comercio español calla en absoluto respecto
á esto particular; en su consecuencia, son de aplicación en los ne-
gocios mercantiles los principios del Código civil (arts. 1.445, 1447
y 1.448), que exigen que el precio sea cierto, y exponen el criterio
respecto á, esta condición. Es cierto el precio, segun la ley, siempre

que so refiera á otra cosa cierta 6 que se dejo su señalamiento al

arbitrio (le persona determinada. También lo es trat¿indose de va-
lores, granos , líquidos y domas cosas fungibles cuando se señale el
(pm la cosa vendida tuviero en determinado día, Bolsa 6 mercado,
so fijo un tanto mayor í; menor que el precio del día, Bolsa ó mer-
cado, con tal que sea cierto. (N. T.)
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104. Pago. No es raro que en el contrato se fije la
estimación de la cosa en moneda extranjera. En tal ca-
so, la ley dispone que la calidad de la moneda no consti-
tuye el verdadero objetivo del contrato, y que en la in-
tención de las partes debe servir tan sólo en razón de su
oficio normal de moneda, como medida del valor; por eso
permite al deudor, aunque el contrato no le conceda ex-
presamente esta facultad, cumplir la obligación pagando
en moneda nacional. Pero cómo se hará la reducción de

la moneda extranjera á moneda nacional? Puede hacerse
con arreglo) á varias hi pótesis: ó la reducción estaba ya

fijada en el contrato, y entonces conviene atenerse á ella,
6 la moneda extranjera tiene curso comercial en el rei-
no, y entonces se reduce por él; ó falta tambfén esto, y
entonces se reduce, según el curso del cambio á la vista
del lugar en donde haya de efectuarse el pago, al que
regula el curso del país á que pertenece la moneda ex-
tranjera. Si en el lugar del pago no hubiese curso de
cambio, se tendrá en cuenta el de la plaza más veci-
nal (art. 39).

Constituye, según la ley, una excepción á esta regla el
caso en que en el contrato se consigne la cláusula «efec-
tivo», ú otra equivalente, pues entonces el deudor está
obligado á pagar en la moneda indicada, porque ésta se
reputa en semejante caso, no ya como medida del valor
fijado en el contrato, sino como mercadería, de donde
resulta que la obligación del deudor no es tan sólo de
dar, sino también de hacer (a).

(a) El Código de comercio español calla también respecto á
este extremo. Los principios aplicables á los casos indicados se con-
signan en el Código civil (art. 1.170'; pero el criterio para resolver-
los es distinto del de la legislación italiana. El pago de las deudas
debe hacerse en la especie pactada, y no siendo posible entregar la
especie en la moneda de plata ú oro que tenga curso legal en Es-
paña. (N. T.)
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105. Deducción de intereses. El art. 1.509 del Có-
digo civil establece que á dlta de convenciones especia-
les el comprador viene obligado al pago de los intereses
hasta el día dal pago del precio, áun cuando no hubiere
incurrido en mora, si la cosa vendida y consignada pro-
duce frutos ú otras rentas, derogando así el principio
del art. 1.231; con arreglo al que en las obligaciones que
tienen por objeto una suma de dinero los daños, consis-
tentes en el pago de intereses, no se debe más que des-
de el día de la mora. Considerando por eso que regular-
mente no tiene ningún comerciante su dinero sin pro-
ducir, y deduciéndose de aquí que el que indebida-
mente lo retiene en vez de entregárselo al corredor se
debe presumir que obtiene de él algún fruto que perte-
nece á éste, extendiendo la regla establecida para la
venta por el art. 1.509 antes citado el vigente Código
de comercio prescribe que los débitos comerciales líqui-
dos y exigibles en una cantidad de dinero producen in-
tereses de pleno derecho (art. 41). Se entiende que la
medida de este interés es la legal del 6 por 100 (artícu-
lo 1831 Código  civil). En cuanto á los intereses de los
intereses, están regulados por los usos mercantiles (ar-
tículo 1.232, § 2.°, Código civil), los cuales lo admiten

en períodos determinados (a).
106. Cláusula, resolutoria.—Con arreglo á los prin-

cipios contenidos en el art. 1.165 del Código civil, la
condición resolutoria está siempre sobreentendida en los

(a) Nuestra legislación civil contiene preceptos muy completos
respecto al pago de intereses, así como también los contiene el Có-
digo de comercio; pero ni uno ni otro consienten en ningún caso
que los intereses devenguen interés más que habiéndose liquidado
previamente y habiéndolos capitalizado (art. 317 Código de comer-
oio), ó cuando estando vencidos se hubieren reclamado judicial-
mente (art. 1.109 Código civil). (N. T.)
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:contratos bilaterales, para el caso en que una de las
partes no satisfaga la propia obligación. En este caso el
contrato no se disuelve de derecho. La parte á quien no
se ha cumplido la obligación, puede elegir entre obligar
á la otra al cumplimiento del contrato, cuando sea posi-
ble, ó pedir la disolución, y además, el resarcimiento de
daños, en ciertos casos. La resolución del contrato debe
pedirse judicialmente, y puede concederse entonces al
demandado una dilación, según las circunstancias. Como
la naturaleza misma de los contratos mercantiles hace
de ordinario incompatible algún aplazamiento y el cum-
plimiento de una obligación con retraso, aunque sea de
pocas horas, puede ocasionar daños grandísimos por el
enlace y la repercusión de unas operaciones mercantiles
sobre otras, no puede el juez conceder aplazamiento, ni
áun por las razones de equidad que admite la ley civil
(artículo 42).

107.—Retracto litigioso.---La ley civil admite la ce-
sión de derechos litigiosos (art. 1.546, Cód. Civ.); esto
es, judicialmente impugnados (art. 1.147, dicho Cód.),
pero en interés del deudor cedido y de la pronta termi-
nación de los litigios concede á éste el derecho de li-
brarse de todas sus obligaciones respecto al cesionario
reembolsándole el precio de la cesión, y además, los
gastos é intereses (art. 1.546, Cód. Civ.). Este derecho,
que se llama retracto litigioso, no procede en el caso de
cesión de un derecho que nazca de un acto mercantil
(artículo 43), porque todo lo que es incierto y resoluble
hace precario el derecho, paraliza la libre disposición, y

crea, además, impedimentos y obstáculos que pueden
paralizar y disminuir las operaciones comerciales (a).

(a) En nuestro derecho, no diciendo nada el Código de comer-
cio, y siendo la disposición del Código civil (art. 1.535) la misma
que la del italiano que queda expuesta, á pesar de la fuerza de las
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108.—Titu los de crédito. Ya hemos dicho (núm. 43)
que una obligación puede exteriorizarse y tomar forma.
sensible en un título que puede ser nominativo á la or-

den y al portador. El carácter jurídico de estos títulos
es objeto entre los escritores de graves controversias.
El título nominativo es considerado por los más como
un medio de prueba de la obligación; la misma opinión es.
también sostenida por algunos respecto á los títulos á, la

orden y al portador, pero otros, en lugar de considerarlos
como prueba de la obligación, entienden que se incor-
pora ésta al título, ó sea, que la obligación no puede
concebirse separadamente del título material, susceptible
de derechos reales; que como acreedor debe considerarse,
no al poseedor del título, sino al título mismo. Una doc-
trina intermedia, que la Relación Mancini declara aco-
gida por el vigente Código de comercio, encuentra en
los títulos al portador, y lo mismo puede decirse de los.
títulos á la orden, dos elementos, un elemento material
representado por el título susceptible de posesión, de
tradición y de otros derechos reales, y un elemento
ideal representado por el vinculum juris contraído por el

emitente. Sostiene, además, que estos dos elementos
están entre sí orgánicamente conjuntos, casi tanto como
el cuerpo y el espíritu. En el período de creación el tím,

tulo como elemento material es condición necesaria dela
existencia de la obligación, y su cuerpo palpable, pues
que sin él no podría concebirse la obligación; en el perío-
do de circulación el título es también el medio necesario
de trasmisión de la. obligación. En el período de realiza-
ción el título es el medio para conseguir el cumplimien-
to de la obligación, pero no es, sin embargo, la condi-

razones aducidas en favor del art. 43 del Código de comercio ita-
liano, se aplicará siempre la doctrina del Código civil, áuu tratán-
dose de obligaciones provenientes do un acto comercial.—(N. T.)
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ción necesaria de su existencia, de modo que, destruido
el título se considere extinguida la obligación. Entre el
título y la obligación hay, sí, una conjunción orgánica,
pero no una identificación, ni una transustanciación de
la obligación en el título; esta conjunción puede disol-
verse por especiales actos jurídicos, por los cuales, des-
truído el título (el cuerpo) puede subsistir la obligación
(el espíritu). A más de estas funciones que cumple el
título considerado en su elemento material, cumple otras
accesorias, cual es la de probar la, obligación. En cuanto
al elemento ideal, al vinculum juris, éste arranca, según
algunos, de una promesa unilateral de parte del emi-
tente; según otros, de un verdadero y propio contrato
formal mediado entre el emitente y el tomador origina-
rio, ó entre el mismo emitente y el desconocido poseedor
del título. Estas doctrinas son en gran parte más aca-
démicas que prácticas, y en el estado actual de la legis-
lación, la polémica queda reducida á bien poca cosa.
Que los títulos al portador sean simples medios de
prueba de la obligación, no parece admisible, puesto que
sin el título, ó algo que le sustituya, no puede pedirse
la ejecución de la obligación. Por otra parte, la doctrina
que sostiene que la obligación está incorporada al título,
choca contra la regla que veremos establecida en nues-
tro Código, de que destruído el título, el que lo poseía
tiene derecho á obtener un duplicado, y sólo podrá ad-
mitirse como expresión de la voluntad del emitente,
cuando pueda decirse que del convenio se deduce, que
destruido el título, debe considerarse extinguida la obli-
gación. Queda todavía la doctrina intermedia, pero es
preciso confesar que presenta no pocos puntos dudosos.
De todos modos, cualquiera que sea la doctrina de que
se parta, podemos tener en cuenta los siguientes prin-
cipios:

lo
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L o Que el emitente no está obligado al cumplimien-
to de la obligación más que á la presentación del título

de un equivalente donde la ley ó el pacto no se

ro	
opon-

an á la emisión de éste.
173

2.° Que el emitente, ya se considere obligado desde
su origen respecto al ignoto poseedor del título, ya se
considere haber renunciado á oponer al presentador ex-
cepciones que no sean á éste personales, ya, finalmente,
como pretenden otros, en virtud de una subrogación que
tiene lugar entre el tomador y los sucesivos poseedores

del título, no puede, en realidad, oponer el poseedor sino

aquella especie de excepciones.
3.° Que, destrhído el título, ó sea el elemento mate-

rial, no se extingue todavía el elemento ideal, ó sea la
obligación, salvo los casos en que la ley dispone expre-
samente lo contrario.

Estos principios, á excepción del segundo, que es es-
pecial á los títulos, á la orden ó al portador, se aplican
indistintamente á todos los títulos de crédito.

109.—Sentado esto, debe observarse, antes que nada,
en cuanto á, la emisión de los títulos de crédito, que la
de los títulos nominativos está permitida á todo el que
tenga capacidad para obligarse. Por el contrario, es
objeto de controversia en nuestra legislación si, fuera
de los casos en que particularmente se indica, se pue-
den emitir títulos á la ordenó al portador. Respecto á
algunos de estos últimos (billetes de banco y títulos
equivalentes), está expresamente prohibida la emisión á
quien no haya obtenido facultades especiales. Por lo que
se refiere, pues, á los requisitos extrínsecos de los títu-
los de crédito, tales requisitos, ó están expresamente de-
terminados en la ley, como en las letras de cambio, ac-
ciones y obligaciones sociales, etc., ó quedanconfiados á
la voluntad del emitente. Sin embargo, siempre será ne-
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cesario que el título indique la naturaleza, la cantidad y

el tiempo de la prestación, el nombre del acreedor si el
título es nominativo, ó la cláusula á, la orden si el lítulo
es á la orden, excepto si se trata de letras de cambio, en
las que tal cláusula se sobrentiende, y contenga, final-
mente, la suscrición del emitente (a).

110.	 Respecto :1, 1:t, transferencia de los títulos no-
minativos, 110 puede tener lugar sino mediante cesión
en regla (art. 1.5:18 C►d. civ.), ó por medio de declara-
ciones hechas en registros es ' wciales; esta (II ti ►a, forma

es la adoptada generalmente para, las acciones de las
sociedades comerciales. Se exceptúan la letra ole cam-

bio, el cheque y los títulos expedidos por los almac4nes
generales, los cuales, aunque emitidos en nombre de tina

determinada persona, se consideran por la ley como tí-
tulos á la orden. Pero segun la Op1n icín (lite parece In as
exacta, no puede extenderse esta excepción (1, o►r►s trua -

los comerciales.
La transferencia (le los títulos a la orden se hace

mediante endoso, ó sea por medio de una declaración
hecha sobre el título, fechada y sras crita por 4 d ►os4,e(lor
(endosante), y la entrega del título al endosatario. Sin

embargo, el endoso puede ta►bi(t► ba,Gerse en blanco, ó
sea con sólo la firma del endosante. (I)) 1 1;sta forma par-
ticular de transfere ncia presen ta grandes ventajas y asi-
mila el título á, la, orden 1í, un título al portador. 1)(1 Lodos
modos, lliigase en una II otra forma el endoso, siempre
transfiere al endosatario el derecho :1, que se le Hatisraga,

la obligación, sin que el deudor pueda oponer al end►-

satario excep(;iones personales, corno diremos mí,- ade-
lante al tratar de la letra de cambio.

(a) Nu(;stra	 corr-Cwrif,<•, P,D wari(tra,	 (.; TI la 1',
tra (1(1 cambio Ja ornisVm dm	 (;1(.4,1J-aila a, la 	 —( N. '1'

(b) La .1(; ,y (;:ipaiiola autoriza tarribiím ( art. 44;5 fl ‹.,1 	 com.)
los enrosca;;	 blanco do lo.> (l.o(;intwiito:-s	 ordwl.—(N.'1'.)
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Finalmente, los títulos al portador son transferibles
mediante simple entrega.

111.—Digamos ahora algo respecto á la extinción de
títulos de crédito. De ordinario, al emitente no puede
exigírsele el cumplimiento de la obligación más que me-
diante la entrega del título, y si éste fuera nominativo,.
por parte del legítimo poseedor. Podrá, sin embargo,
ocurrir que el título esté usado ó desgastado, ó quizá
destruído. En los dos primeros casos, el poseedor tiene

derecho -de obtener del emitente un duplicado ó un títu-
lo equivalente, porque en toda emisión de títulos de cré-
dito existe la voluntad de las partes de crear y recibir
un título apto para la negociación; si, pues. el título, por
estar usado ó gastado, se hace impropio para circular, es
justo que sea sustituído por otro que esté en condiciones
de poder servir para el objeto. Por otra parte, la exis-
tencia del título es condición necesaria al ejercicio de
las acciones; si, pues, el título se ha destruido subsis-
tiendo, sin embargo, siempre la obligación, el poseedor
tiene derecho á que el emitente le coloque de nuevo en
condiciones de poder hacer valer sus propios derechos.
El Código de comercio (art. 56) declara, de acuerdo con
esto, el derecho del poseedor de un título al portador,
usado ó gastado, pero todavía reconocible, ó destruído,
de exigir del emitente un duplicado ó un título equiva-
lente; y añade también, que en el segundo caso el re-
querimiento debe hacerse en juicio contradictorio segui-
do con el emitente, y que la autoridad judicial, cuando
disponga la entrega del nuevo título, debe adoptar las
precauciones que considere necesarias en interés de los
terceros y del propio emitente. Los gastos son de cuenta
del requirente. El mismo derecho concede al poseedor de
un título nominativo ó á la orden.

112, Todo esto tiene aplicación en el caso de títu-
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los usados 6 destruidos; si se trata de títulos perdidos ó
robados, entonces precisa distinguir, según que los tí-
tulos sean nominativos, á la orden ó al portador. Para las
dos primeras clases de títulos, el derecho de obtener un
duplicado 6 un título equivalente, se podrá hacer valer
por el procedimiento de amortización, del cual hablare-
mos á propósito de la letra de cambio, con tanto más mo-
tivo cuanto que precisamente es en dicho lugar en el que
se ocupa en esto nuestro Código. Si se trata de títulos al
portador, el derecho de obtener un duplicado no lo ad-
mite el Código de comercio, con objeto de no crear mo-
lestias al proceder de buena fe é incertidumbre y des-
confianzas perjudiciales á la circulación de los mismos
títulos. De donde resulta, que el poseedor de un título
al portador no tendrá otro medio para volver á la pose-
sión de su derecho, que el de reivindicar el título, como
ahora diremos.

Las reglas hasta aquí expuestas no se aplican á los
títulos de la Deuda pública, á los billetes de banco y á
los demás títulos equivalentes que se rigen por leyes es-

peciales (art. 56). Y leyes especiales son particularmen-
te las de la Deuda pública (Ley de 10 de Julio de 1861
y Regl. de 8 de Octubre de 1870), que niegan el derecho
á obtener emisión de duplicados de títulos al portador,
de modo que destruido el título, la obligación se consi-
dera extinguida, y establecen el procedimiento que ha
de seguirse en el caso de pérdida ó destrucción de un
título nominativo; las ya citadas sobre billetes de banco
(30 Abril 1874 y 7 Abril 1881), de las cuales resulta
también la misma regla en lo referente á la destrucción
de los mismos títulos: la ley sobre la emisión en caso de
pérdida de duplicado de los títulos representativos de
depósitos bancarios (14 Julio 1887), etc. (a).

(a) El Código de comercio español nada dice en general aceros
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113.—Digamos ahora lo referente á la reivindica-
ción de los títulos de crédito. Sabido es que el Código
civil, después de haber establecido en el art. 707 el prin-
cipio de que respecto á los muebles por su naturaleza y
á los títulos al portador, la posesión produce á favor del
tercero de buena fe el efecto mismo del título, admite
que el que ha perdido la cosa ó le ha sido robada, tiene
derecho á recabarla de aquél en cuyo poder se encuen-
tre, quedando á salvo á, éste el derecho á la indemniza-
ción por parte de aquél de quien la recibió (art. 708, Có-
digo civ.) Sin embargo, si el actual poseedor de la cosa

perdida ó robada la compró en una feria ó mercado,
la adquirió en una venta pública, ó de un comerciante
que tenga público despacho de objetos semejantes, el
propietario no puede obtener la restitución de su cosa
más que reembolsando al poseedor el precio que hu-
biere dado por ella (art. 709, Cód. civ.) Aplicando estos
principios á los títulos de crédito, se ve que en cuanto á
los títulos nominativos será siempre admisible su reivindi-
cación, porque debiendo su traspaso generalmente cons-
tar en el título mismo, y por otra parte, no siendo las in-

dagaciones acerca de su procedencia ni largas nidifíciles,
difícilmente podrá el poseedor ilegítimo alegar la buena
fe. Que en cuanto á los títulos al portador, la reivindi-
cación deberá admitirse sólo en el caso de hurto ó de
pérdida, áun contra el que los posea de buena fe. El Có-
digo de comercio ha modificado estos principios, y la
nueva regla es aplicable áun en materia civil, porque la
razón de la ley es siempre la misma, es decir, la de ha-
cer más fácil y más segura la circulación de los títulos

del derecho de exigir que sean sustituidos por otros los títulos de
crédito que estén usados ó gastados, pero en cambio dedica toda
una sección (la 2.a del tit. XII del lib. II) al robo, hurto ó extravío
de los efectos al portador.—(N. T.)
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al portador. La reivindicación de los títulos al portador,
perdidos ó robados, es, pues, admisible contra el que
los encuentra, ó el ladrón, ó también contra los que
los han recibido por algún título, si conocían el vicio de
la causa de la posesión (art. 57). Sobre este punto no
hay duda; la duda existe á veces en la doctrina para sa-
ber si, no obstante lo dispuesto en el art. 57, es admisi-
ble, á tenor de los principios de las leyes civiles, contra
el tercer adquirente de mala fe, la reivindicación de los
títulos no perdidos ni robados, pero sí sustraídos por
abuso de confianza; de todas maneras, áun en este caso
siempre quedaría firme la disposición del Código penal,
que concede al propietario despojado el derecho de res-
titución de los títulos como cuerpo del delito (art. 37,
Cód. penal; art. 606, Cód. pros. pen.).

Finalmente, en cuanto á los títulos á la orden, no ha-
biéndose dicho nada en el art. 57, parece natural aplicar
las disposiciones del Código civil respecto á los muebles,
y por lo tanto, admitir la reivindicación, se entiende por
supuesto siempre contra el poseedor de mala fe y en los

casos de hurto ó pérdida, áun contra los que puedan ale-
gar una posesión de buena fe. Todavía puede ser el prin-
cipio objeto de controversia, si se tiene en cuenta lo dis-
puesto en el art. 332, del cual nos ocuparemos en su lu-
gar correspondiente. Verdad es que, si bien el traspaso
de los títulos á la orden, como el de los títulos nomina-
tivos, resulta del título mismo, también el que los ad-
quiere, encontr(Indose en la imposibilidad de asegurarse
de la autenticidad de todos los endosos, basta que se
asegure, á más de la regularidad extrínseca, de la legí-
tima procedencia del título respecto al que se lo trasmi-
te, á fin de poder alegar en su caso los efectos de la rei-
vindicación (a).

(a) Como diferencias que valen la pena de ser señaladas en
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3.—Prueba de las obligaciones.

114. El sistema probatorio se conexiona ordinaria-
mente con la naturaleza misma de la relación que se
pretende probar. He aquí el por qué las reglas que el de-
recho mercantil establece acerca de la prueba de las obli-
gaciones y de su extinción son algún tanto diversas de
las del derecho civil, no en cuanto á los medios de prue-
ba, sino en cuanto al uso que de ella puede hacerse. Esto
depende principalmente de la multiplicidad y rapidez de
las operaciones mercantiles y del secreto con frecuencia
inherente á las mismas , circunstancias éstas que no
permiten, ó hacen difícil á quien contrata, poder conse-
guir una prueba escrita, ó que impiden sujetar el acto á
determinadas formalidades.

Las obligaciones mercantiles, y correlativamente su

extinción, se prueban, pues, según el art. 44.

nuestro derecho respecto del italiano, debemos señalar tan sólo que
el Código de comercio declara (art. '86) irreivindicable la moneda
en que se verifique el pago de las mercaderías compradas al contado
en las tiendas ó establecimientos públicos, que respecto á las demás
mercaderías su irreivindicación es también absoluta (art. S5), si se
adquirieron en almacenes ó tiendas abiertas al público, de lo cual
parece deducirse que las adquiridas en ferias ó mercados no se ajus-
tan á este principio y siguen en todo la ley civil. Sin embargo, dada
la naturaleza de las compras realizadas en estos sitios, parece que
debe aplicarse el mismo principio del art. 85.

En cuanto á los efectos al portador adquiridos en bolsa por me-
diación de agente colegiado, y donde no lo hubiere con intervención
de notario público ó corredor de Comercio, aunque la ley los decla-
ra en absoluto irreivindicables (art. 545, § 3), admite, sin embargo,
su reivindicación (art. 560) si se hubiese anunciado previamente en.
bolsa la pérdida ó sustracción de los mismos.—(N. T.)
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115.—a) Con documentos públicos y escrituras privadas
sujetas generalmente á las prescripciones del Código ci-

vil (artículos 1.315- 1.331); pero que para algunos contra-
tos particulares, como veremos en su lugar, deben tam-
bién revestir requisitos especiales. Adviértase que, como
declara el mismo art. 1.325 del Código civil, no es apli-
cable en materia mercantil la regla de que la póliza 6
promesa por escritura privada por la que una de las par .
tes se obliga á pagar á la otra una, suma de dinero, ó á
darle otra cosa equivalente en cantidad, debe ser escrita
por entero de mano de quien la suscribe, ó por lo menos
es necesario que éste añada de su propia mano al suscri-
birla, la fórmula «bueno» ó «aprobado», indicando en le-
tras por separado, la suma ó cantidad de la cosa.

En efecto, la rapidez inherente á las operaciones mer-
cantiles puede requerir que la escritura sea extendida
por un agente auxiliar del comerciante, y firmada por él
tan sólo. Por otra parte, la ley tiene el derecho de supo-
ner en los comerciantes mayor prudencia, la que si no
suprime del todo el peligro de fraudes ó de abusos, los
hace ciertamente menos probables. Además, las fechas
de los contratos y de los actos mercantiles debe expre-
sar el lugar, día, mes y año (art. 55, § 1), y puede ser
demostrada respecto á terceros, á diferencia de lo que
ocurre en materia civil, en la que la fecha no es cierta
ni computable respecto á terceros, salvo en casos espe-
ciales, sino desde el día en que fué registrada (art. 1.327,
Cod. cív.), con todos los medios de prueba, incluso los
testimonios (art. 55, § 2), y esto, porque mientras por
un lado la formalidad del registro se concilia mal con la
rapidez necesaria á las operaciones comerciales, por otro
no faltan otros medios, como por ejemplo, la anotación
en los libros para justificar la época de la conclusión de
loa mismos. Finalmente, la fecha estampada en una obli-
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gación cambiaría ó en otro título á la orden, se tiene
por cierta salvo prueba en contrario (art. 55, § 3) (a).

116.—b). Con las notas de los mediadores. El media-
dor debe entregar á las partes que lo pidan uña copia del
contrato perfecta mente conforme con el registro hecho
en la libreta, suscrita por él y áun por las partes si lo
consienten (art. 33). Estas copias, suscritas por las par-

tes, tienen el mismo valor que una escritura privada. Si

faltan estas firmas, la ley deja al juez plenas facultades

respecto al valor que ha de atribuirse al atestado del me-

diador ó al de sus libros (art. 52), cuya presentación

puede ordenar para cotejarlos con las copias entregadas

á las partes (art. 34). Parece, en verdad, excesivo conce-

der valor absoluto de prueba á las notas de los media-

dores no revestidas de la firma de las partes, ya porque,

dado el sistema de libertad del ejercicio del oficio de

mediador, podrían los mediadores que no tengan carác-
ter de oficiales públicos entregar las citadas notas, ya

porque para las mismas escrituras notariales se requie-

re la suscrición de las partes. Por otra parte, se ha su-

primido la disposición del Código de 1865, la cual, ins-

pirándose en una excesiva desconfianza hacia los media-
dores, no concedía valor á los libros llevados por éstos,

cuando la convención fuese enteramente negada, por el

motivo de que, estando el mediador con objeto de obte-

ner sus derechos de corretaje, interesado en que resul-
tase la prueba del contrato, no se podía, sin sospecha,

conceder entera fe á su declaración (b).

(a) Respecto esta clase de pruebas nada dice el Código de co-
mercio español, y tiene, por tanto, aplicación perfecta, salvo en los
casos particulares en que la ley dispone concretamente algo, lo dis-
puesto en el Código civil (arts. 1.216-1230).—(N. T.)

(b) Distingue nuestro Código de comercio perfectamente entre
mediadores colegiados y no colegiados; í los primeros les da el ott-
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117. c). Con facturas aceptadas.—La factura es
una nota que contiene la indicación en calidad y canti-
dad de las mercancías objeto del contrato, de su precio
6 valor y de las demás condiciones del mismo contrato,
De ordinario se extiende en el contrato de compra-ven-
ta, pero puede hacerse también en contratos de otra es-
pecie. La factura se remite, por regla general, del ven-
dedor al comprador; pero no hace prueba sino cuando es
aceptada por éste, expresa 6 tácitamente, porque de otra
manera sería tan sólo un documento he lo por la parte
interesada, que tendría, sin embargo, contra ella el va-
lor de una confesión extrajudicial (art. 1.358 C6d. civ.)
La factura aceptada es prueba del contrato y de las con-
diciones con que se ha pactado. Puede estar emitida
tanto á la orden como al portador, y ser, por consiguien-
te, transmisible, mediante endoso ó mediante simple en-
trega; pero según la opinión más acreditada, no tiene
poder para representar simbólicamente la mercadería en
términos que, el que tenga la posesión de la factura,
deba reputarse poseedor de aquella.

Esto es propio de algunos títulos, como por ejemplo,
la carta de porte y el conocimiento de embarque (núme-

rácter de notarios (arts. 89 y 93); á los segundos 110 les reconoce
facultades especiales, y su intervención (art. 89) se regula por las
prescripciones del Código civil en cuanto puede considerarse como
mandatarios.

En cuanto al valor probatorio de las notas de los mediadores co-
legiados, la ley dice, refiriéndose tan sólo á los agentes de Bolsa
(art. 103 Cód. com.), aunque la doctrina tiene igualmente aplica-
ción á los corredores que las que los agentes entregan á sus comiten-
tes, y las que se expiden mutuamente harán prueba contra el agen-
te que las suscribe. La conformidad de los comitentes una vez re-
conocida en juicio su firma, en las notas de conformidad que han
de entregar á su respectivo agente, llevará aparejada ejecución
siempre que se haya liquidado oportunamente y en la forma que la.
ley determina la cantidad á reclamar.—(N. T.)
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ro 199), porque éstos suponen necesariamente que una,
de las partes se ha despojado de la posesión de las mer-
cancías expedidas. La transmisión de la factura confie-
re, por lo tanto, su jus ad rem, no su jus in re.

118.—d). Con la correspondencia, ó sea con las car-
tas y tarjetas cmbiadas entre los contratantes relativa-

mente al negocio discutido. Se entiende, sin embargo,

que la correspondencia, como toda escritura privada,

para poder servir de prueba á favor del que la ha recibi-
do y contra el que la ha escrito, debe estar reconocida

por ésta ó poderse legalmente considerar como tal (ar-
tículo 1.320 Cód. civ.) En ese caso sirve de prueba, no

sólo para las personas entre quienes medió, sino tam-
bién entre sus herederos y habientes causa. Contra terce-
ros puede hacer prueba la correspondencia en cuanto el

contrato que de ella resulte ultimado entre los que me-

dió, puede oponerse á los terceros, como si resultase de

cualquier otra prueba escrita. Pero la correspondencia

cambiada entre dos personas no puede, ciertamente,
hacer prueba contra el extraño á ella, no pudiendo per-

judicarle nada de lo que estuviese escrito sin su aproba-
ción. A veces puede tener fuerza á su favor, teniendo en

cuenta que se trata de una confesión extrajudicial (ar-

tículo 1.358 Cód. civ.), siempre que no tenga carácter

confidencial, y en todo caso, no esté en posesión del ter-

cero por título ilegítimo. Por último, es superfluo adver-
tir que ninguna persona puede obligar á un tercero á
comunicar la correspondencia cambiada con otra persona,
á no ser que en la misma se contuviese la orden de co-
municarla á dicho t árcero.

119.—e). Con telegramas. El telegrama es un me-
dio de correspondencia, cuyo valor probatorio se regula
por normas diversas de las relativas á las otras clases de
correspondencia, en razón al modo particular cómo las
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partes se transmiten su respectiva voluntad. El destina-
tario del telegrama, á diferencia del destinatario de una
carta, se encuentra con un escrito que no es un autógra-
fo del remitente, y tampoco puede considerarse corno
una copia, porque los oficiales telegráficos de la estación
intermedia ó de la estación de llegada no han visto el
original, mucho menos, pues, como una copia auténtica.,
porque los oficiales del telégrafo no están revestidos de
las atribuciones que la ley confiere al efecto á otros ofi-
ciales públicos, como los notarios.

El telegrama tiene, por consiguiente, el mismo va-
lor de una escritura privada cuando el original contenga
la firma de la persona en él indicada como remitente, 6
cuando se haya probado que el original fué entregado ó
hecho entregar en la oficina telegráfica por dicha perso-
na, áun cuando ésta no lo haya firmado (art. 45, § 1.°).
Si la firma está testimoniada por un notario, en el caso
en que el telegrama contuviere un mandato ó una decla-
ración de consentimiento, aunque fuere judicial (art. 47),
se aplicarán los principios generales sobre escrituras
privadas (art. 45, § 2.°). Si la identidad de la persona,
que ha suscrito ó entregado el telegrama se ha compro-

bado por modo distinto al que determinan los reglamen-
tos de telégrafos, se admite la prueba erg contrario.

Además, la fecha del telegrama establece, salvo prueba
en contrario, el día y la hora en que han sido efectiva-
mente expedidos 6 recibidos en las oficinas del telégrafo
(art. 45, § 3.°) (a).

(a) En esta materia, como en otras muchas, el legislador espa-
ñol ha demostrado una cortedad (le ánimo y un apocamiento ver-
daderamente incomprensibles. Ante el problema legal que plantea-
ba la correspondencia telegráfica y que ha sido resuelto por el de-
recho italiano, y mucho mejor aún por el Código de Méjico de 1884,
se ha limitado á decir en el párrafo 2.° del art. 51 del Código de
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120.—No es, sin embargo, poco frecuente el caso de
errores, alteraciones ó retrasos en la transmisión de te-
legrama s. Según los principios generales del derecho,
los daños procedentes de tales circunstancias deberán
ser resarcidos por la administración telegráfica, sea

comercio lo que sigue: ((La correspondencia telegráfica sólo o pro-
ducirá, obligación entre los contratantes que hayan admitido este
medio previamente y en contrato escrito, y siempre que los tele-
gramas reunan las condiciones ó signos convencionales que previa-
mente hayan establecido los contratantes, si así lo hubiesen pacta-
do)) . Con lo cual dicho se está que no es posible en la inmensa ma-
yoría de los casos utilizar como medio de prueba el telegrama.

Aunque en estas notas me limito tan sólo á hacer referencias al
derecho español. voy por excepción á transcribir los artículos del
Código de Méjico de 1884 relativos á la contratación por telégrafo:

(Art. 728. Todo el que quiera celebrar un contrato ó hacer nn 
giro por el telégrafo llevará su parte á la oficina, escrito y firmado
de su puño y letra, y con el timbre correspondiente.°

((Art. 729. Las oficinas telegráficas formarán un protocolo con
estos partes y copia de las respuestas, si las hubiere. el cual se en-
tregara mensualmente al notario que se designe por la autoridad
respectiva.»

(Art. 730. Estos partes deberán mandarse precisamente en el
mismo día de su presentación: y si no se pudiere, por interrupción

por cualquier otra causa, lo avisarán las oficinas al comerciante
bajo su más estrecha responsabilidad.»

((Art. 731. De estos partes se dará recibo al comerciante, y en

este recibo se hará la anotación de la hora en que fueron expedidos
por el telégrafo.»

(Art. 73 .). El contrato propuesto por este medio queda sujeto á
lo dispuesto en los artículos 31$ y 3D (b); pero el plazo para la
vontestaci;n será el de veinticuatro horas, contadas desde el reci-
bo del parte por el interesado. Al efecto, se entre gará el parte á

éste personalmente. y firmará su recibo en un libro que se llevará
para este raso.,,

/)) Se refiere el primero al momento en que se considera per-
fecta la obligación. según el modo de celebración del contrato, y el
segundo el plazo eu que forzosamente se ha de aceptar uu contrato
propuesto por correspondencia para que resulte obligado el propo-
nente.—Y.
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cualquiera el carácter jurídico que se asigne al contrato
celebrado entre ésta y quien expide el telegrama, man-
dato, comisión ó locación de servicios. A pesar (le esto,
los reglamentos telegráficos, por razones de convenien-
cia, no reconocen la responsabilidad de la administra-
ción, que de ordinario se limita á reembolsar la tasa pa-
gada por el envío del telegrama (a). La responsabilidad
personal del oficial de telégrafos debería admitirse, sin
embargo, con sujeción al principio general de la, respon-
sabilidad de los funcionarios públicos por los actos eje-
cutados en el desempeño de sus funciones; pero en la
realidad no tiene eficacia alguna. Precisa distinguir,
pues, ó el error, el retraso ó la alteración ocurren por
mera culpa de la administración, y en tal caso el daño
recae sobre el que efectivamente lo sufra, no pudiéndo-
se imputar al remitente la culpa in eligendo, por haberse
servido del telégrafo para manifestar su voluntad, ú
ocurre por culpa del remitente, y éste es entonces el
responsable. Sin embargo, si el remitente ha hecho co-
tejar ó recomendar el telegrama, según lo dispuesto en
los reglamentos telegráficos, se presume exento de culpa.

121.---1).—Con los libros de las partes eont ratanles.—

En otro lugar (núm. 61) nos liemos ocupado en los libros
de los comerciantes. Añadamos ahora que éstos pueden
servir de prueba, no sólo contra los que los han llevado,
sino también á favor de los mismos. Esta derogación al
principio general que ninguno puede aducir como prue-
ba un documento producido por él, se funda en la na-
turaleza de la institución de los libros y en la obligación
de llevarlos que impone la ley á los comerciantes. Esta
derogación resulta de hecho atenuada, porque se con-

(a) En España ni ;íun esto. La adininistracWm se declara irres-
ponsable en absoluto.—(N. T.)
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cede igual facultad á la otra parte, y por quedar al
prudente arbitrio del juez, á quien la ley autoriza para
admitir ó no esta prueba. Para que los libros de comer-
cio puedan admitirse como prueba precisa que la con-
tienda se ventile entre comerciantes, que se refiera á
negocios mercantiles, y que los libros se hayan llevado
con arreglo á la ley (art. 48). Contra los no comercian..
tes no pueden los libros hacer prueba, de otra manera.
las partes contenderían con armas desiguales; tan sólo
tienen el valor de un principio de prueba que puede
servir de base al juez para deferir de oficio el juramento
á una ó á otra de las partes (art. 1.328, Cód. civ.). Para
que los libros puedan utilizarse como prueba, debe ser
comercial la materia de la contienda para entrambos
contendientes, ó al menos para uno de ellos (art. 54).
La irregularidad en el modo de llevar los libros hace
imposible, para el que los ha llevado así, poderlos utili-
zar como prueba, esto aparte de la sanción penal en que
incurrirá en caso de quiebra (art. 49); pero no por eso
evita que todos sus libros, sean los legales ú otros, pue-
dan probar en contra suya (art. 50), porque lo que un
comerciante ha escrito ó hecho escribir en sus propios
libros, se debe presumir que es la expresión de la verdad.
Sin embargo, el que quiera utilizarlos en lo favorable,
no puede escindir su contenido por respeto á los princi-
pios de la ley civil (art. 1.360, Cód. civ.) respecto á la

confesión. En el curso de una contienda, en la que no,

se hayan voluntariamente exhibido los libros, puede dis-
poner el juez su exhibición á instancia de una de las
partes, y áun de oficio, para extraer de ellos lo referente
á la contienda (art. 28). También este principio tiene un

carácter excepcional, porque la regla general es que
ninguno puede ser obligado á presentar un documento
del que no quiere hacer uso, pero se justifica por la mis--
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ma obligación impuesta á los comerciantes de llevar los
libros, sin que haya necesidad de recurrir á la ficción de
un mandato dado al comerciante por quien contrata con
él para que anote en sus libros la operación. Si una de
las partes se ofrece á prestar fe á los libros de la otra y
ésta rehusa injustamente la presentación, surge contra
ella Una presunción desfavorable que autoriza al juez á
deferir el juramento sobre el objeto de la contienda (ar-
tículo 51). La exhibición de los libros supone la facul-
tad de extraer de ellos lo que interesa á la contienda;
pero en ciertos casos puede también exigirse y ser orde-
nada la comunicación de éstos, con derecho en el adver-
sario á consultarlos por entero; esto puede ocurrir tan
sólo en las contiendas relativas á sucesiones, socieda-
des, quiebras ó comunidad de bienes (art. 27), porque
en estos casos no puede el examen de los libros produ-
cir ningún daño al que los ha llevado.

Los libros de comercio pueden hacer pruebas, no
sólo á favor y entre los que los han llevado, sino tam-
bién á favor y contra sus herederos ó habientes causa
á título universal, los cuales también pueden ser obli-
gados á exhibirlos. No hacen prueba contra terceros, ni
pueden éstos pedir su exhibición, ni ordenarla el juez

en una contienda entre terceros. Sin embargo, si se
hubiesen presentado voluntariamente, el juez no podrá
disponer su examen si no concede antes á sus asientos
algún valor (a).

(a) Todos los preceptos expuestos tienen aplicación en nuestro
derecho por atemperarse á la doctrina del Código de comercio, á
excepción de lo dicho respecto al caso en que el negocio que se
discuta sea mercantil para uno de los contendientes y no lo sea
para el otro, porque nuestra ley no se ha atrevido todavía á procla-
mar el principio del Código de comercio de Italia, que ha hecho
(art. 54) exclusivamente mercantiles los actos de naturaleza mixta,
según otras legislaciones.—(N. T.)

11
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122. g). Con testigos. La dificultad en que se en-
cuentra el comerciante de poderse proporcionar una
prueba escrita del contrato, aconsejó á la ley el otorgar
triayGr valor á la prueba testifical. Mientras esta prueba

en el derecho civil tiene la consideración de excepcio-
nal, y por ello no es admisible más que refiriéndose á
convenciones sobre cosas cuyo valor no exceda de 500
liras (art. 1.341, Cód. civ.), en el derecho mercantil se
admite con frecuencia y sin limitación alguna respecto
al valor. Además, mientras que la legislación civil no

admite la prueba testifical contra ó en auxilio del con-

tenido de un escrito, ni sobre lo que alegase haberse di-

cho antes, contemporánea ó posteriormente al mismo,

áun cuando se tratase de sumas ó valores inferiores á

500 liras, en materia mercantil el juez puede admitir la

prueba de testigos áun en dichos casos. Y esto es justo,

porque las convenciones contra ó en auxilio de un es-
crito, ó son anteriores ó contemporáneas al mismo y

pueden no haberse trascrito en el documento, ó haberlo

sido de modo diverso á la realidad, para no descubrir la

operación; luego debe admitirse la prueba de testigos,

las convenciones son posteriores al documento y debe
entonces por necesidad admitirse la prueba testifical,

pues de otra manera vendríamos á parar á la consecuen-

cia de que por haber las parees redactado por escrito la
convención, estarían obligados á no modificarla más que

por escrito, lo que es absolutamente inadmisible, procla-
mado el principio de que los contratos mercantiles pue-
den probarse por medio de testigos. A este principio se
oponen algunas excepciones. La primera de todas, es

que algunos contratos deben forzosamente hacerse cons-
tar por escrito, so pena de nulidad; tales son la compra-
venta de inmuebles (art. 44, párrafo final); también hay
otros contratos para los que la ley requiere escritura,
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como son: los contratos de prenda que excedan de 500
liras (art. 454), los de venta, prenda y construcción de
naves (arts. 483, 481 y 485), los de ajuste del equipaje
de una nave (art. 522) y los de préstamo á la gruesa
(art. 590), los de fletamento (art. 547) y los de seguros
(arts. 420, 604), los de sociedad, los cuales sobre todo,
tratándose de sociedades por acciones, deben hacerse en
escritura pública (art. 87).

Para todos estos contratos la prueba testifical no es
admisible; no es admisible más que en los límites del
Código civil. Así al menos lo dispone el art. 53, y tal
resulta haber sido el espíritu del legislador, aunque en
realidad, para algunos de los contratos indicados no
puede admitirse esto, teniendo en cuenta las disposicio-
nes especiales, que examinaremos eu seguida, de las que
resulta que puede prescindirse de la forma escrita sin
incurrir en el vicio de nulidad (a).

123.—h). Con todos los demás medios admitidos por las
leyes civiles, esto es, con las tarjas ó cortaduras de con-
traseñas (art. 1.332, Cód. civ.), con las actas de recono-
cimiento (art. 1.310, íd.), con las presunciones (artícu-
los 1.349, 1.354, íd.), con la confesión de las partes (ar-
tículos 1.355, 1.861, íd.) y con el juramento (arts. 1.362,
1.377, íd.)

(a) De tolo ello, lo que resulta es una gran desconfianza del le -
gislador, respecto 11 esta prtnb I, tanto en m tteria civil como en la
mercantil. Nuestras leyes se inspiran tamhién el/ esta misma des-
confianza, s , lo que nn stras e S ligo, han pro ;e Filo al revés que los
italianos, pues mien±ras el C ;digo civil pro.Aanaa (art. 1.211) el
principio de que la prueb L de t 	 seri admisible en todos los
casos en que no so	 ex?res n ente pro l libidt (y son mu hos), el
{le comercio dice (art. 51) 9_13 la d IraciSn de testigos no será, por
sí sola bastante para, pro)ar la existencia de un contrato, cuya
cuantía exceda de 1.5)) pe.seta3, á 113 con yarrir otra prueba.
(N. T.)
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124. Dicho esto de las obligaciones mercantiles, en
general, pasemos á ocuparnos en los contratos en par.y
ticular, advirtiendo que los del comercio marítimo, por
la especialidad de la materia, los trataremos en libro,
aparte.



TITULO SEGUNDO,

CONTRATOS.

CAPÍTULO PRIMERO.

Las sociedades y las asociaciones mercantiles.

PARTE PRIMERA.

Las sociedades (1) (a).

S 1.° Nociones generales.

125. La idea de la reunión de varias fuerzas para
realizar fines que una sola persona no podría conseguir,
-6 de poderlos conseguir sería con menores ventajas, de-
bió ser aplicada en el comercio, áun desde los tiempos
más remotos. Pero un conjunto de causas político-eco-
nómicas hizo que esta idea no se revelase lii pudiese, im-
ponerse eficazmente con todo su poder hasta. los tiempos
próximos á los nuestros, á partir desde la edad media,

(1) DANIELI, Le societ(r corantereittli esistenti e Ll nuovo Cotlí<('
di contra, vol. I. 'l'orino 18`4 1. —T [U) P LONG, Da contra!, de ~UU.
Bruxelles 1816. --DELANG LE, Des soctet, ; s contmerriales. Bruxelles
1844.—MA LE PEYR ET J O tl RDAI N I íd. Bruxelles 1836.— VA VA S-

SEUR I Trwitf ; des sociét(s civiles et conttnercittles. París 1883.—G-' uf-
LLERY, Les soci(Ws eotunterciales erg 13ruxelles 1883. Véa-
se también la bibliografía en el A It N DTS-S E RAY I N I, Pandelte, Vo-

lumen II, § 317. (La bibliografía relativa, á las varias especies de)
sociedades se indica,rá en su lugar).

(a) CABANILLAS, ob. cit.—MONTERO, ob. oit.—(N. T.)
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y en las repúblicas italianas, las cuales, como sabemos,,
dieron un gran impulso al comercio y al derecho mer-
cantil.

Las primeras sociedades debieron tener por base el
elemento personal, lo que quiere decir la fe de los socios
en la solvencia respectiva, y la de los terceros en la sol-
vencia de cada uno de estos socios; por eso las relaciones
de la sociedad con los terceros se supeditaron al doble
principio de la responsabilidad ilimitada de los socios y
de la solidaridad de los mismos. Las primeras sociedades
fueron, pues, sociedades en nombre colectivo. Pero esta,
forma de sociedades, cuando el comercio creciendo en
vigor requirió mayores capitales, no pudo bastar á con-
seguir el objeto, no siendo fácil encontrar tantas perso-
nas dispuestas á garantizarse recíprocamente y de un
modo ilimitado; y esto sin contar con que, por prejuicios
sociales, eran pocos los que querían mostrarse dedi-
cados al comercio. Y he aquí por qué entonces surgió
otra forma de sociedad, la en comandita, la cual á la

responsabilidad de uno ó varios socios obligados in so-

lidum, y conocidos del público, unió la de uno ó varios
socios obligados limitadamente á una cuota y extraños.

á la gestión social. Al elemento personal se asociaba
por tal modo el elemento real, el capital. Un último paso
se dió después, prescindiendo de hecho del elemento
personal y constituyendo una sociedad de capitales, es,
decir, la sociedad anónima, en la cual, á la responsabili-
dad de las personas se sustituye la de los capitales des-
embolsados por cada una de las mismas (a).

(a) No es cierto que en la sociedad anónima se prescinda del
elemento personal, lo que hay es que el elemento personal se busca
son independencia de los capitales, lo cual facilita, como es consi-
guiente, el concurso de los dos elementos, puesto que hay más don-
de escoger. La sociedad anónima es la más perfecta de todas las so-
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Esta forma de sociedades, accesible por su naturale-
za á las más modestas fortunas, hace posible la reunión
de esos inmensos capitales con que se realizan las más
grandes empresas de que tanto se va nagloría la edad mo-
derna.

He aquí, pues, las tres formas de sociedades mercan-
tiles: 1.° Sociedades en nombre colectivo, en las que las
obligaciones sociales están garantidas con la responsa-
bilidad solidaria é ilimitada de todos los socios; 2.°, so-
ciedades en comandita, en las que las obligaciones socia-
les están garantidas con la responsabilidad solidaria é
ilimitada de uno 6 varios socios colectivos, y coa la res-
ponsabilidad de uno 6 varios socios comanditarios, limi-
tada á una suma determinada, que puede también estar
representada por acciones (sociedad en comandita por
acciones); 3.°, sociedad anónima en la que las obligacio-
nes sociales están garantidas tan sólo limitadamente á
un capital determinado, y cada uno de los socios no está
obligado más que por su cuota ó por sus acciones.

El criterio distintivo de las varias especies de socie-
dades estriba principalmente en el grado de responsabi-

ciedades mercantiles, porque constituye la aplicación /luís perfecta
de la ley de la división del trabajo en la vida mercantil. En tanto
que los socios no son comerciantes ni necesitan tener conocimientos
técnico-mercantiles, su mandatario, el gerente, ha de reunir ;1, es-
tos conocimientos la capacidad legal para ejercer el comercio. Los
unos constituyen el elemento real con independencia absoluta del
personal. El otro es el elemento personal con completa independen-
cia del elemento real. Para el conocimiento do la naturaleza de es-
tas sociedades, puede verse la obra ya citada de los seílores GRAcIA
y BENITO, lección LX.

Tampoco es exacto en absoluto que desaparezca la responsabili-
dad personal, puesto que el gerente tiene siempre responsabilidad
personal como mandatario. Lo que sí desaparece es la responsabili-
dad ilimitada, á la que suele llamarse, es cierto, responsabilidad
personal. Pero este concepto conviene siempre aclararlo.—(N. T).
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lidad de los socios respecto á los terceros, y además en
el modo como la sociedad se manifiesta en relación á es-
tos terceros ó sea, bajo una razón social, 6 cualificada
por el objeto de su empresa.

126.—El Código civil, en el art. 1.697, define la so-
ciedad como un contrato por el que dos 6 más personas
convienen en poner alguna cosa en común á fin de divi-
dir las ganancias que pudieran obtener. Esta definición
vale en general áun para las sociedades mercantiles que
son las que se proponen ejecutar uno ó varios actos de
comercio (art. 76), es pues, el objeto lo que da carácter
civil ó mercantil á una sociedad; la forma mercantil que
haya querido asumir una sociedad que persiga un objeto
civil, no será bastante á darle el carácter de sociedad
mercantil, pero quedará sujeta á las prescripciones del
Código de comercio, excepto en lo referente á la quiebra
y competencia (art. 229). La sociedad es, pues, un con-
trato bilateral, consensual, á título oneroso, muy distin-
to de la comunidad de bienes, con la que tiene mucha
afinidad, sin embargo, 'y que de ordinario es accidental

le 'l, mientras la sociedad nace siempre del contrato.

as	
•

réglas generales establecidas en el Cal e civil ti
nen aplicación también á las sociedades mercantiles, con
ligeras modificaciones. Toda sociedad debe tener un ob-
jeto lícito y ser contratada en interés común de las par-
tes (art. 1.698, § 1, Cód. civ.); objeto lícito tanto quiere
decir como no contrario á la ley, al orden público, ó á las
buenas costumbres; en interés común de las partes, por-
que tal es necesariamente el fin de la sociedad. No es
preciso que los intereses sean iguales, sino que deba
existir un interés por parte de cada uno. Por eso es nula
la, convención que atribuye á uno de los socios la totali-
dad de las ganancias, como lo sería la que declarase
exento de contribuir á las pérdidas los capitales 6 efec-
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tos aportados á la sociedad por alguno ó algunos de los
socios (art. 1.719, Cód. civ.). Todo socio debe contribuir
á la sociedad con dinero ú otros bienes, ó con su propia
industria (art. 1.698, Cód. civ.). Si es un crédito lo que
se entrega á la sociedad, no se aplican entonces las re-
glas de la cesión, pero el socio no queda libre de su obli-
gación en tanto que el crédito no se haya pagado, y si
no se ha pagado responde de él (art. 80). Finalmente,
es también responsable del retraso en la entrega de la
cuota prometida (art. 83). Si el valor de la cosa entrega-
da por uno de los socios no se determinó por los contra-
tantes, se entiende admitida por el valor corriente en el
día fijado para la entrega, según los listines de bolsa
las mercuriales del lugar donde radica la sociedad, ó en
su defecto, por lo que valga, á juicio de los peritos. Las
cosas entregadas pueden serlo á título de propiedad ó de
usufructo; sin embargo, á falta de estipulación en con-
trario, se consideran como propiedad de la sociedad (ar-
tículo 82).

127.—Las Sociedades mercantiles constituyen, como
ya hemos dicho (núm. 37), entidades colectivas separa-
das y distintas de las personas de los socios, de donde se
deduce:

1.° Que toda sociedad tiene un patrimonio propio, y
una razón social ó una denominación que indica el obje-
to de la empresa.

2.° Que tiene un domicilio legal diverso del de los so-
cios, á cuyo efecto valen las reglas expuestas en el núm. 59.

3.° Que el nuevo socio de una sociedad ya constituí-
da responde, al igual de los demás, de todas las obliga-
ciones contraídas por la sociedad antes de su admisión,
áun cuando se haya cambiado la razón social. El pacto
contrario, válido en cuanto se refiere á los socios entre
sí, será nulo en cuanto á los terceros (art. 78).
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4.0 Que el cesionario y el socio del socio no tienen
ninguna relación jurídica con la sociedad; participan
tan sólo de las utilidades y de las pérdidas que corres-
pondan al socio en razón de la cuota de intereses que le
correspondan (art. 79).

5, 0 Que los acreedores particulares del socio no pue-
den, en tanto que dure la sociedad, hacer valer sus de-
rechos más que sobre la parte de utilidades correspon
dientes al socio, según el balance social, y disuelta la
sociedad, sobre la cuarta parte que le corresponda en la
liquidación. Pueden, no obstante, embargar esta cuota,..
y en las sociedades en comandita, y por acciones y anóni-
mas, embargar y áun vender la cuota ó las acciones co-
rrespondientes á su deudor, porque en estas últimas so-
cie dades, la persona del socio es del todo indiferente
á los terceros (art. 85). (a).

128.— Todos los principios expuestos suponen que la
sociedad está legalmente constituída. Para esta consti-
tución la ley requiere, antes que todo, una escritura, la
cual, si se trata de sociedades por acciones, habrá de ser.
escritura pública (art. 87). (b).

La escritura de constitución de la sociedad, en nom-

bre colectivo, y de la sociedad en comandita simple, á

más de la fecha, debe contener (art. 88):
1.° El nombre y apellido ó la firma, y el domicilio de

los socios.

(a) La misma razón existe en las compañías comanditarias sim
ples, y sin embargo, ni la ley italiana ni la española autorizan otra
cosa que el embargo de la parte, del deudor y el cobro de los intere-
ses correspondientes á dicha parte sin que se pueda alcanzar fácil-
mente el motivo de esta diferencia.—(N. T.)

(b) El Código de comercio español no establece tal distinción y
exige á todas las sociedades (art. 119) para su constitución una es-
critura pública que habrá de presentarse para su inscripción en el
registro mercantil.— (N. P.)
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2.° La razón social y el domicilio de la sociedad.
3.° Los socios que tienen la firma social.
4.° El objeto de la sociedad, la cuota que correspon-

de entregar á cada socio en dinero, en créditos b en
otros bienes, el valor atribuido á éstos ó el modo de va-

lorarlos.
5.° La parte de cada socio en las utilidades y en las

pérdidas.
6.° El tiempo en que debe empezar la sociedad y el

en que debe terminar (a).
La escritura de constitución ó los estatutos de las

sociedades anónimas ó de las sociedades en comandita
por acciones, debe contener (art. 89):

1.° La denominación y el domicilio de la sociedad,
de sus establecimientos y de sus representaciones.

2.° La cualidad y la especie de los negocios que cons-
tituyan el objeto de la sociedad.

3.° El importe del capital suscrito y del capital des-
embolsado.

4.° Las personas de los socios y sus domicilios, ó el
número y el valor nominal de las acciones, expresando
si éstas son nominativas ó al portador, si las acciones
nominativas pueden convertirse en acciones al portador
y viceversa, y cuáles son los vencimientos y el importe
de los desembolsos que han de hacer los socios.

(a) Nuestro Código de comercio no habla para nada ni de la fir-
ma de los socios, ni del domicilio social, ni del objeto de la socie-
dad, ni de la parte de cada socio en las utilidades y pérdidas como
condiciones de necesidad en la escritura de constitución; en cam-
bio, exige (art. 125), á más de las otras condiciones que quedan enu-
meradas, la de que se fijen las cantidades que en su caso se asignan
á cada socio gestor anualmente para sus gastos particulares, ya
que esta circunstancia interesa sobremanera, no sólo al socio ges-
tor y á los demás socios, sino á los terceros que contraten con la
sociedad. (N. T.)
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5.° El valor de los créditos y de los demás bienes
aportados.

6.° La norma con arreglo á la que deben formarse
los balances y las utilidades calculadas y repartidas.

7.° Las ventajas ó derechos particulares concedidos
á los fundadores.

8.° El número de los administradores y sus derechos
y obligaciones, expresando cuál de entre ellos tiene la
firma socia], y en las sociedades en comandita por ac-
ciones el nombre, apellido y el domicilio de los socios
colectivos.

9.° El número de los síndicos.
10. Las facultades de las Asambleas generales y las

condiciones para la validez de sus deliberaciones y para
el ejercicio del derecho de votar, si quisieren derogar en
esta parte lo dispuesto en los artículos 156, 157 y 158.

11. El tiempo en el que la sociedad debe empezar
sus operaciones, y el en que debe terminarlos (a).

129.—No basta, pues, que el contrato se haga por
.escrito, es también necesario que se haga público, lo
que se consigue, depositando en la secretaría del tribu-

(a) De ésta corno de la anterior enumeración de condiciones que
necesariamente han de constar en la escritura social, puede decir-
se, tanto refiriéndose á nuestro Código corno al de Italia, la frase
tan conocida de «ni están todos los que son, ni son todos los que
están,» porque ni están todas las condiciones necesarias, ni todas las
que la ley indica lo son en igual grado. La demostración de esto
que decirnos, y que está en la conciencia de cuantos han tenido que
intervenir en la redacción de alguna escritura social, exigiría más
que una nota, un estudio extenso, que no es este ni el lugar ni la
ocasión de hacer. Por ahora me limitaré á hacer notar tan sólo las
diferencias que hay entre la legislación española y la italiana en
cuanto á estas condiciones. El Código español no menciona para
nada (art. 151) ni el domicilio social, ni los balances y cálculos de
utilidades y modo de repartirlas, ni las ventajas ó derechos parti-
culares concedidos á los fundadores, ni el número de los síndicos
(institución desconocida en nuestra ley.) — (N. T.)



DERECHO MERCANTIL
	 173

nal, en cuya jurisdicción se halla establecida la socie-

dad, la copia del contrato 0 un extracto del mismo;
transcribiendo la escritura de constitución ó su extracto

en los registros de la sociedad, y haciéndolos fijar en la
sala del tribunal, en la sala del municipio y en los loca-
les de la bolsa más próxima (arts. 90, 91); y finalmente,
insertando la escritura O su extracto en determinados
periódicos oficiales (arts. 93, 94, 95). Por ultimo, sí se

trata de sociedades por acciones, antes de proceder á, la

publicación del acta de constitución y de los estatutos,
se requiere el cumplimiento de otra formalidad. Se ne-

cesita que el tribunal compruebe si se han observado

las condiciones que la ley exige para la le 12;a1 constitu-

ción de las mismas (art. 91). Esta formalidad reemplaza
de alguna manera la autorización gubernativa que había
de hacerse per medio de un real decreto, según el ya
derogado Código de comercio para la. legal constitución
de estas sociedades, y tiene por objeto principal la tu-
tela de los derechos de los terceros, así como también la
de los derechos de los mismos socios (a).

Observemos, por último, que todas las formalida-
des en que hasta aquí nos hemos ocupado, se requieren,
no sólo para la constitución de la sociedad, sino tam-
bién para las modificaciones que en ella se introduzcan
(art. 96).

130. ¿,Cuál es la consecuencia del no cumplimiento

(u) A la publicidad de las escrituras sociales provee nuestro
Código disponiendo su inscri►cVm (art. 119) en el registro mer-
cantil. Y en cuanto á garantizar los derechos de los terceros por
el examen previo del tribunal respecto al cumplimiento real y po-
sitivo de las condiciones legales, nuestro legislador ha preferido
guardar silencio, pues la experiencia ha demostrado que el sistema
preventivo es contraproducente en esta materia.— (N. T.)
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de las formalidades exigidas por la ley para la constitu-
ción de la sociedadP Tema gravísimo, que tiene este
carácter por la incertidumbre y obscuridad de las dis-
posiciones legislativas. En lo referente á las relaciones
de los socios con los terceros, el no cumplimiento de las
formalidades antes indicadas, impide que la sociedad
se tenga por legalmente constituida ( art. 96); debe te-
nerse en cuenta, sin embargo, que tal nulidad absoluta
se refiere tan sólo á las sociedades por acciones, y que
las otras, ó sea las colectivas y comanditarias simples,
pueden, no obstante, subsistir como sociedades de hecho.
De todas maneras, cualquiera que sea la clase de so-
ciedad, hasta su legal constitución, los socios, los pro-
movedores, los administradores y todos los que operaron
en nombre de la misma, quedan responsables, ilimita-
da y solidariamente por las obligaciones contraídas, y

de aquí, que la falta de las formalidades no pueda opo-
nerse por los socios á los terceros (arts. 98, 99, III) .
Si la falta de las formalidades se refiere, no al acta de
constitución, sino á la publicidad que debe darse á ésta,
entonces es potestativo en todos los socios el cumplir
con las formalidades indicadas, ó hacer condenar al ad-
ministrador de la sociedad á su cumplimiento (artícu-

lo 97).
En lo referente á las relaciones de los socios entre

sí, la existencia de la sociedad debe siempre poderse
probar en los límites consentidos por la ley (arts. 44, 53).
También est tblece la ley que en las sociedades colecti-
vas y comanditarias simples, cada uno de los socios tiene
derecho á pedir la disolución de la sociedad ( art. 99,

§ I), y en las sociedades por acciones, los suscriptores
de las acciones pueden pedir que se les releve de la obli-
gación nacida de las suscripción, si en el plazo de tres
meses, después del vencimiento del término establecido
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en el art. 91 no se ha hecho el depósito del acta de cons-
titución ordenada en el mismo (art. 99, IV). (a).

131.—Lo que hemos dicho en cuanto á la constitu-
ción de la sociedad, tiene también aplicación á las mo-
dificaciones que en la misma se introduzcan (arts. 96,
101), advirtiendo, que en lo relativo á la reducción del
capital social no podrá ejecutarse esto hasta después de
transcurridos tres meses desde el día en que se publicó
en los periódicos destinados á anuncios judiciales, la
declaración ó el acuerdo de la sociedad, con la expresa
advertencia de que pueden oponerse dentro del mismo
término los interesados. La oposición suspende la eje-
cución de la reducción del capital, hasta que no se haya
retirado ó sido desechada por sentencia firme.

Así también la disolución de la sociedad antes del
término establecido para su duración no produce efecto
respecto á terceros sino hasta después de transcurrido
un mes de la publicación del acta de disolución (artícu-
lo 103) (b) .

(a) Todas las prescripciones del Código de comercio español re-
ferentes á esto, se reducen á bien poca cosa: á la responsabilidad
solidaria de los administradores (art. 120) que no hubieren hecho
inscribir en el registro mercantil la escritura de constitución, lo
mal no es pena ninguna tratándose de compañías colectivas y co-
manditarias; y respecto á los socios entre sí y á los efectos respec-
to los terceros, dice la ley (art. 24) que las escrituras no registra-
das surtirán efecto entre los socios que las otorguen; pero no per-
judicarán á tercera persona, quien, sin embargo, podrá utilizarlas
en lo favorable.

Dicho se está, á pesar del silencio del Código, que el registra-
dor deberá negar la inscripción del acta do constitución que no
reuna las condiciones requeridas por la ley.—(N. T.)

(b) La reducción del capital de una sociedad, acordada por ella,
puede llevarse á cabo inmediatamente (art. 168 Código de comercio
español) si el capital efectivo restante, después de hecha la reduc-
ción, excede en un 75 por 100 del importe de las deudas y obligacio-
nes de la compañía. En otro caso, la reducción no podrá llevarse á



176
	 DERECHO MERCANTIL

132.—Lo que hasta aquí hemos dicho se refiere á so-
ciedades establecidas en el reino. En cuanto á las socie-
dades legalmente constituídas en el extranjero, que es-
tablezcan una sucursal ó una representación en Italia,
salvo en cuanto á la forma del contrato al que se aplica
el principio de locus regit actum, están sujetas á las dis-
posiciones de la ley italiana respecto al depósito, trans-
cripción, fijación y publicación del acta de constitución,
de los estatutos y de cuantas modificaciones en ellos se
introduzcan, y de los balances; debiendo publicar ade-
más el nombre de las personas que dirigen y adminis-
tran la sucursal, 6 de los que tengan la representación
de la sociedad en el Estado. Estas personas tienen res-
pecto á los terceros la responsabilidad establecida para.
los administradores de las sociedades nacionales (ar-
tículo 230, § 1-2).

Si la sociedad extranjera que intenta establecer en
Italia una sucursal ó Lener una representación fuese de
especie diversa de las consentidas por nuestro Código,
entonces se deberán cumplir las formalidades prescritas
para el depósito y la publicación del acta de constitución
y estatutos de las sociedades anónimas, y los adminis-
tradores tendrán respecto á los terceros la responsabili-

efecto hasta que se liquiden y paguen todas las deudas y obliga-
ciones pendientes á la fecha del acuerdo, á no ser que la compañía
obtuviese el consentimiento previo de sus acreedores. Para la eje-
cución de esto los administradores presentarán al juez ó tribunal
un inventario en el que se apreciarán los valores en cartera al tipo
medio de cotización del último trimestre, y los inmuebles por la
capitalización de sus productos, según el interés legal del dinero.

Este medio de asegurar á los interesados en caso de reducción
es bastante más eficaz que el de la legislación italiana.

En cuanto á los efectos de la disolución respecto á terceros, el
Código español los hace depender exclusivamente (fuera del caso de
terminación del plazo por el cual se constituyó) (art. 226) de la ins.
cripción en el registro mercantil.—(N. T.)
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dad establecida para los administradores de éstas, por-
que las formalidades requeridas para la sociedad anóni-
ma, á más de la responsabilidad que impone á los admi-
nistradores de las mismas, son más vigorosas y ofrecen
mayores garantías (art. 230, 3.°) (a) .

133.—Podrá suceder que una sociedad constituida
en el extranjero tuviese su domicilio y el objeto princi-
pal de su empresa en el reino. Entonces se considera
dicha sociedad como nacional, y queda sujeta á todas
las leyes italianas, áun en lo referente á la forma y va-
lidez del acta de constitución (art. 230, § 4.°). Si así no
fuese sería bien fácil á quien quisiese sustraerse á nues-
tras leyes dirigirse al extranjero y constituir allí la so-
ciedad para venir después á operar en Italia. La falta de
cumplimiento de las formalidades requeridas por la ley
á las sociedades extranjeras, produce la consecuencia
legal establecida para las sociedades nacionales, y hace
en todo caso á los administradores y representantes de
cualquier clase que sean responsables personal y solida-
riamente de todas las obligaciones sociales, y limitada-
mente de los actos dependientes del ejercicio de sus fun-
ciones.

§ 2.° Sociedad colectiva.

134.—Sociedad colectiva es aquella en la que todos
los socks responden ilimitada y solidariamente á los ter-

(a) El Código de comercio español no contiene más disposicio-
nes respecto á este extremo que lo que ya hemos dicho en otra oca-
sión refiriéndonos al art. 15, ó sea que se aplican las prescripciones
de la ley española á las sociedades constituídas en el extranjero en
todo lo referente á la creación de sus establecimientos dentro del
territorio nacional.—Y. T.)
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ceros por las obligaciones sociales (art. 76). Estas socie-
dades, como ya hemos dicho, existen bajo una razón

que constituye su nombre y su firma.
135.—Los socios, estando todos obligados ilimitada-

mente é in solidum, tendrán también todos el derecho
de administrar la sociedad, pero generalmente para que
haya unidad de acción, el derecho de administrar se con-
fiere en el contrato social á uno 45 varios socios, en los
que entonces se concentra la administración y la repre-
sentación de la sociedad. Se pueden presentar varios ca-
sos: 1.° La administración puede estar confiada á uno de
los socios, el cual puede en este caso practicar, á pesar
de la oposición de los demás socios, todos los actos que
dependan de su administración (art. 1.720, Cód. civ.);
2.° La administración puede estar confiada á varios so-
cios separadamente, y entonces, si no se han determi-
nado sus funciones, cada, uno podrá practicar separada-
mente todos los actos de administración (art. 1.721, Có-
digo civ.); 3.° La administración puede estar confiada á
varios socios conjuntamente, y en tal caso los adminis-
tradores no pueden obrar unos sin otros, á no ser que se
tratase de un acto urgente, que de no realizarlo pudiese
ocasionar á, la sociedad un dallo grave é irreparable (ar-

cículo 1.722, Cód. civ.) Se puede también suponer, pero
el caso es bien raro, sobre todo teniendo en cuenta lo
dispuesto en el art. SS, que en el contrato social no se
hayan indicado los nombres de los socios ó del socio en-
cargado de administrar; entonces se presume entre los
socios Un mandato recíproco, y cada uno de ellos puede
administrar la, sociedad sin el consentimiento de los de-
más, salvo en este caso el derecho de oponerse á la ope-
ración antes de que ésta se haya ultimado. Esta oposi-
ción se decide por mayoría, determinada por la cuota
del interés respectivo (art. 1.723, Cód. civ.; art. 107, C6-
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digo com.) (a). De cualquier manera que sea, si la ope-
ración fuese de carácter diverso á las determinadas e n
el contrato, ni áun la mayoría de los socios podrá darla
validez (art. 108, Cód. de com.) Hemos hablado siempre
de socios administradores, porque es bien raro que la
administración se confíe á los no socios, puro en el si-
lencio de la ley debe entenderse permitido esto, pudien-
do regularmente cada uno delegar en otro el ejercicio
de sus propias facultades y no ocasionando daño ningu -
no á terceros.

136.—Viniendo ahora á hablar de los poderes de los
administradores, diremos, que éstos pueden en general
practicar todos los actos pertenecientes al objeto y ca-
rácter de la sociedad; sus poderes tienen mucha analo-
gía con los del factor, respecto al principal (b). Sin em-
bargo, si no se ha dicho nada en el contrato social, no
podrán hipotecar ó enajenar los inmuebles de la socie-
dad (arts. 1.720-1.722, 1.723, núm. 4; 1.741, 1.974, Có-
digo civ.); ni transigir y comprometer. No puede tam-
poco el administrador que tiene la firma social trasmi-
tirla ó cederla, si no está facultado para ello por el con -
trato social. Si contraviene á esta prohibición, la obliga-
ción contraída por el sustituto queda á riesgo de éste y
de su mandante, y la sociedad no está obligada respecto

(a) La oposición, C011 arreglo al Código español (art. 130), no es
pr:wiso que se tome por mayoría, basta la de uno sólo de los socios
administradores; pero si no obstante llegire á contraerse la obliga-
ción, no se anulará por esta razón y surtirá sus efectos, sin perjui _
cio de que el socio ó socios que la contrajeron respondan á la masa
social del quebranto que ocasionaren.—(N. T.)

(b) La analogía es completa cuando s trata de los administra-
dores ó gerentes de las sociedades anónimas, pero no de los admi-
nistradores de las sociedades colectivas, que si representan intere-
ses de otros, también representan los suyos propios, cosa que no
ocurre con el factor.---(N. T.)
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al sustituto más que hasta la suma de las utilidades con-
seguidas con la operación (art. 105). El administrador
que falta á sus propios deberes, á más de responder de
los daños, puede ser destituido de oficio (art. 1.720, Có-
digo civ.) y en los casos indicados en el art. 186 puede-
también ser excluído de la sociedad (a).

137.—Los derechos de los socios consisten en primer
término, en vigilar la administración sin ingerirse en
ella, si se ha confiado particularmente á alguno de los

mismos, so pena de ser excluidos de la sociedad (art. 186,

núm. 3), salvo el derecho de oposición de que hemos ha-
blado (art. 107). Cada uno de los socios tiene, pues, ac-
ción contra la sociedad, no sólo por las sumas desembol-
sadas á más del capital ofrecido, sino también por las
obligaciones contraídas de buena fe por cuenta de la so-
ciedad. Si experimenta pérdida ó daño por causa de sus
actos como socio, debe ser resarcido de cuanto haya per-
dido y del daño sufrido (art. 109). Finalmente, compete
á todos los socios el derecho á la participación de las
utilidades, según el contrato social, y á los socios no ad-
ministradores el derecho de obtener de los administra-
dores la rendición de cuentas de su gestión. De los de-
rechos de los socios al disolverse la sociedad, diremos lo
que procede al hablar de la disolución de ésta.

138. Por razón de estos derechos competen á los

(a) Cuando la facultad privativa de administrar, dice el Códi-
go de comercio español (art. 132) y de usar, la firma de la compañía

haya sido conferida en condición expresa del contrato social, no se
podrá privar de ella al que la obtuvo; pero si éste usare mal de di-
cha facultad, y de su gestión resultare perjuicio manifiesto á la
masa común, podrán los demás socios nombrar de entre ellos un
administrador que intervenga en todas las operaciones, ó promo-
ver la rescisión del contrato ante el juez ó tribunal competente,
que deberá declararla si se probase aquel perjuicio.—(N. T.)
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socios varios deberes. El socio no puede, sin el consenti-
miento escrito de los demás socios, emplear el capital (5
las cosas de la sociedad para uso ó negocio propio ó de
los terceros; de otra manera queda obligado á entregar
á la sociedad los beneficios conseguidos, y á resarcirla
de los daños, sin perjuicio de la acción penal á que haya
lugar (art. 110) y bajo pena de ser excluido de la socie-
dad (art. 186, núm. 2). Si, á causa de su carácter de
administrador tuviese á su disposición el fondo común,
no podrá distraer de él para sus gastos particulares más
de lo que se le haya asignado por este concepto. Si con-
traviene á esta prohibición, es responsable por las sumas
tomadas, como si no hubiese completado el desembolso
tle su parte, salvo además el resarcimiento de los daños
(art. 111).

No puede interesarse como socio ilimitadamente res-
ponsable en otra sociedad que tenga el mismo objeto,
ni hacer operaciones por cuenta propia, ó por cuenta de
terceros de la misma clase de comercio sin el consenti-
miento de los demás socios (art. 112), no siendo justo ni
conveniente que éste se ponga en situación de dañar
con su concurrencia á la sociedad á que pertenece. La
prohibición debe cesar, naturalmente, si tiene el con-
sentimiento de los demás socios, consentimiento que se
presume si el interés ó las operaciones preexistían al con-
trato de sociedad y eran conocidas de los demás socios,
y éstos no pactaron el cese de las mismas (art. 112, 2.°).
En caso de contravenir á la prohibición, la sociedad, á
más del derecho de excluir al contraventor (art. 186, nú-
mero 3), tiene el derecho de hacer suyas las ganancias
conseguidas por el socio y de resarcirse del daño que
haya experimentado. Estos derechos se extinguen pasa-
dos tres meses desde el día en que la sociedad tuvo no-
ticia de que había quien estaba interesado en otra so-
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ciedad	 áloga ó de las operaciones practicadas (artícu..
lo 1 1 3) (a).

119. La sociedad se obliga por medio de los admi
nistradores, sus legítimos representantes; pero para que
las obligaciones contraídas por el administrador ó los
administradores puedan obligar á los socios, es necesa-
rio que se hayan contraído bajo la razón social (art. 106)
y que no excedan los límites del mandato hecho público,,
ó si el m andato es genérico, que no sean extraños á los
negocios sociales. A pesar de esto, áun en el caso de no
haberse usado la razón social, podrán los terceros en
ciertos casos, si quisieren, probar que la obligación se
contrajo para la sociedad, y, por lo tanto, que los socios
responden de ella solidaria é ilimitadamente. De hecho,
todos los socios están obligados solidaria é ilimitada-
mente por las obligaciones sociales; sin embargo, así
como la responsabilidad de los socios fuera de los lími-
tes del capital social es en cierto modo subsidiaria, así
también los acreedores de la sociedad no pueden pre-

((Y) Los principios del derecho español respecto á, estas obliga-
ciones difieren algo do los del derecho italiano. En general, todo
socio (art. 137) puedo hacer negocios por cuenta propia y con sus
fondos particulares si son de distinta índole de los que constituyen
el objoto do la sociedad y no so lo hubiese prohibido expresamente.
Si la sociedad (art. 136) no tiene género de comercio determinado,
entonces necesitará, autorización do la misma para hacer negocios
por cuenta propia, y ésta no podrá, negárselo sin acreditar que de
ello lo resulta un perjuicio efectivo y manifiesto.

En cuanto al plazo concedido por el Código italiano para la ex-
tinoit'm de los deroclios que la ley reconoce á los socios contra aquel.
do ellos que se haya interesado sin el consentimiento do los demás
en sociedades análogas, haya, practicado. también sin dicho con-
sentimiento, operaciones que puedan perjudicar los negocios de la
sociedad, no dice nada, nuestro Código, y hay que atenerse. por
tanto, al plazo general de prescripción de las acciones de los sociol
contra la sociedad y viceversa (art. p47). que es el de tres altos,.
plazo que resulta excesivo en extremo.—(N. T.)
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tender el pago de los socios particularmente sin haber
antes hecho exclusión en los bienes de la sociedad, si
bien, según la opinión de algunos, es bastante al efecto
una simple sentencia condenatoria contra la sociedad (ar-
tículo 106) (a)

3.° Sociedad comanditaria simple (1).

140.—Es aquella en la cual las obligaciones sociales
están garantidas por la responsabilidad ilimitada y so-
lidaria de uno 6 varios socios colectivos, y por la respon-
sabilidad de uno 6 varios socios, limitada á, una suma
determinada (art. 76, 117). Esta sociedad existe tam-
bién bajo una razón social, de la que, como hemos dicho,
pueden formar parte tan sólo los nombres de los socios
de responsabilidad sin limitación, y sus firmas (art. 114).
El socio comanditario que consintiese la inclusión de su
nombre en la firma quedaría responsable solidaria é ili-

(a) Las sociedades colectivas, con arreglo á nuestro derecho,
pueden ser regulares ó irregulares, áun cuando esto tecnicismo no
haya sido reconocido por la ley. Regular es la co►st ituída por so-
cios capitalistas tan sólo; irregular es la que ad ►► il e, á fruís de so-
cios capitalistas, socios industriales. Los derechos de estos socios
están regulados por el Código de comercio (arts. 138, 11 .0 y 1,1.1).

La legislación italiana no dice nada respecto :1 estos socios in-
dustriales, ni en el Código do comercio ni en el civil, p►uNs el ar-
tículo 1.711 do este último no resuelve ninguna de las cuestiones á
que puedo dar lugar la existencia en una sociedad de un socio in-
dustrial, cosa muy frecuente en todo tie►po.—(N. T.)

(1) FIERLI, Dell accomandita. Macerata 1810.—Cicem;LroNE,
Il contratto di commenda nella storia del diritto italiano, en Pilan-
gieri, 1886, I, pág. 322-383.—SILBERscHAHDT, Die Commenda
ihrer frühesten. Entwiklung bis zum1 XIII Jahrhundert. Wiirzburg,
1885.— RE NAUD, Das Recht Kommanditgesellschaften , Leipzig'
1881.
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mitadamente por todas las obligaciones sociales (artícu-
lo 114, § 3.°).

141. —La sociedad en comandita es administrada
por los socios ilimitadamente responsables; los socios co-
manditarios no sólo no pueden ser administradores, sino
que no pueden ni áun hacer acto ninguno de adminis-
tración que produzca derechos ú obligaciones para la
sociedad, ni áun por procuración general ó especial para
una serie ó clase de negocios; en realidad no es conve-
niente que el comanditario que puede tener un interés
limitadísimo en la sociedad tenga facultad de compro-
meterla ilimitadamente. Pero la razón misma del prin-
cipio impide extremarlo por sus consecuencias demasia-
do graves; así, no debe entenderse prohibido al coman-
ditario el tener un empleo en la sociedad siempre que
sea de tal naturaleza que no lleve anejo el poder obligar
á ésta con los terceros; también, por ejemplo, podría
el comanditario tener la cualidad de dependiente del
comercio social. De igual manera no se podrá impedir
al comanditario el contratar por cuenta propia, como
tercero, negocios con la sociedad de la que forma parte.
El comanditario que infringiese la prohibición de la ley
quedaría responsable ilimitada y solidariamente con los

terceros por todas las obligaciones sociales, á no ser que
hubiese recibido poderes especiales de la sociedad para
un negocio determinado, en cuyo caso asumiría personal
y solidariamente con la sociedad tan sólo las obligacio-
nes nacidas de dicho negocio (art. 118). A más de esto,
podría ser excluído de la sociedad (art. 186). El coman-
ditario, no por tener responsabilidad limitada, deja de
ser socio, y por ello le está permitido dar su parecer y
consejo á la sociedad, inspeccionarla y vigilarla, concu-
rrir al nombramiento ó revocación de los administrado-
res en los casos previstos en la ley, y también habilitar
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al administrador dentro de lo que consienta el contrato
social para ejecutar actos que excedan de sus faculta-
des (a).

142.—Por lo demás, tanto en lo relativo al poder de
los administradores como en lo relativo á los derechosc los y
obligaciones de los socios, se aplican á la sociedad en
comandita las reglas ya expuestas para la sociedad co-
lectiva (art. 116), porque cuando hay varios socios obli-
gados in solidum bajo una razón social, y juntamente
con ellos socios comanditarios, tanto si los socios obliga-
dos in solidum administran todos conjuntamente cuanto
si la administración se ha confiado á uno ó varios de
ellos, la sociedad es al mismo tiempo colectiva respecto
á los socios obligados in solidum y en comandita respec-
to á los simples comanditarios (art. 115).

143. La sociedad comanditaria queda obligada como
la colectiva, por las operaciones practicadas por sus
legítimos representantes bajo la razón social. Los socios
colectivos están también obligados personalmente des-
pués de que se hubiesen intentado inútilmente las accio-
nes contra la sociedad. En cuanto á los comanditarios,
su responsabilidad está limitada á la cuota por la que
han ingresado en la sociedad, pero por esta cuota que-
dan obligados, no sólo con los demás socios, sino tam-
bién con los terceros. Sin embargo, si el comanditario,
en el caso de no haber desembolsado la cuota correspon-
diente, fuese al mismo tiempo acreedor de la sociedad,

(a) La prohibición impuesta al comanditario en el derecho es-
pañol (arts. 147, 148 del Código de comercio) es tan absoluta respec-
to á la inclusión de su nombre en la razón social como respecto á
su ingerencia en actos de administración, con ó sin poder de la
sociedad, y su responsabilidad no quedaría, en el supuesto de inter-
venir con poder bastante en un solo negocio, limitada en ninguna
ocasión á lo que dice el art. 118 del Código de comercio italiano.—
(N. T.)
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podría oponer á los terceros la compensación. No podrá
tampoco el socio comanditario ser obligado, ni áun res-
pecto á los socios, á restituir la parte de intereses y di-
videndos sociales que haya percibido, siempre que éstos
hayan sido resultado de un balance hecho con arreglo
á la ley y él los hubiere percibido de buena fe. La buena
fe se presume, pero no basta por sí sola á salvar al co-
manditario, exigiendo la ley también el otro requisito
de que las utilidades resulten de un balance regular; de
aquí, que el comanditario deba examinar la regularidad
de los balances y no olvidar el precepto de la ley, de que
al ocurrir una disminución del , capital social, éste deberá,
reintegrarse con las utilidades sucesivas, sin que pueda
hacerse pago alguno de ulteriores dividendos (art. 117,
§ III).

§ 4.° Sociedad en comandita por acciones y anónima (1).

144. Son entrambas conocidas en la doctrina con
el nombre de sociedades por acciones, en cuanto su ca-
pital (en la comanditaria sólo la parte de los comandi-
tarios) está de ordinario dividido en acciones. Siguiendo
el sistema de nuestro legislador, expondremos breve-
mente, primero las nociones especiales álas comanditarias-
por acciones, después las especiales á las anónimas, y,

por último, las nociones comunes á unas y otras (a).

(1) PATERI, La societa, anonirna. Torino, 1890.—DE COI:MEM
Les sociétés anonymes. París, 1869. — RENAUD, Des Recht der Ác-
tiengesellschaften. Leipzig, 1885, donde se encuentra una completa
bibliografía sobre la materia.

(a) Nuestro legislador no se ha preocupado para nada de las
sociedades comanditarias por acciones, y cuando en todos los países
más adelantados la ley ha procurado marcar las diferencias de ré-
gimen que forzosamente han de existir entre éstas y las sociedades
anónimas, nuestro Código de comercio habla tan sólo por inciden-
cia (art. 160) de dichas sociedades.—(N. T.)
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SECCIÓN PRIMERA

Nociones particulares á las comanditarias por acciones.

145. Comanditaria por acciones llámase á aquella
sociedad en la que la parte de los comanditarios está
dividida en acciones. Nuestras leyes, y áun otras, per-
miten que se divida en acciones esta parte tan sólo,
porque de otra manera, así al menos se dijo, sería fácil
á los socios colectivos sustraerse á la responsabilidad
ilimitada que les incumbe; pero la razón no es admisi-
ble, porque los socios colectivos, deshaciéndose de sus
propias acciones, no dejarían por eso de responder con
todo su propio haber (a).

La comanditaria por acciones aparece regularmente
cuando á una persona que quiere emprender un negocio
comercial de importancia se la entregan grandes capi-
tales. Para procurarse estos capitales precisa recurrir á
muchas personas, y éstas están más fácilmente dispues-
tas á facilitarlos, si por estar el capital representado
por acciones, pueden en cualquier momento salir de la
sociedad. Sin embargo, esta forma de sociedad que
tiempo atrás se practicaba con frecuencia para huir de
los rigores de las leyes sobre sociedades anónimas, hoy
que tiene en común con ésta la mayor parte de las dis-
posiciones, rara vez se emplea (b).

(a) El mismo precepto de nuestro Código sobre sociedades co-
manditarias por acciones á, que me refería en la nota anterior, es el
que determina que en las sociedades comanditarias sólo el capital
perteneciente á los socios comanditarios puede estar representado
por acciones ú otros títulos equivalentes.—(N. T.)

(b) Aun cuando la actual legislación española sobre sociedades
anónimas no contiene grandes rigores todavía, podía ocurrir en
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Las reglas de las sociedades en comandita simples
se aplican á las en comanditas por acciones, en cuanto
se refiere al modo como la sociedad existe, y contrata
con los terceros, á los derechos y deberes de los socios y
á su responsabilidad por las obligaciones sociales.

146.—En lo que se refiere á la administración de la
sociedad, áun cuando es aplicable á la comanditaria por
acciones el principio de que la administración corres-
ponde á los socios colectivos, hay esta particularidad:
que aunque los administradores hayan sido nombrados
en el acta de constitución ó en los estatutos, pueden,
como un mandatario cualquiera, ser separados por
acuerdos de la asamblea general de los accionistas, toma-
da por mayoría, formada como previene el art. 158, re-
servando á los socios disidentes la facultad de rescindir
su contrato con la sociedad (arts. 119, 158). Esto es así
porque se ha querido conciliar el principio de que la per-
sona del administrador constituye un elemento esencial
del contrato de sociedad, y el hecho de que el elemento
real, ó sea el capital, prevalece de ordinario en esta
clase de sociedades sobre el elemento personal. Los ad-
ministradores de las comanditarias por acciones, hemos
dicho, que pueden ser separados, pero no obstante la
separación, quedarán responsables con los terceros por las
obligaciones contraídas durante su administración, salvo
el derecho de repetir contra la sociedad. Sin embargo,
si la separación se hizo sin justa causa, el administrador

nuestro país, que para burlar las disposiciones de la ley, se inten-
tase constituir una sociedad anónima con el disfraz de una coman-
ditaria por acciones, pues áun cuando pudiera decirse que son apli-
cables á éstas todos los artículos relativos al modo y manera de ser
de las acciones (arts. 160-169), esto no deja de ser una presunción
de más ó menos fundamento, pero que no constituye una declara-
ción del legislador que es lo que interesa.—(N. T.)
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separado tiene derecho al resarcimiento de daños (ar-
tículo 119, § II y III). En los mismos principios se in-
forma también la otra disposición (art. 120), por la que
la asamblea general, por mayoría obtenida con arreglo
al art. 158, y en consideración al derecho de los disi-
dentes de rescindir su contrato , puede subrogar otra
persona al administrador separado, muerto, quebrado,
sujeto á interdicción ó incapacitado; pero si son varios
los administradores, el nombramiento debe ser aproba-
do también por los otros. El administrador subrogado
se convierte en socio colectivo responsable sin limita-
ción.

147.—Otros principios diversos de los de la socie-
dad comanditaria simple, regalan la constitución, la ad-
ministración, el capital, y también los derechos y debe-
res de los socios de las comanditarias por acciones; pero
siendo estos principios igualmente comunes á la socie-
dad anónima, los expondremos después de haber indi-
cado las nociones especiales á esta última forma de so-
ciedad.

SECCIÓN SEGUNDA

Nociones particulares á las sociedades anónimas.

QD	 148. Es la forma más común de sociedad, en cuanto
permite reunir grandes capitales y no exige de cada uno
de los socios más que la responsabilidad limitada ó su
cuota respectiva, ó á sus acciones, pudiendo el capital
dividirse indistintamente en cuotas ó acciones. La so-
ciedad anónima por la garantía limitada que ofrece á
los terceros, por el gran número de personas que pueden
participar de ella, y por los abusos á que puede dar lu-
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gar, ha sido siempre objeto de especiales cuidados de
los legisladores, los cuales dictaron disposiciones enca-
minadas á garantir los intereses de los terceros, y los de
los mismos socios contra los administradores, á los que,

por la naturaleza especial de la sociedad, están obliga -
dos á conferir amplio mandato: de aquí, la necesidad de
mayores garantías para el cumplimiento de sus funcio-
nes propias.

149.—La sociedad anélniraa no existe bajo una ra-
zón social, pero es cualificada por el objeto de su empresa.
Esta sociedad es administrada por uno ó varios manda-
tarios, temporalmente revocables, sean socios ó no (ar-
tículo 131). En esto consiste una de las más importan-
tes diferencias entre la comanditaria por acciones y la
anónima; la primera es administrada por socios, rara vez
por extraños, responsables ilimitadamente; la segunda
por socios ó no socios que tienen el carácter de simples
mandatarios, y por eso no contraen por causa de su ad-
ministración responsabilidad personal por los negocios
sociales, sino la que es consecuencia del mandato, ó la
que la ley les impone (art. 122). He aquí explicado el
por qué de la necesidad de normas especiales que ase-
guren á los socios, é indirectamente también á los ter-
ceros, la responsabilidad de los administradores.

150.—El nombramiento de los administradores co-
rresponde á la asamblea general; pueden, sin embargo,
ser nombrados la primera vez en el acta de constitución,
pero en tal caso el mandato no puede serles conferido
por más de cuatro años ( art. 124), á fin de que no se
corra el riesgo de infeudar la sociedad en persona deter-
minada. Como quiera que sea, y á fin de que su mandato
se atempere á la voluntad de los administrados, se ha
establecido que donde sean varios los administradores
nombrados al mismo tiempo, la mitad de los nombrados
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se entiende que cesan en su cargo por primera vez á la
mitad del término del mandato, y que deben ser susti-
tuidos. Si son en número impar, la cesación indicada
será para la mitad menos uno del número total, salva
pacto en contrario. La designación de los administrado-
res que han de cesar se hace mediante sorteo. Los ad-
ministradores son siempre reelegibles, salvo que la
escritura de constitución ó los estatutos de la sociedad
no dispongan, otra cosa.

151.—La ley no regula tan sólo la separación de los
administradores, sino también el caso en que uno ó va-
rios de ellos lleguen á cesar en su cargo antes de tiem-
po por renuncia, muerte, quiebra, etc.; en tal caso, los
demás administradores, unidos á los síndicos, si la es-
critura social ó los estatutos no contienen disposición
contraria, proceden á sustituir al que falta, hasta la re-
unión de la asamblea general, deliberando á presencia
de dos terceros y tomando los acuerdos por mayoría ab-
soluta de votos. Si hay un solo administrador, en caso
de renuncia, debe ser convocada la asamblea general;
en caso de muerte ó de impedimento físico, el nombra-
miento provisional se hace por los síndicos, pero la
asamblea general debe convocarse con toda urgencia
para el nombramiento definitivo (art. 125).

152.—Para asegurar la responsabilidad de los admi-
nistradores de la sociedad anónima, se ha establecido
que á la garantía personal para el exacto cumplimiento
de su cargo se una la garantía real, consistente en una
caución por el importe de una quincuagésima parte del
capital social, salvo el que los socios acuerden su reduc-
ción en la escritura social (lo que puede ser de necesidad
cuando la quincuagésima parte del capital represente
una cifra excesiva) á una suma de 50.000 liras ó del va-
lor nominal de las acciones. La caución debe regular-
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mento prestarse en acciones de la sociedad, que pueden
indiferentemente pertenecer al administrador ó á un
tercero que se las haya suministrado al efecto, y deben
ser depositadas en la caja de la sociedad si en la escri-
tura social ó en la asamblea general no se ha designa-
do otro sitio. Si las acciones depositadas son al porta-
dor, deben convertirse en. nominativas, y en todo caso,
la obligación debe inscribirse en el libro de las acciones
para constituir á favor de la sociedad la prenda sobre las
acciones mismas, según lo dispuesto en el art. 455. Si,
pues, el capital no está dividido en acciones, y si el
modo de dar caución no está determinado en la escritu-
ra social, el tribunal proveerá (art. 123); al mismo co-
rresponde dictar también las disposiciones que procedan
en todos los demás casos en los que por circunstancias
de hecho se haga imposible ó difícil observar las pres-
cripciones de la ley (a).

SECCIÓN TERCERA

Disposiciones comunes á las sociedades en comandita
por acciones y anónimas.

153.—Veamos, primero que todo, cómo se constitu-
yen las sociedades. Dos son los modos de constitución.
Algunas veces, unos cuantos individuos convienen en
constituir una sociedad, asumen ellos mismos todas las

(a) Nuestro Código de 18S5 se inspira en esta parte en princi-
pios más liberales que los de la legislación italiana. El nombra-
miento de los administradores (art. 155) lo deja por completo á la
voluntad de los socios, y en cuanto á, su responsabilidad determina
(art. 15G) que es la misma de los mandatarios. Como no dieta regla
alguna respecto al modo de hacer los nombramientos, tampoco ha
tenido que prever los casos de cesación, reemplazos, etc., que tau
detalladamente determina la legislación italiana.—(N. T.)
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acciones, se constituyen legalmente, y después, si 10
creen útil, ceden total ó parcialmente las acciones por
medio de una suscripción pública. Pero esto no es posi-
ble sino cuando se trata de sociedades que tienen su ca-
pital relativamente pequeño. La mayor paite de las ve-
ces la formación de la sociedad ocurre de otra, manera.
Los iniciadores redactan un programa que indique el
objeto de la sociedad, el capital, las cláusulas prii

 de la escritura social 6 de los estatutos, 6 el proyec-
to interno de la escritura, y abren inmediatamente la,
suscripción de las acciones, declarando que const it Viril u la
sociedad si dentro de un cierto tiempo se suscribe el ca-
pital necesario. Las suscripciones son después recogidas
del modo indicado en el art. 130; pero ;í fin de que se
pueda proceder á la constitución de la sociedad, precisa
que se haya suscrito todo el capital y se hayan des-
embolsado al menos tres décimas del capital de cada, ac-
ción (á no ser que se trate de sociedades de seguros,
pues para favorecer su desenvolvimiento se requiere tan
sólo el desembolso de una décima), siempre que en el
programa de los promovedores no se haya prescrito el

desembolso de una suma mayor (art. 131). Y es ju: to
que así sea, porque reconocido necesario por los mismos
promovedores para la existencia de la sociedad un capi-
tal determinado, sería peligroso permitir la constitución
antes de que dicho capital estuviese reunido. Así lo dis-
ponen también otras muchas legislaciones (q), mientras
que el Código de 1865 se contentaba con la suscripción
de 415 del capital. El desembolso de las tres décimas se

exige á fin de que haya alguna garantía de que la suscrip-
ción es seria y resulte de algún modo asegurado el crédi-
to de la sociedad. Lo que no era posible con el sistema del

(a) La española no dice ni una palabra acerca do esto.— (N. T.)

13
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Código de 1865, el cual requería el desembolso de una
décima, á no ser que en el decreto de autorización se les
exigiese una cuota mayor. Las demás legislaciones re-
quieren algunas el desembolso del 10 por 100, otras el
del 20, y finalmente otras el del 25.

154.—Reunidas, pues, las suscriciones necesarias,
los suscritores que no han hecho aún el desembolso son
invitados á hacerlo dentro de un cierto término por me-
dio del correspondiente aviso que ha de insertarse en la
Gazzetta Ufficiale del Regno y en los diarios de los anun-
cios judiciales del lugar donde se trate de establecer el
domicilio de la sociedad. Transcurrido inútilmente este
término, los promovedores tienen la facultad de relevar
á los suscritores de la obligación adquirida, ó de forzar-
les al desembolso. Si los suscritores quedan relevados de
la obligación, no puede procederse á la constitución de
la sociedad si antes no se colocan nuevamente las ac-
ciones suscritas por aquéllos (art. 132). Los desembol-
sos, para mayor garantía aún de los suscritores, deben
hacerse en la Caja de Depósitos ó préstamos, ó en un
instituto de crédito legalmente constituído, y no pueden
después entregarse más que á los administradores; ó si
la sociedad no consiguió constituirse legalmente, á los
que los hicieron (art. 132-133).

155.—Hechos los desembolsos, se procede á la cons-
titución de la sociedad. A este efecto los promovedores,
en los quince días siguientes al vencimiento del térmi-
no fijado para el desembolso, á no ser que el programa
ó los estatutos dispongan otra cosa, deben convocar á
los suscritores á una asamblea general. Son estos sus •
critores, ó sus representantes y no otros, los que tienen
derecho de intervenir en la asamblea, porque antes de
la constitución de la sociedad la ley prohibe á estos sus-
critores vender ó ceder sus acciones, y esto con la in-
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tención de evitar los daños que podrían sobrevenir por
causa de los adquirentes si la sociedad no se constitu-
yese. Sin embargo, no está prohibido, con objeto de ha-
cer más fácil la adhesión á la sociedad, admitir un ter-
cero sin agio ó premio á la participación de los derechos
y obligaciones que nacen de la suscrición hecha ó por
hacer (art. 137).

La asamblea, (art. 134):
1.0 Reconoce y aprueba el desembolso de las cuotas

sociales y el valor de las cosas muebles ó inmuebles
aportadas, si ha sido determinado; si no lo ha sido, nom-
bra uno ó varios peritos para fijar su justo precio.

2.° Discute y aprueba los estatutos de la sociedad,
si no han sido aceptados al tiempo de la suscrición.

3.° Acuerda sobre la reserva de participación en las
utilidades sociales hecha en favor de los propios promo-
vedores.

4.° Nombra en la sociedad anónima los administra-
dores, si no han sido designados en el acto en que se hi-
cieron las suscriciones.

5.° Nombra los síndicos.
Cada suscritor tiene un voto, cualquiera que sea el

número de las acciones suscritas, y para la validez de
las deliberaciones se requiere la presencia de la mitad
de los suscritores y el consentimiento de la mayoría ab-
soluta de los presentes (art. 156, § 2.°).

Podría suceder que algunos de los suscritores no es-
tuviesen bastante enterados para deliberar; en tal caso,
para asegurar la seriedad de las deliberaciones, la ley
les da el derecho de pedir el aplazamiento de la reunión
por tres días; si la propuesta es apoyada por tantos sus-
critores como sea preciso para que constituyan un cuarto
del capital representado en la reunión, el aplazamiento
es de ley. Si se pidiere un término más largo, pero no
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mes,mesundedmayor,a	 decide la mayoría. Toda dilación ma-m
yor de un mes debe ser consentida por las tres cuartas.
partes de los asistentes (art. 135). Cumplido por la asam-
blea general cuanto está prescrito, conforme á la ley y á,
la orden del día, se procederá acto continuo á la estipu

lación del acta de constitución de la sociedad, con el
concurso de los asistentes, los que representan á este

efecto á los socios no presentes. Si no es posible dejar
terminada el acta de constitución en el mismo día, la

sesión puede continuarse en los días sucesivos, sin inte-
rrupción (art. 136).

156. ,Cuáles son los derechos y deberes de los pro-
movedores? Estos derechos y deberes están determina-
dos por las mismas funciones propias de su condición

que son las de procurar la constitución de la sociedad..

La ley se ocupa en esto con el principal objeto de ga-
rantir á los socios contra los lazos que puedan tenderles
los mismos promovedores y contra las ventajas excesi-
vas que puedan éstos haberse res eirvado en el contrato,

social. En el período de preparac;,,in de la sociedad los

promovedores son responsables ilimitada y solidaria-

mente de las obligaciones que contraigan para consti-

tuir la sociedad, salvo, como diremos en breve, el dere-
cho á repetir contra ésta si llega á constituirse. Asumen

á su cargo y riesgo las consecuencias de los actos y los

gastos necesarios para la constitución de la sociedad; y

si ésta no llega por cualquier causa á constituirse, no
pueden repetir contra los suscritores de las acciones (ar-
tículo 126), debiendo soportar las consecuencias de los
propios hechos. Constituida, pues, la sociedad, tienen
derecho los promovedores al reembolso de los gastos pro-
ducidos por causa de su constitución, siempre que se
trate de gastos necesarios. No pudiendo, sin embargo,
conceder comisiones á los que hubiesen garantizado y
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asumido la colocación de las acciones (art. 127■, lo que
ciertamente parece un rigor excesivo, no podrán tampo-
co pedir el reembolso de las sumas satisfechas en tal
concepto. Todavía más; los actos que los promovedores
hayan debido practicar para constituir la sociedad, obli-
garán á ésta, y los demás actos requerirán para ello la
aprobación de la asamblea general (art. 138).

La ley, como hemos dicho, no quiere que los promo-
vedores se aseguren ventajas excesivas, de modo que
puedan inducirles á promover la fundación de socieda-
des sin asegurarse de la bondad de la empresa. No pue-
den, por consiguiente, reservarse en su provecho ningún
premio, agio 6 beneficio particular, representado en cual-
quier forma por adjudicación de capital, por acciones ú
obligaciones de favor. Todo pacto en contrario es nulo
(art. 127, § 1.°) Pero la razón de la ley falta siempre
que la participación, á más de ser limitada, deba sacarse
de las utilidades, cuya existencia revelan ya de por sí la
bondad de la empresa. Por eso pueden reservarse una
participación no mayor de un décimo de las utilidades
netas de la sociedad, durante uno ó varios ejercicios,
siempre que éstos no excedan del tercio de la duración
de la sociedad, y en todo caso no excedan de cinco años
de ejercicio; pero no pueden estipular que el pago tenga
lugar antes de la aprobación del balance (art. 127) (a).

(a) Todo este lujo de detalles del Código de Italia, respecto á la
constitución de la sociedad y á las ventajas que han de concederse
á los promovedores, no existe en el Código español, porque uno y
otro se fundan en principios muy distintos. El uno, el italiano,
tiene un carácter tutelar, protector, casi paternal; el legislador
se ha inspirado principalmente en el principio de la desconfian-
za, y trata á, los socios y á los terceros como si fueran menores
de edad que hubieran de caer en manos de tutores sin conciencia;
el otro, el español, confía en que el propio interés del accionista
sabrá evitar los escollos y peligros á que puede inducirle el que
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157. El capital de las sociedades en comandita por

acciones y el de las anónimas, se divide, parcialmente
en las primeras, totalmente en las segundas, en acciones
(si bien el de estas últimas, corno hemos dicho, pueden
también dividirse en cuotas). La palabra acción tiene tri-
ple significado: puede de hecho indicar una de las frac-

cion es en que está dividido el capital social, el documen-

to, b el conjunto de los derechos del poseedor.

158.--Bajo el primer aspecto puede estar constituido

por cualquier cosa que pueda aportarse á la sociedad;

pero que apenas trasferida se traduce en valor de accio-

nes, y tan sólo con arreglo á éstas se miden los derechos

de los socios. Por eso precisamente las acciones deben

ser de igual valor. Estas acciones confieren á los posee-
dores iguales derechos, si no se ha establecido lo contra-

rio en la escritura social, salvo, sin embargo, como vere-
mos más adelante, á todo accionista el de recho de voto
en la asamblea general (art. 164). La división de las
acciones en fracciones, admitida explícitamente por otras

leyes, debe presumirse consentida por el silencio de la

nuestra, sin que pueda servir de obstáculo lo dispuesto
en el art. 170, como algunos han creído (a). Se entiende

también que dividida una acción en fracciones, los posee-

dores de las varias fracciones no podrán tomar parte en

las asambleas generales sino delegando para represen-

tarles á uno de ellos, és también á un extraño.
159. La acción considerada como documento sirve

trate de hacer negocio á su costa, le considera mayor de edad y con
conocimiento bastante, so inspira en el principio de libertad, siem-
pre más fecundo que su contrario.— N. T.)

(a) Art. 170. Cuando una accién nominativa llega á ser de
propiedad de varias personas, no estará obligada la sociedad á ins-
cribir ni á reconocer la trasferencia hasta que no hayan designad•
aquéllos un sólo titular.—(N. T.)

1
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como medio de prueba de la cualidad de accionista,
cuyo medio es exclusivo si la acción es al portador, no
exclusivo si es nominativa, resultando también en este
caso la cualidad de accionista del registro social en que
se inscribió al suscritor primitivo ó á los sucesivos cesio-
naros ó herederos (art. 169). La ley faculta libremente
á la sociedad para dar á las acciones la forma nominati-
va ó al portador; pero á fin de que los suscritores de las
acciones de la sociedad no puedan eximirse de hacer los
desembolsos ulteriores, perjudicando de este modo la con-
dición de los acreedores sociales, establece que las accio-
nes no pagadas por entero deben siempre ser nominati-
vas, y añade que los suscritores y los sucesivos cesiona-
rios son responsables del importe total de sus acciones,
no obstante cualquier cesión de las mismas (art. 166).
Este sistema es también el seguido por las leyes ingle-
sa, belga y alemana. Otras legislaciones siguen en su lu-
gar un sistema distinto: ó limitan la responsabilidad de
los suscritores primitivos, y de un habiente causa á un

cierto tiempo y hasta un cierto valor de la acción (ley
francesa y Cód. ital., 1865), 6 admiten la responsabili-
dad limitada ó ilimitada, según que se trate de acciones
al portador 6 de acciones nominativas (Código suizo) a) .

160.—Nominativa mente 6 al portador, las acciones
deben contener (art. 165):

1.° El nombre de la sociedad.
2.° La fecha de la escritura social y de su publica-

ción, con indicación del lugar donde se haya hecho.
3.° El importe del capital social y el número y la

suma total de las acciones.
4.° La duración de la sociedad.

(a) Entre estas últimas está el Código español, por más que di-
fiere de la legislación suiza en el modo y manera de hacer efectiva
la responsabilidad.—(N. T.)
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Deben, además, estar suscritas por dos administra-
dores, ó por el administrador único.

161. Considerada desde el punto de vista de los de-
rechos del poseedor, la acción es una especie de título
de crédito que confiere el derecho á una cierta parte de
los provechos, y de ordinario, aunque no siempre, como
veremos, á una parte del capital social. Además de esto
confiere el derecho de voto en las asambleas generales.
Pertenecen á la especie de cosas declaradas muebles por
la ley (art. 418, Cód. civ.).

162.—Las acciones pueden ser de varias especies;
se distinguen principalmente : Acciones de capital, que
son las más importantes y constituyen el equivalente de
los desembolsos hechos; Acciones de goce ( di godimento ),

que la sociedad emite en sustitución de las acciones de
capital que se hayan reembolsado. En este caso, como no
es justo que el accionista reembolsado salga de la socie-
dad, se le da una acción que se llama de goce, y que da
derecho tan sólo á una parte de las utilidades, conser-
vándole de este modo la cualidad de socio; Acciones in-

dustriales, las cuales se dan en equivalencia de trabajo,
privilegios de invención, explotación, etc., que algunos
aportan á la sociedad á título de cuota social. Estas

acciones se llaman también no ,pagaderas, mientras que

las de capital se llaman pagaderas ; Acciones de prio-

ridad 6 prelación, ó sea las que dan derecho á la distribu-

ción de las utilidades, y algunas aveces también á la del

capital con prioridad sobre los demás accionistas. Estas
acciones, bastante usadas en Alemania y áun en Francia,

lo son poco entre nosotros; su validez jurídica en tanto
que confiere un derecho de prelación áun en lo referente
al percibo del capital fué objeto de controversia, impug-
nándose por algunos que se apoyaban en el principio
del art. 1.719, § II del Código civil, por el que es nula



DERECHO MERCANTIL	 201

la convención en cuya virtud los capitales ó efectos
puestos en sociedad por uno ó varios socios se declaren.
exentos de las pérdidas. Acciones de fundación 6 de
premio, que son las que se conceden á los promovedores
de las sociedades en compensación de los trabajos pres-
tados. Entre nosotros tales acciones tropiezan con el
obstáculo del ya citado art. 127

163. Los fondos de que dispone la sociedad pueden
no ser suficientes; entonces se ofrecen á la sociedad dos
caminos para procurarse los fondos que necesite: pedir
que se hagan los desembolsos no efectuados todavía, y
si ya lo hubiesen sido todos aumentar el capital , ó re-
currir al crédito; lo primero será procedente cuando la
necesidad á que se trata de proveer haya de durar por
toda la vida de la sociedad; lo segundo procederá cuan-
do se trate de necesidades temporales. Así, pues, cuando
la sociedad recurra al crédito, si no se trata de cantida-
des de poca monta, en cuyo caso puede contraer un prés-
tamo simple, se procurará los fondos entregando á los

(a) En materia de acciones, la diferencia más notable que hemos
de señalar entre la legislación italiana y la española es la relativa
á la responsabilidad de los suscriptores de las mismas por razón de
los desembolsos pendientes. El Código de comercio español ( ar-
tículo 164) prescribe, que en todos los títulos de las acciones, ya
sean nominativas ó al portador, se anotará siempre la suma del ca-
pital desembolsado á cuenta de su valor nominal, 6 que están libe-
radas.

Si las acciones son nominativas, y han de serlo forzosamente
hasta el desembolso del 50 por 100 de su valor, responderán del
pago de lo no desembolsado, solidariamente y á elección de los ad-
ministradores de las compañías, el suscriptor y todos los cesiona-
rios que le hayan sucedido, sin que contra esta responsabilidad pue-
da establecerse pacto alguno.

Si son al portador responderán de los desembolsos sus tenedores,
y si no compareciesen se anularán sus títulos y se podrán expedir
otros duplicados que se enajenarán á alienta y cargo de los tene-
dores no presentados.— (N. T.)
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que acudan en auxilio de la sociedad, títulos nomina-
tivos ó al portador, que se llaman Obligaciones. Estos
títulos son reembolsables en un cierto plazo, y dan dere-
cho á un producto anual determinado. Su emisión puede
hacerse á un por medio de pública suscripción , y 	 -enton
ces los administradores deben publicar un prospecto que
indique (art. 173):

1.° El nombre, objeto y domicilio de la sociedad.
2.° El capital social.
3.° La fecha de la escritura social y de los que han

introducido cambios en las mismas .5 en los estatutos, y

la fecha de su publicación.

4.° El estado de la sociedad según el último balance
aprobado.

5.° El importe total de las obligaciones que se quie-
ren emitir y el de las ya emitidas, el modo de hacer el

pago, el de su reembolso y el del valor nominal de cada
una, indicando el interés que produzcan, y si son nomi-

nativas ó al portador.
6.° La fecha en que se publicó el acuerdo de la

asamblea que aprobó la emisión.
164.—Las legislaciones modernas dictan además, so-

bre este tema de las obligaciones, reglas especiales en
interés de los terceros y de los acreedores sociales. La
ley italiana establece:

1.° Que la emisión de las obligaciones, que puede
hacerse, áun cuando el capital no se haya desembolsado
por entero, porque áun entonces pueden presentarse ne-
cesidades temporales, no puede exceder de la suma que
importa el capital desembolsado y todavía existente, se-
gún el último balance aprobado; salvo que la excedencia
esté garantizada con títulos nominativos de la Deuda
del Estado, de las provincias ó de los municipios, que
tengan vencimiento equivalente y se depositen en las
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Cajas de Depósitos 6 préstamos para quedar allí hasta
la extinción de las obligaciones emitidas (art. 171).

2.° Que la emisión, áun cuando estuviera prevista en
la escritura social 6 en los estatutos, no pueda hacerse
sin acuerdo de la asamblea general tomado por mayoría
en la forma prevenida en la primera parte del art. 158.

Si la emisión se hace por suscripción pública, su
acuerdo, juntamente con la minuta del prospecto indi-
cado en el art. 173, deberá depositarse en el tribunal, á,
fin de que éste pueda cerciorarse del cumplimiento legal
de las condiciones requeridas al efecto por la ley. En el
caso en que la emisión se haga por una suma excedente
del capital desembolsado y áun existente, se depositará,
juntamente con el acuerdo y la minuta del prospecto, el
documento comprobante de haberse hecho el depósito
de los títulos que deben garantir el exceso. El acuerdo
de la asamblea no puede ejecutarse sino después de
transcrito en el registro de la sociedad (art. 172).

La naturaleza misma de las obligaciones explica
cómo sus poseedores no deben tener derecho de inge-
rirse en la administración de la sociedad; según algunas
legislaciones, pueden, sin embargo, inspeccionar el em-
pleo de sus capitales, y áun tener voto consultivo en las
asambleas generales (a).

165.—El capital de las sociedades por acciones puede
llegar á disminuir, por hacerse difícil 6 imposible la
conservación del objeto social y poner en peligro los in-

(a) De las obligaciones que pueden emitir las compañías no ha-
bla en general nuestro Código, conteniendo tan sólo algunas reglas
peculiares á las sociedades de crédito (art. 176), de ferrocarriles y
demás obras públicas (arts. 186, 187), y bancos de crédito territo-
rial (arts. 201, 207, 208), reglas escasas además y que revelan que
el legislador español no ha concedido importancia, á asunto tan in-
teresante como éste. —(N. T.)
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tereses de los terceros, los cuales no tienen otra garan-
tía que el capital con que se constituyó la sociedad; sí
que es cierto que en la comanditaria por acciones hay
además la garantía personal del socio ó de los socios
comanditarios, pero esto es poca cosa, importando mu-
cho más, como hemos dicho, en esta forma de sociedad
el elemento capital. Por todo esto las legislaciones se
ocupan en ello, y nuestro Código también impone á los
administradores para el caso en que el capital haya dis-
minuido en un tercio, la obligación de consultar á los
socios si quieren reintegrarlo, reducirlo á la suma que
quede, ó disolver la sociedad. Si la disminución llega á
los dos tercios del capital, la disolución procede de dere-
cho, si la asamblea de los socios consultada el efecto no
acuerda reintegrarlo ó reducirlo al caqital efectivo res-
tante (art. 146). Para este acuerdo se requiere una ma-
yoría especial, y además, los socios disidentes, si se hu-
biere acordado el reintegro ó el aumento del capital,
pueden rescindir su contrato con la sociedad (art. 158),
salvo, sin embargo, lo que hemos dicho respecto á la
publicidad de estos acuerdos (a).

(a) En nuestro derecho sólo la pérdida entera del capital será
motivo de disolución de la compañía (art. 221); las pérdidas parcia-
les ó reducciones efectivas pueden ser motivo determinante de que
la sociedad en la forma y modo que determinen sus estatutos, ó la
escritura social (art. 168), pero en junta general extraordinaria
reunida al efecto, acuerde la reducción nominal. A esta junta ha-
brán, por lo menos, de concurrir las dos terceras partes de socios, y

habrán de estar representadas por ellas las dos terceras partes del
valor nominal del capital.

La reducción acordada podrá cumplirse desde luego si el capital
efectivo restante, después de hecha, excede en 75 por 100 del im-
porte de las deudas y obligaciones de la compañía. En otro caso n.o
podrá hacerse hasta que se liquiden y paguen todas las deudas Y

obligaciones pendientes á la fecha del acuerdo, á no ser que la
compañía obtuviere el consentimiento previo de sus acreedores.

Para la ejecución de esto, los administradores presentarán al
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166. Hemos expuesto ya como respecto al nombra-
miento y sustitución de los administradores, cada una de
estas dos formas de sociedad tiene normas particulares;
ahora vamos á exponer las reglas que se refieren espe-
cialmente á los modos de administrar, así como las que
se refieren á los derechos, obligaciones y responsabilidad
de los administradores, reglas que son comunes á en-
trambas formas de sociedad.

Órganos administrativos de la sociedad por acciones,
son pues: a) , los administradores y los directores; b) , las
asambleas generales; e) , los síndicos.

167.—a 1 .—Los administradores, de cualqnier modo
que hayan sido nombrados, deben notificar su nombra-
miento á la secretaría del tribunal en cuya jurisdicción
esté establecido el domicilio de la sociedad, dentro de
los tres días siguientes u haber tenido noticia de dicho
nombramiento, en documento inscrito por ellos á pre-
sencia del secretario del tribunal, 6 de otra manera en
forma auténtica. Deben también hacerse entregar pol-
los promovedores todas las actas y documentos referen-
tes á la constitución de la sociedad (art. 139). Además
de los libros prescritos á todo comerciante, los adminis-
tradores de las sociedades deben tener (art. 140):

1.° El libro de los socios, en el que debe inscribirse
el nombre y apellido, ó la firma, y el domicilio de los so-
cios ó de los suscriptores de acciones, y los desembolsos
hechos sobre la cuota ó sobre las acciones, tanto respec-
to al capital primitivo, cuanto respecto á todos los
aumentos sucesivos, y debe contener la declaración de

juez ó tribunal un inventario, en el que se aprecianín los valores
en cartera, el tipo medio de cotización del -último trimestre y los
inmuebles por la capitalización de sus productos, según el interés
legal.—(N. T.)
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cesión de las cuotas ó de las acciones nominativas, según
las disposiciones del art. 169.

2.° El libro de las reuniones y de los acuerdos de las
asambleas generales, cuando las actas de las sesiones no
consten en documento público, y en este caso las copias.
de ellos.

3.° El libro de las reuniones y de los acuerdos de los
administradores, cuando la sociedad tenga varios admi-
nistradores.

Los libros indicados en los números 1.° y 2.°, debe
permitirse que sean examinados por los socios. Del con-
tenido del libro de las acciones y desembolsos hechos,
deben, á petición de los socios que lo deseen, expedirse
certificaciones, pero á, sus expensas (art. 142).

No pueden adqu:rir por cuenta de la sociedad las
acciones, más que en el caso de que la adquisición se
haya autorizado por la asamblea general, y siempre que
se haga con sumas retenidas á este efecto de las utilida-
des regularmente percibidas y estén las acciones libera-
das por entero, porque de otra manera estas adquisicio-
nes se resuelven en una disminución del capital social,

y podrían hacerse con objeto de influir en la cotización
de las mismas. No pueden tampoco prestar sobre sus
acciones, porque la garantía sería ilusoria, por cuanto
sería una garantía que se daba la sociedad á sí mis-
ma (a).

(a) El Código español exige los mismos libros que el italiano
(art. 33, último párrafo, 162), pues á-un cuando el segundo no se
llame libro de socios, sino de acciones, como en él no se han de ins-
cribir otras acciones que las nominativas y sus respectivas trans-
ferencias, es claro y evidente que se trata de un mismo libro.

En cuanto á la compra de las acciones hechas por la sociedad
(art. 166), y en cuanto á los préstamos con garantía de las propias
acciones (art. 167), disponen lo mismo ambos códigos.—(N. T.)
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168.—Los poderes de los administradores, si no están
determinados en el acta de constitución ó en los estatu-
tos, comprenden todos los actos pertenecientes y necesa-
rios al ejercicio del comercio por la sociedad, incluso el
nombramiento de todos los empleados de la misma (ar-
tículo 143), y tienen mucha semejanza con las de los
factores respecto al principal.

Si son varios los administradores, se requiere para
la validez de sus acuerdos la presencia, por lo menos, de
la mitad de ellos, á no ser que la escritura social exija
mayor número (art. 141). Sin embargo, el administra-
dor, que en una determinada operación, tiene en su
propio nombre y como representante de otro, intereses
contrarios á los de la sociedad, debe ponerlo en conoci-
miento de los demás administradores y de los síndicos,
y abstenerse de tomar acuerdo y de deliberar en lo refe-
rente á dicha operación. En este caso, así como también
en el caso en que el administrador, exento de culpa,
haya hecho constar su disentimiento, cuando el acuerdo
no se haya aprobado por los síndicos, solamente serán
responsables de las pérdidas que por ello sufra la socie-
dad. los administradores que hayan adoptado el acuer-
do (art. n0).

169.—La responsabilidad de los administradores es
doble; esto es, como mandatarios, y como magistrados
sociales, á los que la ley impone la obligación de procu-
rar el cumplimiento de las disposiciones dictadas por
ella, y de las que se contienen en la escritura social y

en los estatutos de la sociedad. Como mandatarios res-
ponden los administradores del exacto cumplimiento de
su cometido, es decir, del dolo y de la culpa que les sean
imputables. Como magistrados sociales los administra-
dores son solidariamente responsables para con los so-
cios y los terceros (art. 147).
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1.° De la verdad de los desembolsos hechos por los
socios.

2.° De la existencia real de los dividendos pagados.
3.° De la existencia de los libros exigidos por la ley

y de su regularidad en el modo de llevarlos.
4.° Del exacto cumplimiento de los acuerdos de las

asambleas generales.
5.° Y en general de la exacta observancia de los de-

beres que les impone la ley; la escritura social y los es-
tatutos que no sean propios exclusivamente de un cargo
determinado y personal, en cuyo caso responde tan sólo
aquel á quien incumba semejante cargo.

Consecuencia de todo género de responsabilidad es

el resarcimiento de los daños; y á más las sanciones pe-
nales en que incurran á tenor de los artículos 247 y si-
guientes.

170.—A fin de que la responsabilidad de los admi-
nistradores sea realmente eficaz, es necesario que las
acciones que la ley da contra, ellos puedan ejercitarse fá-
cilmente. Hay á este propósito dos intereses encontra-
dos: por un lado el interés social exige que la minoría no
perturbe en cualquier momento la administración; por
otro el interés de la justicia requiere que se provea á,
ello. La legislación precedente proveía por medio de una,
acción administrativa que se ejercitaba por los inspecto-

res provinciales. El Código vigente provee dando á los.
socios contra los administradores una acción adminis-
trativa y una acción judicial. Con la primera de estas,
acciones todo socio tiene derecho á denunciar á los sín-
dicos los hechos que repute censurables, y éstos deben
dar cuenta de las denuncias recibidas en sus informes á
las asambleas. Si los socios reclamantes representan al
menos una décima parte del capital social, y los sín-
dicos entienden que la reclamación es fundada y urgen-
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te, deben éstos convocar inmediatamente la, asamblea,
general, y de no ser así, dejarlo para la asamblea, más
próxima; en ambos casos la asamblea debe tomar un
acuerdo respecto á la reclamación. En cuanto á la, acción
judicial contra los administradores, compete en primer
lugar á la asamblea general que la ejercite por medio de
los síndicos, y si se trata de graves irregularidades, los
socios mismos, siempre que éstos representen por lo mo-
nos una octava parte del capital. Estos socios pueden
denunciar los hechos al tribunal, quien pude ordenar

la inspección de los libros sociales, y visto el resultado
de esta inspección, ordenar también la convocación de la
asamblea general (arts. 152, 153). Finalmente, tratán-
dose de violaciones del acta de constitución, de los esta-
tutos b de la ley, las acciones judiciales podrían, según
algunos, ejercitarse contra los administradores á u i por
los mismos socios particularmente (art. 147); pero la
opinión más admitida no concede estas acciones sino á
la asamblea general.

171.—De la separación de los administradores ya he-
mos hablado á propósito de cada una de las sociedades
por acciones; aquí diremos tan sólo, que todo adminis-
trador, como también todo síndico ó representante de la
sociedad, cesa de derecho en su cargo y debe ser reem-
plazado, si ha sido declarado en quiebra, incapacitado (›
inhabilitado, ó si es condenado á pena aflictiva por cual-
quier delito, ó í pena, correccional por delito de corrup-
ción, falsedad, hurto ó estafa (art. 151).

172.—Cuando la sociedad tiene gran desarrollo y re-
quiere el trabajo continuo de una persona, se suele, á
más de los administradores, nombrar un director, al cual
se confía la parte ejecutiva de las operaciones sociales,
y consiguientemente la relativa representación de la so-
ciedad. El director puede ser nombrado en los estatutos,

14
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en la esvritura social, por la asamblea general, 6 tam.-
iébn por los mismos administradores. Sus atribuciones,

ndo no han sido particularmente determinadas, se re-
fieren át los negocios ordinarios, ó, corno dice la ley (ar-
tículo 14s), á, la parte ejecutiva de las operaciones socia-
les. Estos, lo mismo que los administradores, son doble-
mente responsables para con los sociosY 

para con los
terceros, 6 sea como mandatarios y como magistrados so-
ciales (art. 148) (a).

173.—b). Las asambleas generales constituyen elpo-
der supremo de la sociedad. Son ordinarias y extraordi-
narias (art. 154).

La asamblea ordinaria se reune á lo menos una vez
al año, dentro de los tres meses siguientes á la termina-
ción del ejercicio social; esta asamblea debe, á más de
los asuntos que haya de tratar, poner á la orden del día:

1.° La discusión, aprobación ó modificación del ba-

lance, oído el informe de los síndicos.
2.° La sustitución de los administradores que cesen

en sus cargos.

3	 El nombramiento de los síndicos.

4.0 El determinar la retribución de los administra-

dores y de los síndicos si no se ha establecido en la es-

critura de constitución.
La asamblea extraordinar ia se reune siempre que sea

necesario se haya pedido por tantos socios que 
Te re-

senten, por lo menos el quinto del capital social (ar-

(u,) La responsabilidad de losa
 dministradores como la de los di-

rectores se determina en nuestro derecho no de un modo concreto

y 
detallado, sino por razón de su carácter de mandatarios 

y con

arreglo (1, los términos del mandamiento que respectivamente les

h	

,
aya dado la sociedad, ya en la escritura social en los estatutos,

do
a por acuerdos posteriores de la sociedad. La resp 	 Código

onsa elbilidad en

oneopto	 magistrados sociales es la mismay
que exige 

iialiano.---(N. T.)
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título 159). Las asambleas son convocadas por los admi-
nistradores; excepcionalmente por los síndicos (art. 152)
45 por el tribunal (art. 15). Tienen derecho de interve-
nir en ellas todos los socios, sin que pueda establecerse
lo contrario en la escritura de constitución (art. 164).
Los socios pueden también hacerse representar por man-
datarios, sean ó no socios; pero el ejercicio de este dere-
cho puede limitarse en los estatutos ó en la escritura de
constitución. Los administradores no pueden ser man-
datarios i art. 1601, no pueden dar su voto en la apro-
bación de los balances ni en los acuerdos referentes á su
responsabilidad (art. 161). Para que la asamblea pueda
acordar es necesaria la presencia de tantos socios que
representen al menos la mitad del capital social. Los
acuerdos se toman por mayoría de votos. Todo accionis-
ta tiene un solo voto hasta cinco acciones. El accionista
que posea más de cinco y menos de 100, tiene un voto
por cada cinco acciones; si pasan de 100, tiene sobre los
votos correspondientes á los 100 uno más por cada 25.
En la escritura de constitución ó en los estatutos pue-
den derogarse estas disposiciones (art. 157), salvo, sin
embargo, el derecho de voto á todo accionista. Si una
asamblea no es válida por falta de;nLmero, puede con-
vocarse segunda vez, y entonces puede acordar sobre los
asuntos sometidos á la primera, sea cualquiera la parte
de capital que representen los socios reunidos. Si el día
para la asamblea segunda vez convocada no se ha indi-
cado en el aviso publicado para la primera, el término de
quince días de anticipación con que debe publicarse di-
cho aviso, según lo dispuesto en el art.. 155, puede redu-
cirse á ocho.

174.—Hemos visto cuál es, de ordinario, la mayoría
requerida para la validez de los acuerdos de la asamblea
general. Añadamos ahora que hay acuerdos de tal natu-
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raleza que, por razón de su importancia, requieren regu.-
En-mente una mayoría especial (art. 158). Cuando á este.
efecto no dispongan otra cosa la escritura de constitu-
ción ó los estatutos, será siempre' necesaria lapresencia
de un número de socios que representen las tres cuartas
partes del capital social, y el voto favorable de los socios
asistentes que representen, por lo menos, la mitad de'
dicho capital para acordar:

1.° La disolución anticipada de la sociedad.
2.° La prórroga de su duración.
3.° La fusión con otras sociedades.
4.° La reducción del capital social.
5.° La reintegración ó el aumento de dicho capital.
6.° El cambio de objeto de la sociedad.
7.° Cualquier otra modificación de la escritura de

constitución.
Esta misma mayoría se requiere también en los casos

indicados en los artículos 119, 172 y 210 (a).
175.—Los acuerdos tomados por las asambleas gene-

rales dentro de los límites de la escritura de constitu-
ción, de los estatutos ó de la ley, son obligatorios para
todos los socios, aunque no hayan asistido ó fueren disi-
den tes. No debe ser lícito á la mayoría obligar á la mi-
noría á consentir acuerdos que modifiquen las bases fun-
damentales del contrato social. De aquí que los socios,
disidentes de los acuerdos relativos á la fusión de la
sociedad, reintegro 6 aumento de capital, cambio de ob-
jeto de la sociedad y prórroga de la misma, si no está
autorizada en la escritura de constitución, tienen dere-
cho á rescindir su compromiso con la sociedad y á obte-

(a) Se refieren éstos á la separación de los administradores en
las comanditarias por acciones, á la emisión de obligaciones, y al
nombramiento de liquidadores en el caso de disolución de la socie-
dad.—(N . T.)
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ner el reembolso de sus cuotas ó acciones, en proporción
al activo social, según el último balance aprobado (ar-
tículos 163 y 158). La rescisión debe pedirse por los que
asistieron á la asamblea en las veinticuatro horas si-
guientes á la clausura de la misma, y por los demás so-
cios, dentro del mes siguiente á la publicación del acuer-
do en los periódicos de anuncios judiciales, bajo pena de
caducidad.

Por último, si el acuerdo fuese manifiestamente con-
trario á la escritura de constitución, á los estatutos ó á
la ley, podrían todos los socios oponerse á él, y el presi-
dente del tribunal, oídos los administradores y los sín-
dicos, podría suspender la ejecución, mediante providen-
cia que se notificará á los administradores (a).

176.—c) Hablemos ahora de los síndicos.
Los accionistas, particularmente ó en asamblea ge-

neral, difícilmente pueden ejercer una vigilancia eficaz
sobre la conducta de los administradores; por esto es
por lo que varias legislaciones crean autoridades ó car-
gos especiales destinados á esta vigilancia. Bajo el hn-
perio del ya derogado Código, la vigilancia sobre las so-
ciedades se confiaba á una oficina provincial de inspec-
ción, compuesta del prefecto y de dos miembros elegi-
dos, todos los bienios por la Cámara de Comercio (Real
decreto 5 Septiembre 1S6 9, en sustitución del de 27
Mayo 1866), pero el Código vigente prefiere sabiamente
confiar el cargo de vigilar á magistrados especiales,

(a) La reuni(;n de las juntas generales, ordinarias y extraordi-
narias y el modo y forma (le contar y constituir la mayoría, de las
mismas, se determinará en la escritura de constituci<;n (art. 151,
Cód. com. esp.) La ley salo especifica la necesidad de convocar junta.
general extraordinaria, y el modo y forma de constituir mayoría en
ella si se trata de la reducci4n. 4 aumento (19 capital social (artícu.-

• $	 lo 168). (Véase la nota b de la pág. 175 —).(N. T.), 
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nlados síndicos, nombrados por los mismos accionistas,
como salvo diferencias de forma, se practicabaya en
otras legislaciones. A este efecto, se dispone que en toda.
asamblea ordinaria y en la que procede la constitución
de la sociedad, se deban nombrar tres 6 cinco síndicos.
y dos suplentes para la vigilancia de las operaciones so-
ciales y para la revisión del balance.

Los síndicos pueden ser ó no socios, retribuidos 6
gratuitos. No son elegibles ó pierden sus cargos los pa-
rientes y afines de los administradores, hasta el cuarto
grado de consanguinidad ó de afinidad. En caso de muer-
te, renuncia, quiebra ó separación de alguno de los sín-
dicos, entrarán á sustituirlos los suplentes, por orden de-
edad. Si éstos no bastaran para completar el número„
los síndicos que queden llamarán en sustitución de los
que falten á otras personas, que desempeñarán su cargo.
hasta la reunión de la próxima asamblea general (ar-
tículo 183).

177.—Los síndicos deben (art. 184):
1.° Fijar, de acuerdo con los administradores de la

sociedad, la forma de los balances y de los estados de la

situación de las acciones.
2.° Examinar al menos todos los trimestres los libros

de la sociedad, para conocer las operaciones sociales y

comprobar la bondad del modo de llevarlos.
3.° Hacer con frecuencia y de improviso arqueos de

Caja, cuando menos cada tres meses.
4.° Reconocer una vez al menos todo? los meses, con

arreglo á lo que arrojen los libros de la sociedad, la exis-
tencia de los títulos ó valores de toda especie que estén
depositados, en prenda, caución 6 custodia en poder de
la sociedad.

5•° Comprobar el cumplimiento de las disposiciones
de la escritura de constitución y de los estatutos refe-
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re n te5 . las tonkli,'iones estable■• idas para la intorvon-
cin de les sozfios en las asambleas.

6.‘" Revisar el balanceinformar sobro el mismo en
el t(rmino marcado en los art s. 1 :1	 1	 .

•	 Vigilar las opera cienes de la liquidacion.
Convo,'ar, ajustandoso :1 las reglas establecidas en

el ar:. 1:.):N . a la asamblea extraordinaria y tambi ‘-‘n	 la
•■ •	 •	 •

ortrinana. en los casos de onnsion por parte do los admi-
nistraaores.

o	 Intervenir en todas las a samblúas, Yenerales....	 •	 • •

10. Y en general velar por que los administradores
cumplan lo dispuesto en la ler, la escritura de const it u-
ción r los estatutos.

Los síndicos pueden asistir a las reuniones de los ad-

ministradores y hacer inscribir en la orden del día. de
esta reunión, y en la de las asambleas ordinarias y ex-
traordinarias. las proposiciones que crean oportunas.
Son responsables para con los socios del exacto t'unipl i-

miento de las obligaciones de su cargo, pero no para con
los terceros; en general el art. 1S5 declara que la exten-
sión y los efectos de la responsabilidad de los síndicos

se determinan por las reglas del mandato (a).

17S. Para acabar de exponer la doctrina relativa ií

(a' Aun cuando los socios pueden acordar la ereacicSn del con-
sejo de vigilancia que constituyen los síndicos en el derecho italia-
no. y ánn otros medios más eficaces para que sus intereses no pa-
dezcan en manos de administradores poco celosos, &' lo que os peor,
poco escrupulosos, hubiera sido preferible que nuestro Código de
comercio, inspirándose en ésto ó en otro cualquiera de los varios
Códigos extranjeros que disponen otro tanto, hubiera importado
esta institución y la hubiera dado carta de naturaleza entro las ne-
cesarias para el régimen regular de las sociedades por acciones. Ha
preferido, sin embargo, abandonar ésta como otras muchas cosas al
cuidado de los socios, por creer que así aseguraba más el principio
de libertad, lo cual no es cierto, por desgracia, muchas veces.—
(N. T.)
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las sociedades por acciones, réstanos por decir algo res-
ecto al balance. El balance es elemento imprescindiblep 

de toda casa de comercio; mayor importancia tiene tra-
tándose de sociedades, y más aún todavía tratándose de
sociedades por acciones, ya porque la sociedad debe dar
cuenta á los socios del estado de sus negocios, ya porque
del balance resultan las utilidades ganadas durante el
ejercicio, ya, finalmente, por el interés mismo de los ter-
ceros, que pueden conocer por el balance las condicio-
nes de la sociedad y el crédito que pueden concederla.
El balance, como hemos dicho, debe ser discutido y
aprobado por la asamblea general ordinaria. A este efec-
to, el proyecto del mismo se presentará por los adminis-
tradores á los síndicos un mes antes del día fijado .para
la asamblea general que debe discutirlo, debiendo indi-
car el capital social realmente existente, la suma de los
desembolsos efectuados y de los por efectuar, y demos-
trar además las utilidades realmente conseguidas y las
pérdidas sufridas (art. 176). Los síndicos, con la relación
que contenga el resultado del examen del balance y de
la marcha de la administración, deben presentar sus ob-
servaciones y propuestas respecto á la aprobación del
balance ó á las demás disposiciones que haya que adop-
tar (art. 178). Además, una copia del balance debe que-
dar depositada, juntamente con el dictamen de los sín-
dicos, en las oficinas de la sociedad durante los quince
días precedentes á la asamblea general, y hasta que sea
aprobado. El uno y la otra pueden ser examinados por
cualquiera que acredite su cualidad de socio (art. 179).
Si se trata de sociedades de crédito, para más garantía
de los terceros, se ha dispuesto que, independientemente
del balance, deben los síndicos depositar en el tribunal
en los ocho primeros días de cada mes un estado de la
situación de la sociedad con referencia al mes preceden-

DERECHO MERCANTIL
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te, expuesto conforme á los modelos establecidos por
real decreto, certificada su exactitud con declaración
firmada á lo menos por un administrador s- un síndico
(art. 177). La aprobación del balance por la asamblea
general, tiene consecuencias jurídicas notables. Esta
aprobación implica una especie de ratificación por parte
de los accionistas de lo hecho por los administradores,
se entiende, siempre que en la redacción del balance no
se haya incurrido en dolo ó culpa, y el acuerdo relativo
á él es obligatorio, áun para los disidentes ó ausentes.

179.—Si del balance resultaran utilidades, se podrán
éstas distribuir entre los socios en la medida que deter-
mine la asamblea, distrayendo, sin embargo, una vigési-
ma parte por lo menos para formar el fondo de reserva,
hasta' que éste haya alcanzado por lo menos el quinto
del capital social (art. 182). Si del balance no resultasen
utilidades, nada se puede distribuir á los accionistas,
no ser que se trate de sociedades industriales para las
que sea preciso un espacio de tiempo con el fin de cons-
tituir el objeto social. Para esta clase de sociedades, y á
fin de que los socios no se vean obligados á inmovilizar
el capital y á tenerlo infructífero durante muchos años,
se ha disp uesto que puedan repartirse intereses á las ac-
ciones aunque se paguen con el capital, por un tiempo,
sin embargo, que no exceda de tres años y, en tal medi-
da que no excedan del 5 por 100. En este caso, el impor-
te de los intereses que han de pagarse se calculan como
gastos de primera instalación, y se figuran entre éstos
en los balances en que haya realmente dividendos (ar-
tículo 181). Si pues del balance aprobado no resulta que
se hayan conseguido realmente utilidades, no puede
distribuirse nada entre los socios. Pero si del balance re-
sultasen utilidades que de hecho no se han conseguido,
y éstas fuesen después distribuídas á los accionistas, ¿po-
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(1/sial ' (.':stos verse obligados á restituirlaspor los acree-
dores de la sociedad, comprobado que fuese el? Pa-
/-fuenos que no, si se atiende al sentido gramatical del
ultimo párrafo del art. 181, por el que «los socios no es-
tán obligados á restituir los dividendosque se les han
pagado», y á la naturaleza misma de las acciones, que
mudan continuamente de propiedad; pero es discutible,

paragonando el citado art. 181 con el art. 117, si la dis-
posición debe aplicarse áun en el caso en que los divi.
deudos se hubiesen percibido de mala fe.

§5° Disolución de las sociedades.

180, Las causas de disolución de las sociedades
mercantiles, son, ó comunes á todas las clases de socie-
dades, ó especiales á algunas de ellas. Son causas comu-

nes (art. 189):

1." El transcurso del tiempo marcado para la dura-

ción de la sociedad.

2." La falta ó cesación del objeto de la sociedad, 6 la.

imposibilidad de con seguirlo.
,)o El cumplimiento de la empresa..).
4." La quiebra de la sociedad, aunque se haya conse-

guido un convenio con los acreedores.
r o,).	 La pérdida entera del capital.

(;.° El acuerdo de los socios.
7." La fusión con otra sociedad (a).

(a) Bajo un mismo epígrafe quo dice «Del término y liquida-
ción do las compañías mercantiles», habla nuestro Código de dos
cosas tan diversas, corno son la rescisión parcial y la disolución.

Respecto á, esta última, no enumera (art. 122) más que cuatro cau-
sas: cumplimiento del término y conclusión de la empresa; pérdida
entera del capital y quiebra de la compartía. dEs que las otras tres
quo admito el Código italiano no son admisibles en nuestro dere-
cho? Evidoidemente, sí. El por qué se han omitido en nuestro C6--
digo, ya es m(ts difícil de averiguar.—(N. T.)
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181. La fusión puede realizarse de dos modos di-
versos: ó se crea una sociedad nueva por la extinción de
dos ó más sociedades, 6 se continúa una determinada
sociedad incorporándose á ella otra, que es la que queda
disuelta. De cualquier modo que sea, la nueva sociedad 6
la que sobrevive, asume los derechos y las obligaciones
de la sociedad ó de las sociedades extinguidas (art. 196).
La fusión debe acordarse por cada una de las socieda-
des (art. 193); esta fusión, en interés de los acreedores,
no puede hacerse sino después de transcurridos tres me-
ses desde que se hizo público el acuerdo de la fusión, á
no ser que estuvieran pagadas todas las deudas sociales
ó se hubiera depositado su importe en la Caja de Depó-
sitos y préstamos, ó con el consentimiento de todos los
acreedores. Durante los tres meses, todo acreedor de las
sociedades que se fusionan puede oponerse á ella. La
oposición suspende la ejecución de la fusión, hasta que
no se haya desistido de ella ó se haya rechazado por sen-
tencia firme (arts. 194 y 195).

182.—Son á veces causa de disolución especial á las
varias formas de sociedad:

Para las sociedades colectivas: la muerte, la inter-
dicción, la inhabilitación ó la quiebra de uno de los so-
cios, si no se hubiese pactado lo contrario (art. 191, § 1).

Para las sociedades en comandita: la muerte, la in-
terdicción, la inhabilitación 6 quiebra del comanditario
6 de uno de los comanditarios si no se ha pactado lo
contrario (art. 191, § 2) (a).

(a) Las causas de disolución en nuestro Código son las mismas
que en el italiano, pero ofrece el nuestro la ventaja de (pie limita
la inhabilitación (art. 222) al socio gestor; pues no teniendo esta
condición, en nada afecta las responsabilidades que, puedan dedu-
cirse contra la sociedad la capacidad <5 incapacidad del socio.—
(N. T.)
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La disolución no tiene lugar en la sociedad en co-
mandita por acciones, en atención á que en ellas preva-
lece el elemento real sobre el personal, pues la muerte,
quiebra, interdicción ó inhabilitación del administrador
no produce otro efecto que el de tener que acordar su
sustitución (art. 191, § 3) (a).

La exclusión del socio no produce por sí sola la diso-
lución de la sociedad colectiva ó comanditaria; el socio
excluido queda sujeto á las pérdidas y tiene derecho á
las utilidades obtenidas hasta el día de la exclusión, pero
no podrá exigir la liquidación hasta que los unos ó las
otras sean repartibles con arreglo á la escritura de cons-
titución (art. 187).

Para las sociedades por acciones (comanditaria y
anónima): la pérdida parcial del capital indicada en el
art. 146, cuando los socios acuerden no reintegrarlo ó
no reducirlo á la suma restante (art. 189, núm. 5).

183.—Terminada ó disuelta la sociedad, los adminis-
tradores no pueden emprender nuevas operaciones (ar-
tículo 192); pero por una ficción legal, se considera aún
subsistente la sociedad para los efectos de la liquida-
ción, á la cual se trata de proceder.

6. Liquidación de las sociedades (1).

184 La liquidación de las sociedades, que es siem-
pre necesaria cuando no se puede ó no se quiere dividir

(a) En nuestro derecho es causa de disolución, salvo si se pactó
lo contrario en la escritura de constitución.--(N. T.)

(1) SRAFFA, La liquidazione viene societá commercialí. Firen-
ze,1891.— LEVI, De la liquidat ion des societés. París, 1884.—FRAN-

e -KEN, Die liquidation der offenn Ilandelsgesellschaft in geschichtli-
cher Entwiekelung. Stuttgart 1890.—NoELDECKE, Die Fortdauer
der Wenn Handelsgesellschaft wáhrend der 	 Strassburg-
1887.
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de otra manera el patrimonio social, consta de las ope-
raciones indispensables para terminar los negocios pen-
dientes, pagar las deudas, liquidando donde sea preciso la
actividad social, ingresando en caja los créditos y distri-
buyendo entre los socios el activo que resultare sobran-
te. La liquidación se ha de hacer del modo determinado
en los estatutos 6 en la escritura de constitución, pero
si nada dicen, dicta la ley á este fcalca) reglas generales
(art. 197). La liquidación se confía á uno U varios liqui-
dadores, quedando en el momento disuelta, la sociedad,
si bien, como ya hemos dicho, á los efectos de la liqui-
dación debe considerarse como subsistente. Sin embar-
go, publicado el acuerdo de la liquidación, ninguna ac-
ción en favor de la sociedad ó contra ella puede ejerci-
tarse sino en nombre de los liquidadores ó contra ellos.
A la sociedad en liquidación le son aplicables, pues, to-
das las reglas establecidas para las sociedades existen-
tes, siempre que no sean incompatibles con la liquida-
ción, salvo las excepciones establecidas por la ley (ar-

tículo 198). La liquidación no impide que pueda ser
declarada la quiebra (art. 207). Los liquidadores en las
sociedades colectivas ó comanditarias simples son 110111-

brados por los socios, y si éstos no se pusieren de
acuerdo, por el tribunal (art. 197); en las sociedades por
acciones, por la asamblea general á que asistan socios
bastantes para representar los tres cuartos del capital y

con el consentimiento de los que representen por lo me-
nos la mitad de dicho capital (art. 210).

185.—Las atribuciones de los liquidadores están in-
dicadas por su mismo cargo. Primero, de todo deben ha-
cer el inventario y el balance, en unión de los adminis-
tradores, que cesan en su oficio al entrar en funciones
los liquidadores (art. 200), á los que deben también ren-
dir cuenta exacta de su gestión desde el día del último
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balance aprobado hasta el día en que cesan en sus car-
gos; sin embargo, la ley no impone expresamente la
obligación de esta cuenta más que á los administrado-
res de sociedades por acciones, añadiendo que correspon-
de á los liquidadores aprobarló y formular los reparos á
que pudiese dar lugar (art. 212), y que cuando uno ó va-
rios de los administradores de la sociedad sean nombra-
dos liquidadores, la cuenta rendida debe ser depositada
y publicada juntamente con el balance final de liqui-
dación, y los socios tienen la facultad de impugnarlo del
mismo modo y manera. Si la liquidación se alarga más
de la duración de un ejercicio social, la cuenta á que nos
referimos debe unirse al primer balance que los liquida-
dores han de presentar á la asamblea (art. 213).

Además de esto los liquidadores deben recibir y cus-
todiar los libros que les entregaren los administradores,
el patrimonio y los documentos de la sociedad, y llevar
un registro escrito en la forma del libro Diario de todas
las operaciones referentes á la liquidación, por orden de
fechas (art. 200). El balance, el inventario y la cuenta,
aprobados que sean, constituyen el punto de partida de
la liquidación, á la que los liquidadores, que tienen la
cualidad de mandatario (arts. 198, 205), deben proceder
según las instrucciones recibidas, el objeto de su cargo y

las disposiciones de la ley. En general, salvo las mayores
menores facultades recibidas de los socios, los liquida-

dores pueden comparecer en juicio como demandantes 6
demandados en interés de la liquidacion en cualquier
instancia civil ó criminal; ejecutar y terminar las opera-

ciones mercantiles que afecten á la liquidación de la so-
ciedad; vender en subasta los inmuebles sociales; vender
también en subasta ó por tratos particulares, y áun en.
masa, la propiedad mueble de la sociedad; hacer transac-
ciones y compromisos; liquidar y exigir, áun en caso de
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quiebra del deudor, los créditos de la sociedad y librar
cartas de pago; contraer por cuenta de la liquidación
obligaciones catnhiarias y contratar préstamos no hipo-
tecarios (de lo que no parece que debe deducirse , sin
embargo, la prohibición de hipotecar en algún caso los
inmuebles de la sociedad), y en general, practicar los
actos necesarios para la liquidación de los negocios so-
ciales (art. 2031. No pueden emprender nuevas operacio-
nes de comercio, so pena de responder personal y soli-
dariamente (art. 201), á menos que no se tratase de ope-
raciones intentadas para acelerar la liquidación. En las
sociedades por acciones, si la liquidación se alarga más
de un año, los liquidadores deben hacer el balance anual,
según lo dispuesto por la ley 6 por la escritura de cons-
titución (art. 214).

186.—Veamos ahora cómo ha de hacerse la liquida-
ción. Los liquidadores deben ante todo exigir los crédi-
tos y pagar las deudas sociales, siempre que hubiere á,
-este efecto en caja fondos dispuestos. Por regla general,
el pago de todas las deudas sociales debe hacerse al mis-
mo tiempo; sin embargo, cuando del balance resultare
que el activo supere notablemente al pasivo, los liquida-

dores podrán bajo su responsabilidad pagar en este caso
con fondos disponibles las deudas ya vencidas, para evi-
tar así la demanda de declaración de quiebra. Si el di-
nero en caja no es suficiente para el pago de las deudas,
los liquidadores se procurarán lo que falte del modo que
crean mejor, á ser posible, realizando el activo en los
límites que consienta la escritura de constitución. Si pa-
gasen á los acreedores con medios propios, no podrían
ejercitar contra los socios derechos mayores que los que
hubieran podido utilizar los acreedores pagados (artícu-
lo 204). Si á pesar de la realización del activo no resul-
tasen fondos bastantes para el pago, los liquidadores
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deben pedir á los socios las sumas necesarias al efecto
cuando éstos estén obligados á suministrarlas según la
naturaleza de la sociedad (es decir, cuando se trate de
socios de responsabilidad ilimitada), ó sean deudores á
ella de descubiertos por la cuota social (art. 202).

Por otra parte, los acreedores de la sociedad tienen
derecho de ejercitar contra los liquidadores las acciones
que nazcan de sus créditos vencidos, hasta cubrir el
porte de los bienes sociales indivisos que existiesen aún,

y contra los socios la acción personal por las cuotas no

pagadas, ó por la responsabilidad solidaria é ilimitada
según la clase de sociedad (art. 206).

187.—Pagados los acreedores y terminados los nego-
cios pendientes, se procederá á repartir entre los socios
el activo que resultase sobrante. Antes de esto ninguna
suma puede pagarse á los socios por razón de la cuota
que pudiera corresponderles; pero ellos podrán pedir que

las sumas retenidas sean consignadas en la Caja de De-

pósitos y préstamos ó en un instituto de emisión legal-

mente constituído, y que se hagan los repartos aún du-

rante la liquidación, siempre que á más de lo preciso
para satisfacer todas las obligaciones sociales vencidas
ó por vencer hubiere disponible por lo menos un 10 por

100 sobre las acciones ó sobre la cuota social (art. 201).
Sin embargo, para que se pueda proceder con justi-

cia se seguridad á la división, los liquidadores , hecha la

liquidación en el sentido estricto de la palabra, están

obligados á, formar el balance y un proyecto de reparto

del activo(arts. 200, 205), teniendo en cuenta que cada
uno de los socios tiene derecho á la restitución de su
cuota y 11, un reparto del residuo, en proporción á dicha
cuota y en la medida acordada. En las sociedades colec-
tivas y comanditarias simples el balance y el proyecto

de reparto son sin otro requisito sometidos á los socios;



DERECHO MERCANTIL	 225

y si dentro de los treinta días en que les fueron notifi-
cados legalmente no hicieren oposición alguna, se en-
tenderán aprobados y se procederá al reparto (art. 208).
En las sociedades por acciones el balance, juntamente
con el proyecto de reparto, se depositará, en el tribunal
y será publicado. En los treinta días siguientes á la pu-
blicación en el diario de los anuncios judiciales, los so-
cios pueden presentar sus reclamaciones en escrito de-
p ositado en la secretaría del tribuna], y de este depósito
se dará noticia en el citado diario. Transcurridos quince
días después de los treinta señalados para presentar re-
clamaciones, éstas deben reunirse y resolverse en un
solo juicio, en el cual todos los socios tienen derecho á
intervenir, y la sentencia pronunciada causará estado
áun respecto á los que no se hayan personado en él
(art. 215). Pasado este término sin que se hayan pre-

sentado reclamaciones y proseguido regularmente el jui-

cio, se entiende aprobado el balance por todos los socios,

y los liquidadores, salvo en lo tocante á la distribución
del activo social, quedan libres de responsabilidad (ar-
tícu►o 216). Independientemente del transcurso del tér-
mino, la admisión del último reparto equivale á la apro-
bación de las cuentas y de la división. Las sumas co-
rrespondientes á los socios no recogidas en los dos meses
siguientes á la publicación requerida por el art. 215, de-
ben consignarse en la Caja de Depósitos y préstamos,
con la indicación del nombre del propietario, ó de los nú-
meros de las acciones si éstas son al portador. La Caja
paga á la persona indicada, 6 al poseedor, y retira el tí-

tulo (art. 217).
Finalmente, en las sociedades colectivas ó coman-

ditarias simples, aprobada la cuenta y hecha la di-

visión del patrimonio socia] restante, los libros y los
documentos que no necesite particularmente algún so-

15
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cio se depositarán en poder de los que fueren designa-
dos á pluralidad de votos, quienes deberán conservarlos
durante cinco años (art. 209).

En las sociedades por acciones, los libros sociales
deben depositarse y conservarse por cinco años en el tri-
bunal. Todos los que tengan en ello interés podrán exa-
minarlos, anticipando los gastos que ocasionen (art 218).
Así se extingue definitivamente la sociedad (a).

S 1"i" O
9 Sociedades cooperativa. (1), (b).

188. La cooperación es un hecho económico de gran
importancia, que lleva consigo el concepto de la mutua-

(o) Sustancialmente no difieren las reglas de nuestro Código
de las del italiano, en materia de liquidación de sociedades, pues
una y otra confían en primer término á la escritura de constitu-
ción ó los estatutos el determinar el modo 

y forma de hacer esta
liquidación. Las reglas supletorias que para el silencio de la citada
escritura y estatutos existen en ambos derechos. se diferencian en
que son más minuciosas y detalladas las del Código italiano y de
sentido más amplio y mutis generales las del español: de aquí que
resulten más extensas las primeras que las segundas. En cuanto á
diferencias que valgan la pena de ser señaladas fuera de que los
plazos para la formación del inventario y presentación del balance
v cuentas estén determinados en el derecho español y no en el ita-
liano. lo único que procede indicar es que las facultades de los li-
quidadores son más restringidas en nuestro Código de comercio.
por cuanto sin autorización expresa ,.art. 231) no pueden los liqui-
dadores hacer transacciones ni celebrar compromisos sobre los in-
tereses sociales.—(N. T.)

MANFEEm. zot . iet , '. (mon i;)10 mopen/tiru. Milano, 1SS5.—
171m:nr so, 1,9 cooperd,:íc;te i n ltolítl.	 1,SS.—CLxvAnn.--0,
1,0 costituzione levle	 soeiet. COOperot fre. Roma.1S7.—MAr.-
TUSCF:1,1,1, _L/ t)(' t't , ),	 O? ?!t?%0 soccorso e COOre r	 r . Firenze. 1S76.
—	 1,Ro ,	 ();lz o g rrires (le et)iiSt)02 ?iIcTti ' 00	 t't de

p • od¿fttion. París, 1SS3.—ScHUIZE-DELITZSCH, Die 171twickt'l?Ing

dcs Genossensch0ftwest'H . Berlín. 1S70.—C-i-kunscaminT, En•t-rbs-

» ) ¿ (1 W irthsehMs G nOSSe	 fts w ese . Stutttvart, 1SS2.— Una coal-
plet a bibliografía sobre la maieria se encuentra en el ap éndice al
libro de COSSA, Primi eiemerit: di Econ(»rzia Politít • :z. Milano.
1891 W.

(b) P401,0 DE 13ERN A.1“ 	 soefecicres ('oope -trtít . m. Va 1 e nc i a.
1SGT.	 rf.)

(x) El libro de Cossx ;z.e ha traducido al español por el Su. L h--
D v_sm A.
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lidad, de la recíproca ayuda entre varias personas, las
más de las veces pertenecientes á la clase de los asala-
riados, ó tunbién de los pequeños poseedores, los cuales
se unen con objeto de ahorrar sobre los gastos de con-
sumo (sociedades cooperativas de consumo); ó de conce-
derse créiiito recíprocamente (sociedades de crédito);
también priri. ejercitar una industria ',sociedades de pro-
ducción', ó finalmente; para construir habitaciones (so-
ciedades para la construcción de casas).

Las sociedades cooperativas son. sociedades de comer-
cio, en cuanto tienen por objeto interponerse entre pro-
ductores y consumidores. No importa que las más de las
veces los consumidores sean los mismos socios, si bien
pueden serlo también los extraños, puesto que la socie-
dad es una entidad colectiva distinta de las personas de
los socios. Las sociedades cooperativas, según nuestra
ley, no así según otras, pueden adoptar una de las tres
formas de sociedad, reconocidas por la misma ley, salvo
algunas especiales disposiciones que son necesarias, dado
el carácter económico de las mismas, pero las más de las
veces adoptan la forma anónima. Su característica jurí-
dica consiste principalmente en la variabilidad continua
del capital y de los socios; de aquí el nombre de socie-
dades de capital variable que les ha dado en la legisla-
ción francesa; sin embargo, para reconocer en una so-
ciedad el carácter de cooperativa, no se puede prescindir
del examen de su función económica (a).

vi ) Como el movimiento cooperativo en España no ha sido gran-
de, de aqui que nuestra legislacion sobre sociedades cooperativas
sea bien poca cosa, un artículo del Código de comercio, el 124, y
una Orden de 2t'y de Junio de 1870. El artículo se limita á decir ,
que tendrán el carácter de mercantiles las sociedades cooperativas,
cuando se dedicaren á actos de comercio extraños á la mutualidad;
y la orden se reduce á disponer 1:refiriéndose á la legislación dero-
gada, que exigía la publicación en la Gaceta de la escritura social y
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189. Hemos dicho que las sociedades cooperativda:
están sujetas las disposiciones que regulan la clase

sociedades cuyas formas revisten (art. 76), salvo algunas
reglas especiales. Estas se refieren:

Lo A la forma de la escritura de constitución,tque
debe ser siempre la de una escritura pública (art.

	220)
visto que estas sociedades se contraen de ordinario en-

tre personas no peritas en materias jurídicas. La escri-
tura de constitución, á más de las indicaciones requeri-

das según la diversa clase de sociedad á que se refiera,

ha de expresar (art. 220): las condiciones de la admisión
de los nuevos socios y el modo y tiempo en que éstos de-
ben entregar su cuota social; las condiciones de rescisión
parcial ó de la exclusión de los socios; la forma de con-
vocación de las asambleas generales y las hojas públicas
designadas para la publicación de los documentos so-
ciales.

2.° A la constitución, que para tener caracteres de
legalidad debe hacerse pública, como en las sociedades
por acciones, siendo también necesaria la comprobación
del tribunal (art. 221). No es necesario para la constitu-

ción de la misma, si la sociedad adopta la forma anóni-
ma o la comanditariapor acciones, que esté suscrito

todo el capital y se hayan desembolsado las tres dé-

cimas.
3.° Al capital, el cual no es fijo, sino variable, pues-

toque ocurre con frecuencia que entren nuevos socios
en la sociedad y por otra parte, la escritura de conste-

de los estatutos de las sociedades anónimas) que se publiquen gratis
las escrituras y estatutos de estas sociedades, eu atención al fin que
Persiguen.

Sobre el ear(teter económico de estas sociedades y crítica del

Código, respecto (1 esta, materia. puede cousultarse BENITO, obra ci-
tada. Lección 41.—(N. T.)
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tución autoriza de ordinario, como veremos en breve, á
los socios para rescindir su contrato social enana° quie-
ran. Tampoco puede ninguno tener en una sociedad coo-
perativa una cuota social superior á cinco mil liras, ni
tantas acciones que exceda de dicha suma, según el va-
lor nominal de cada acción, que no puede ser nunca ma-
yor de cien. liras (art. 224); esto para mantener en lo po-
sible entre los socios la igualdad de derechos. Además,
para conservar á la sociedad cooperativa el carácter per-
sonal, evitar especulaciones sobre las acciones, é impedir
á las sociedades anónimas adoptar las formas de las coo-
perativas, con objeto de escapar á las disposiciones más
rigorosas que la ley establece para la forma anónima, se
dispone que las acciones sean siempre nominativas, y no
pueden cederse hasta que estén enteramente pagadas, y
sin el consentimiento de la asamblea ó del consejo de
administración, según lo dispuesto en la escritura de
constitución (art. 224). Si el capital llegase á disminuir
en un tercio, uo es necesario limitarlo ó reintegrarlo, ni
su disminución en dos tercios da lugar tampoco á la di-
solución de la sociedad (art. 222, § 1).

4.° A la administración, que, para conservar siempre
en las cooperativas el carácter personal y familiar, debe
ser en todo caso confiada á los socios, los que elegidos
para administrar pueden quedar exentos de la presta-
ción de fianza alguna (art. 221), porque difícilmente,
atendida su condición económica, estarían en disposi-
ción de darla. Los administradores, además de la res-
ponsabilidad en que incurren según la forma que adopte
la sociedad, tienen siempre la responsabilidad especial
que incumbe á los administradores en virtud del art. 147
(art. 221). Cuando la escritura de constitución ó los es-
tatutos lo permitan, pueden adquirir las acciones de la
sociedad por cuenta de ella y conceder anticipos sobre
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as mismas 111-t. 222, § 2.('). Deben llevar el libro de los
socios, indicando también en él: la fecha de la admisión
de la rescisión ó de la exclusión de cada socio, 	 :y la cuen
ta de las sumas desembolsadas ó retiradas por cada uno.
Deben, además, presentar al final de cada trimestre en
la secretaria del tribunal, en cuya jurisdicción esté esta-
blecido el domicilio de la sociedad, una relación de los
socios ilimitadamente responsables que han entrado,

salido ó quedado en la sociedad durante el trimestre, in-
dicando su nombre, apellido y domicilio. La relación
debe ir firmada por los administradores y conservada
por el secretario del tribunal á disposición de los inte-

resados ( art. 223). Las disposiciones referentes á las
asambleas generales, balances, índices y liquidación de
sociedades por acciones, son aplicables en general á las
sociedades cooperativas, en cuanto no se haya estable-
cido lo contrario en la escritura de constitución en los
estatutos: todo socio tiene un solo voto, cualquiera que

sea el número de acciones que posea. y finalmente. nin-

gún mandatario puede representar en la misma asan-

blea á más de un socio. salvo la representación de sus

propios derechos, si él lo fueseart. 225' . Todo esto para

impedir el pre z ominio de unos socios sobre otros. y man-

tener en las sociedades cooperativas el caráeIer personal

cuasi familiar.
5,0 k la admisi ón, rescisión 

y 
exclusión de los so-

cies. La primera se efectúa mediante inscr ipción del que

pretende serlo en el libro de los socios. P ersonalmente 6
por medio de mandatario especial. lealizada por dos
socios que no sean administradores ,art. 226. I. La
declaración de rescisión. siempre que ésta se consienta
en la escritura de constitución, le oue es consilzuiente

teniendo en cuenta el carácter de estas soe edades, debe
ser anotada ror el socio sa nliete e l- el lib ro de socios.6
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notificada á la sociedad por diligencia de alguacil. Esta
rescisión no produce efecto más que á fin del año social
corriente, siempre que se haya hecho antes de empezar
el último trimestre del mismo año. Si se hace más tar-
de, el socio queda ligado todavía durante el siguiente
año (art. 226, § 2.°). La exclusión de los'socios, para no
dejar ancho campo á la arbitrariedad, no puede acor-
darse más que por los motivos establecidos en la ley ó
en la escritura de constitución, y debe acordarse por la
asamblea general ó el consejo de administración, según
lo dispuesto en dicha escritura de constitución (art. 226,

3.°). Por los negocios terminados por la sociedad hasta
el día en que produce efecto la rescisión ó exclusión de
un socio, ó en que la cesión de sus derechos se ha regis-
trado en el libro de los socios, el socio saliente queda
obligado con los terceros por espacio de dos años, conta-
dos á partir de dicho día, en los límites de la responsa-
bilidad establecida en la escritura de constitución (ar-
tículo 227).

6.° A la exención de los impuestos de timbre y re-
gistro concedida por la ley á las escrituras de constitu-
ción de las sociedades cooperativas y á los documentos
referentes á rescisiones ó admisiones de socios (artículo
228, (a) .

(a) En materia de sociedades cooperativas, no es modelo cierta-
mente la legislación italiana, porque áun con las modificaciones
que quedan indicadas, no es problema sencillo el encajar esta clase
de sociedades en cualquiera de las tres formas de sociedades que la
ley admite; pero entre esto y lo que dispone el Código de comercio
español, hay una diferencia muy grande, pues si bien es verdad que
disfrutan estas sociedades de una libertad completa en tanto que
no se dedican á actos ajenos á la mutualidad propia de su carácter,
en cambio, si tratan de salir de sus moldes primitivos y es forzoso
que salgan si han de prosperar como lo ha demostrado cumplida-
mente la experiencia, caen de lleno en las disposiciones del Código
respecto á sociedades mercantiles, disposiciones que no encajan en



232 DERECHO ME RCANTIL    

PARTE SEGUNDA

Las Asociaciones.

189 bis.—E1 contrato de asociación supone, corno el
de sociedad, la unión de dos ó más personas con el obje-
to de dividir el lucro que produzcan las operaciones mer-
cantiles. Difiere, sin embargo, en esto, que mientras en
la sociedad el vínculo está manifiesto y da lugar á la
constitución de una entidad colectiva distinta de las
personas de los socios, en las asociaciones, por el contra-
rio, el vínculo no aparece, no hay entidadlcolectiva, hacién-
dose la contratación con los terceros por uno solo de los
asociados y en su nombre nada más, aunque con intere-
ses de todos. Este es el concepto doctrinal de la asocia-
ción, pero el Código de comercio italiano ha falseado el
carácter de esta institución, considerando como asocia-
ciones las sociedades de seguros mutuos, á las que atri-
buye la cualidad de entidades colectivas distintas de las
personas de los socios. Por acomodarnos, pues, á la ley,
trataremos explícitamente de las dos formas de asocia-
ción reconocidas por ella, ó sea la asociación en partici-

pación y la de seguros mutuos.

1.(-) Asociación en participación (l.).

190. La asociación en participación constituye una

manera alguna con el modo de funcionar propio é indispensable
de esta clase de sociedades. Por eso decimos que la legislación ita-
liana es en esta materia muy superior á la española, por mzís que
una y otra pudieran haberse inspirado en la belga, muy superior á
ambas.—(N.

ERRERA, Lt (ISSOCiaZiOne ifi partecipazione, en el Arch frío
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forma impropia de sociedad. á la que de ordinario se re-
curre cuando. For la naturaleza o la breve duración del
objeto social. no conviene la constitución de una verda-
dera so:iedad que tenga individualidad (a) propia res-
pecto á terceros. Esto es de necesidad: es decir, que la
asociación en participación no constitu y a una entidad co-
lectiva, separada y distinta de las personas de los socios
can-. 2'33' que la haga distinguir de la sociedad. Respec-
to a los terceros, la asociación es legalmente ignorada;
no funciona bajo una razón social, ni produce, por con-
sio.uiente, ninguna responsabilidad colectiva y solidaria
entre los asociados. No es preciso, sin embargo, que de
hecho se mantenga secreta. La asociación se produce,
según nuestro Código (art. 233), cuando un comerciante

una sociedad mercantil da á una ó varias personas ó
sociedades una participación en las utilidades y en las
pérdidas de una ó varias operaciones ó áun de la totali-
dad de su comercio; pero la definición no es exacta, por-
que se refiere tan sólo al caso más frecuente que ocurre
en materia de participación. Por otra parte, el mismo
Código declara después que esta asociación puede tener
lugar áun para operaciones mercantiles, hechas por no
comerciantes (art. • 34), y no es tampoco raro el caso de
que surja una asociación en participación sin que antes
de la estipulación del contrato ninguno de los que se
asocian, hubiese emprendido un negocio ó estuviese ejer-
ciendo el comercio, pudiendo ser precisamente el objeto
de la asociación la ejecución de algún negocio ó el ejer-
cicio de un comercio. Por el contrario, el Código alemán
limita el concepto de la asociación en participación á

Giuridíco, vol. XXIV, pág. 3€1.—RENAUD, Des Recht del . stillen
Gesellschaften und des vereinigungen zu einzelnen Handelsgeschaften

für gemeinschaftiche Rechnung. Eidelberg, 1885.
1 ,a) Personalidad, debió decir.--(N. T).
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una ó varias operaciones mercantiles, y llama sociedad
tácita antigua á la participación en los beneficios y pér-
didas de la totalidad de un comercio, y así también otras
legislaciones establecen diferencias entre uno y otro
caso.

La asociación en participación, no teniendo existen-
cia alguna con relación á terceros, está exenta de las
formalidades establecidas para la constitución de la so-
ciedad; pero debe probarse por escrito (art. 238). La
prueba testifical ha de admitirse, aunque reducida á los
límites del art. 53.

191.—Hablemos ahora de las relaciones de los aso-
ciados entre sí. De ordinario, las convenciones de las
partes, acerca de lo que ha dejado la ley amplia libertad,
determinan la forma, la proporción y las condiciones de
la asociación (art. 237); pero en el silencio de las con-
venciones se aplican á las asociaciones en participación
las reglas ya expuestas para las sociedades en cuanto se
refiere á las cosas que pueden ser entregadas, al tiempo
y modo de la entrega y á los efectos de ésta. Adviértase,.
sin embargo, que, según declaración de la ley (art. 236),.
los participantes no tienen ningún derecho de propiedad
sobre las cosas que componen la asociación, aunque pro-
cedan de ellos. Pueden, sin embargo, estipularentre si
los asociados que las cosas aportadas por ellos les sean
restituidas en especie, y en su defecto tener derecho al
resarcimiento de daños. Fuera de este caso, su derecho
se limita á la rendición de cuentas de las cosas aporta-

das á la asociación y de los beneficios y pérdidas. Lo que
significa que la asociación en participación no tiene un
patrimonio propio, á semejanza de lo que ocurre en las
sociedades: es que las cosas aportadas se convierten,
tratándose de terceros, en propiedad del socio visible,
si bien en las relaciones entre los asociados se puede

1
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estipular la restitución en especie de las mismas cosas.
Los negocios por los que se constituyó la asociación son
contatados por uno ó varios socios, pero siempre han
de hacerse en nombre propio y sin dar á cdnocer que
se trata de relaciones sociales. Sin embargo, se 'discute
si el socio que trata los negocios que son objeto de la
participación debe ó no considerarse como mandatario
de los demás socios. Nosotros creemos que debe dis-
tinguirse entre el caso en que varias personas se han
asociado para realizar un negocio en participación y
aquel en que una persona hubiese dado á otra una par-
ticipación en las utilidades y pérdidas de una deter-
minada operación ó de un determinado comercio; en el
primer caso, siempre, áun en las relaciones de los socios
entre sí, se puede también suponer la existencia del
mandatario en el socio visible; en los demás casos no;
consiguientemente, en el primer caso también podrá el
socio encargado de realizar el negocio ser separado de su
cargo. De todos modos, si es cierto que el socio visible
tiene la obligación de administrar con celo, mientras el
socio secreto de ordinario confía en él y no puede inge-

rirse en la administración, si bien áun en este respecto
hay diferencias entre las dos formas de participación
antes indicadas. La personalidad jurídica del partici-
pante presenta, por otra parte, analogías con la del co-
manditario; pero difiere de él en que en la asociación en
participación pueden concederse al participante faculta-
des que el comanditario no podría tener sin perder su
condición de tal. Agréguese que mientras el comandita-
rio está obligado nada más que por su cuota, el partici-
pante, salvo estipulación en contrario, es responsable de
las pérdidas en proporción á la participación.

192.—En cuanto á las relaciones de los asociados con
los terceros, así como ellos no quedan obligados sino con.
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el socio PI ha COLltratado con ellos, así no tienen dere-

cho fainpoco sino contra él.Naturalmente estos dere-
chos podrán ejercitarse no sólo sobre el patrimonio del
socio citado, sino también sobre las cosas que los asocia-
dos hubiesen aportado, las que se reputan propiedad del
socio, si bien, como hemos dicho, en las relaciones entre
asociados, puede estipularse la restitución en especie.

193.—La asociación en participación se disuelvepor
las causas indicadas en el art. 189, como causas de diso-

lución de las sociedades, á excepción de las contenidas
en los números 4 y 5 que no son aplicables por la natu-
raleza misma de la participación. Se disuelve también

por la muerte, la interdicción, la inhabilitación, ó la
quiebra del socio visible. Disuelta la asociación, se pro-

cede, con arreglo á las cuentas llevadas por el socio visi-

ble, al reparto del activo en la proporción fijada, ó á fal-

ta de pacto en proporción á la cuota por la que se fijaba
la participación (a).

(a) Nuestro Código de 1829 llamaba á esta asociación sociedad

accidental ó cuotas en participación; el de 1885 entendiendo muy
cuerdamente, que esto no constituye una clase de sociedad ni perma-
nente ni accidental, suprimió la primera parte del título y se limi-
ta ( llamarlas cuentas en participación, lo cual, si en cierto modo

acredita al legislador de respetuoso, con la tradición legal no le
acredita en cambio de haberse preocupado con el problema de de-
terminar la naturaleza de las relaciones creadas entre los que están
unidos por estas cuentas en participación, ya que la cuenta es pre-
cisamente las más de las veces la liquidación de la asociación
creada.

Por lo dem¿les, y hechas estas consideraciones, diremos que nues-
tro Código da á estas cuentas en participación la amplitud que el
Código italiano, por cuanto comprende entre ellas lo mismo las
asociaciones temporales por un negocio que las permanentes para
interesarse en todo un comercio. Sin embargo, debemos hacer no-
tar, que si. á la letra del art. '39 hubiéramos de atenernos, no exis-
tirían estas asociaciones más que en el caso de que todos los asocia-
dos fuesen previamente comerciantes, lo cual es un absurdo que la
juri sprudencia no sancionará, por fortuna.—(N. T.)

1
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2.° _Asociación de seguros mutuos (1).

194.—La asociación de seguros mutuos, más que
como asociacion, debe, como hemos dicho, ser consi-
deradas como una variedad del contrato de seguros. El
objeto de este contrato se refiere, más que á la estipula-
ción con una determinada persona, como ocurre en el se-
guro á prima, al hecho de entrar á formar parte de una
asociación que tiene por objeto dividir entre los asociados
los daños causados por los riesgos que son objeto de la
asociación (art. 239). Esta asociación se practica de ordi-
nario entre personas sujetas á riesgos de igual naturale-
za, para defenderse de ellos; el que entre á formar parte
de una asociación de esta especie adquiere al propio tiem-
po el carácter de asegurado y de asegurador, si bien rigo-
rosamente hablando, este último carácter pertenece á la
entidad colectiva creada. La asociación de seguros mu-
tuos debe probarse por escrito (art. 240), siendo aplica-
ble á ésta lo que hemos dicho de la participación. Sin
embargo, á diferencia de ella, constituye respecto á ter-
ceros una entidad colectiva distinta de las personas de
los asociados (art. 239, 2), y como tal, está sujeta á las
reglas de la sociedad anónima en cuanto á la publicación
de documentos sociales (art. 242). La asociación de se-
guros mutuos tiene también carácter comercial, y puede,
por lo tanto, tener una denominación que la distinga de
otras empresas, y ser también declarada en quiebra. Se
regula por las convenciones de las partes (art. 240); la
medida de la contribución de cada socio puede fijarse an-
ticipada é invariablemente (mutua á cuota fija), en cuyo
caso precisa reducir el resarcimiento cuando el patrimo-

(1) Para la bibliografía véase el capítulo IX.
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pío de la asociación no baste, ó no haberse fijado (m u_
tua á cuota variable); entonces varía la medida de la con-
tribución según los siniestros, que deben resarcirse por
entero.

195.—La asociación es administrada por los asocia-
dos, designados ya en los estatutos ó por la asamblea
general, que son mandatarios temporales y revocables, y
tienen la responsabilidad que incumbe á los administra-
dores de las sociedades anónimas. Sin embargo, aunque

en lo referente á la responsabilidad de la asociación res-
pecto á los terceros está limitada, lo mismo que ocurre

en las anónimas, al patrimonio social, personalmente
cada uno de los socios, no queda obligado con los terce-
ros más que en proporción el valor de la cosa por la que
ingresó en la asociación (art. 243). La asociación de se-
guros mutuos se disuelve por voluntad de las partes,
manifestada en el contrato ó posteriormente. Cada socio
en particular puede tener el derecho de rescindir el con-
trato si se le ha concedido esta facultad, pero la inter-
dicción ó la, muerte del asociado no disuelve la asocia-
ción mientras la cosa asegurada subsista, puesto que la

causa de la relación creada no es la persona, sino la
cosa. Lo mismo ocurre en caso de quiebra, lo que puede
dar lugar tan sólo á la exclusión del asociado (art. 245).
Finalmente, el que ha perdido la cosa por la que se ha-
bía asociado, no teniendo ya razón para permanecer en
la asociación, cesa de formar parte de ella, salvo su de-
recho á la indemnización correspondiente (art. 244) (a) .

(a) Desde el momento en que nuestra lev no hablaba de asocia-
ciones en participación, sino de cuentas en Participación, no podía,
por mucho que violentase el molde, hermanar con éstas, como 11,a,
hecho el Código de Italia, las sociedades de seguros mutuos. El Co-
digo de comercio habla de estas sociedades por incidencia art. 124).
para decir tan sólo que serán mercantiles si se dedican á actos de
comercio extraños á la mutualidad ó si se convierten en sociedadesa prima fija.— (N. T.)

1



CAPÍTULO II

Contrato de compra-venta (1).

196. El contrato de compra-venta (a) es, ciertamen-
te el más importante entre los contratos mercantiles. El
Código civil, en el art. 1.447, define la venta como un
contrato, por el que uno se obliga á dar una cosa y el
otro á pagar el precio; el Código de comercio nada dice
á este propósito, por lo que es preciso acudir al Código
civil. Realmente sería erróneo suponer que la venta
mercantil fuese alguna cosa jurídicamente distinta de la
venta civil. Es verdad que en materia civil las cosas se
adquieren para consumirlas, y en materia mercantil se

(1) PACIFICI-MAllONI, Trattato della vendita. Firenze,1877-78.
•--ARNDTS-SERAFINI 7 ob. cit., vol. II, § 300.-TROPLONG, De la
vente. París, 1856.—RIPERT, Essai sur la vente commerciale. Pa-
rís, 1874.—CouÉToux, Des achats et yentes des marchandises. Pa-
rís, 1874.—TRErrscHKE, Der kauf contract in bensonderer Bezie-
hung auf den vaarenhandel, 2.a edic. Gera, 1875.—ERRERA, Della
vendita copra campione prova, peso, numero e misura, en el Ar-
chivio giuridico, vol. V, pág. 303.—El mismo, Della compra e vendi-
ta mediante spedizione, íd., vol. XXVII, pág. 68.—DE FOLLEVI-
LLE, Essai sur la vente de la chose autrui. París, 1874.—SRAFFA,
La vendita della cosa altrui, en el Archivio giuridico, vol. XLI,
pág. 158.

(a) La técnica jurídica italiana dice compra e vendita. Nuestro
Código de comercio, por intuición ó reflexivamente, dice con gran
acierto compra-venta, mientras que el Código civil dice compra y
venta; y ciertamente que la conjunción copulativa del Código civil
marca de un modo perfecto la diferencia que hay entre esta institu-
ción y la análoga del Código de comercio.—(N. T.)
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adquieren para revenderlas; pero esto no influye en. el.
concepto fundamental del contrato, porque el paso de la
propiedad de la cosa vendida del vendedor al comprador,
que se verifica regularmente por el simple acuerdo sobre'
In cosa y sobre el precio, siempre que se trate de un a
cosa, cierta y determinada (art. 1.448, Cód. civ.), no es
requisito esencial del contrato de c ompra-venta, el cual
continúa siendo siempre un contrato consensual. Tres
son, pues, los requisitos esenciales de este contrato: el

consentimiento, la cosa y el precio. En cuanto al con-

sentimiento, nada especial tenemos que añadir á las -as re
glas del derecho civil, fuera de lo dicho acerca del con-
trato entre ausentes. Hin cuanto á la cosa, pueden ser
objeto de compra-venta todas las cosas que pueden ser

objeto de la actividad mercantil, sin distinción de si per-

tenecen ó no al vendedor; quien sin embargo entende-
mos que debe tan sólo ocuparse en la compra y venta de
cosas muebles, en el sentido estricto de la palabra. De

la compra y venta de los inmuebles no decimos nada,
puesto que en su mayor parte están sujetos á las reglas
del Código civil, á excepción de lo que se refiere á la

venta de cosa ajena, y también á la rescisión por lesión.

De la compra y venta de las naves y títulos de crédito,

nos ocuparemos en otro lugar.
197.—Hemos dicho, respecto al objeto de la compra-

venta mercantil,que no debe distinguirse si ésta perte-

neceó no al vendedor. La venta mercantil de cosa aje-
na, dice el art. 59, es válida. Esta venta obliga al ven-
dedor á adquirirla y entregarla al comprador, so pena
de resarcimiento de los daños. Por el contrario, el ar-
tículo 1.459 del Código civil, declara nula la venta de
cosa ajena añadiendo después, que puede dar lugar alajena, 
resarcimiento de los daños si el comprador ignoraba que
la cosa era de otro, pero que sin embargo, no se puede
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nunca oponer la nulidad al vendedor. A pesar de esto,
la diferencia entre las disposiciones de los dos códigos,
es menos importante de lo que parece; puesto que en
realidad, según los principios establecidos hasta por la
jurisprudencia, el comprador de una cosa ajena no pue-
de impugnar la venta si el vendedor llega á ser propie-
tario de la cosa vendida; la diferencia entre las dos dis-
posiciones se reduce á esto: que mientras en derecho
civil el comprador puede pedir la nulidad hasta el mo-
mento en que el vendedor haya llegado á ser propietario
de la cosa vendida, en derecho mercantil no se puede
pedir la nulidad de la venta, ni áun antes de la adquisi-
ción de la cosa por el vendedor. Es superfluo, pues, ad-
vertir que de ser válido el contrato de compra-venta de
cosa ajena, no se deduce ciertamente que el tercero,
propietario de la cosa, pueda ser por esto perjudica-
do (a).

198. El objeto de la venta debe ser determinado
determinable en especie, calidad y cantidad. Si está de-
terminado tan sólo en especie y cantidad, el Código ci-
vil (art. 1.248) declara que el vendedor no está obligado
á entregar la cosa de la mejor calidad, pero tampoco
puede darla de la peor. En el comercio, la calidad de la
mercancía fijada en el contrato tiene gran importancia;
hay para ciertas y determinadas mercancías tipos fijos,
de modo que la falta de determinación de la calidad po-
dría en algunos casos hacer nulo el contrato.

199.—En cuanto al precio que representa el equiva-
lente de la cosa, siendo sin embargo aplicables en su
...amare

(a) Ninguno de nuestros códigos, ni el civil ni el mercantil,
dicen nada respecto á esta cuestión. Sin embargo, de la doctrina de
los arts. 1.451 y 1.271 del Código civil se deduce que son válidos
y por lo tanto perfectamente exigibles los contratos de compra-
venta de cosa ajena.—(N. T.)

l6
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mayor parte los principios del derecho civil, á saber: que
el precio debe consistir en dinero, ser verdadero y cier-
to, hay en el derecho mercantil diferencias de aplicación.
En el derecho civil el precio debe ser determinado, y
especificado por las .partes, y puede no fijarse tan sólo
cuando se confía esto al arbitrio de un tercero, desig-
nado en el contrato, ó posteriormente, siempre que se
haya establecido en el contrato mismo que no convi-
niéndose las partes se haga la designación por el pretor
ó el conciliador del lugar del contrato, ó del domicilio ó
de la residencia de una de las partes. Si la persona de-

signada en el contrato no quiere ó no puede hacer el se-
ñalamiento del precio, la venta es nula. Se puede tam-
bién pactar que el precio sea el que resulte de una cierta
y determinada mercurial (hoja de cotización) (art. 1.454,
Cód. civ.) Por el contrario, en materia mercantil, basta
un modo cualquiera de determinación del precio para
que la venta sea válida (art. 60, 1.°); por consiguiénte,
su determinación puede aún ser simplemente dejada al
arbitrio de un tercero, elegido en el contrato ó por ele-
gir posteriormente. Si en los dos casos, el elegido no
quiere ó no puede aceptar, las partes deben proceder á

nuevo nombramiento, y si no se pusieren de acuerdo, el

nombramiento se hará por la autoridad judicial (art. 60,

§ 3-5). En todo caso, el precio establecido por el tercero
produce el mismo efecto que si se hubiese directamente
establecido por las partes, las que no pueden impugnar-
lo, salvo el caso de error en la sustancia de la cosa, vio-

lencia, 6 dolo, á tenor de los principios estatuidos en los
artículos 1.108, 1.110, 1.112, 1.113 y 1.115 del Código

civil. Para la valoración del precio, el tercero encargado
de esto, debe referirse al precio de la cosa en el día del

contrato, no al del día en que se proceda á establecerlo,
para que el contrato no revista los caracteres de una

1
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compra-venta condicional, pues esto tiene una gran im-
portancia por razón de los riesgos. El derecho mercantil
reconoce también COMO válida la venta hecha por el jus-
to precio, 6 al precio corriente, entendiéndose entonces
que las partes se atienen al precio corriente de la mer-
cadería, según el art. 38 (art. 60,	 2.°). Acerca, de la
moneda en que ha de pagarse, hay que estar á las reglas
indicadas en el art. 39.

Tales son, pues, los extremos de la compra-venta; la
forma del contrato es de ordinario determinada libre-
mente por las partes, excepto, sin embargo, en casos es-
peciales; como son la compra-venta de inmuebles que si-
gue rigiéndose siempre por el Código civil (art. 44, Có-
digo de comercio; art. 1.314, Cód. civ.), la compra y
venta de naves (art. 483), y en general, la de los títulos
de crédito nominativos ó á la orden, que han de ajustar-
se á formas particulares de las que ya hablaremos (a).

200.—Las obligaciones del vendedor consisten en en-
tregar la cosa vendida y en garantirla ( art. 1.4(;2, 06-
digo. civil). En cuanto á la entrega ó tradición, se rige
por las reglas establecidas en la ley civil (arts. 1.463--
1.480, Cód. civ.); pero hay modos de tradición propios
del comercio; tales son: la colocación de las marcas del
comprador sobre las mercaderías vendidas que quedan
aún en poder del vendedor, la transferencia de las póli-
zas de carga ó de las cartas de porte (de éstas en los ca-
sos en que ha cesado todo derecho del remitente, según

(a) En materia de determinación de precio, no hay en nuestro
derecho las diferencias que en el italiano se sol-talan entre el dere-
cho civil y el mercantil, pues callando el Código de comercio, hay
que aplicar siempre la doctrina del Código civil (arts. 1.447, 1.448
y 1.449), que no difiere de la del Código civil italiano.

En cuanto á la forma de este contrato, rigen- los principios de
libertad con las restricciones de los arts. 51 y 52 del Código de co-
mercio.—(N. T.)
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el art. 396), relativo á las mercaderías vendidas y ex p e-
didas; también la transmisión de los resguardos de de-
pósito de las mercaderías que se encuentren en los alma-
cenes generales. La tradición de la cosa, siempre que
ésta sea un cuerpo cierto, no tiene importancia al efecto
de hacer recaer los riesgos de la cosa comprada sobre el
comprador, porque éstos son de cuenta suya desde el
momento en que se convinieron en la cosa y en el pre-
cio ( art. 1.125, Cód. civ.), salvo lo que dispone el ar-
tículo 1.163 del Código civil respecto á la venta con

condición suspensiva. Sin embargo, si la venta tiene por
objeto una cosa específica, 6 una cosa genérica, enton-
ces, como veremos en breve, hay que aplicar principios

diversos.
La garantía debida por el vendedor es doble, es de-

cir, se refiere á la pacífica posesión de la cosa vendida,
y á los vicios ó defectos ocultos de la misma. También
á este propósito son valederas las reglas establecidas
por la ley civil (arts. 1.481-1.506), salvo lo que diremos
respecto á los vicios de la cosa, al tratar de la falta de

cumplimiento del contrato.
201.—Correlativas á las obligaciones del vendedor

son las del comprador de recibir la cosa y pagar el pre-

cio. El recibo de la cosa tiene lugar en el tiempo y modo
convenidos, y á falta de convenio según los usos; lo mis-
mo puede decirse respecto al pago del precio, para el

que, independientemente de lo que diremos á propósito
de la venta á término, puede estipularse ó no un cierto
tiempo, según que la venta se haga al contado á cré-
dito. Generalmente, áun en las ventas al contado, el uso
concede un cierto término para el pago, de modo 	 sique

el deu
ucció

dorn pag
 que

a anticipadamente
se llama, descuento.

se le suele concede r una

red 

202.—La mayor parte de las ventas mercantiles son
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ventas de cosas fungibles, y se hacen al por mayor 6 al

por menor. Al por mayor, es decir, cuando se venden
grandes cantidades de mercaderías y están determina-

das no por las necesidades diarias del consumidor, sino
con el objeto de poner á otro, es decir, al vendedor al
por menor, en disposición de satisfacer dichas necesida-
des; al por menor ó al detalle, si se hacen por pequeñas
partidas que tengan por objeto satisfacer las necesida-
des diarias de los consumidores. Económicamente, esta
distinción tiene importancia en cuanto esta compra y

venta al por mayor en la que consiste la especulación,
es la que determina el precio de las mercaderías en el mer-
cado; jurídicamente, en cuanto la mayor parte de los
usos mercantiles en materia de compra-venta se refieren
tan sólo á las hechas al por mayor.

203.—Al por mayor ó al por menor, la compra-venta
mercantil, al igual que la civil, puede ser supeditada á
condición ó á término; en todo caso se aplican á, ella de
ordinario los principios contenidos en el Código civil,
salvo lo que diremos al tratar del incumplimiento del
contrato y de las operaciones de Misa. Aquí indicare-
mos tan sólo algunas especies particulares de compras y
ventas.

204. En primer lugar, precisa advertir que la com-
pra y venta de cosas ungibles puede tener por objeto
un género indeterminado (ejemplo, trigo de Odes-
sa), ó un género determinado (ejemplo, el trigo de un
depósito señalado). Si tiene por objeto un género inde-
terminado, el riesgo y peligro de la mercadería vendida
corre á cargo del vendedor hasta tanto que ésta no se
haya entregado al comprador, y de aquí que el vendedor
está obligado á consignar en el tiempo y en el lugar con-
venido la cantidad, la especie y la calidad prometida ,
.aun cuando las mercaderías que tuviese á su disposición
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al tiempo del contrato, ó que hubiese adquirido dheusbpiuesé:
para su cumplimiento, hubiesen_ perecido 

(si

dificultado ó imposibilitado por cualquier caéunsearsoude:tveíro:
arribo (art. 61). Si tiene por objeto un g

minado, es necesario distinguir: ó la venta se ha hecho
á peso, número ó medida, es decir, á un tanto por un
peso, número ó medida determinada, ó en masas, 6 en
conjunto, es decir, por un solo y cierto precio sin consi-
deración al peso, número ó medida., ó áun teniendo esto
en cuenta tan sólo para el efecto de determinar la can-

tidad á que asciende el precio. En el primer caso, las.
cosas vendidas lo son á riesgo y peligro del vendedor
hasta tanto que no se hayan pesado, contado 15 medido,
según algunos también á satisfacción del comprador,

al menos de modo que él pueda considerar mentalmente
las cosas por separado; otros, por el contrario, sostienen

que el riesgo y peligro queda á cargo del vendedor hasta
la entrega; en el segundo caso, las cosas vendidas que-

dan inmediatamente á riesgo y peligro del comprador.

En suma, en concepto de la ley vale la máxima res perit

domino, es decir, que siempre que por efecto del consen-
timiento puede pasar al comprador la propiedad de la

cosa vendida, ésta queda también á riesgo y peligre

suyo. A pesar de esto, el contrato subsiste independien-
temente del traslado de la propiedad de las mercaderías
y del riesgo y peligro de éstas, y, por lo tanto, cada uno

de los contratantespuede pretender la ejecución del
mismo.

205. La compra-venta puede también hacerse sobre
muestras. Dícese que se hace sobre muestras la compr a-

venta cuando la mercadería contratada se determina
con arreglo á un cierto tipo b muestra, que se suele iden-
tificar sellándola ó confiándola á un tercero. La disputa
entre los escritores sobre el carácter de esta conipr a-

1
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venta, que algunos consideran corno sujeta á, condición
suspensiva 6 resolutoria, según los casos, de la confor-
midad de la mercadería con la muestra: otros, pura y
simple, en cuanto la muestra, no teniendo otro objeto
que el de asegurar la identidad de la cosa vendida, fal-
taría el acontecimiento futuro é incierto que puede ha-
cer condicional el contrato. Sea como sea, el comprador
tiene derecho á que la mercadería que el vendedor habrá,
de entregarle sea conforme á la muestra, y en su defec-
to puede rechazarla. El gran numero de controversias
que se suscitan en el terreno doctrinal y en el de la ju-
risprudencia, acerca de los ulteriores deberes y derechos
de las partes dependen esencialmente de las indicadas
incertidumbres respecto al carácter del contrato, pues
determinado éste, se pueden resolver con facilidad apli-
cando los principios generales.

206.—Otra especie de compra-venta es la hecha
condición de ensayo 6 á prueba; es decir, con facultad
de ensayar 6 probar la mercadería vendida antes de
aceptarla. El pacto de la prueba 6 del ensayo debe esti-
pularse expresamente, á no ser que se trate de vino,
aceite ú otra cosa semejante de las que se acostumbra
á hacer el ensayo, en cuyo caso el pacto se presume
(arts. 1.452, 1.453, Código civil). Como quiera que sea,
una venta de esta naturaleza se entiende hecha á condi-
ción de prueba ó ensayo, condición que, por regla gene-
ral, es suspensiva, si bien en algún caso puede transfor-
marse en resolutoria, especialmente cuando se trata de
cosas no susceptibles de ensayo, pero sí de prueba. Se
duda si la aceptación de la mercadería queda al mero
arbitrio del comprador, á su gusto individual, 6 si debe
considerarse en relación con la calidad de la mercancía;
es decir, al gusto común representado por el juicio de
peritos. En materia mercantil debe aceptarse la mayor
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parte de las veces esta última solución, si bien en algu-
nos casos pueda resultar lo contrario de los términos
mismos del contrato, como ocurriría si éste se hubiese
concertado con la cláusula, salvo vista. De todos modos,
el vendedor puede obligar al comprador á hacer el ensa-
yo ó la prueba en el término establecido en el pacto 6
por el uso, y, si éste se niega, á resolver el contrato con
el resarcimiento de los daños, 6 también exigir su cum-
plimiento coactivamente á riesgo y ventura del compra-
dor, cuando no se hubiese querido remitir la prueba, 6
ensayo al gusto ó al juicio individual del mismo com
prador.

207.—Finalmente, la compra-venta puede tener por
objeto mercaderías en viaje sobre una nave. Esta especie
de venta es bastante frecuente en el comercio, y sir-
ven para evitar los daños á que el propietario de las
mercaderías podría hallarse expuesto si después de ha-
berlas vendido se perdiesen por causa de un sinies-
tro ó si no arribasen en el tiempo esperado. Puede tener
por objeto, ya las mercaderías que efectivamente están
viajando sobre la nave, ya las que están destinadas á ser
trasportadas. Si la nave que las trasporta ó está desig-
nada para trasportarlas resulta indicada en el propio
contrato, entonces la compra-venta se entiende subordi-

nada á la condición del salvo arribo de la misma nave

(art. 62, § 1.°). Si el vendedor se reserva el designar la

nave dentro de un cierto tiempo, ó si el uso consagra un

término marcado, el comprador, transcurrido que sea
éste, tiene derecho á pedir la ejecución del contrato 6 el

resarcimiento de los daños. En la liquidación del daño
hay que tener en cuenta el tiempo fijado para la entrega
de las mercaderías, ó en su defecto, al establecido para
designación de la nave. Si no se hatijado ningún término
en la convención 6 por el uso para la designación de la
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nave, el comprador tiene derecho de pedir que el térmi-
no se fije por la autoridad judicial (art. 62, § 2.°).

En cuanto al arribo de la nave, si se ha fijado al

efecto un término, y éste vence sin que la nave haya
llegado, tiene entonces el comprador derecho á rescindir
el contrato 6 á prorrogarlo una 6 varias veces (art. 63).
Si no se estableció ningún término para la llegada de
la nave, se entiende convenido el término necesario al
cumplimiento del viaje. En el caso de retardo, la autori-
dad judicial puede fijar un término según las circuns-

tancias, transcurrido el cual, sin que la nave haya lle-
gado, debe tenerse por resuelto el contrato. En ningún
caso la autoridad judicial puede establecer su término
mayor de un año desde el día de la partida de la nave
del lugar donde recibió á bordo las mercaderías vendi-
das (art. 64).

Durante el viaje las mercaderías vendidas podrán por
efecto de caso fortuito 6 de fuerza mayor, ser traslada-
das desde la nave designada á otra nave; en tal caso, el
contrato no se anula, y la nave sobre la que se ha hecho
el trasporte se entiende sustituida á la nave designada
para todos los efectos del contrato (art. 65). Podrán
también ocurrir averías, éstas entonces resuelven el con-
trato si las mercaderías están de tal manera deteriora-
das que no pueden servir ya para el uso á que estaban
destinadas.

En cualquier caso, el comprador debe recibir las mer-
e	 -aderías en el estado en que se encuentren á su lleira
da, mediante la consiguiente reducción delprecio (ar-
tículo 66) (a) .

(a) Nuestro derecho mercantil no contiene reglas ospecialos
aplicables á la compra-venta de mercaderías en estas condiciones.
Las reglas del derecho italiano, por conformar perfectamente con
los principios generales de nuestro Código do comercio, podn'tai
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208. El incumplimiento de la compra-venta está re-
gulado por normas especiales, según que esto se deba al
comprador 6 al vendedor, y también por normas comu-
nes á todos los casos.

La falta de cumplimiento por parte del comprador
da derecho al vendedor á retener la cosa vendida (ar-
tículo 1.469, 1.°, Cód. civ.), porque la obligación de en-
tregar esta cosa es correlativa á la de recibir el precio.
El derecho de retención tiene lugar, áun cuando el ven-
dedor hubiese concedido una prórroga para el pago, si el

comprador quebrase 6 llegase á ser insolvente, de modo
que el vendedor se encontrase en peligro inminente de
perder el precio, salvo que el comprador afianzase el pago
para el día marcado (art. 1.469, § 2.°, Cód. civ., arts. 805,
806, Cód. com.). Si la venta se hizo sin aplazamiento
para el pago, el vendedor puede, á falta del pago estipu-
lado, reivindicar también la cosa vendida, siempre que
ésta se encuentre en posesión del comprador, é impedir
la reventa, siempre que la demanda de reivindicación se
presente dentro de los quince días siguientes á la entre-

ga y las cosas se encuentren en el mismo estado en que
se encontraban al tiempo de ésta. En realidad, lo mismo
dispone el art. 1.513 del Código civil; pero si el compra-
dor ha quebrado, entonces se aplican las reglas conteni-
das en los arts. 804-808 del Código de comercio, en los
que ya nos ocuparemos á propósito de la quiebra (a).

209.—La falta de cumplimiento por parte del vende-
dor da, correlativamente, el derecho al comprador de no
pagar el precio según lo dispuesto en el art. 1.510 del

aplicarse sin inconveniente alguno en las controversias que oca
rran.—(N. T.)

(a) El plazo para poder exigir con arreglo á, nuestro derecho
opa►ol el precio no pagado si no se fijó en el contrato, es el de diez
días (art. 62, Cód. com.).—(N. T.)
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Código civil, ó el de repetirlo, ó también en ciertos ca-
sos, el de obtener que se reduzca. Son aplicables á este
propósito las reglas contenidas en los artículos 1.486 y
siguientes del Código civil (a). Sin embargo, respecto al
caso de incumplimiento consistente en los vicios de la
cosa vendida, vicios que no deben confundirse con las
faltas de cantidad ó calidad pactadas, si bien este punto
da lugar á graves controversias, el Código de comercio
tiene una disposición especial. Dispone el art. 70 que el
comprador de mercaderías ó frutos procedentes de otra
plaza debe denunéiar al vendedor los vicios aparentes en
los dos días siguientes á su recibo, si no fuese necesario
un plazo más largo por las condiciones particulares de la
cosa vendida ó de la persona del comprador, y que en
cuanto á los vicios ocultos, debe éste denunciarlos en los
dos días siguientes al en que fueron descubiertos, debien-
do atenerse en todo caso á lo dispuesto en el art. 1.505 dei
Código civil (b). Transcurridos dichos términos, el com-
prador no puede ya intentar reclamación alguna por los
vicios de las cosas vendidas. Ciertamente que este ar-
tículo se refiere tan sólo al caso de mercaderías proce-
dentes de otra plaza; pero según la opinión más general,
tratándose de vicios ocultos, puesto que la razón es la
misma, debe aplicarse también á las ventas de mercade-
rías en plaza. En cuanto á los vicios manifiestos, en esta
especie de ventas no es admisible reclamación alguna
después de recibidas las mercaderías (c).

(a) Se refieren al caso en que el comprador haya sufrido la evic-
ción.—(N. T.)

(b) Se refiere á los plazos marcados para intentar válidamente
la acción redibitaria.—(N. T.)

(c) La doctrina de nuestro Código respecto á esto no constituye
una disposición especial para el caso de que las mercaderías proce-
dan de otro punto, ni tienen tampoco que aplicarse por extensión,
como sucede con la del Código de Italia.
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Podría ocurrir que el comprador y el vendedor no se
aviniesen respecto á la existencia, naturaleza 6 exten-
sión del vicio; en este caso el presidente del tribunal, 6
en su lugar, si no hubiese tribunal, el pretor, puede or-
denar, á instancia del comprador 6 del vendedor,que la
calidad y condición de la cosa vendida se comprueben
por uno 6 más peritos nombrados de oficio. En el mismo
decreto en que se nombran los peritos, 6 en otro, puede
ordenarse el depósito ó el secuestro de la cosa vendida
en un lugar destinado á depósito público, y de no haber-
lo, en otro lugar que se designe especialmente, y si la
conservación de la cosa pudiera producir grandes per-

juicios, puede ordenarse la venta por cuenta de quien.
corresponda y en las condiciones que se determinen en
el decreto. La providencia del presidente ó del pretor

debe notificarse antes de la ejecución á la otra parte 6 á
su representante, si uno ú otro se encontrasen en el lu-
gar; en otro caso, debe notificarse después de la ejecu-

El Código do comercio (art. 336) sienta el principio de que ira-

támdose de vicios manifiestos, el recibo de las cosas sin protestas
impide el ejercicio do toda acción. Si las cosas se entregaran en-
fardadas ó embaladas, podría el comprador repetir por defecto en.
la calidad ó cantidad de las mismas dentro de los cuatro días si-
guientes al do su recibo, si no procede la avería de caso fortuito, vi-
cio propio de la cosa ó fraude. En estos casos podrá el comprador

optar por la rescisión del contrato (5 por su cumplimiento con arre-

glo á, lo convenido, pero siempre con la indemnizació n de los per-

juicios que so le hubieren causado por los defectos ó faltas. El ven-
dedor podrá evitar esta reclamación exigiendo en el acto de la en-
trega que so haga el reconocimiento, en cuanto á cantidad y calidad

á, contento del comprador.
Distingue también nuestra ley los vicios internos de las cosas

de los no manifiestos por razón de embalaje, y respecto á los pri-
meros, marca el plazo (art. 342) de treinta días desde la entrega para
Peder hacer cualquier reclamación fundada en ellas.—(N. T.)
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ción en el término fijado en el art. 931 del Código de
procedimiento civil (a).

Este procedimiento no es obligatorio para el compra-
dor, pero es oportuno que lo siga, porque de otro modo,
en caso de contienda, está obligado á probar rigurosa-
mente la identidad y los vicios de las mercaderías (ar-
tículo 71, último) (b).

210.—La falta de cumplimiento por parte de uno 6
de otro de los contratantes, puede también dar lugar á
la resolución del contrato 6 á su ejecución forzosa. El
Código civil, derogando la regla establecida en el artícu-
lo 1.165, que sobreentiende siempre en los contratos bi-
laterales la cláusula resolutoria en el caso en que una de
las partes no cumpla las obligaciones que la incumban,
admite en la compra-venta de cosas muebles la resolución
de derecho tan sólo en interés del vendedor; si el com-
prador, antes de haber vencido el término para la entre-
ga de la cosa no se ha presentado para recibirla, 6 pre-
sentándose no ha ofrecido al propio tiempo el precio, á
no ser que para el pago de ésta se hubiese convenido su
aplazamiento. Por el contrario, el Código de comercio,
más racionalmente equipara en este respecto al vende-
dor y comprador, y establece que la condición resolutiva
en la venta de cosas muebles es de derecho en favor de
la parte que antes del vencimiento del término pactado
para el cumplimiento del contrato haya ofrecido á la otra
parte, de cualquiera de los modos acostumbrados en el
comercio, la entrega de la cosa vendida e) el pago del

(a) De tres días si la notificación ha de hacerse en el término
de la misma jurisdicción, y de diez á veinticinco si so trata do ju-
ri sdicciones distintas.—(N. T.)

(b) Nuestro Código de comercio no dispone nada en concreto
para el caso de no avenencia respecto á la existencia, naturaleza
extensión de los vicios de la cosa. Tampoco contiene precepto algu-
no especial el Código civil.—(N. T.)
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precio, si éste no cumple su obligación. En substancia:
que se deja á las partes la facultad de valerse de las
disposiciones de la ley mercantil, porque á falta del ofre-
cimiento indicado en el art. 467, se aplica lo dispuesto
en el Código civil (á).

211.—Puede darse el caso de que los contratantes
en lugar de hacer valer la condición resolutoria,prefie-
ran reclamar la ejecución del contrato; entonces,ya que
en todo caso la vía judicial prescrita en el art. 1.165 del
Código civil, podría, á pesar de lo dispuesto en el art. 42
del Código de comercio, ser insuficiente para el objeto,
por los retardos inevitables que lleva consigo, el legisla-
dor autoriza también á la parte más diligente para exi-
gir por la fuerza el cumplimiento del contrato á riesgo
y costa del que faltó á éste. Por otra parte, lo que per-
siguen los contratantes en la compra-venta mercantil es
el tener prontamente las mercaderías y el precio, para
obtener beneficios de uno y otro; la simple acción para

resolver el contrato ó de pedir su ejecución con el resar-

cimiento de daños y perjuicios en ambos casos puede ser

insuficiente, mientras que por el contrario puede servir-
les la ejecución forzosa. Esta ejecución se basa en los

intereses del comercio, y no se funda en otra cosa sino

enque la compra-venta mercantil constituye una obli-

gación de dar, y también una obligación de hacer, cuyo

cumplimiento á costa del deudor puede exigir el acree-

dor, según lo dispuesto en el art. 1.220 del Código civil.

Elprocedimiento de esta ejecución forzosa está trazado

(a) Reproduce nuestro derecho civil al pie de la letra los pre-
ceptos del Código civil de Italia en esta materia; pero el Código de
comercio no ha creído conveniente sin duda alterar los preceptos
sentados en el derecho civil, pues se limita(art. 3321 á conceder al
vendedor el derecho de resolver la venta ó pedir su cumplimiento
judicialmente, si el comprador sin justa causa rehusare recibir los
efectos comprados.—(N. T.)
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en el art. 6S: si la falta de cumplimiento se debe al com-
prador, el vendedor tiene la facultad de depositar la
Cosa vendida en un lugar de depósito público, ó a falta
de éste en una casa de comercio acreditada, por cuenta
y riesgo del comprador, ó la de hacerla vender. La, venta
$e hace en pública subasta, tambi én al precio corrien-
te si la cosa tiene un precio de Bolsa de mercado, por
medio de un oficial públicof ; 1alLonzat.o para esta especie
de ventas, quedando al vendedor todavía el derecho al
pago de la diferencia entre el precio conseguido y el
convenido, con más el resarcimiento de los damos. Si por
el contrario la falta de cumplimiento se debe al vende-
dor, el comprador tiene derecho á hacer comprar la cosa
por medio de un oficial público autorizado para ello, por
cuenta y á expensas del vendedor, y á que se le resarzan
los daños sufridos. En todo caso el contratante que exi-
ge forzosamente el cumplimiento del contrato debe dar
aviso á la otra parte (a).

212.—Las reglas hasta aquí expuestas respecto al
incumplimiento de la compra y venta por parte del uno
.6 del otro contratante, sufren modificaciones en la com-
pra y venta, en la que el término, ó sea el tiempo mar-
cado para su cumplimiento, es esencial á la naturaleza,
de la operación, como ocurre especialmente en las con-
trataciones en Bolsa. En estas ventas, áun la parte que
no pretenda el cumplimiento, á pesar de que el venci-
miento del término se haya establecido en su beneficio,

(a) En tanto que el legislador italiano se ha preocupado por
igual del vendedor y comprador, al menos en el Código do comer-
cio, el español ha constituído un privilegio á favor del vendedor
tan sólo, puesto que él únicamente puedo exigir por fuerza el cum-
plimiento del contrato (véase la nota anterior), mientras quo al
comprador no le queda más recurso que el ordinario que concedo
la ley á todo el que ha contraído una obligación recíproca (ar-
tículo 1.124 del Cód. civ.).—(N. T.)
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debe dar aviso á la otra en las veinticuatro horas
siguientes al vencimiento del término, salvo los usos es-
peciales del comercio, y el contrato no puede tampoco
exigirse forzosamente, á riesgo y ventura de la otra
parte, más que en el día siguiente al del aviso, salvo los
usos del comercio (art. 69) (a).

(a) En las operaciones á plazo hechas en Bolsa no admite nues-
tro Código de comercio (art. 76) otra cosa que el cumplimiento del
contrato hecho en el término fijado y en la Bolsa del mismo día,
á lo más en el tiempo que medie hasta la reunión siguiente de
Bolsa.—(N. T.)



CAPÍTULO III

Contrato de suministros Çal.

1.°—No • iones generales.

213.—Mediante el contrato de suministros 6 abas-

tos, una persona contrae la obligación de proporcionar á.

otra, durante un cierto tiempo determinado ó indetermi-
nado, las cosas convenidas ti, título de venta, que es lo
más regular, b á otro título (b), mediante retribución.

Este contrato, necesariamente, en cuanto implica por
parte del proveedor una serie de compras para, revender

ó	 al menos en Cuanto en todo caso da lu:zar
á una empresa, constituye para él un acto mercantil

(art. 3.°, núm. 6). Este contrato se regula, de modo di-
verso, según que la cosa de que es objeto sea suminis-
trada tí, título de venta 6 de locación, pero ciertos prin-
cipios son comunes á, ambos casos. La cantidad de las
cosas que .hay que suministrar, que de ordinario son co-
sas ungibles, puede ser también, como hemos dicho, ín-

(a) Aunque en nuestro derecho tiene tam►i¿l► este contrato un
carácter mercantil por excelencia, no hace nuestro e,-►dig .o do co-
mercio referencia alguna á d; bien es verdad que el ( 1("qi i !..;-0 (Id ía
no se limita á enumerarlo entre los actos nnNrcantiles. l n oninbio,
nuestro Código civil se ocupa con algún detenintionto del arreada
miento de obras por ajusto ó precio alzado, cuyo carácter os mor.
cantil por excelencia, y quo tiene un estrecho parentesco con el de

suministros.—(N. T.)
• (b) Ese otro título sólo puedo ser el do arrondamiento.—k N T.)

17
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determinada; esto es, dejada á, voluntad de aquel á quien
4 li 	 sumhlistrarse, mientras que de ordinario su pre_
„io (1S daerntillad() ; de aquí que el contrato tenga ca-
ní eter aleatorio; sin embargo, aún puede convenirse en

( 1 11(1 el precio se regule de cuando en cuando por el co-
r•iente. De todas maneras, no se deben deducir del con-
trato consecuencias que no estaban en la voluntad de las
partes, permitiendo, por ejemplo, á quien La estipulado
el suministro sin determinación de cantidad, reclamar
cantidades exageradas que no podían preverse en el mo-
mento de la estipulación del contrato. Pueden ocurrir
varios casos especiales, eii los que el contrato de sumi-
nistros se resuelve ó se modifica. Lo primero que puede
ocurrir es que el suministro se haga imposible por un
accidente de fuerza mayor, en cuyo caso el contrato se
resolvería naturalmente con arreglo á los principios ge-
nerales sobre la resolución de los contratos, salvo los
patios que en previsión de esto pudieran haberse conve-
nido. En segundo lugar, podrá suceder que el suministro

resulte inútil (1 aquel á quien debe hacerse, por ejemplo,
porque éste hubiere cesado en el ejercicio del comercie,
causa, determinante del suministro. Entonces, si el pro-
veedor no hubiese aún adquirido las cosas que debe su-
ministrar, por razón de equidad se debería tener por re-

suelto el contrato, quedando por supuesto obligada

otras, parte	 pagar al empresario de los suministros la

ganancia de que se le ha privado. Si, por el contrario,

los hubiese adquirido ya, podría el proveedor obligar á

la Otra parte á admitirlas, y en caso de que ésta se opu-

siera, Si el suministro de las cosas de que se trata se hu-

biese convenido á título de venta, venderlas por cuenta
de la misma, como ocurre en los casos de incumplimie n -

to de la, compra, y venta. La circunstancia de que el su-

ministro, por razón del aumento de precio de las cosas,
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se haya hecho demasiado onerosa para el proveedor, no
le dará derecho á alterar las condiciones del contrato.
El contrato de suministros puede, como hemos dicho,
tener duración determinada ó indeterminada; en este

• último caso cada uno de los contratantes tiene derecho
á renunciar á él, dando aviso previo á la otra parte, se-
gún. las circunstancias y los usos.

2.° Contrato de suscripción, (1) .

214.---Entre las varias formas que puede reve stir el
contrato de suministros, merece recordarse el ;de suscrip-
ción.

Mediante el contrato de suscripción, uu editor ó li-
brero se obliga á suministrar á otro una obra del inge-
nio, á medida que se vaya publicando, por entregas, cua-
dernos, etc., por un precio determinado para toda la
obra, ó determinado por cada entrega ó cuaderno. El
adquirente de la obra, que toma el nombre de suscrip-
tor (a), no practica por esto un acto mercantil, mientra s
que el editor sí lo practica, directamente ó por medio de
un representante, ó también por el librero, entendiendk,
esta última palabra en el sentido de una persona qm,

(1) G-A.Lm, Il contralto di associazione libraria, en la Giurisprv-
denza italiana, vol. XXV, parte IV.-CANETTA., Id. en Filaug ieri,
núm. 1.0 de 1889, parte 1.

(a) Este contrato se llama en italiano de associazione libraria.
Traducido esto directamente al castellano, no tendría fácil inteli-
gencia, y como en nuestro derecho no ha adquirido todavía carta
de naturaleza, hasta el punto de que no hay tratadista español que
se haya ocupado en su estudio; como la forma más corriente de ce-
lebrar este contrato es la de suscripción, lo he bautizado así , por
creer que de este modo sería más inteligible para todos. Por lo de-
más, es de lamentar que no haya en nuestro derecho alguna dis-
posición que ponga coto á los muchos abusos que so han cometid o
por medio de estas suscripciones.—(N. T.)
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contrata con el editor un cierto número de ejemplares,
y después los vende á los suscriptores (art. 3.°, núm. 10).
Generalmente, el contrato se concierta firmando el sus-
criptor un prospecto que contiene el título y las condi-
ciones de publicación de la obra, y de este prospecto es
del que se deducen los derechos y obligaciones de las
partes; sin embargo, también podría perfeccionarse "el
contrato verbalmente; pero de la circunstancia de haber
conseguido uno ó varios cuadernos de una obra que el
editor ó el librero envía por suscripción, no puede dedu-
cirse que exista el contrato. Muchas veces el contrato de
suscripción presupone relaciones entre el editor y el au-
tor, y se funda en gran parte en estas relaciones, es de-
cir, en el contrato de edición que se celebra entre dichas
personas, y que para el editor representa una forma de
especulación comercial (a). Lo que ocurre casi siempre
es que el manuscrito de la obra no se ha entregado todo
entero de una vez al editor, de modo que éste no puede

conocer la extensión, límites y tiempo en que podrá

darse por terminada. Entonces, si el autor no cumple sus

obligaciones, no pudiendo el editor forzarle á su cum-
plimiento, se ha de dar el contrato por resuelto. Por la
misma razón, en el caso antes indicado, los pactos que

se refieran á la extensión de la obra, al tiempo y al

modo de supublicación, deben entenderse con una cier-

ta latitud, puesto que no es posible á su autor determi-

narprecisamente la amplitud de su obra antes de ha-
berla terminado, ni el tiempo necesario para acabarla.

(a) No sólo no existía en nuestro derecho positivo (ni existe)
una ligera indicación respecto á este contrato tan interesant

e Y

tan frecuente en los tiempos actuales, sino que nuestros tratadistas
no se preocuparontampoco de su existencia. Hoy empieza á adqui-
rir carta de naturaleza en los tratados doctrinales, gracias á 

los

trabajos del SR. SÁNCHEZ ROMÁN, en sus Estudios de derecho civil
y á mis Lecciones de derecho mercantil, obra ya citada. (N. T.)



CAPÍTULO IV

Contrato de transporte (1). a)

215. El contrato de transporte por tierra ó por agua
puede tener por objeto mercancías ó personas; de cada
uno de estos hablaremos especialmente y por separado,
advirtiendo, sin embargo, que del transporte por agua,
por conexión de materias, hablaremos lí propósito del
comercio marítimo. En el contrato para el transporte de
noticias no nos ocupamos aquí, porque de ordinario esto
constituye un monopolio del Estado, y se rige por dis-
posiciones de carácter administrativo.

(1) MARCHESINI, Del contratto di trasporto. Torillo. 1SS9.—
GASCA., Codice ferroviario. Milano, 1888.—NANI. Símil di diritto
ferroviario en el Archivio giuridico, vol. XIV. p4-. 279; vol. XVI,
pág. 505.—LEvi, Il contratto di trasporto secondo il Codiee di COM.-

merejo. Bolezna, 1883.—DE TuLmo, Del contrato di trasporto. Na-
poli, 1884. -MANARA. I1 diritto ferroviario, en el Archivio giuridico,

vol. XL, pág. SS; también hay otros estudios sobre lo mismo en la
Rivista italiana per le scienze Roma.—PouGET, Du
transport par terre et par eau París, 1859.—DuvERDY, Trait‹ du,
contrat de transpon par terre en gt_'›ii(ral et speeialnient par chentin
cie fer, 2.a edic. París, 1574.—SA.RRUT, Legislation et jurisprudence
sur le transport des niarchandises por checo in de fer. París, 1_874.—
SAX, Die Verkehrsmittel in Volks und Staativirthscha Wienn,
1878-79.—EGER, Das Deutsche Frackfrecht. Berlín, 1879-1883.—
8~LT, Das transport geschiift, en el Handbuch de Endentann,
vol. III, § 335.—WEsTERK.s.mP, Die Haftplicht, id, § 376.

( a ) FOYÉ, Manual del contrato de transporte. Barcelona, 1886 .
MARTÍN DAMERO, Biblioteca jurídica de ferrocarriles, tomo I -
Problemas jurídicos y comerciales á que da origen el contrato de,
transporte. Madrid, 1891.—(N. T.)
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1.--Transporte de mercancías.

216.—El transporte de mercancías constituye, como-
ya hemos dicho, una de las funciones esenciales del comer-

cio; repara los inconvenientes de la desigual distribución
de la riqueza sobre la superficie terrestre, permite tam_

bién aprovechar el mayor grado de aptitud que puedan

tener para la transformación de las primeras materias las

personas que están lejos de nosotros. Elevado á la cate-
goría de industria, disminuye las dificultades y los gas-
tos inherentes á los transportes particulares, y tiende á
producir el equilibrio de los precios de las mercaderías
entre los distintos lugares, y atenúa también los daños
que pudiecan sobrevenir en determinados países por
efecto de ciertas circuns tancias (por ejemplo, la carestía).
Jurídicamen te el transporte es un contrato mixto de loca-
ción de trabajo, en cuanto el porteador se obliga á trans-
portar mercancías de un lugar á otro, y de depósito en

cuanto el porteador mismo recibe las mercancías que ha
de transportar con la obligación de custodiarlas y resti-

tuirlas después en el estado en que le fueron entregadas;

participando, pues, del depósito, el contrato de transporte

es de naturaleza real, y de aquí que no se perfeccione

hasta que las cosas no se hayan entregado efectivamente

para el transporte.
217.—El contrato de transportes se desenvuelve regu-

larmente entre tres personas, que son: una el remitente,
que expide las mercancías; otra el porteador, que se en-

carga del transporte, y otra, finalmente, el destinatario,

á favor del que, como veremos, se hace la estipulación,

y á quien se deben entregar las mercancías. También
puede el remitente indicarse él mismo como destinata-
rio. Para la celebración del contrato de transporte, el
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remitente puede acudir directamente al verdadero y pro-
pio porteador, ó sea al que efectúa el transporte ó al que
lo hace ejecutar por personas dedicadas especialmente á
este servicio (empresarios de transportes ó porteadores
en sentido impropio), ó, finalmente, á una persona que
le ponga en relaciones con el porteador ó con el empre-
sario, ó sea á un comisionista de transportes. P:n el pri-
mer caso, que es el más raro, el contrato de transporte
se celebra entre el remitente y el porteador; en el segun-
do entre el remitente y el empresario (que de ordinario
es una compañía de ferrocarriles); en el tercer caso en-
tre el comisionista y el porteador ó el empresario; entre
el comisionista y el remitente no se celebra un contrato
de transporte, sino más bien un contrato de comisión
para negocios de transporte. Tal es, según nosotros, el
concepto del art. 388, el cual designa con el nombre de
porteador al que se encarga del transporte ó de hacer que
se transporten las cosas, pero no considera al comisio-
nista de transportes como á un simple porteador. El con-
trato de transporte es, pues, bilateral, real y á título

oneroso, puesto que quien se encarga del transporte lo
hace generalmente á cambio de una compensación ó pre-
cio. Todo el comercio de transporte es en su mayor parte
ejercido por empresarios, ó sea por compañías de ferro-
carriles, las cuales se rigen por las disposiciones del Có-
digo de comercio, y además por los convenios ferrocarri-
leros de 27 de Abril de 1885, y por los documentos que
contienen las tarifas y condiciones de los transportes.
Sin embargo, estas empresas ferroviarias, mientras por
un lado ejercen una especie de monopolio, en cuanto es
imposible no valerse de las mismas para efectuar el
transporte, y por eso corresponde á la ley velar para que
no impongan á los particulares condiciones demasiado
onerosas; por otro, prestan un servicio público que ha de
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ser protegido y amparado, teniendo en cuenta también
la modícidad de las tarifas; sin embargo, la ley no debe
incurrir en un rigorismo imponiendo á las compañías una
responsabilidad demasiado grave por la ejecución de los
transportes entre los remitentes y los destinatarios. De
aquí la necesidad de ciertas reglas especiales que indi-
caremos en el curso de nuestro estudio (a).

218.—El contrato de trasporte puede celebrarse ver-
balmente, ó por escrito; por regla general se redacta en
un documento que se llama carta de porte, la cual debe
entregarse por el ernitente al porteador que la solicite
(art. 389); pero éste entrega á aquél también si se le pi-
diere un ejemplar de la misma, suscrita por él (art. 392).
En los transportes por ferrocarril la carta de porte lleva
el nombre de nota de expedición para la gran velocidad,
y carta de porte para la pequeña (b) y está, redactada con
arreglo á los modelos aprobados por la administración.

(a) No peca ciertamente nuestra ley por exceso de rigor al exi-
gir responsabilidades á las compañías de ferrocarriles. Sus podero-
sos consejos de administración son, y continuarán siendo por mucho
tiempo todavía, obstáculo insuperable para que el legislador se atre-
va á exigir ciertas responsabilidades. El industrialismo, ha dicho
Spencer, que es la nota característica de los tiempos actuales; le ha
faltado añadir que este industrialismo trata de vivir encerrándose
en formas antiguas, tan antiguas colo el feudalismo. Pues bien; de
entre los poderes feudales de la industria moderna, no hay ningu-
no tan fuerte, ni tan robusto, ni tan irresponsable (al menos en
nuestro país), como el de las compañías de ferrocarriles.—(N. T.)

(b) Lo que nosotros llamamos carta de porte los italianos lo lla-

man en general lettcra di vettura, y cuando se trata de transportes
por ferrocarril en pequeña velocidad, lettera di porto. Hago esta

aclaración, porque de lo contrario no resultaría justificada esa es-
pecialidad en la denominación de documentos que expiden las com-
pañías de ferrocarriles, y que señala el autor.

Entre nosotros las cartas de porte en los transportes por ferroca-
rril se llaman declaraciones de expediein (art. 351, Código de 00-
mercio).—(N. T.)
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L3 corta de porte debe estar fechada y firmada por el
remitente, e indicar (art. 1.)()):

1 	 La naturaleza, el peso, la medida () el número de
las cosas que han de transportarse, y si s t ili embaladas;
también la calidad del einbala i e, el número las con-
trasenas	 marcas de éstos.

Ea persona del remitente v su domicilio.
,

o. k 	.1.4a persona del porteador V su TeSidel1C/11.

4•', El lugar de destine v la rerson a deldest imitarlo
que puede ser también el propio remitente, expresando
si la tarta de porte es a la orden ií al portador.

5.° hl porte precio del transporte y las sumas debi-
das al porteador por las expediciones gravadas con gas-

tos anticipados tí de impuestos.
6.(1 El tiempo en el que dele efectuarse el transporte
trata n dese de transporte por ferrocarril, si debe k'on-

ducirse li grande 6 pequeña velocidad.
. (1 Las demás estipulaciones conv *.mudas entre las

partes (a).
Puede ser nominativa á la orden 6 al porta dor, y por

lo tanto, será. transferible medíant« .esitm, entl►s0 t .) Sim-

ple entrega (art. 3S9). Su transinisiOn produce el e•e(›Io

de transferir la disponibilidad de las e►s:►S .railSpOrtad:15

(a) El Código do comercio español : . trt. 3.r)(1) oxi .L.,:o los mismos

requisitos para la, carta do porto, y íi.un ►rooisa 	 ►►it‘ts quo (,1
puosto quo requiere quo so haga la dps i gnaviOn dol lugar do

la entrega do las cosas al portoador. Respecto :1, los transportes por
ferrocarril o por otras empresas sujetas a tarifas 4; plazos rogia-
mentarios (art. .35.1), bastará, quo las cartas do porto ("t doolaravio-

1105 (l expedición. facilitadas por el carador so roiieran (lit cuanto

al precio, plazo y condiciones especiales dol transporto, á las tal-iras

y reglamentos cuya aplicaci(')► solicito, y 1.4í no detornti►ar►
deberá el porteador aplicar el precio de las quo ros►lton más bara-
tas, cou las condiciones que (L ellas sean inhorontos, consignando
siempre su expresión ó referencia on la carta do porto quo o►tro-
gue atil cargador.---(N. T.)

la 421
a..
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á título de propiedad (5 á otro cualquier título, según
hubieren convenido las partes. Resulta de todo estoque
la, carta de porte Os al mismo tiempo prueba del contra-
to do transporte é instrumento de circulación en cuanto
ella permite al poseedor disponer de las mercancías en
viaje, transfiriéndolas en propiedad á otro, 6 constitu-
yendo sobre ella misma una prenda.

21_9. —El contrato de transportes se desenvuelve y de-
ben considerarse en él tres momentos diversos, ó sea el
de la remesa de las mercancías, el del transporte, y el de
la entrega.

a) ne9ncsa de las mercancías. El remitente debe ante
todo hacer entrega al porteador de las cosas que han de
transportarse acondicionadas de modo que se puedan car-
gar, transportar y descargar; de no ser así, el porteador
puede rechazarlas 6 aceptarlas con reserva; á falta de
esto so presume, salvo prueba en contrario, que no tie-
nen defectos aparentes los embalajes (art. `93`,, y el por-

teador queda, responsable. Los objetos preciosos, el Bine-

ro y los taulos de crédito deben declararse, de otro
modo el porteador no responde de ellos; en caso de pér-

(lida, 6 de avería, IR)	 1..(:, obligado á, resarcir filas valor

quo el declarado (ari. 406). El remitente debe tamknen

entregar al porteador los documentos de aduanas y los

demás que eran prociS0S, v responde de su exactitud y

de su regularidad Çart. 391). Los gastos de aduanas ó de
puertas son anticipados por t\il remitente ó por el portea-
dor, que se reembolsa de ellos, exigiéndolos al destina-

tario en, el acto de la. entrega de las mercancías
. Junta-

nmente con la remesa de las mercancías, el remite te
debo Pagar el precio del transporte,
von irecuenci:1, y (Ispelízilinente	

o sea el po7t e ; pero

en los ferrocarriles, el

Pago queda, á, cargo del destinatario, que lo satisface Oil

el momento de retirar	 mercancías, al mismo tiempo
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que las sumas con que pueda resultar gravada por el re-
mitente. En este caso se dice que la expedición se hace

a pagar. El precio de los transportes de las empresas de
ferrocarriles está marcado en las tarifas; éstas varían
según la clasificación de las mercancías hecha con arre-
glo al valor, al peso ó volumen, y á la distancia que han
de recorrer. También hay juntamente con la tartfa, ge-

neral una tarifa especial, en la que á la limitación de la
responsabilidad por parte de la administración corres-
ponde una reducción en el precio del porte. Las tarifas
diferenciales, que de ordinario se aplican por razón del
recorrido kilométrico más bajo cuanto mayor es la can-
tidad de mercancías transportadas y mayor la distancia
que han de recorrer, se consideran particularmente en lo
que se refiere á la responsabilidad de la empresa del fe-
rrocarril, como tarifas especiales (a).

220.—b) transporte, Entregadas las mercancías al
porteador, éste debe verificar el transporte, y si son varios
los remitentes, debe expedir las mercancías por el orden
en que se le hizo la entrega, siempre que por la natura-
leza de las mercancías, por su destino, ó por otros moti-
vos, no sea necesario seguir un orden distinto, ó no se
haga aquél imposible por caso fortuito ó fuerza mayor
(art. 394).

Si el transporte no ha sido posible, ó se ha retrasado
excesivamente por caso fortuito ó fuerza mayor, el por-
teador debe cuanto antes dar aviso al remitente, el cual
tiene la facultad de resolver el contrato con sólo satisfa-
cer los gastos causados al porteador. Si el impedimento
sobreviene durante el transporte, el porteador tiene tam-

(a) Las tarifas diferenciales son un instrumento muy delicado,
que en manos de las empresas pueden facilitar ó dificultar la circula-
ción económica de un país, creando corrientes artificiales efecto del
monopolio que de hecho ejercen las grandes compañías.— (N. T.)
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►ién derecho al pago del porte en proporción al camino
recorrido. 141in este caso debe devolver al porteador el
ejemplar de la carta de porte á la orden 6 al portador
que éste hubiera suscrito (art. 395).

El transporte puede también no efectuarse, ó efec-
tuarse de modo distinto al convenido, por contraorden
del remitente. Este tiene en este caso el derecho de sus-
pender el transporte y de ordenar la restitución de las
cosas transportadas, 6 la entrega de las mismas á un
destinatario distinto del señalado en la carta de porte,

ó (le disponer de otra manera; pero debe abonar al por-
teador los gastos y resarcirle de los daños que sean con-
secuencia inmediata y directa de la contraorden (ar-
tículo 396, 1.0), no de los que proceden del lucro de
que ' P ilé privado; contra lo que dispone el art. 1.227 del
Código

Sin embargo, si la carta de porte, suscrita por el por-
teador sea á, la orden 6 al portador, hubiese sido trans-
ferida, por el remitente á otra persona, entonces, puesto
que, como hemos dicho, la posesión de la misma supone
la, disponibilidad de la mercancía, también el derecho

de dar contraorden compete al poseedor de la carta de

porte, y el porteador, al recibir la contraorden, tiene

derecho (1, que se le restituya, y si se mudó el destino de

las cosas transportadas, puede exigir una nueva carta
de porte, celebrándose entonces un nuevo contrato de

transporte (art. 396,	 3.).

221.—!ia obligación del porteador de cumplir las ór-

denes del remitente, de algún otro que tenga su dere-
cho de este, cesa desde el momento en que, llegadas las
cosas al lugar de su destino, 6 transcurrido el tiempo

en que hubieren debido llegar, el destinatario que esté
en posesión del documento necesario para exigir la en-
trega las haya reclamado del porteador, ó este le hu-
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biese entregado la carta de porte (art. 396, 	 2.°, ar-
tículo 407). Hasta este momento, pues la ley considera
dominus negotii al remitente, á pesar de que al convenir
en las condiciones del contrato, haya estipulado, como
diremos en breve, á favor del destinatario. Después de
aquel momento el dominus negotii es el destinatario mis-
mo, de cuyas condiciones nos ocuparemos también en el
número siguiente. En materia de transporte por ferro-
carril, estos derechos del remitente y del destinatario
están especificados con mayor minuciosidad en las tari-
fas ferroviarias, en particular en el art. 109, letra i, se-
gún el que el derecho del destinatario empieza en el mo-
mento de quedar convenida la expedición.

222.—e) Entrega.—De la misma esencia del contra-
to de transporte nace la obligación para el porteador de
entregar al destinatario, en el término establecido en
las concesiones, reglamentos ó usos (art. 397), las mer-
cancías objeto del transporte, de que él se hizo cargo,
ya consignándolas á domicilio, si así se hubiera conve-
nido, ya poniéndolas á su disposición de otro modo. Co-
rrelativamente corresponde al destinatario el derecho de
que se le haga la entrega de dichas mercancías, no ya
en, calidad de negotiorum gestor del remitente, sino jure
propio, por efecto del contrato del transporte, el cual con-
tiene una estipulación en beneficio del propio destina-
tario, por analogía, aunque no de completa conformidad
con lo dispuesto en el art. 1.128 del Código civil (a).

(a) Véase el artículo en cuestión:
Art. 1.128. Nadie podrá estipular en su propio nombre, más

que para sí mismo.
Sin embargo, cualquiera podrá estipular en beneficio de un ter-

cero, cuando esto constituya la condición de un contrato que se
haya hecho por uno mismo, ó de una donación que á otros se haga.
El que haya hecho esta estipulación, no podrá, revocarla si el ter-
cero ha declarado querer aprovecharse de ella.—(N. T.)
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El derecho del destinatario de reclamar las mercan-
cías, empieza por regla general el día en. que la mercan-
cía llega ó debiera haber llegado al lugar de su destino:
hasta este momento, como ya hemos dicho, el derecho
de disponer de las mercancías pertenece al remitente,
reputándose así condicionada la estipulación hecha por
él á favor del destinatario. Se discute sin embargo, si
este derecho corresponde al destinatario de un modo ex-
clusivo ó conjuntamente con el remitente, de modo, que
ejercido por uno de ellos no puede ya serlo por el otro (a).

223.—La obligación del porteador de hacer entre-
ga de las mercancías, está subordinada á la del desti-
natario, de pagar el precio del transporte que no se hu-
biese pagado ya por el remitente, y las demás sumas á
gastos con que resultase gravada la mercancía. A este
efecto, corresponde al porteador un privilegio especial
sobre las cosas transportadas hasta su entrega al destina-
tario (art. 412), mientras que el Código civil (art. 1.958,
núm. 9), aplicable á los transportes que son civiles para
ambos contratantes, extiende dicho privilegio, permi-
tiendo también su ejercicio áun cuando las mercancías
se encuentren ya en poder del destinatario, siempre que
la acción se entable dentro de los tres días siguientes á
la entrega. En caso de no haber conformidad, si el des-
tinatario paga la suma que cree deber y deposita al pro-
pio tiempo la diferencia que motiva el desacuerdo, el
porteador debe entregarle las cosas transportadas. La
obligación de la entrega de las mercancías está también

(a) Del art. 300 de nuestro Código de comercio se desprende
que el derecho del remitente á disponer de las mercancías existe,
en tanto que no se haya hecho la entrega de las mismas al destina-
tario, hayan ó no llegado las mercancías á su destino, y siempre
que esté en poder del remitente la carta de porte suscrita por el
porteador.—(N. T.)
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subordinada á la otra obligación del destinatario, de res-
tituir al porteador el ejemplar de la carta de porte á la
ordenó al portador que éste hubiere suscrito, puesto
que de dicha carta arranca para su legítimo poseedor el
derecho da disponer de las mercancías (arts. 408, 409) (a)

224.—Puede acaecer que no se encuentre el destina-
tario, ó que éste, por las averías de las cosas transpor-
tadas, que tiene derecho á reconocer (art. 409), ó por
otra causa, se niegue á recibirlas; entonces el presidente
del tribunal, ó donde no hubiere tribunal el pretor, pue-
de ordenar el depósito ó el secuestro de estas cosas. Pue-
de también hacer reconocer su estado y disponer la ven-
ta hasta cubrir el importe de las sumas debidas al por-
teador, observando las formas establecidas en el art. 71
del Código de comercio. Si el destinatario, aunque no
promueva controversia, se negase al pago de los dere-
chos del porteador, éste podrá proceder según las reglas
establecidas para el ejercicio del privilegio de los man-
datarios comerciales . (art. 410, 2.°). En los Reglamentos
para el transporte por ferrocarril, se establecen disposi-
ciones especiales para el caso de mercancías sin dueño ó
que no se han querido recibir.

225.—La responsabilidad del porteador empieza, en
el momento de recibir las mercancías, y termina en el
de su entrega al destinatario, y puede referirse lo mismo
á la pérdida ó avería de las cosas que al simple retraso.
De la pérdida ó avería de las mercancías el porteador
responde, salvo convenio especial, del que hablaremos en

(a) El privilegio del porteador, por razón del precio del trans-
porte y de los gastos y derechos causados por las cosas transporta-
das durante su conducción hasta el momento de su entrega, no pres-
cribe hasta los ocho días de haberse hecho ésta (art. 376, Cód. co-
mercio esp.); y este precepto es igualmente aplicable á los trans-
portes mercantiles que á los civiles.—(N. T.)
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breve, si no prueba que procede de caso fortuito
o

cosas o de su natura-za mayor, de vicio de las mismas	
fuer-

leza, 6 de lweho del remitente é del destinatario. (artícu-
lo .100). Esto está en armonía con cuanto disp one el ar-
tículo 1.631 del Código civil, y representa una derogación
del principio general de que la prueba incumbe al actor
(art. 1.312, Cód.

22(i. Ocurrida, pues, la pérdida de las mercancías

lo que según los Reglamentos de ferrocarriles se presul

ne de derecho si hubiesen transcurrido cuatro semanas

desde el día fijado para la entrega, se procede á lali ui-
dación del daño. Lo mismo ocurre en el caso de avería-,
pero para poder entonces determinar el daño, es necesa-

rio justificar el estado de las mercancías al llegar á su

destino, lo que debe hacerse en caso de no conformidad
del modo establecido en el art. 71 para el contrato de

venta. Sin embargo, la autoridad judicial puede autori-

zar al porteador para la entrega de las mercancías al que

resulte tener derecho á disponer de ellas, según lo que he-

mos dicho ya varias veces, mediante caución ó sin ella

(art. 402). El daño procedente de pérdida ó avería se cal-

cula, á falta de reglas especialmente convenidas, de las
que ya hablaremos, según el precio corriente de las

mercancías transportadas en el lugar y tiempo de la en-

trega, porque es en estos lugar y tiempo en los que el

destinatario habría podido valerse de dichas mercancías.

El precio corriente se determina con arreglo á lo dis-

uesto en el art. 38, hecha deducción de los gastosp 
ahorrados por consecuencia de la pérdida ó avería (ar-
tículo 405, § 1.1. Si el daño se hizo con dolo ó manifies-
ta negligencia, el resarcimiento comprende, no sólo 

el

daño emvergente, sino también el lucro cesante, según
lo dispuesto en los artículos 1.227 y 1.229 del Código

civil (art. 405, § 2.°). En cuanto á los bagajes, les son

• •

44,
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aplicables las reglas especiales que en breve expondre-
mos. En cuanto á los efectos preciosos, dinero y títulos
de crédito, les es aplicable en todo caso el principio ya
indicado, ó sea que el porteador no responde sino de
aquello que se ha declarado, y que en caso de pérdida 6
avería no está obligado á resarcir más valor que el con-
fesado (art. 406); de otro modo, su responsabilidad sería
excesiva. Si la pérdida parcial de las mercancías, según
los Reglamentos de ferrocarriles, excede de las tres cuar-
tas partes de la cantidad de las cosas transportadas, 6
recae sobre una parte esencial de una cosa indivisible
que no se puede fácilmente sustituir, puede el intere-
sado considerarla como perdida totalmente, dejando el
remanente por cuenta de la empresa y consiguiendo de
ésta la indemnización por entero (a).

227.—A más de las pérdidas y averías, el porteador
es responsable, por regla general, de los retrasos, ó sea
de que las mercancías no lleguen á su destino en el
tiempo convenido (art. 390, núm. 6), 6 en su defecto,
en el establecido por los reglamentos 6 los usos (artícu-
lo 397), 6 también si habiendo llegado las retuviere in-
debidamente. En la práctica, sin embargo, se concede
con frecuencia alguna pequeña tolerancia en la entrega
de las mercancías. Como consecuencia del retraso, el
porteador pierde una parte del precio de transporte pro-
porcionada á la duración del retraso, y lo pierde por en-
tero si el retraso excediere del doble tiempo convenido
para efectuar el transporte, con más la obligación de re-

(a) No determina nuestro Código de comercio la proporción en
que las cosas han de resultar averiadas para que pueda reclamarse
la totalidad del precio de las mismas como si se tratase de la péT(li-
da efectiva; el principio de nuestra ley es más equitativo, pues el
consignatario ha de admitir todo lo que no haya sufrido avería en
tanto que no justifique que no le es posible utilizarlo por la falta de
la p arte averiada (art. 365).—(N. T.)

18
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sareir el máximum de los daños que acreditare haber
sufrido (art. 403, § 1.°) . Cesa toda responsabilidad del
porteador si éste prueba que el retraso se debe á caso
fortuito ó fuerza mayor, ó á hecho del remitente ó del
destinatario (art. 403, § 2.°). La falta de suficientes me-
dios de transporte no basta para excusar el retraso, pues-
to que el porteador no debe comprometerse á hacer el
transporte si no tiene medios bastantes para efectuarlo
(art. 403,	 3.°) (a).

228.—Todo lo que hemos dicho hasta ahora supone
que no se ha pactado en el contrato ninguna condición
especial respecto á la responsabilidad del porteador. En
casos normales no hay duda de que los contratantes tie-
nen poder para limitar la propia responsabilidad, con
arreglo á los principios generales en materia de contra-
tación. Pero la limitación de la responsabilidad no pue-
de llegar hasta convenir que el porteador no es respon-
sable del dolo ó de la culpa lata; de otro modo el remi-
tente quedaría por completo á merced del porteador, sin
contar con la inmoralidad del pacto. También se con-
siente á las partes limitar la indemnización de los daños
en caso de pérdida ó avería, á tenor del art. 1.230 del
Código civil, por el que cuando en la convención se es-
tablece que aquel que falte á lo pactado pague una de-
terminada suma de dinero á título de daños, no se puede
reconocer á la otra parte una suma mayor ó menor. La
determinación de los daños que hay que resarcir puede ser
también, para el caso de incumplimiento ó de retraso en

(a) Tampoco se entretiene nuestro Código de comercio en se-
ñalar efectos distintos según que el retraso exceda ó no del doble
del tiempo calculado para el transporte, semejante distinción es
puramente arbitraria, pues no es el mayor ó menor retraso el fac-
tor más importante para el cálculo de los daños ocasionados.
(N. T.)
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la entrena, hecha en forma de cláusula penad ;a •t. 1230,
§	 Códiy civir; entonces se puede pedir siempre la
ejecución del contru,to y h pena ;art. 414, UN ): pero la
disposición, segun nosotros, se separa de la del articulo

del Cód ::o civil bastante menos de lo que
parece de la letra del art. 414.

Para la aplicación de la pena no se requiere la prue-
ba del daño \ art. 414 , si se prueba que éste es
superior a la pena, puede reclamarse el suplemento (sar-
tículo 414, § 3.-1 . Si la responsabilidad del por:eador se
ha excluido á tenor de lo que disponen los aras. 400 y
403, no hay lugar á la aplicación de la pena ,art. 414,

4.°) (a).
229.—Los principios que permiten á los porteadores

limitar su propia responsabilidad, sufren una excepción
cuando se trata de transportes por ferrocarril. Las em-
presas de ferrocarriles, si no de derecho, al menos de
hecho, como ya hemos dicho, ejercen una especie de
monopolio; la ley, pues, debe interesarse y vigilar para

que no impongan á los particulares con (c_ones dema-
siado onerosas, como también en lo que se refiere á la
limitación de su responsabilidad en los transportes; pero
por otra parte, cuando los ferrocarrilesfo_rezcan en equi-

t,z) Las reglas de nuestro derecho respecto í las obligaciones
-con cláusula penal, son mas sencillas quo las del derecho italiauo.
La pena convenida sustituye á la indemnizacik ; n de daños

. •	
y al abo-

, no de in
t

ereses en caso de incumplimiento. salvo pacto en contrario
 kart. 1.152, Cód. eiv.) La pena no exime del cumplimiento de las

obligaciones sino en el caso de haberse pactado así expresamente.
Tampoco pueden exigirse conjuntamente la pena y la obligación sin
convenirle así de un modo expreso a art. 1.153, Cód. civ.'

La aplicación de estos principios al derecho mercantil es senci-
lla; por eso dice el art. 370, §•1.''' del Código de comercio, que v ha -
biéndose fijada plazo para la entrega de los géneros, deberá hacer 

-se dentro de él, y en su defecto, pagar l el porteador la indemniza-
ción pactada en la carta de porte, sin que el cargador ni el consig-
natario tengan. derecho á otra cosa.0 —(N. T.)
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valencia de una disminución de responsabilidad, condi-
ciones especiales de beneficio en los transportes, y soli-
citen éstas los particulares, sería perjudicial é injusto.
impedirlo. Por eso el Código vigente, en el art. 416, des-
pués de haber establecido que las estipulaciones que ex-
cluyen ó limitan en los transportes por ferrocarril las
obligaciones y la responsabilidad establecida en los ar-
tículos 392, 393, 394, 400, 402, 403, 404, 405, 407, 408,
411 y 415 son nulos y de ningún efecto, aunque los per-
mitan los reglamentos generales ó particulares; hace ex-
cepción para el caso tan sólo en que á la limitación de
la responsabilidad corresponda una disminución del
precio de transporte establecido en las tarifas ordinarias,
ofrecidas en tarifas especiales. Las tarifas diferencia-
les, según las convenciones ferroviarias, se comprenden
también, como ya hemos dicho, entre las tarifas especia-
les. Hay también que advertir que las empresas de ferro-
carriles están autorizadas para estipular, como cualquier
otro porteador, siempre que se trate del transporte de
determinadas especies de cosas frágiles ó sujetas á fácil
deterioro, ó de animales, ó de transportes hechos en
condiciones especiales, que las pérdidas ó averías se pre-
suman procedentes de vicio propio de las cosas transpor-
tadas, de su naturaleza, ó de hecho del remitente 6 del

destinatario, si no se prueba su culpa. De otro modo, la

responsabilidad de las empresas sería, en tales casos, de-

masiado grave (art. 4011.
230.—En materia de transporte es con tre cuemicia

I1 ecesario utilizar los servicios de varios porteadores. Por
regla general, todo porteador, lo mismo que es responsa-

1)10 de los hechos de sus dependientes, le es también de

los de todos los porteadores sucesivos á quienes confió la

e3cenci6n del transporte 	 39S), á no ser que la elee-
ción del porteador sucesivo le ha y a sido impuesta por el
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remitente, ó no pudiese hacerse de modo distinto, por
no haber otro medio, en cuyo caso cada porteador res-
ponde tan sólo de sus propios hechos; sin embargo, si el
porteador sucesivo acepta las mercancías sin hacer cons-
tar su estado en la carta de porteó de otro modo, en-
tonces se presume que las ha recibido en buenas condi-
ciones, y conforme están indicadas en la primitiva carta
de porte (art. 399); por consiguiente, él responde tam-
bién de los daños. Si existiese entre varios porteadores
un convenio para el transporte combinado, entonces todos
cuantos se hallen comprendidos en esta que pudiera lla-
marse sociedad colectiva para los transportes, deberán
responder in solidum. En todo caso la petición de re-
sarcimiento de daños debe dirigirse contra el primero
contra el último de los porteadores. Se puede intentar
contra el porteador intermedio, cuando se pruebe que el
daño haya sobrevenido durante el transporte por él efec-
tuado. A su vez todo porteador llamado á responder de
hechos que no son suyos, tiene el derecho de dirigirse
,contra el porteador que inmediatamente le precedió, 6

,contra el porteador intermedio responsable del daño se-
gún la precedente disposición (411). Si no se pudiese de-
terminar dónde, cuándo y por obra de quién se ha cau-
sado el daño, los porteadores, en sus relaciones unos con
otros, deberán responder en proporción á los kilómetros
recorridos por las mercancías sobre las líneas pertene-
-cientes á cada uno de ellos, que es lo que precisamente
y de ordinario tienen convenido entre sí las compañías
ferroviarias.

231.—Las acciones que nacen del contrato de trans-
porte están sujetas á la prescripción especial del ar-
tículo 926 (a); pero se extingue con el pago del porte y

(a) Art. 926. Las acciones contra el conductor, procedentes del
.contrato de transporte, prescribirán:
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el recibo sin protesta de las cosas transportadas, circuns-
tancias estas de las que se puede justamente deducir
renuncia de toda acción contra el porteador. Sin embar-
go, la acción contra el porteador por la pérdida parcial,.

por la, avería, no reconocible en el momento de la en-
trega, subsiste áun después del pago del porte y del re-
cibo de las cosas transportadas, si se prueba que la pér-
dida ó la avería ocurrieron en el intervalo entre la en-
trega al porteador y el recibo por el destinatario (puesto
que entonces no es lícito suponer renunciado el ejercicio

de la acción contra el porteador), y á condición de que
la demanda de reconocimiento se proponga en cuanto se
haya descubierto el daño, y dentro de los siete días si-
guientes al de su recibo; de otro modo la responsabilidad
del porteador quedaría demasiado tiempo en suspenso, y
por otra parte, no es presumible que el destinatario de
las mercancías no reconozca su estado dentro de dicho-
término (art. 415).

Se entiende que en caso de dolo por parte del por
teador la acción contra él no se extinguiría, es decir,.
que no se aplicaría la citada disposición de la ley. Esta
declaración existía en el texto del Código votado por el
Parlamento, pero fué suprimida después como superflua.

1." Por el transcurso de seis 'meses, si se hizo la expedición,

Europa, á excepción de Islandia y las islas Féroe, á una plaza ma-

rítima de Asia ó África en el Mediten:4111e°, mar Negro, canal de

Suez ó mar Rojo, ó bien á una plaza interior en comunicación por
vía férrea con cualquiera de las plazas marítimas expresadas, y

2." Por el transcurso de un afro, si la expedición se dirigió á otro
punto.

Se contará el término en caso de pérdida total, desde el día en
que las cosas objeto del transporte hubieran debido llegar al punto
de destino, y en caso de pérdida parcial, avería ó retraso, desde el
-día de la entrega al destinatario.—(N. T.)
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2." Transporte de personas 1.).

232. El contrato de transporte puede también tener
por objeto el transporte de personas, y continuar revis-

tiendo sin embargo, para el que lo verifica, el carácter
de acto mercantil (art. 3.", núm. 13). Nuestra legislación

mercantil no se ocupa en él (y debería ocuparse, en es-

pecial para determinar la responsabilidad de las empre-
sas por los daños causados á las personas en los casos de
retraso), porque se dijo en la época de la compilación
del Código: «La responsabilidad de que se trata no tie-
ne siempre inmediata conexión con el contrato de trans-

porte, y por otra parte las elevadas disposiciones ten-
drían un objeto que se inspira en ideas mis deseadas de

las que pueden entrar en el campo de una ley de dere-

cho privado, cual es el Código de comercio.» Ademas, el

principio general de la responsabilidad de quien. se de-
dica al transporte de personas, especialmente de las em-

presas de ferrocarriles, arranca de las dis►►sivi►►es
los artículos 290 y '213 de la ley de 20 de Nlarzo de 186,)

sobre obras públicas, así como de los artículos 1.1:-►1/

1.153 y 1.644 del Código civil; y so halla confirmado en
los artículos 2." y 3." del reglamento do 31 de Odubro
de 1873 para la policía y seguridad de los ferrocarriles,
y por el art. 102 del anejo á la ley de 27 de A bril de
1 885. Otras legislaciones más previsoras determinan la
responsabilidad de las empresas de ferrocarriles, tanto
para el caso de daños á las personas, cuanto para el de
los retrasos, y establecen criterios para apreviarla; ►Por
ejemplo: la ley inglesa de 15 de Agosto de 1871 la ale-t-)

(1) Véase la bibliografía del capítulo 1.° do esto libro 11.
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mana de 7 de Junio de 1871, la austriaca de 5 de Marzo
de 1869, etc. (a).

233.—Las reglas relativas al transporte de personas
se contienen en el citado anejo al convenio ferroviario;
aquí nos ocuparemos tan sólo de las más importantes de
dichas reglas. Primero de todo, conviene advertir que el
contrato entre la compañía y el viajero resulta de un. bi-
llete que á este efecto entrega la propia compañía, sin

el que no puede ser admitido al transporte. El billete se
entrega para cada viaje en particular, pero se dan tam-
bién á precios reducidos billetes de ida y vuelta, billetes

(a) En el etc. con que termina el párrafo, no está desgraciada -
mente incluida nuestra legislación. A este propósito, decía yo ya
en mis Lecciones de. derecho mercantil, lo que sigue:

«Una preocupación que demuestra una vez más que la ley de las
compensaciones se cumple de un modo ineludible, ha hecho que por
espacio de mucho tiempo el legislador no se atreviera á dictar dis-
posición alguna para regular aquellos contratos, en los que la per-
sona constituye el objeto de los mismos, preocupación que siendo
una protesta contra el antiguo derecho que equiparaba las perso-
nas klas cosas, sujetando aquéllas á la propiedad y al dominio por
medio de la esclavitud, ha influído de un modo notable en que se
considerase hasta época muy reciente el contrato de seguros sobre
la vida como una especulación altamente inmoral, y que hoy mismo
coarta todavía la libertad de acción del legislador, como lo demues-
tra la circunstancia de que mientras el contrato de trasporte te-
rrestre y marítimo de mercancías merece una prolija atención y
un cuidado excesivo de parte de la ley, el contrato de transporte
terrestre de personas, sólo por incidencia y como de pasada, es ob-
jeto de alguna disposición especial en el Código de comercio, por-
que en el Código civil el buen propósito del legislador, si lo tuvo,
no pasó del epígrafe de la sección 3:, cap. 3. 0, tít. 6.° del libro IV,
que dice: De los transportes por agua y tierra, tanto de personas COMO

de cosas. Podrá quizá, creerse por alguien que estas deficiencias se
habrán suplido grandemente en las disposiciones especiales sobre
ferrocarriles, ya que en estas empresas es un capítulo importantí-
sirvo el transporte de pasajeros, pero ya sea por la razón hasta aquí
indicada, ó ya por otras completamente ajenas al caso, tampoco el
transporte de pasajeros es objeto de muchas prescripciones.» —Loo-
ción	 pág. 236 . —(N . T.)
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de abono para ciertas líneas y por tiempo determinado,

y billetes para viajes circulares. El precio del transporte

Se computa por razón de la distancia; varía por kilóme-
tro, según que el tren sea expreso, correo, mixto, ó se-

gún la clase (1. 1, 2.a, ó 3. a) en la que el viajero tenga
derecho á ocupar su asiento (a). Precios especiales, siem-
pre bajo las bases indicadas, se establecen para los co-
ches salones, departamentos reservados, berlinas-calmas
otros especiales. Los billetes son valederos tan sólo para
el tren para el que se han expendido. Se concede permi-
so al viajero para detenerse en las estaciones interme-
dias, una vez si el recorrido excede de 200 kilómetros,
dos veces si excede de 500, pero ninguna de estas deten-
ciones puede exceder de la media noche que pone térini-
mo al día siguiente. El viajero tiene derecho al reembol-
so del precio total del billete cuando la partida del tren
se retrase una hora, ó el viajero no pueda partir por or-
den de la autoridad judicial ó política, ó cuando no ten-
ga sitio en el tren. Tiene derecho al reembolso propor-
cional á, la parte del viaje no realizado, cuando el tren.
no pueda seguir su marcha y el viaj ero no quiera, apro-
vechar los medios que la empresa se viese obligada á,

poner á su disposición, ó cuando por causa de retraso
falten los enlaces y el viajero no quiera aprovechar el

tren siguiente. Todo esto sin perjuicio de su derecho al
resarcimiento de daños y perjuicios en caso de retraso
cuando éste excediese de los límites consentidos en el
art. 58 del reglamento de policía de ferrocarriles, que
son: de veinte minutos para los expresos, veinticinco para
los correos y cuarenta y cinco para los mixtos; cuando el
recorrido total no excede de 50 kilómetros, dichos tór-

(a) Nuestras empresas no admiten más distinción de precios
que la que resulta de la diferencia de clase.—(N. T.)
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mines se reducen en una cuarta parte. Para la valoración
del daño son aplicables siempre en principio las regias
establecidas en los arts. 1.227 y siguientes del Código
civil, que, sin embargo, no debe interpretarse con dema-
siado rigor. Se entiende que ningún resarcimiento debe
( ,e l porteador si el retraso fué debido á caso fortuito (S
fuerza mayor, pero en armonía con lo que hemos dicho

para el transporte de las cosas, la prueba del caso for-

tuito() de la fuerza mayor corresponderá á la empresa (a).

234. En cuanto á los daños ocasionados á la perso-

na, el viajero, según el art. 42 de los anejos, está obliga-.

do á usar las precauciones necesarias y á cuidar, en
cuanto de él dependa, de la seguridad é integridad de su
persona y de las que están bajo su custodia,, pero reali-

zándose el daño por culpa de la compañía, ésta responde
de él, y no sólo al perjudicado, sino también, en caso de
muerte de éste, á los que por tal circunstancia hayan lle-
gado á experimentar el daño; como por ejemplo, á los

que, con ocasión de la muerte, sea preciso suministrar
alimentos. Obsérvese, sin embargo, que el criterio para

la valoración es también aquí el principio que algo in-

ei/ Nrto se establece en los arts. 1.227 y siguientes del

Código civil (b) . Repitamos, por último, que, á falta de

<al Estos derechos del viajero son perfectamente desconocidos
en nu('slras leyes y reglamentos ferroviarios.—(N. 11.)

/►) Ya he dicho en las notas anteriores que nuestra legislación en
esta materia es bien pobre. Añadiré que se reduce al art. 14 de la
ley de policía de ferrocarriles de 2;1 de Noviembre de 1877 y al ca-
pítulo VIL del reglamento de 8 de Septiembre de 1878, dictado para
la ejecución de dicha ley.

En ésta y en el artículo citado se establece en principio la res-
ponsabilidad de las empresas por los daños y perjuicios que ocasio-
naren a l Estado ó los particulares, y en el reglamento no se dieta
-tampoco disposición altzuna para, hacer efectiva la responsabilidad
que tan prolijanwuto detalla la le4islación	 pues se con-
(' reta 01 cap. VII ya, citado a determinar la responsabilidad del via-
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disposiciones legislativas, la jurisprudencia se informó
frecuentemente en criterios muy variables.

235.—Se relaciona con el transporte de las personas
el de los equipajes, respecto á los que hay también en
los transportes por ferrocarril reglas especiales. Son
considerados y admitidos como equipajes cualesquiera
efectos que para uso propio del viajero ó de su familia
se transportan ordinariamente en baules, sacos de viaje,
sombrereras, cajas, bolsas y otras cosas semejantes, y
también las muestras, siempre que de éstas se haga la
declaración correspondiente, pagando la tasa del nume-
rario y de los objetos preciosos sobre el peso que arrojen
como equipajes. Hay que advertir también, que cada
viajero puede llevar gratuitamente consigo en los coches
bultos pequeños de equipaje, siempre que en conjunto
no pesen más de 20 kilogramos y no exceda su volumen
de metros 0'50 x 0'25 x 0'30. Las materias y las cosas

peligrosas, inflamables ó explosivas y las que puedan
causar daño al material de la compañía, se prohibe sean

transportadas como equipaje, ni puede el viajero llevar-

las consigo de cualquier modo, sino que está obligado a
entregarlas con declaraciones precisas y por separado
También son igualmente excluidos el numerario y los
objetos preciosos ó considerados como tales. Los equipa-
jes entregados en tiempo útil son admitidos en el mis-
mo tren que lleva al viajero, el cual, en prueba de la en-
trega recibe un talón, merced al que retira su equipaje
en la estación de llegada; también sin esto puede retirar
el equipaje justificando su propiedad. Cuando no se
opongan á ello las disposiciones de aduanas, de policía

jero que entrare sin billete en el tren, que continuare su viaje m(ts
allá, del punto indicado en el billete, como término do su viaje, ó
que ocupare un asiento de clase superior al que marca el billete.
(N. T.)
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é de sanidad, y el tiempo y las circunstancias lo con-
sientan, pueden retirarse los equipajes áun en otra esta-
ción que preceda á la de destino, pero sin derecho al
reembolso del precio pagado. Los equipajes que no se
hubiesen retirado en los seis meses siguientes al día de
la expedición, se considerarán abandonados y pueden ser
abiertos, pudiendo la empresa enajenar el contenido.
Lo recaudado queda á disposición de los habientes de-
rechos por dos años, transcurridos los cuales queda en
beneficio de la caja de pensiones y socorro á los em-
pleados de ferrocarriles.

236.—El porteador responde del daño proveniente de
pérdida, avería ó retraso en la llegada de los equipajes;

se entiende, siempre que no dependa de caso fortuito
fuerza mayor, ó de hecho del remitente. El equipaje se
considera perdido transcurridos diez días desde el en que
hubiese debido llegar á su destino. Si el valor del equi-

paje no se ha declarado ó convenido, el daño se regula
por el juez, según las circunstancias particulares del he-

cho (art. 405, § 3.°), quedando en pie en cuanto á los
objetos preciosos la indicada regla del art. 406. En los
transportes por ferrocarril, si la pérdida parcial de los

equipajes excede de las tres cuartas partes de su impor-
te, el viajero puede considerarlo como si se hubiese per-
dido totalmente, dejando el resto á la compañía y con-

siguiendo de ésta la indemnización por entero (a).

(a) El transporte de equipajes se rige en España por las pres-
cripciones del art. 8.° del reglamento de 8 de Septiembre de 1878,
que aunque no tan completas como las que transcribe el autor, di-
fieren tan sólo en detalles que no vale la pena de señalar aquí. 
(N. T.)



CAPÍTULO V

Contrato de empresa (1). (a)

237.—La denominación de contrato de empresa (ap-
palto) tiene en la práctica significados muy diversos, con
frecuencia se emplea para designar el contrato de sumi-
nistros. En su significado propio la empresa es un con-
trato por el que una de las partes se obliga á hacer 6
prestar para la otra una determinada obra en compen-
sación de una merced. Y por obra ha de entenderse, no

ya el trabajo en sentido ejecutivo (opera), es decir, la

actividad empleada en la ejecución del trabajo , sino
más bien el trabajo en sentido ejecutivo, es decir, el re-
sultado útil de la actividad empleada (opus). Hemos di-

cho hacer ó prestar, porque quien se encarga de una em-
presa puede prometer el trabajo propio, ó el de otro, es
decir, obligarse, no á ejecutarlo, sino á hacer ejecutar
para el comitente un trabajo determinado, ya tenga éste

(1) VITA.-LEvi, Degli appalti.	 1876, y en general los es-
critores de derecho civil al tratar del arrendamiento de servicios.

(a) He traducido appalto por empresa, porque éste es su signifi-
cado más directo, y porque este contrato puede decirse que no
tiene todavía en nuestra técnica jurídica un nombre apropiado,
pues el arrendamiento de obras por ajuste ó á precio alzado que le
da nuestro Código civil no es tampoco el que más le caracteriza,
pues el tal arrendamiento no es otra cosa que una compra-venta
mercantil en la que la especulación se hace sobre el trabajo y los
materiales ó primeras materias para la elaboración 6 construcción,
especulación que realiza el empresario de las obras.—(N. T.
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por objeto muebles ó inmuebles, y es generalmente en
este último sentido en el que el contrato de empresa tie-
ne carácter mercantil, en cuanto constituye una empresa
para el que lo concierta, ó sea para el empresario, que es
un capitalista cualquiera considerado como tal por el
comitente, sin consideración alguna á su habilidad y ca-
pacidad necesarias para el cumplimiento del trabajo con-
tratado. De esto no debe deducirse la consecuencia de
que en el caso en que el que se encargó de la obra se
obligue á hacerla, es decir, que sea él mismo artífice, ar-
tista,tista, arquitecto, etc., deba necesariamente convertirse
en un contrato civil, pues el artífice ó el artista pueden
proponerse especul tr, y las circunstancias de hecho pue-
den demostrar suficientemente esta intención. El con-
trato de empresa se relaciona algunas veces con el con-
trato de suministros, lo que suele ocurrir cuando el em-
presario se obliga también á proporcionar los materiales
para el trabajo; en tal caso, dejando á un lado la cues-

tión de si entonces cambia la naturaleza del contrato
por transformarse de locación en venta; lo que sí es cierto,

es que adquiere para el empresario aún con más motivo
carácter mercantil, áun cuando éste no se haya obligado
á prestar trabajo de otro, sino el suyo propio. Así el Có-
digo derogado daba carácter decisivo á la circunstancia
del suministro de la materia laborable; porque no consi-
deraba acto mercantil las empresas de fabricación y

construcción sino cuando el empresario suministraba,
también los materiales. Hoy esta circunstancia es indi-
ferente, la comercialidad de la empresa se funda en lo
que es más esencial, en la especulación sobre el trabajo,
á más del empleo de capitales, adquisiciones, etc.

El Código de comercio no se ocupa en el contrato de
empresa, pero enumera entre los actos mercantiles las
empresas de fabricación y construcción (art. 3. 0, núm. 7),
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las empresas de manufacturas (núm. 8) y la construc-
ción de las naves (núm. 14); por consiguiente, el contra-
to de empresa está regulado en sus líneas fundamenta-
les por los principios del Código civil, relativos á la lo-
cación de servicios (art. 1.627 y siguientes), pero no
enteramente por estos mismos principios, muchos de los
que se refieren tan sólo á la locatio operaruin, no á la lo-
catio operis (empresa), dos contratos diversos que el Có-
digo ha comprendido malamente (a).

El contrato de empresa no tiene forma especial, pero
en ocasiones puede ser necesaria la escritura, como en
el caso del art. 1.640 del Código civil (b); se requiere,
como veremos, si la empresa tiene por objeto la cons-
trucción de naves (art. 481), ó, en general, si se trata de
obras adjudicadas por el Estado, las provincias, los mu-
nicipios, b los institutos de beneficencia, en cuyo caso
las leyes administrativas prescriben también otras for-
malidades especiales. El contrato de empresa puede re-
ferirse, tanto á cosas muebles como á cosas inmuebles,
y hacerse por un precio unitario; ó sea por un tanto por
unidad de trabajo suministrado, ó d tanto alzado (per
aversionem, cc forfait), es decir, por un precio único, que-

(a) Otro tanto puede decirse de nuestro Código civil; y en cuan-
to á nuestro Código de comercio, hay que decir que sólo por apli-
cación del criterio de analogía podrán alguna vez los tribunales
declarar que el contrato de empresa es mercantil, pues el Código
se calla en absoluto respecto á este particular.—(N. T.)

(b) Art. 1.640. Un arquitecto ó contratista que se haya encar-
gado por adjudicación de construir un edificio, sujetándose á un
diseño ó plano establecido ó convenido con el comitente, no podrá
pedir ningún aumento de precio pretextando el que haya encare-
cido la mano de obra ó los materiales, ó alegando que se hayan he-

cho en el plano variaciones ó adiciones, si éstos no se hubiesen apro-
bado por escrito ó no se hubiese convenido en el precio con el co-
mitente.—(N. T.)
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dando el mayor 45 menor coste á riesgo y ventura del
empresario.

El empregurio, como hemos dicho, puede haberse
obligado á suministrar tan sólo su trabajo ó su industria,

también los materiales. Son aplicables en estos casos,
en lo que se refiere á la pérdida de la cosa, las reglas
contenidas en los artículos 1.635-1.637 del Código ci-
vil (a).

238.—Los efectos del contrato de empresa se resuel-
ven en los derechos y obligaciones de las partes. El em-
presario está obligado á ejecutar la obra como un buen
padre de familia en el tiempo y modo convenido y según
las reglas del arte; pero si obedece las órdenes del comi-
tente, queda libre de responsabilidad, excepto el caso de
dolo ó de culpa grave. Además, es responsable, no sólo.
de su trabajo propio, sino también del de las personas
que haya empleado (art. 1.644, Cód. civ.) Ejecutado el
trabajo, debe hacer la entrega de la cosa al comitente, el
cual tiene derecho de reconocer previamente dicho tra-
bajo, con objeto de dar su aprobación (f arpe il collaudo),

después de lo que el empresario queda libre, excepto en
el caso de vicios ocultos, y salvo si se trata de edificios 6
de otras obras notables, la facultad concedida al comi-
tente por el art. 1.639 del Código civil (b).

Correlativamente á estos deberes del empresario, el

comitente está obligado, á más de recibir la obra, según
lo convenido, á pagar también el precio en el tiempo y

modo establecido, y á falta de ello por el trabajo ejecu-

(a) Las reglas á que hacen referencia, son las mismas de los ar-
tículos 1.509 y 1.590 de nuestro Código civil.—(N. T.)

(b) Esta facultad consiste en poder intentar la acción de daños
y perjuicios si en el espacio de diez años, desde la construcción., ésia
se arruinase en todo ó en parte ó corriese peligro de ruina por de-
fecto en la construcción ó vicio del suelo.—(N. T.)
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taco, si el contrato se hizo a destajo; y en proporción al
trabajo hecho, cuando la empresa se refiera, á un trabajo
de varias partes 6 piezas, 6 sea :í medida (art. 1.63S,
Cód. eiv.). En este segundo caso, pues, el precio del tra-
bajo total viene á, ser variable; en el primer caso, ve-
ces es fijo; de dondeLom.e resulta, que el precio no puede, por
ninguna causa, ser exigido por el empresario en cant idad
mayor de la establecida, á, no ser que, tratándose de la
construcción de un edificio 6 de otra'obra en grande, de
acuerdo con el comitente, se bayan introducido variacio-
nes en el proyecto primitivo, y éstas hayan sido aproba-
das por escrito, y se haya, además convenido el precio
(art. 1.640 Cód. civ.).

239.—E1 contrato de empresa se disuelve por hacer-
se imposible su ejecución, salvo que en este caso el resar-
cimiento de los daños recae en aquél que tuviere culpa;
por la pérdida de la cosa en los casos de los arts. 1.636
y 1.637 del Código civil; por el cumplimiento de la em-
presa, y en general por los demás modos de disolución
comunes á todos los contratos. Se disuelve tam►ien por
voluntad del comitente, áun cuando el trabajo se hubie-

ra empezado, siempre que éste resarza al empresario por
el daño emergente y lucro cesante (art. 1.647 (ród. civ.);
también por la muerte del empresario (art. 1.61,2 íd.);
sin embargo, el comitente está, obligado á, pagar á los
herederos, en proporción al precio fijado en el contrato,
el importe de los trabajos hechos y de los materiales

preparados cuando tales trabajos ó materiales puedan
ser utilizables (art. 1.643, íd.).



CAPÍTULO VI

Contrato de edición y de representación

Le Contrato de edición (1).

240.---Mediante el contrato de edición, el autor de
una obra científica, literaria ó artística, 6 sus herederos
ó habientes-causa se obligan á conceder esta obra á un
editor para que la publique, y el editor se obliga á re-
producirla y ponerla á la venta. Este contrato, pues,
presupone en el autor el derecho exclusivo de disponer
de la obra, hecha ó por hacer, ya sea porque él por ha-
berse acomodado á la ley lo haya adquirido legalmente,
ó porque se proponga adquirirlo, ó porque autorice al
editor para que haga directamente la adquisición. Por
esto el contrato de edición se reduce á una especie de
compra y venta de la propiedad literaria, pero difiere de
ella, como hemos dicho, en cuanto impone al editor la
obligación de la publicación; bajo este respecto, el con-
trato de edición participa de la locación de servicios. Si
uno ó varios autores contrajesen la obligación de cola-
borar en una obra, según el plan discurrido por el editor
y mediante una retribución, habría entonces una simple
locación de servicios; á los autores no les correspondería
ningún derecho de propiedad, tendrían tan sólo el dere-
cho al precio convenido. En todo caso, mientras el autor

(1) Véase la bibliografía del núm. 48.
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no realiza un acto mercantil, ocurre lo contrario con el
-editor, que por el hecho de ser tal., viene	 interponerse
entre el autor y el público rt.	 nú in. 10).

241.—El contrato (le edición, que no está, sujeto íí,
formas determinadas, puede estipula rse do varios modos .
puede el autor consentir la estampavión do una 6 varias
ediciones de su obra, en un número determinado do co-
pias; ceder incondicionalmente el manuscrito; también
asociarse al editor, proporcionando la compensación al
éxito de la empresa. Como quiera, que sea, del contrato
de edición nacen derechos y obligacimles para el autor
y para el editor. El autor está, oblig-ado en primor tér -
mino, á entregar la, obra en el tiompo establecido, sin
que respecto á esto se deba proceder con demasiado ri-
gor, con arreglo ¡í cuanto dijimos al hablar del contrato
de suscripción, cuyos principios tienen 1,1.►bi(►v a►li
cación en lo que se refiere á la extensión do la, obra,
en el caso en que no estuviese terminada al celebrarse
el contrato. El autor está obligado ademas	 garantir
,el derecho exclusivo que él tiene de disponer de ella, y

de no publicarla 6 hacerla publicar hasta que no se ►a-
yan agotado las ediciones, á las que tiene (119'0(110 el

editor, ó hasta que uo baya transcurrido el tient po por
el que fué cedido el derecho del autor. A su voz, el edi-

tor debe pagar el precio, que puede también no haberse
expresamente determinado, en cuyo caso corres►ondora
fijarlo si hubiese discordia, ;I, la autoridad judicial. Debe
igualmente publicar el trabajo (m el tiempo y modo
convenidos.

Durante la estampación del trabajo el autor ►uedy
introducir cambios, siempre que no desnatural ict uf el

carácter de la obra, y no causen extraordinarios ( im
previstos gravámenes al editor, el que en este último
caso tendría derecho á una compenriaeión. Por su parte,
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el editor no puede introducir cambios no consentidos por
el autor. Agotada la edición, el editor tiene el derecho y
la obligación de preparar la otra si el contrato compren-
diese más de una, ofreciendo al autor el derecho de ha-
cer los cambios que estime oportunos, siempre, por su-
puesto, que éstos no alteren el trabajo, y á condición
también de que el mayor gravamen que resulte al editor
de estos cambios, le sea compensado. Los mismos prin-
cipios deberán aplicarse, si el contrato se refiriese á la
absoluta propiedad de la obra, sin limitar las ediciones.

242.—El contrato de edición se extingue si antes de

que la obra se haya terminado muriere el autor ó se in-

capacitare, ó también si sin culpa de su parte le fuese

imposible terminarla. Si entregado el manuscrito pere-

ciese por caso fortuito, corresponde al autor del mismo

modo el precio fijado; pero si éste poseyese copia, está
obligado L entregarla al editor. Igualmente, si la edición

perece por caso fortuito, en todo ó en parte, después de

estar preparada, el editor puede reproducir á sus expen-

sas los ejemplares destruidos. Por último, en caso de
quiebra del editor, si sus acreedores no prefieren man-

tener el compromiso contraído respecto á la publicación

de la obra, el contrato se entiende resuelto y el autor

puede conceder á otro el derecho de publicarla.

2.° Contrato de representación (1).

243. El contrato de representación es aquel por el
que el autor de un trabajo adaptado para un espectáculo
público, ó bien sus herederos ó habientes causa, ceden

,..-■•■■•■•

(1) ASCOLI, Giurisprudenza tea-fralc. Firenza, 1S71.—Rosmil“,
La legislazione dei teatri. 1S7-).—LAcAN- ET PALMIEIL
Traite de la Ugíslation et, jurisprudence des thC(itres. París, 1853•---
GU ICHARD, De /a Ugislation du thedtre. París, 1SSO.
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mediante un precio el derecho de hacerlo representar. El
contrato de representación se refiere principalmente á
las representaciones teatrales, y comprende una serie de
relaciones de la empresa con el autor ó el editor de la
obra, con los artistas y con el público, y también con la
autoridad, á la cual corresponde la inspección de los tea-
tros. El que asume la empresa ejecuta un acto mer-
cantil, ya contrate con el autor, ya contrate con el edi-
tor, ó ya contrate con el público, y también en cuanto
contrata con los artistas á quienes se confía la repre-
sentación (art. 3.°, núm. 9); por el contrario, el con-
trato no es mercantil para el autor, para los artistas
y para el público mismo; lo es á veces para el editor
que, habiendo adquirido el derecho de representación,
lo cede á su vez á otra persona. El empresario, pues,
puede adquirir el derecho de representación de una
obra del autor ó del editor, al que fué cedida; y tanto
si se trata de un trabajo nuevo, como si se trata de uno
ya representado. En todo caso, el contrato de represen-
tación presenta mucha analogía con el de edición, así
es que algunas veces comprende también éste, lo cual
ocurre cuando el autor cede el trabajo á un editor con la
obligación de reproducirlo y procurar la representación,
en este caso, rigorosamente hablando, puede decirse que
entre el autor y el editor no hay más contrato que el de
edición, el de representación se celebra entre el editor y
la empresa. Sin embargo, á diferencia del contrato de
edición, cuando se trata de un trabajo ya representado
particularmente en el caso en que el contrato se haga
entre el empresario y el editor que hizo la adquisición,
el primero no contrae la obligación de la representación,
sino la facultad tan sólo, no interesándole al editor el
hecho de la representación, y bastándole conseguir la re-
tribución convenida. Celebrado el contrato de represen-
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tación, que no está sujeto á formas especiales, el em-.
presario contrae la obligación, 6 adquiere la facultad,
según los dos casos ya indicados, de representar la obra,
en el tiempo y modo establecido; á su vez el autor 6 el
editor tienen el derecho á ser recompensados. El contrato.
se entiende resuelto si la obra no es del agrado del pú-
blico, ó no puede ser representada por decreto de la.
autoridad pública. Por último, tanto los contratos que...
median para la representaciénentre el empresario y los,

artistas, como también los que median entre el empresa-
rio y el público, son en su mayor parte regidos por la*,
costumbres teatrales, generales ó locales, que una vez.
probadas constituyen la ley del contrato.



CAPITULO VII

Contratos de mandato y comisión.

1.°—El mandato (1).

244. El Código civil define el mandato: un contra-
to, por virtud del cual una persona se obliga gratuita-
mente ó mediante precio, á ejecutar un negocio en nom-
bre y por cuenta de otra persona, de quien ha recibido
el encargo (art. 1.377). Esta definición se adapta sus-
tancialmente también al mandato mercantil, si se añade
que el negocio para el que se dió el mandato ha de ser
un negocio de comercio. Verdad es que el art. 349 del
Código de comercio, siguiendo el sistema del Código
civil francés, añade que el negocio objeto del mandato
debe ser tratado en nombre del mandante; en realidad,
el mandato en materia mercantil se exterioriza, por regla
general, bajo la forma de representación del mandante;

(1) ARMELANI, Il mandato commerciale e la commissione. To-
cino, 1885.—DELAmARRE ET LEPOITEVIN I Traité de droit commer-

cial (la primera edición de esta obra se llama: Traib; de droit de
commission et des obligations conventionelles en maWre de commer-
ce). París, 1861.—TRoPLoNG-, Du ,mandat. Bruxelles, 1846.—CLA-
MAGERAN, Du louage d'industrie, du mandat et de la commission en
droit romain dans rancien droit franlais et dans le droit acluel. Pa-
rís, 1856.—PouGET. Des droits et des obligations des divers comrnis-
sionaires on de la commission en maWre d'abhats et veintes. París,
1858.—G-RüNlluT, Das Recht des Kommissionshandels. Wienn, 1879,
y en el Handbuch de Endemann, vol. III, § 312-330.
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refierepero esto no es de esencia en el contrato, pues 5e re
tan sólo á su modo de ejecución. Si el mandatario trata
el negocio en nombre propio, en vez de hacerlo en el del
mandante, las consecuencias en las relaciones entre el

mandante y los terceros serán diversas; respecto á éstos,

el mandatario adquirirá el carácter de comisionista, pero
respecto al mandante, no dejará de existir el contrato
de mandato, de cuya ejecución responderá siempre el
que lo haya contraído. También en lo referente á la re-
tribución del mandato, la definición antes expuesta se
acomoda al mandato mercantil, pudiendo éste ser tam-
bién gratuito ó retribuido; sin embargo, la diferencia es
ésta: que mientras el mandato civil se presume gratuito
(art. 1.739, Cód. civ.), el mercantil se presume retribuí-
do (art. 349), lo que es muy natural, si se tiene en cuen-
ta el carácter de las operaciones mercantiles, que es el
de conseguir un lucro. Finalmente, es de advertir que
el mandato mercantil no se refiere las más de las veces
á un solo acto, sino que comprende un conjunto de ope -
raciones, y es sin duda por esto por lo que el art. 349
requiere que el objeto del mandato sea el de tratar ne-

gocios mercantiles. Por lo demás, sean uno ó varios los
actos ó los negocios, el contrato es siempre el mismo (a).

245.—El mandato no requiere, por regla general,
ninguna formalidad extrínseca, salvo si se refiere á un

(a) En el mandato mercantil, en general no se ocupa nuestro
Código de comercio, como lo hace el de Italia, lo cual se explica por
el distinto sentido que uno y otro asignan al contrato de comisión,
pues mientras el de Italia lo reduce á todo mandato, en el que el
mandatario obre en nombre propio, el Código español llama comi-
sión á todo mandato que no sea el especial, que se confiere á facto-
res, dependientes y mancebos de comercio.

Aun cuando en el fondo resulta lo mismo la doctrina, la distin-
ció

e nlos
que hace el Código italiano da mayor claridad á la exposición
d principios legales. N. T.)
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contrato para la enajenación de inmuebles ó de naves,
en cuyo caso, lo mismo que este contrato, debe hacerse
por escrito. Puede ser conferido y aceptado expresa ó
tácitamente. La aceptación tácita, resulta con frecuencia
de la ejecución por parte del mandatario del encargo
que le hizo el mandante; pero el hecho de no querer
aceptar el encargo, no le dispensa de todas las obligacio-
nes respecto al mandante, al menos en cuanto dicho en-
cargo no sea cosa extraig a al comercio ejercido por aquel
á quien se ha propuesto. Por eso el comerciante que no
quiere aceptar un encargo, debe en el más breve plazo
posible dar á conocer su negativa al mandante, y no
obstante ella, debe poner en lugar seguro las cosas que
se le expidieron y tener cuidado de su conservación á ex-
pensas del mandante hasta que éste haya podido dar las
disposiciones oportunas. En caso de retardo, puede tam-
bién procurar el depósito judicial y la venta de las cosas
en la forma dispuesta en el art. 71 (art. 351). Si las co-
sas que el mandatario recibe por cuenta del mandante
presentan señales visibles de los daños sufridos durante
el transporte, debe hacer lo necesario para asegurar los

derechos del mandante contra el porteador; de otro

modo es responsable de las cosas recibidas con arreglo á
la descripción de ellas contenidas en la carta de aviso,
de porte, ó en la póliza de cargo. Si el daño requiere re-
medio urgente, el mandatario puede también pedir la
venta de las cosas con arreglo á lo dispuesto en el art. 71
(art. 352).

246.—El mandato puede ser general ó especial, y sea
lo uno ó lo otro, aunque el mandato esté concebido en
términos generales, no se extiende á los asuntos mercan-
tiles si no se ha declarado así expresamente. Puede ser
más ó menos limitado; sin embargo, si al mandatario no
3e le han dado instrucciones más que respecto á ciertas
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particularidade s del negocio, el mandato se reputa libre
en cuanto á lo demás. El mandato para un cierto nego-
cio comprende todos los actos necesarios para la ejecu-
ción del mismo, aunque no se hayan expresamente indi-
cado (art. 350).

Podría ocurrir también que el mandato se hubiese
dado á varias personas. Entonces, si no se ha declarado
que los mandatarios han de proceder conjuntamente, se
reputan encargados de operar los unos á falta de los
otros, según el orden en que hayan sido nombrados en
el contrato. Si se ha declarado que los mandatarios de-
ben obrar conjuntamente, y el mandato no es aceptado
por todos, los que lo aceptan se presumen autorizados
para ejecutarlo si constituyeren la mayoría de los nom-
brados. En todo caso, la obligación de los mandatarios
mercantiles, cuando son varios, se presume solidaria,
aunque ajustándose al principio general del art. 40 (ar-
tículo 364) (a).

247.—Celebrado que sea el contrato, veamos cuáles
son las obligaciones que de él nacen para los contratan-
tes. El mandatario está obligado á poner en conoci-
miento del mandante todos los hechos que pueden de-
terminarle á revocar ó modificar el mandato (art. 353),.
y con mayor razón, después de haberlo ejecutado, de
advertírselo así inmediatamente al mandante (art. 357).
En la ejecución del mandato debe atenerse á las instruc-
ciones recibidas, ó en su defecto, á los usos del comer-
cio (art. 356), dando la preferencia á los usos locales 6
especiales sobre los usos generales (art. 1.°). Si detiene
cosas que corresponden al mandante, es responsable de

(a) Ni nuestro Código de comercio ni nuestro Código civil di-
cen una palabra del mandato conferido á varios al mismo tiempo.—
(N. T.)
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los daños que provengan de caso fortuito ó fuerza ma-
yor, de vicio de la cosa misma ó de su naturaleza (ar-
tículo 354). En cuanto á las sumas de dinero que perte-
nezcan al mandante, ó si se trata de sumas que el man-
datario no tiene razón para retener, y éstas deben ser
en seguida entregadas ó expedidas al mandante, y de no
hacerlo así, el mandatario está obligado á abonar los in-
tereses de dichas sumas con arreglo á los principios ge-
nerales del art. 41 (art. 355); ó se trata de sumas desti-
nadas á objetos determinados y el mandatario no puede
distraerlas; si tal hiciere, á más de estar obligado á abo-
nar los intereses correspondientes desde el día en que los
ha recibido, responde de los daños, aparte de la acción
penal que procediere, según los casos (art. 358). Sin em-
bargo, si la distracción de las sumas fuese motivada por
alguna cosa útil al mandante, y ésta fuese necesaria
en una operación compleja, no sería procedente la apli-
cación de la citada disposición legal. Contratando, pues,
con los terceros, se requiere la exhibición del mandato,
y no puede oponerles instrucciones separadas recibidas
del mandante si no prueba que éstos las conocían al
tiempo en que fué contraída la obligación (art. 359).

En el cumplimiento de todas estas obligaciones res-
ponde, no sólo del dolo, sino también de la culpa, la cual
se aprecia con mayor rigor si el mandato, como de ordi-
nario sucede, es oneroso (art. 1.746, Cód. civ.).

248.—En cuanto á las obligaciones del mandante,
diremos que está obligado á suministrar al mandatario
los medios necesarios á la ejecución del mandato, salvo
pacto en contrario (art. 360). Sin estos medios, el man-
datario no está obligado á cumplir el encargo; sin em-
bargo, la regla no es aplicable á los pequeños desembol-
sos que pudiesen ser necesarios al efecto, y que deben
anticiparse por el mandatario. Recibido, pues, el aviso
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de i;1 ejecución del mandato, el mandante debe inme-
diatamente responder. El retraso del mandante en res-
ponder después de recibido el aviso, durante un tiempo
mayor del que requiere la naturaleza del negocio, ó
autorizado por los usos del comercio, hace presumir su
aprobación, aunque el mandatario se hubiere excedido
del mandato ( art. 357). Finalmente , debe reembolsar
el mandatario los anticipos y gastos hechos por su cuen-
ta, y pagarle también el precio convenido en el contrato,

en su defecto el de costumbre en el lugar donde se ha
cumplido el mandato (art. 361). (a).

249. — Para el pago de las sumas que por todos
estos títulos ya indicados pueden corresponderle, como

también por el de los intereses legales sobre los antici-

pos y gastos, la ley (art. 362), en interés del comercio,
concede al mandatario un privilegio especial sobre las
cosas pertenecientes al mandante que están en poder de

aquél para la ejecución del mandato, ó que se encuen-
tren á, su disposición en los almacenes ó lugares de de-
pósito público, ó de las que pueda probar que se le han
expedido por la posesión legítima de la póliza de cargo
«única» ó «primera», ó de la carta de porte. Si, pues, se

trata de un mandatario que ha comprado mercancías
por cuenta del mandante, éste tendrá privilegio también
por el precio pagado, si las mercancías se encuentran á
su disposición en sus almacenes ó en lugares de depósito
público.

(a) La obligación del mandante de contestar al aviso que le
diere el mandatario de haber cumplido el mandato, es una obliga-
ción de que no habla nuestra ley mercantil. Sin embargo, es tan
natural ésta como la consecuencia de que el silencio ó retardo exce-
sivo en la respuesta supone la aprobación de lo hecho por el man-
datario, z'vun cuando éste se hubiere excedido, que en la práctica
sen't forzosa la aplicación de estas reglas del derecho italiano en
vista del silencio del Código de comercio.—(N. T.)
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En caso de quiebra del mandante, el privilegio del

mandatario sobre las cosas compradas por cuenta de
aquél, se ejercita con arreglo á las disposiciones del ca-

pítulo III, tít. IV, lib. III del Código, que en otro lugar
examinaremos. El privilegio del mandatario supone,
pues, la posesión real (5 simbólica de las mercancías; sin

embargo, si el mandatario mismo encargado de vender
las mercancías del mandante las hubiere realmente ven-
dido, el privilegio podrá ejercerlo sobre el precio de las
mismas, siempre, por supuesto, que estuviesen todavía en

su poder, ó á su disposición.
El privilegio de que hasta aquí nos hemos venido

ocupando, y que en otras legislaciones y en el Código
italiano de 1865 se concede tan sólo á los comisionistas
sobre las mercancías expedidas ó para expedir de una
plaza á otra, se extiende, pues, á todos los mandatarios
en general, áun para los negocios que se realicen en la
misma plaza de comercio en que reside el mandante.
Este privilegio es general y preferente sobre cualquier
otro de los establecidos por las leyes (arts. 1.958-1.960,
Cód. civ.), hasta sobre el derecho del vendedor reivindi-
cante, y subsiste aunque los anticipos ó los gastos se ha-
yan hecho antes ó después de que las cosas hayan llega-
do á estar en posesión del mandatario (art. 362, § 2).
Para ejercitarlo, el mandatario debe hacer notificar j u-
dicialmente al mandante la nota de las sumas que se le
adeudan, con intimación de que sean satisfechas dentro
de tres días, y con la advertencia de que de no hacerlo
así se procederá á la venta de las cosas sujetas al privi-
legio. El mandante puede oponerse con citación para
comparecer el día señalado, notificada también dentro
del mismo término.

Si el mandante no tuviere residencia 6 domicilio ele-
gido en el lugar de la residencia del mandatario, el tér-
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mino para la oposición se aumenta á tenor de lo dis-
puesto en el art. 147 del Código de procedimiento civil.
Transcurrido el término ó desechada la oposición, el
mandatario puede sin más formalidad hacer vender las
cosas sobre que recae el privilegio con arreglo á lo que
dispone el art. 68 (art. 363) (a).

250.—El mandato se extingue (art. 365, Cód. comer-
cio, 1.757 Cód. civ.):

1.° Por la revocación hecha por el mandante, expre-
sa ó tácitamente con hechos que supongan la revocación,
por ejemplo, con el nombramiento notificado al manda-
tario de un nuevo mandatario para el mismo negocio (ar-
tículo 1.760, Cód. civ.).

2.° Por la renuncia del mandatario; sin embargo, si
la revocación ó renuncia se hacen empezada la ejecución
.15 sin justa causa, procede el resarcimiento de los daños

(art. 366 Cód. de com.; 1.758 Cód. civ.). La revocación no
produce efectos respecto á terceros si no les fué notifi-

cada, ó si no se prueba que la conocían (art. 1.759 Có-
digo civ.).

3.° Por la muerte, interdicción ó quiebra del mandan-

te ó del mandatario. En caso de extinción del mandato

por muerte del mandante ó del mandatario, éste 6 sus
herederos tienen derecho á una recompensa proporcio-
nal al precio convenido por la ejecución completa del
mandato (art. 366, § 2.°).

4.° Por la inhabilitación del mandante ó del manda-
tario, si el objeto del mandato consiste en cosas que no
podrían hacerse directamente sin la asistencia del cu-
rador.

(a) El privilegio que concede nuestro Código de comercio al
mandatario comisionista), es mucho más limitado que el del Código
italiano vigente; es el privilegio que concedía el ya derogado Códi-
go de 1865 reducido á los efectos remitidos en consignación (ar-
tículo 276).—(N. T.)
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5.° Por el matrimonio de la mujer comerciante que
ha dado ó recibido el mandato, si no es autorizada para
continuar el ejercicio del comercio, segtín lo dispuesto en
el art. 13.

6.° Por la revocación de la autorización para, ejercer
el comercio concedido á la mujer ó al menor que ha dado
15 recibido el mandato.

Es, sin embargo de advertir, que en los casos ya in-
dicados, á excepción del de la renuncia del mandatario,
la extinción del mandato no procede, por regla general,
si éste hubiese sido condición de otro contrato irrevoc:1-
ble, ó si del mandato mismo dependiesen derechos á fa-
vor del mandatario (mandatum in rem propriam).

2.° La comisión.

251.—La conclusión de un negocio mercantil por
medio de mandatario, á más de ser entre personas dis-
tantes muy dispendiosa, ofrece graves dificultades, ya
porque contratando el mandatario en nombre del man-
dante ha de ser éste necesariamente conocido, mientras
el secreto es tal vez indispensable al buen éxito de un
negocio, ya porque el que contrata con el mandatario, á
más de tenerse que informar respecto á la solvencia del
mandante, si ha de proceder con cautela debe también
exigir la presentación del mandato, de donde resulta
una pérdida de tiempo, incompatible con la celeridad de
la contratación mercantil. A vencer todas estas dificul-
tades tiende precisamente la institución de la comisión,

la cual tiene por objeto el tratar los asuntos mercanti-
les por cuenta del comitente y en nombre del comisio-
nista (art. 380, § 1.°) El contrato de comisión represen-
ta, por lo tanto, una forma particular de mandato mer-
cantil, del cual difiere particularmente, por el hecho de
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que el comisionista trata el negocio, no en nombre del
comitente, sino en el suyo propio (a).

252.—Dedúcese de esto, que entre el comitente y el
comisionista existen los mismos derechos y obligaciones
que entre el mandante y el mandatario, modificados por
la índole especial del contrato de comisión y p or las re-
glas que ahora expondremos, las cuales principalmente
se refieren á la especie más importante de comisionistas,
ó sea á la de los encargados de comprar ó vender. El
comisionista, pues, es responsable para con el comitente
del exacto cumplimiento del mandato; como la mayor
parte de las veces obra por cuenta de diversos comiten-
tes, debe tener separadas entre sí, y de las propias, las
cosas que pertenezcan á cada comitente, y debe en sus
libros tener anotadas por separado cada una de las ope-
raciones. De igual modo, si el comisionista tiene, res-
pecto á la misma persona créditos provenientes de ope-
raciones diversas hechas por cuenta de varios comiten-
tes, ó por cuenta propia y de otro, está obligado á exi-
gir de ella un documento distinto por cada una de dichas
operaciones, y en caso de pago debe indicar en sus libros
el crédito por el que lo hizo. A falta de indicaciones, el
pago se imputa en proporción á cada uno de los crédi-
tos (art. 382).

Si no procede, según el encargo ó las instrucciones
recibidas, las operaciones hechas faltando al mandato 6
excediéndose de él, quedan á su cargo, y co'lsiguiente-

mente:
1. 0 Si ha vendido por un precio inferior al límite

(a) Ya hemos dicho en la N. T. correspondiente al núm 244, que
el concepto de la comisión es distinto en el derecho es pañol, por
cuanto todo mandato mercantil que no sea el conferido á factores,
dependientes ó mancebos de comercio, es comisión lo mismo si trata
el comisionista en su nombre que en el del mandante. — (N. T.)
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fijado, ó en su defecto, inferior al precio corriente, debe
pagar al comitente la diferencia, siempre que no pruebe
que la venta á dicho precio era imposible, y que con la
venta hecha preservó al comitente de un daño, porque
entonces se despoja del carácter de mandatario para asu-
mir el de negotiorum gestor.

2.° Si ha comprado por un precio superior, el comi-
tente puede rechazar la operación y considerarla hecha
por cuenta del comisionista, si éste no se ofrece á satis-
facer la diferencia, porque entonces no puede quejarse
de nada el comitente. Esto es conforme á las enseñanzas
contenidas en la ley 3, § 2.°, y en la ley 4, Dig. mandati.

3.° Si la cosa comprada no corresponde á la calidad
encargada, el comitente puede rechazarla, y también si
la cosa comprada es de calidad superior á la encarga-
da, porque á pesar de ser de mejor calidad, puede no
servir para el objeto. Conforme dispone la ley 5, § 2.°,
Dig. mandati.

Si el comisionista, sin autorización del comitente,
hace anticipos, ventas ú otras operaciones al fiado, son
de su cuenta los riesgos, y el comitente puede exigir de
él el pago inmediato de las sumas correspondientes á lo
que hubiere fiado, cediéndole los intereses y las ventajas

que de ello resulten. El comisionista se presume autori-
zado para conceder los términos de uso en la plaza donde
se hizo la operación, si el comitente no ha dispuesto otra
cosa (art. 384). Cuando, teniendo la debida autorización,
vende el comisionista al fiado, debe indicar al comitente
en la carta de aviso, que habrá de remitirle en cuanto
haya ultimado el negocio (art. 351), la persona del com-
prador y el término concedido; de otro modo, se entien-
de que la operación se ha hecho al contado, salvo prueba
Øen contrario (art. 385), puesto que el comitente tiene de-
recho á conocer el riesgo á que está expuesto, y no sa-

20
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biéndolo tiene derecho á, suponer que no existe riesgo al-
guno. Lo que la ley dice respecto á la venta, es también
aplicable á las demás operaciones al fiado ejecutadas por
el comisionista.

no puede
253.—El comisionista, por regla general,

cumplir las órdenes del comitente, constituyéndose él
mismo en com prador ó vendedor, á no serque se trate

de compra ó venta de letras de cambio, obligaciones del.
Estado ú otros títulos de crédito circulantes en el comer-
cio, ó de mercaderías que tienen un precio de Bolsa 6 de

mercado. Entonces, si el comitente no dispone lo contra-
rio, el comisionista puede suministrar él mismo al precio
corriente como vendedor las cosas que debía comprar, ó
retener para sí, al precio corriente, como comprador las
cosas que debía vender por cuenta del comitente, salvo
su derecho á la provisión de fondos. Esto es así, porque
consultando los listines de Bolsa ó de mercado, el comi-
tente puede comprobar fácilmente lo hecho por el comi-

sionista, y por otra parte, nada importa al comitente que
éste, en lugar de un tercero, se haga comprador ó ven-
dedor de las mercaderías; por cuya razón el comisionista
no cesa, á pesar de esto, de tener derecho á la provisión
de fondos. Nuestra ley ha ido aún más allá, establecien-
do que, si al dar aviso al comitente de estar la comisión
ejecutada, el comisionista, en los casos antes indicados,
no nombra la persona con quien contrató, el comitente

tiene derecho á suponer que él lo ha vendido ó compra-
dopor cuenta propia, y á exigirle á él el cumplimiento

del contrato (art. 386) (a).

(a) Contrasta con estas facilidades del derecho italiano para que
el comisionista pueda hacer operaciones con el comitente, la prohi-
bición absoluta de nuestro Código de comercio, que dice en el prise
mer párrafo del art. 267: ((Ningún comisionista comprará para sí
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254.—E1 comisionista no es nunca responsable del
cumplimiento de las obligaciones contraídas por las per-
sonas con quienes contrató, salvo si hubiere convención

,é• uso en contrario, excepto, sin embargo, en caso de dolo
-6 culpa grave en la elección de dichas personas.

Estas convenciones reciben el nombre de comisión,
de garantía (star del creciere), nombre dado también á la
retribución especial que por esta garantía corresponde
al comisionista (art. 387). La comisión de garantía re-
presenta un contrato que en apariencia tiene analogía
con la fianza, pero difiere de ella, especialmente porque
entre el comitente y el tercero no existe ninguna obli-
gación capaz de poder ser afianzada (art. 1.899, Códi-
go civil). Tiene también analogía con el seguro á prima,
por cuanto puede conceptuarse como asegurador el co-
misionista, como asegurado el comitente, como riesgo el
peligro de la insolvencia del tercero, y como prima la
retribución pactada por este servicio, pero difiere de él

-en que el resarcimiento del daño se debe sin necesidad
de tenerse que probar el siniestro.

255.—Las relaciones que el contrato de comisió
engendra respecto á terceros, dependen dol principio de
que el comisionista contrata en nombre propio; de aquí
que mientras éste queda obligado directamente con las
personas con las que ha contratado, como si el negocio
fuese suyo, el comitente no tiene acción contra dichas
personas, ni éstas tienen tampoco acción alguna contra
el comitente (art. 381). Las cosas no varían aunque el
comisionista hubiese hecho conocer á aquél con quien

ni para otro lo que se le haya mandado vender, ni venderá lo que se
le haya encargado comprar sin licencia del comitente.»

El peligro que ha querido evitar el Código se evita, y con ven-

taja, con lo dispuesto en la ley italiana.—(N. T.)
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contrató el nombre del comitente, puesto que esto no
equivale á contratar en nombre del propio comitente.

256.—A los comisionistas, como á los mandatarios
mercantiles, corresponde el privilegio de que hemos ha-
blado, á propósito del mandato, y también respecto á la
extinción del contrato de comisión se aplican las reglas
del mandato.



CAPÍTULO VIII

Contrato de depósito (1) (a).

1.° Nociones generales.

257. El Código civil, después de haber dicho en
el art. 1.835 que el depósito en general es un acto por
el que se reciben las cosas de otro con la obligación de
custodiarlas y restituirlas íntegramente, añade después
en el art. 1.837 que éste es un contrato esencialmente
gratuito, y sucesivamente ( art. 1.844) prevée el caso
en que el depositario haya estipulado una remuneración.
De aquí la cuestión de si el depósito remunerado sigue
siendo depósito ó se transforma en locación de servi-
cios; pero sea lo que sea, independientemente de dicha
cuestión, lo cierto es que el Código de comercio, si bien
no se ocupa en el depósito en general, comprende, sin
embargo, entre los actos mercantiles los depósitos por
causa de comercio y los hechos en los almacenes gene-

(1) COHN, Des DepositengeschYt, en el liandbuch de Ende-
mann, vol. III, § 430; y en general los civilistas, particularmente
los comentaristas del Código civil francés.

(a) El Código de comercio de Italia se ocupa muy especialmen-
te en el contrato de depósito en los almacenes generales, pero no
dice nada del contrato de depósito en general que se rige por la
ley civil. Nuestro Código, por el contrario, se ocupa especialmente
en el contrato de depósito mercantil en general, y del depósito OD_

los almacenes generales habla por incidencia al estudiar las compa-
ñías que se dedican á la explotación de estos almacenes. (N. T.)
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rales (art. 3.°, núms. 23 y 24), siendo estos últimos re-
gulados en los artículos posteriores (461-479).

El depósito, pues, puede constituir un acto mercan-
til, á más del caso en que se haga en almacenes genera
les, de otros varios modos. Algunas veces en realidad re-
presenta una forma cierta y propia. de la especulación
mercantil, como sucede cuando una persona por conse-
guir un lucro abre un almacén para el depósito de mer-
cancías; otras se considera el depósito como acto mercan-
til, por relacionarse con actos de comercio, como sucede
en el caso del depósito judicial si éste se decreta á con-
secuencia de un acto mercantil. Todo esto sin hablar del
depósito irregular que, como diremos también en otro
lugar, puede tener naturaleza mercantil, y de otras for-
mas impropias de depósito; por ejemplo, el depósito de
mercaderías hecho á un comerciante con el encargo de
venderlas por cuenta del depositante ó del mismo depo-
sitario, y de restituírselas si se quedasen sin vender.

258.—En el silencio del Código de comercio son apli-
cables en su mayor parte las reglas del Código civil, te-
niendo en cuenta esto:

1.° Que constituyendo el depósito un acto mercantil,.
requiérese en quien lo ejecuta la capacidad necesaria

para realizar actos mercantiles.
2.° Que siendo por su naturaleza un contrato á títu-

lo oneroso, la responsabilidad del depositario tiene que
apreciarse con más rigor, lo que, por otra parte, resulta
también del citado art. 1.844 del Código civil.

Hechas estas indicaciones, hablaremos tan sólo del
depósito en los almacenes generales; más adelante trata-
remos del depósito irregular (a).

(a) Al determinar nuestro Código de comercio las condiciones-
que	 de reunir el depósito para ser mercantil, no lo ha hecho con
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§ 2.° Depósito en los almacenes generales (1).

259. Ya hemos hablado de los almacenes generales
y del modo de efectuar en los mismos el depósito de las
mercaderías, las cuales en principio se ajustan á las re-
glas generales sobre el contrato de depósito, salvo las li-
geras diferencias ya expuestas. Aquí trataremos tan
sólo, según también el sistema seguido por el Código de
comercio, de los títulos expedidos por los almacenes ge-
nerales. Nuestros almacenes entregan de ordinario, en
lugar de un solo título, dos títulos distintos, escritos, sin
embargo, sobre una misma hoja, pero que pueden divi-»

dirse cuando se hace preciso. Estos títulos, expedidos á
medida que se solicitan por los depositantes, que pueden
contentarse en su lugar con un simple recibo, son los
resguardos de depósito y las cédulas pignoraticias; el
uno destinado á transferir la propiedad de las mercade-
rías, la otra á darlas en prenda. Estos títulos se arran-
can de un registro-matriz (art. 462), y pueden emitirse á
nombre del depositante 6 de un tercero (art. 463), y de-

ben indicar:
1.° El nombre, apellido, la condición y el domicilio

del depositante.
2.° El lugar del depósito.
3.° La naturaleza y cantidad de las cosas deposita-

perfecto conocimiento de causa, puesto que, entendido al pie de la
letra el art. 303, podrá darse el caso de constituirse un depósito
mercantil por esencia, que habrá de regirse por la ley civil, sin em-
bargo. Véase BENITO, ob. cit. Lec. 51.—(N. T.)

(1) Véase para la bibliografía el núm. 86. Por la ley de 6 de
Agosto de 1893 también los depósitos francos fueron autorizados
para emitir resguardos de depósito y cédulas pignoraticias, y se de-
clararon aplicables á este propósito las disposiciones del tít. XVI,
lib. I, Cód. com.
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das, con su nombre más usual en el comercio, y con to-
das las demás indicaciones necesarias para establecer su
identidad.

4.° Si las mercancías han satisfecho ó no los impues -
tos que sobre ellas pesen, y si están ó no aseguradas.

260.—Los títulos entregados por los almacenes ge-
nerales son transferibles, unidos ó separados, mediante

endoso, si bien no contienen la cláusula á la orden; el

endoso completo debe llevar la fecha del día en que se

hizo (art. 465); pero se admite también el endoso en blan-

co (art. 467). Los efectos del endoso varían según que
el resguardo de depósito y la cédula pignoraticia se han
endosado unida ó separadamente; en el primer caso trans-

fiere la propiedad de las mercaderías, en el segundo caso
el endoso de sólo la cédula pignoraticia transfiere al en-
dosante el derecho de prenda sobre la cosa misma, y el
endoso de sólo el resguardo de depósito le transfiere la
propiedad, salvo los derechos del acreedor que retenga
la cédula pignoraticia (art. 465).

Si la cédula pignoraticia es endosada la primera vez

por separado, entonces, á fin de que resulten las condi-

ciones del contrato de prenda, y éste no sea desconocido

para los endosatarios posibles del resguardo de depósito,
este primer endoso debe contener la indicación de la
suma del crédito por el que se hizo, de los intereses de-

bidos y del vencimiento; debe trascribirse con dichas
indicaciones en el resguardo de depósito; y la transcrip-

ción debe estar suscrita por el endosatario (art. 466) .
No es necesario que este endoso contenga el nombre del

endosatario, pero éste viene á conocerse por la transcrip-
ción y suscripción del endoso en el resguardo de depó-
sito. Este sistema ofrece al endosatario grandes venta
jas, porque mientras por la transcripción se asegura el

privilegio, puede después endosar en blanco la cédula
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pignoraticia, sin asumir por ello ninguna obligación per-
sonal.

El endoso de la cédula pignoraticia que no exprese
la suma del crédito, constituye en prenda todo 1IviL.or
de la cosa depositada á favor del tercer poseedor de
buena fe, salvo el recurso, contra quien procede, del ti-
tular 6 del tercero poseedor del resguardo de depósito
que hubiese pagado una suma no debida (art. 468).

261.—Veamos ahora cuáles son los derechos del legí-
timo poseedor del resguardo de depósito y de la cédula
pignoraticia. En tanto que se poseen juntamente estos
dos títulos, siendo por ello libre y absoluto disponedor
de la cosa depositada, tiene derecho á pedir que la cosa
se divida á su costa en varias partes, y que por cada una
de ellas se le expidan resguardos distintos, con las co-
rrespondientes cédulas pign( raticias en subrogación del
título total y único, que debe retirarse y anularse (artícu-
lo 464).

Se entiende, por supuesto, que puede retirar del al-.
macén la cosa depositada cuando más le plazca con sólo
satisfacer los correspondientes derechos. Si por haber
constituído en urenda las mercaderías estuviese en po-
sesión nada más del resguardo de depósito, podrá reti-
rarlas también antes del vencimiento de la deuda garan-
tida con la prenda, depositando el capital y los intere-

ses de la deuda calculados hasta el vencimiento. Esta
suma se paga al poseedor de la cédula pignoraticia, me-
diante la restitución de la misma cédula.

Bajo la responsabilidad de los almacenes generales,
y cuando se trata de mercaderías homogéneas que no
disminuyen de valor reduciéndose de cantidad, el posee-
dor de un resguardo de depósito separado de la cédula
pignoraticia puede retirar también una parte nada más
de las mercaderías, depositando en el almacén una suma
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proporcional al total de la deuda garantida por la cédula
y á, la cantidad de mercaderías extraídas (art. 470). De-
biendo, sin embargo, esta extracción parcial hacerse bajo
la responsabilidad del almacén, éste puede libremente
concederlo 6 negarlo.

2l/.2. Los derechos del depositario son, pues, ampa-
rados por la ley de un modo verdaderamente excepcional

al conceder á, las mercaderías depositadas una especie de

derecho de asilo á favor del poseedor de los títulos que

representan dichas mercaderías. Fuera de los casos de

pérdida del resguardo 6 de la cédula, de contienda sobre
derechos sucesorios y de quiebras, no se admite embar-

go ni secuestro, ni otra oposición 6 vínculo cualquiera
sobre las cosas depositadas en los almacenes generales.
El que quiera embargar 6 secuestrar las mercaderías por
las que se expidieron los títulos de depósito, debe em-
bargar ó secuestrar estos títulos; de otro modo podrían
circular éstos sin representar realmente las mercaderías
indicadas en ellos. AdenEís, el endoso de la cédula pig-
noraticia no será, anulable en los términos del artícu-

lo 709 (a), sino cuando se ha -a probado que el endosata-

rio conocía el estado de cesación de pagos del endosan-

te (art. 469); lo que quiere decir que, á pesar de que el
endoso de la cédula pignoraticia se haya hecho después

de la, cesación de pagos (a), no se presume hecho el en-

doso en fraude, como si se tratase de una simple prenda
constituida. sobre los bienes del deudor Çart. 709, núme-
ro 41, sino que incumbe á los acreedores del quebrado el

probar el fraude por parte del endosatario si pretenden

que el endoso se declare nulo. Esto se debe á, la natura-

leza especial de la, célula pignoraticia v al propósito de
favorecer su circulación.

((1) S rotioro zí las obligacionos que quedan anuladas por efeeta
do la dee laraei	 do la quiebra.—	 .
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263.—Digamos, por último, algo sobre los derechos
del poseedor de la cédula pignoraticia en caso de incum-
plimiento de la obligación. Como todo acreedor pignora-
ticio, el poseedor de la cédula pignoraticia, en caso de
falta de pago del crédito, puede hacer vender la cosa y

pagarse de lo obtenido de dicha venta. Atendida, sin em-
bargo, la naturaleza especial de la cédula pignoraticia,
el derecho del poseedor se subordina á determinadas
formalidades. Primero de todo, debe pedir el pago de su
crédito al primer endosante de la cédula, que es el prin-
cipal obligado. Si éste paga y posee aún el resguardo de
depósito, queda extinguida toda obligación que proven-
ga del contrato de prenda. Por el contrario, si el primer
endosante no está en posesión del resguardo de depósito
por haberle endosado á otro, éste, por el hecho del pago,
se subroga en los derechos del poseedor de la cédula pig-
noraticia contra el poseedor del resguardo, y puede ha-
cer proceder á la venta ocho días después del vencimien-
to, sin obligación de que sea declarado moroso el posee-
dor del resguardo (art. 471).

Si ocurriere que el primer endosante se niega al pago,
el poseedor de la cédula pignoraticia puede protestarla,
contra él, en la forma y términos establecidos para el
protesto de las letras de cambio. Transcurridos siete días
puede hacer vender la prenda en subasta pública sin
formalidad judicial de ninguna clase (art. 471), con la
sola asistencia de un oficial público autorizado para esta
clase de actos, ó de un notario designado por la cámara
de comercio del lugar (art. 477); sin embargo, el tiempo
y el modo de la venta deben publicarse, por lo menos,

(a) Digo cesación y no suspensión de pagos, porque se trata de
un estado de hecho, no de un estado de derecho como el que supone
la suspensión de pagos desde la publicación de nuestro Código de
comercio vigente. (N. T.)
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cinco días antes de la subasta (art. 478). Los gastos de
la subasta, comprendidos los de la publicación indicada
en el artículo precedente , corren á cargo del almacén,
el cual puede, sobre el producto de la venta, percibir un
derecho con arreglo á la tasa que determinan las leyes
especiales (art. 479).

264.—Realizada la venta de las mercaderías, el al-
macén satisface al poseedor de la cédula pignoraticia el
importe de su crédito; si hay un residuo, queda éste á
disposición del poseedor del resguardo de depósito (ar-
tículo 473); si por el contrario el producto de la venta
no basta á pagar el crédito, el almacén indica sobre la
cédula el pago realizado y la devuelve al acreedor para
que éste ejercite por el resto la acción de regreso. El
ejercicio de esta acción se regula como el de las accio-
nes cambiarlas de regreso, pero ésta no puede intentar-
se sino después de ejercer la acción sobre la cosa figu-
rada, del mismo modo que antes del ejercicio de dicha
acción, el poseedor de la cédula pignoraticia, por dero-
gación del principio general que rige el contrato de
prenda, no puede proceder contra los otros bienes del
deudor ( art. 474,	 1.°), porque la cosa depositada se
considera garantía principal del crédito. El término para
el ejercicio de la acción de regreso empieza á transcurrir

desde el día de la venta (art. 474, 2.0), y es el indica-

do en los arts. 320 y 322 (a).

El poseedor de la cédula pignoraticia pierde su acción

contra los endosantes si al vencimiento no hace el pro-
testo por falta de pago, ó si en el término de quince
días, desde el protesto, no insta la, venta de la cosa de-
positada; pero conserva la acción contra el primer deu-

(a) Son los correspondientes á la melón de regreso cambiari e,

que ya veremos mlís adelante.—(N. T.)



DERECHO MERCANTIL	 317

dor y contra los endosantes del resguardo de depósito
(art. 473). Si así no fuese, el primer deudor y los endo-
santes del resguardo de depósito llegarían á enriquecer-
se indebidamente. Esta acción está sujeta á la prescrip-
ción quinquenal, según el art. 919.

Observemos, por último, que el ejercicio de la acción
que nace de la cédula pignoraticia puede tambien recaer
sobre la suma depositada por el poseedor del resguardo
de depósito que retira las mercaderías del almacén , ó
también sobre las sumas que procedan del seguro de
las cosas depositadas. Sin embargo, los derechos de adua-
nas, impuestos, derechos sobre las ventas y los gastos de
depósito, de conservación y salvamento de las cosas de-
positadas, son preferentes al crédito pignoraticio ( ar-
tículo 473, 2.°).



CAPÍTULO IX

Contrato de seguros (1).

265.—El Código de comercio (art. 417) define el se-
guro: «el contrato por el que el asegurador se obliga

mediante un premio á resarcir las pérdidas 6 los daños

que puedan sobrevenir al asegurado por determinados
casos fortuitos 6 de fuerza mayor, 45 á pagar una suma
de dinero según la duración y los accidentes de la vida
de una 6 varias personas.» Esta definición comprende,

pues, tanto el seguro contra los daños, como el seguro
sobre la vida, por más que cada uno de éstos tiene ca-
racteres y formas particulares. Siendo, pues, diversas

estas dos formas de seguro, hablaremos de ellas por se-
parado, advirtiendo que lo referente al seguro contra los

riesgos de la navegación, lo trataremos por razón de la

materia, al estudiar el comercio marítimo, y que en el

seguro, bajo la forma de la mutualidad, siguiendo el
sistema de la ley no nos ocuparemos, habiendo dicho ya

cuanto	 preciso al tratar de las asociaciones mercan-

tiles. Aquí, pues, trataremos tan sólo del seguro á pri-

Vi V A'NTE, fl contralto di assícurazion,t-Y. Milano, 1SS7-90.—

SAC DOT 1 1 _T1 contralto di assicurazione. Padova,1S74-7S.—BEN5A,

17 contra !lo di ss íe razi en e )le medio evo. Gt ¿lova. 1SS4.

Traitc " g('ii(').(// des assurances. París, 1S11.—WAGNER, Verse"

cher)eligswesen.	 ol 31dnuAle di SelL'inberg (.1311)1. dell Econ"n"8"

fig , sorio 3. 9 , vol. 111.—	 w ts, Lehrbuch des Versielterungsreehts.
Stuttgart, 1 SS).

• • .



DERECHO MERCANTIL	 319

una, el cual representa la otra forma, que á más de la de
mutualidad puede tomar este contrato.

§ 1.°—Seguros contra los daños (1).

266.—El hombre (por muy reducidos que puedan ser

sus conocimientos) no puede ignorar que en el curso de
su vida pueden de improviso llover sobre él desgracias;
las cuales, por una y otra razón empeoran su condición
económica. Del mismo modo debe también, ó al menos
debería, encontrar útil y oportuno librarse de la amena-
za del peligro futuro, mediante un sacrificio presente de
bastante menor entidad; adquiriendo también la segu-
ridad de que, si el peligro efectivamente se realiza, las
consecuencias podrán en todo ó en parte evitarse. Tal
es en realidad el objeto, tal es el oficio del contrato de
seguros, que alejando del asegurado la amenaza de gra-

ves daños, le hace más asiduo y más atento al trabajo y

hasta á su familia; finalmente es escuela de moralidad,
puesto que demuestra, cómo todos podemos amarnos y

socorrernos mutuamente, lo que se hace tanto más sen-
sible si el contrato de seguros reviste el carácter de mu-
tuo, dando lugar á la asociación. de seguros mutuos de
la que hemos hablado en otra parte.

267.—Siendo, pues, así el seguro contra los daños,
podemos decir que éste consiste en un contrato por el
que una persona, generalmente una compañía, se obliga
mediante una retribución, que se llama prima, á resar-
cir las pérdidas ó los daños que puedan sobrevenir á otra
persona por determinados casos fortuitos ó de fuerza
mayor. De lo cual resulta que el seguro contra los daños

(1) GRÜN ET JOLIAT, Traité des assuranees terrestres. París,
1829.—BEGEREM ET BA.ETS, Traité des assurances terrestres. Gand,
1880.—MAY, The law of insurance as applied lo fire, lije, accident,
coa other non maritime risks, 3.a edición. Boston, 1882.
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es un contrato de indemnización, el cual, teniendopor
canícter esencial el resarcimiento de un daño, nopuede
procurar al asegurado un beneficio, ó sea resolverse en
una indemnización superior al daño mismo. Es un con-
trato de ejecución continuada, bilateral, oneroso,perso-
nal, esto es, estipulado en consideración á quien asegu-
ra, y no un contrato accesorio que siga la suerte de la
cosa asegurada. Tiene también carácter aleatorio, según
expresa declaración del art. 1.102 del Código civil. Sin
embargo, conviene advertir que, cuando, como ocurre de
ordinario, el seguro lo hace una compañía, de la totali-
dad de los contratos, racionalmente celebrados, se obtie-

ne el equilibrio de los riesgos, de modo que en su con-

junto la industria ejercida por la compañía, no presenta
mayores azares que los de otra especie de cona ercio; lo
que es más cierto en los seguros sobre la vida, en los que

con el cálculo de probabilidades es dado á las compañías
suprimir casi por completo el azar.

El seguro á prima es siempre acto de comercio para
el asegurador (art. 3, núms. 19 y 20), ó sea para la com-
pañía aseguradora, puesto que de ordinario, como ya he-
mos dicho, estos oficios los desempeña una compañía,.

con el propósito de lucro, y constituye un ramo especial

de comercio. No lo es, por el contrarío, para el asegura-

do, que realiza un acto de previsión, á no ser que se tra-
te de asegurar cosas que son objeto de comercio (art. 6),

puesto que entonces el ne gocio accesorio sigue la natu-

raleza del principal. Por el contrario, quien se hace ase-

gurar por medio de la mutualidad, esto es, participando
de una asociación de seguros mutuos, hace siewpre,

como sabemos, un acto de comercio , interesándose al

propio tiempo en la empresa (a).

(x) Esto no os dol todo oxactio, puesto que depende del modo y
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El estudio del contrato de seguros terrestres á prima
requiere el de la forma del contrato, el de las personas
entre quienes se celebra, el de las cosas á que puede re-
ferirse, el de los riesgos y el de la prima.

268.—En cuanto á, la forma, el contrato de seguros
debe hacerse por escrito, pero no bajo pena de nulidad.
El documento de que resulta se llama póliza. La póliza
debe estar fechada é indicar:

1.° La persona que hace asegurar y su residencia 6
su domicilio.

2.° La persona del asegurador y su residencia 6 su
domicilio.

3.° El objeto del seguro.
4.° La suma asegurada.
5.° El premio del seguro (la prima).
6.° El riesgo de que el asegurador se hace cargo, y

el tiempo en que empieza y en que termina el compro-
miso.

El asegurador debe declarar el concepto en el que es-
tipula el seguro; sin embargo, si no ha declarado en la
póliza que el seguro es contratado por cuenta de otro ó
por cuenta de quien corresponda, se reputa contratado
por cuenta propia del que hace asegurar, aunque con
sujeción á los principios contenidos en los arts. 1.127 y

1.130 del Código civil (arts. 420 y 421) (a).

manera de estar organizada la sociedad de seguros mutuos, pues si
se limita el reparto de dividendos pasivos, cada vez que ocurre un
siniestro contra los asociados, entonces, ni es mercantil la sociedad,
ni es mercantil ninguno de los actos ejecutados por ella ó por los
asociados.— (N. T.)

(a) Los principios de nuestro Código civil respecto á esta ma-
teria, difieren bastante de los dgl Código italiano, especialmente en
lo que se refiere á la contratación hecha por cuenta de otro. En esta
parte me parece la legislación italiana superior á la española.

He aquí ahora los artículos citados en el texto:

21
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269.—Las personas que intervienen en el contrato de
seguros, son dos: el asegurador y el asegurado. Asegura-
dor puede también serlo una persona singular; pero lo
general es que el oficio de tal lo desempeñe una sociedad

asociación; á una persona singular que, por su limita-
do patrimonio, no podría celebrar más que unos pocos
contratos de seguros, no podría convenirle correr gran-

des riesgos para conseguir ganancias limitadísimas. En

cuanto al asegurado, puede hacer asegurar cualquiera
que tenga un interés real y legítimo de preservar su pa-
trimonio contra un peligro que le amenace; es decir, en

primer lugar, el propietario, después los acreedores pri-

vilegiados é hipotecarios por los riesgos á que está expues-
ta la cosa vinculada; el acreedor quirografario contra la

insolvencia del deudor, no contra los riesgos de las cosas
que á éste pertenecen, puesto que, áun perdidas las co-
sas, el acreedor continúa siéndolo; y finalmente, los que
son respopsabies de la conservación de una cosa contra

Art. 1.127 Se presumirá que uno ha contratado para sí y para
sus herederos y habientes-causa cuando no se haya expresamente
convenido lo contrario, ó no resultase esto de la naturaleza del con-
trato.

Art. 1.12S. Nadie podrá estipular en su propio nombre más que
para si mismo.

Sin embargo, cualquiera podrá estipular en beneficio de un ter-

cero, cuando esto constituye la condición de un contrato que se
haya hecho por uno mismo, ó de una donación que á otros se haga.
El que haya hecho esta estipulación uo podrá revocarla si el terce-

ro ha declarado querer aprovecharse de ella.
Art. 1.129. Cualquiera podrá obligarse. respecto de otro, prome-

tiendo el hecho de tercera persona. Semejante promesa dará sola-
mente derecho á indemnización contra aquél que se haya obligado

que haya prometido la ratificación por el tercero, si éste rehusare
cumplir la obligación.

Art. 1.130. Los contratos sólo tendrán efecto entre las partes

contratantes, y no dañarán ni aprovecharán á los terceros. fuera de
los casos establecidos en la ley.—(N. T.)
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-el peligro de tener que responder de ella. Todo esto su-
pone que el asegurado obra por cuenta propia, pero pue -
de también obrar en nombre de otro, aunque sin desig-
nar explícitamente la persona por cuenta de quien ase-
gura, como podría ocurrirle, por ejemplo, si ignoras e
quién era el propietario de la cosa, en el caso en que el
seguro se haya estipulado por cuenta de quien correspon-
da. Por cuenta de otro puede, pues, el asegurado obrar
con arreglo á los principios del mandato ó como comisio-
nista, ó también con el simple carácter de negotiorum
gestor, quedando sujeto á las reglas generales que go-
biernan estas dos modalidades jurídicas de contrato y de
cuasi contrato.

270.—El asegurador y el asegurado pueden, á su vez,
estipular otros contratos de seguros. El primero pued e
tener interés en asegurarse de los daños que ocurran á
las cosas que él aseguró á otro; este reaseguro no proce-
de del todo independiente del seguro á que se refiere,
mientras éste es, de hecho, independiente del reaseguro.
El segundo puede hacerse reasegurar para el caso en
que, ocurrido el siniestro contra el que se ha asegurado,
no le pagare el asegurador la indemnización convenida.
Este reaseguro se hace algunas veces mediante la cesión
por el asegurador ó una tercera persona de los derechos
eventuales de resarcimiento contra el asegurador, me -
diante la obligación en esta tercera persona de pagar al
asegurado, en caso de siniestro, la indemnización pacta-
da con el primer asegurador. Esta cesión se efectúa por
la transferencia de la póliza, mediante declaración sus-
crita por el cedente y por el cesionario, y no produce
efecto respecto á terceros si no se notifica al asegura-
dor, y es aceptada por escrito por el mismo (art. 422).

Puede también el mismo asegurado hacer asegura r
el premio del seguro, puesto que ocurriendo el siniestro,
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el primer asegurador, no estando obligado másque al
pago de la suma convenida en concepto de indemniza-
ción, el asegurado perdería lo	 lo deque ha pagado á título
premio, y es precisamente esta suma laque en caso de
siniestro pacta que le sea reembolsada por el segu
asegurador (a) .	

ndo

271.—Digamos ahora qué cosas pueden asegurarse.
En rigor, el objeto del contrato de asegurar, no es la
cosa asegurada, sino el riesgo; sin embargo, puesto que
el riesgo no puede separarse de la cosa, y el acaecimien-
to del riesgo se resuelve en un daño en la cosa asegu-

rada, consideraremos, acomodándonos al lenguaje legis-

lativo, la cosa asegurada como objeto del seguro. Puede,
pues, ser objeto del seguro, no sólo toda cosa mueble á

inmueble que tenga valor en cambio, sino también la

libertad, la integridad y la solvencia de las personas,
puesto que si estas cosas no tienen valor en cambio,

pueden estimarse en dinero los daños que puedan recaer

sobre ellas. El seguro puede tener por objeto ya una

cosa singular, ó una parte alícuota de la misma, ya va-
rias cosas conjuntamente y también una universalidad,

siempre que en todo caso existan al tiempo de la cele-

bración del contrato, ó existiesen al tiempo del sinies-

tro. Se pueden asegurar también los beneficios espera-

dos, puesto que el siniestro ocurre, no sólo en el caso de

destrucción ó deterioro de una cosa, sino también por

la pérdida total ó parcial de un lucro esperado. Sin em-

(a) Nuestra ley mercantil no habla de este seguro de la prima
pagada por el asegurado, y es muy dudoso que nuestros tribunales
reconociesen una obligación de esta especie que ofrece caracteres
de inmoralidad bastante marcados, pues es evidente que asegurada
una cosa por la totalidad de su valor y asegurada después la prima
satisfecha por este seguro, el interés del asegurado será el de que
ocurra el siniestro.--(N. T.)
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bargo, el seguro de los beneficios esperados, por causa
de la incertidumbre y de los abusos á que pudiera dar
lugar, no se consiente más que en los casos previstos por
la ley (art. 424), ó sea por los productos agrícolas, los
cuales para ser susceptibles de seguro deben estar pen -
dientes (entendida esta palabra en sentido general, no
en el sentido técnico de cosa ya nacida y existente in
rerum natura; de otro modo se haría posible la apuesta
sobre productos imaginarios; y por el mayor valor que
las cosas en camino tendrán en el lugar de su destino (ar-
tículo 447); no en otros casos, como por ejemplo, por la
improductividad de la cosa ó del taller á consecuencia
-de un incendio (a).

272.—La cosa asegurada debe en general ser deter-
minada y apreciada en su justo valor, porque con arre-
glo á éste han de fijarse la prima y la indemnización.
Este valor puede determinarse por los contratantes al
estipular el contrato, y entonces, con arreglo á él se
calcula la indemnización en caso de siniestro; si no se
ha establecido de dicho modo, la indemnización se de-
termina según el valor que las cosas aseguradas te-
nían al ocurrir el siniestro (art. 435). Como quiera que
sea, ni áun en el primer caso es lícito un seguro que ex-
ceda del valor de la cosa asegurada, porque de otro modo
el resarcimiento en caso de siniestro podría traducirse
en un lucro; pero las consecuencias del contrato de se-
guros por un valor que excediese del de la cosa asegu-

(a) No especifica el Código de comercio español tanto como el
italiano las cosas que pueden ser objeto del seguro. En esta parte
la jurisprudencia es la que tiene que ir determinando lo que cabe
,en la fórmula general del art. 433, que no requiere otra condición
en los riesgos que la de que los pactos en que se consignen sean
lícitos y se acomoden en cuanto á la forma á lo prescrito para los
seguros en general por el mismo Código.—(N. T.)
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rada, varían según los casos; ó sea según que la exage-
ración del valor haya sido debida á dolo 6 fraude, ó tan
sólo á negligencia 6 error por parte del asegurado. En
el primer caso, el seguro no produce efecto respecto á
él, pero el asegurador tiene derecho á la prima; en el se-
gundo caso, el seguro es válido hasta el valor de la cosa
asegurada; el asegurado no está, por lo tanto, obligado
á pagar la prima por la suma excedente, pero por razón
de equidad y como sanción de su error, debe pagar al
asegurador una indemnización igual á la mitad de la
prima, y DO podrá exceder nunca del medio por ciento
de la suma asegurada (art. 428). La buena fe del asegu-
rador se supone siempre, á tenor de esta disposición de
ley; faltando ésta, el contrato sería nulo para ambas par-
tes. El seguro no puede, pues, exceder del valor de la
cosa; pero puede, por el contrario, hacerse por una parte
del mismo tan sólo (art. 424), en cuyo caso, acontecien-
do el siniestro sobre el asegurado pesa una parte proa
poi cional de los daños y de las pérdidas (art. 425), lo
que se resuelve con arreglo á la siguiente proporción,
indemnización: á daño : : la suma asegurada: al valor
asegurable (a).

273.—Las cosas aseguradas por todo su valor no
pueden ser nuevamente aseguradas por el mismo tiempo

y por los mismos riesgos; de no ser así, el asegurado se-

(a) Estos principios tan racionales del derecho italiano, son
proclamados en nuestro derecho si se trata de los seguros maríti-
mos. Los seguros terrestres son sin duda de peor condición para el
legislador espaiiol, y sin que pueda encontrarse fácilmente el por
qué, es lo cierto que se rigen por principios distintos. El art. 381
del Código, declara nulos los contratos de seguros en que se hu-
biere hecho una declaración inexacta del asegurado, áun hecha de

buena fe, siempre que pudiera influir en la estimación de los ries

gos.—(N. T.)
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ría resarcido varias veces, y se procuraría ilícitas ganan-

cias
A pesar de esto, el segundo seguro es válido:

1.° Si fuese á condición de la nulidad del preceden-

te seguro, 6 de la insolvencia total ó parcial del primer

asegurador.
2.° Si se hace cesión de los derechos procedentes del

primer seguro, al segundo asegurador, ó si se renuncian

tales derechos á favor del primero.
En ambos casos, citados por la ley (art. 426), aun-

que no taxativamente, si desapareciese 1 a causa que los
motivó, no tendrán valor los seguros.

Por la misma razón, si no se ha cubierto con el pri-
mer contrato el valor total de la cosa asegurada, los
aseguradores posteriores responden por el valor del res-
to, según el orden de fecha de los contratos.

Todos los seguros contratados en el mismo día se
presumen contemporáneos, y no son válidos sino por la
totalidad del valor, en proporción á las sumas asegura-
das por cada uno de ellos (art. 427).

274.—Es condición esencial del contrato de seguros,
la existencia del riesgo convenido. El riesgo es general-
mente, aquél á que las cosas pueden estar sujetas por
caso fortuito ó fuerza mayor, dentro de los límites mar-
cados.De los riesgos provenientes de vicio de las cosas

no responde el asegurador, á no ser que hayan especial-
mente convenido sobre ello, ni de los ocasionados por
hecho ó culpa del asegurado, ó lo que es lo mismo, según
el art. 1.153 del Código civil, de sus agentes, comiten-
tes 6 comisionistas. Sin embargo, la asociación contra
los daños ocasionados por el fuego, comprende todos los
daños producidos por el incendio, sea cualquiera la cau-
sa que lo motive, con exclusión de la culpa grave impu-
table personalmente al asegurado. Comprende también
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dd	 e vicio propio del edificio asegu-10,1 años procedentes
nulo, si no estuviere denuncia,do, y si no se probare que
el asegurado tenía conocimiento de ello al celebrar el
contrato (art. 441). Todo esto, porque de otro modo el
seguro contra. incendios sería inútil.

Son equiparados á los daños ocasionados por el incen-
dio, salvo pacto en contrario (art. 442):

1.° Los daños que acaecieren á las cosas aseguradas
por el incendio ocurrido en edificio próximo ó por los

medios empleados para detener ó para extinguir el in-
cendio.

2.° Las pérdidas y los daños ocurridos por cualquier
causa durante el transporte de las cosas aseguradas he-
cho con objeto de sustraerlas del incendio.

3.° Los daños causados por la demolición del edificio
asegurado, ejecutada para impedir ó detener el in-
cendio.

4.° Los daños producidos por la acción del rayo, por
explosiones ú otros accidentes semejantes, aunque no
provengan de incendio.

El asegurador del riesgo de la cosa arrendada ó del
riesgo que corrieren por razón de la vecindad, respond e
tan sólo de los daños materiales que son consecuencia

inmediata y directa del siniestro, porque su responsabi-

lidad no puede ser mayor que la del arrendador (ar-

tículos 1.578, 1.589, 1.590, Cód. civ.) (a).

(a) Art. 1.578. Si durante el arrendamiento la cosa arren-
dada se hubiese destruido totalmente, quedará el contrato rescin-
dido de derecho; si no se hubiese destruido más que en parte, podrá
el inquilino, según las circunstancias, pedir la disminución del
precio ó la rescisión del contrato. En ambos casos no tendrá lugar
ninguna indemnización, si hubiera perecido la cosa por caso for-
tuito.

1-Art. 1.589. Estará obligado asimismo por el incendio cuando no
pruebe:
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De los riesgos de la guerra y de los dados que resul-

taren de las sublevaciones populares no responde el ase-

urador, salvo pacto en contrario (arts. 434, 441).g 
275.—La existencia del riesgo es, pues, necesaria

para la existencia del contrato. De aquí el que si las par-

tes conocieran la falta ó la cesación del riesgo, ó el

acaecimiento del daño, sea nulo el contrato.
Si la f alta ó cesación de los riesgos fuese conocida

tan sólo por el asegurador, el asegurado no está obligado
á pagar la prima; si por el contrario, la persona que hizo
asegurar sabía que había ya ocurrido el daño, el asegu-
rador no está obligado al cumplimiento del contrato,

pero tiene derecho á la prima á título de indemnización

y de pena contra el asegurado (art. 430).
Si ambos contratantes creyeron de buena fe que el

riesgo existía, entonces á semejanza de lo que ocurre con
el seguro marítimo, por razón de utilidad, el contrato es
válido. Siendo el riesgo el objeto del contrato, deberá
ser perfectamente conocido por los contratantes, por eso
cualquier declaración falsa ó errónea, y cualquier reti-
cencia de circunstancias conocidas del asegurado es

Que ha tenido lugar por caso fortuito, por fuerza mayor ó por
vicio de la construcción, y á pesar de la diligencia que un padre de
familia cuidadoso tenga costumbre de practicar:

O que el fuego se ha comunicado por una casa ó predio colin-
dante.

Art. 1.590.. Si una casa estuviese habitada por varios inquili-
nos, serán responsables todos del incendio, en concurrencia con el
arrendador, si este habitase también en la misma, y cada uno propor-
cionalmente al valor de la parte que ocupe;

Excepto cuando probasen que el incendio había empezado en la
habitación de uno de ellos, en. cuyo caso éste sólo dsberá ser el res-
ponsable;

O que alguno de los mismos probase que el incendio no pudo
empezar en su habitación, en cuyo caso éste no será responsable.
(N. T.)
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causa de nulidad del seguro, cuando la declaración 6
la reticencia fuesen de tal naturaleza, que el asegura-
dor no hubiere consentido el contrato, ó no lo hubie-
se admitido con las condiciones pactadas, de haber co-
nocido el verdadero estado de las cosas. Hay, pues,
error que vicia el contrato, lo que ocurre también en el
caso en que la declaración ó la reticencia se refieren á,
circunstancias que, en efecto, no han influido en el daño
ó en la pérdida de las cosas aseguradas. Si por parte del
asegurado hubo mala fe, éste á título de pena debe pa-
gar la prima al asegurador (art. 429) (a).

276.—Podría acontecer que la cosa asegurada no
estuviese después expuesta á los riesgos, entonces, se-
gún el art. 431, el seguro se tiene por no realizado, la
que significa que el contrato se resuelve. Este principio
que tiene más frecuente aplicación en el comercio marí-
timo, tiende á favorecer la libertad del tráfico, 6 sea á
impedir que el asegurado se vea obligado á realizar una
operación en la que no encuentra ya las ventajas que
había estipulado al suscribir el contrato de seguros.
Como el interés del asegurador debe ser también ampa-
rado, por eso dispone la ley que no exponiéndose la cosa
á los riesgos, tiene éste derecho á una indemnización
igual á la mitad de la prima, nunca mayor del medio

por 100 de la suma asegurada.

(a) En materia de seguros terrestres, el criterio de nuestra ley
difiere bastante del de la ley italiana, con la particularidad de que
en los seguros marítimos coincide con los principios que quedan
expuestos.

En nuestro derecho (art. 381, Cód. com.), la mala fe probada de
alguna de las partes al tiempo de celebrarse el contrato lo anula;
como lo anulan igualmente la inexacta declaración del asegurado,
áun hecha de buena fe, siempre que pueda influir en la estimación
de los riesgos, 6 la omisión ú ocultación por el asegurado, de he-
chos ó circunstancias que hubieran podido influir en la celebración
del contrato.—(N. T.)
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277.—El riesgo empieza á correr desde la época
fijada, y á falta de ésta desde la fecha del contrato; si
se trata de seguros contra los daños del incendio, desde
el medio día del siguiente á la fecha de la póliza (ar-
ticulo 443), y si de seguros contra los riesgos del trans-
porte, desde el momento mismo en que las cosas se en-
tregaron para ser transportadas. Dura en este segundo
caso, salvo pacto en contrario, hasta el momento de la
entrega en el lugar de destino. De los efectos de la mo-
dificación 6 cesación de los riesgos durante el contrato
y de las consecuencias de los daños no provenientes de
los mismos riesgos, trataremos á propósito de los efectos
del contrato.

278.—La prima, como sabemos, es el equivalente del
riesgo, es, pues, uno de los elementos esenciales del con-
trato. Debe ser determinada, 6 al menos, determinable,
pero el silencio del contrato no puede interpretarse, sal-
vo si hubiere alguna indicación especial, de que las par-
tes hayan querido referirse á las tarifas establecidas por
la compañía aseguradora. Respecto á la medida y al im-

porte de la prima, como también respecto al modo de
pagarla, quedan las partes en libertad completa; las com-
pañías lo establecen siempre, teniendo en cuenta la ma-
yor 6 menor probabilidad de que ocurran los riesgos.
La prima es indivisible; es decir, que el asegurado la
debe por entero desde el momento en que empiezan á
correr los riesgos; sin embargo, en la práctica la indivi-
sibilidad de la prima se restringe á determinados perío-
dos, pues la prima suele fijarse, no en una suma única
para todo el tiempo del contrato, sino con referencia á
plazos más ó menos limitados, sin que afecte esto á la
unidad del contrato de seguros.

279.—Los efectos del contrato se resuelven en los
derechos y obligaciones de las partes. El asegurado está.



332	 DERECHO MERCANTIL

obligado á, pagar la prima en el tiempo y modo conveni-
dos. Después lo está igualmente á no alterar las condi-
ciones de las cosas aseguradas, pues ellas han servido al
asegurador para formar su opinión sobre los riesgos po-
sibles en la época de la celebración del contrato, y de
aquí el suponer que si el asegurador hubiese conocido
en la época de la celebración del contrato las motifica-
ciones introducidas, ó no lo hubiera hecho, ó de hacerlo
lo hubiera hecho de otro modo. La causa de esto estriba
en que siendo el seguro un contrato de ejecución con-
tinua debe, en todo el tiempo de su duración, mantener..
se la igualdad entre los contratantes. Faltando el ase-
gurado á estas obligaciones el asegurador queda libre,
á no ser que hubiese continuado exigiendo el cumpli-
miento del contrato después de haber tenido noticia de
los cambios introducidos (art. 432).

En caso de seguro contra los riesgos del transporte,
la interrupción temporal de éste y el cambio de la ruta
convenida para el viaje ó del medio de conducción no li-
bran al asegurador, siempre que fueren necesarios para
la ejecución del transporte (art. 448, § 2).

Ocurriendo el siniestro, el asegurado debe hacer
cuanto pueda para reducir las consecuencias del mismo,

pues de Do hacerlo así, pierde el derecho á la indemni-
zación del daño que con su trabajo hubiera podido evi-
tar. Los gastos ocasionados con este motivo, son de
cuenta del asegurador, áun cuando excedan de la suma
asegurada, y no se haya conseguido el objeto, siempre
que no se hayan hecho inconsideradamente. Después, en
el término de tres días desde que ocurrió el siniestro ó
desde que tuvo noticia de él, debe ponerlo en conoci-
miento del asegurador, á fin de que éste pueda con faci-
lidad apreciar el importe del daño (art. 436). Sucesiva-
mente, y para conseguir el derecho á ser indemnizado,
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está obligado á probar el siniestro, la existencia de la
cosa asegurada y el daño, como en breve veremos.

280.—El asegurador debe indemnizar al asegurado
con arreglo al contrato, debiendo apreciar también, con
arreglo al mismo, la extensión de los riesgos.

La cuantía de la indemnización, debida por el asegu-
rador, se determina según el valor que las cosas asegu-
radas tenian al tiempo de ocurrir el siniestro. Si al se-
guro precedió la estimación aceptada por el asegurador,
no puede éste impugnarla más que por fraude, simula-
ción ó falsificación, sin perjuicio de todas las demás ac-
ciones que correspondan, incluso la penal. Si no hubo es-
timación aceptada, se establecerá el valor de la cosa
asegurada por cualquiera de los medios de prueba que la
ley admite.

Salvo las disposiciones referentes al seguro contra
los riesgos de la navegación, el asegurado no tiene dere-
cho á hacer abandono al asegurador de las cosas restan-
tes ó salvadas del siniestro. El valor de las cosas que
quedaren ó se hubieren salvado, se deduce de la suma
debida por el asegurador.

Aparte de esto, la ley dicta disposiciones especiales
para algunas especies de seguros. Así los daños produ-
cidos por el incendio de un edificio se determinan en
vista del valor que el edificio tenía antes del siniestro y
del que tiene lo que quede después de incendiado (ar-
tículo 444); y en el seguro de los productos del suelo la
indemnización debida por el asegurador se determina
según el valor que los productos hubieran tenido en la
época de su madurez ó en el tiempo en que ordinaria-
mente se hubieren recogido, si no hubiese ocurrido el si-
niestro (art. 446).

281.—Si el seguro tiene por objeto los daños ó la
pérdida de cosas muebles, el pago de la indemnización
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hecha al asegurado libra al asegurador si no se hubiese
hecho oposición al pago (art. 437). Si, por el contrario,
tiene por objeto inmuebles sobre los que existenprivile-
gios ó hipotecas, puesto que la suma pagada á título de
indemnización viene á subrogarse en lugar de la cosa
perdida ó dañada, no puede el asegurador pagar la in-
demnización sino después de transcurridos treinta días
desde el siniestro, para dar tiempo á los acreedores privi-
legiados ó hipotecarios á hacer oposición al pago en ma-
nos del asegurado (art. 1.951 Cód. civ.) (a).

En todo caso, tanto si se trata de muebles como de
inmuebles, el asegurador que ha resarcido el daño ó la
pérdida de las cosas aseguradas se subroga, respecto á
los terceros, en los derechos que por causa del daño com-
peten al asegurado. Este es responsable de todos los per-
juicios que, por su causa, sufran tales derechos. Si el
daño fué resarcido sólo en parte, el asegurao y el ase-
gurador concurren á hacer valer sus derechos en propor-
ción de cuanto se deba á cada uno de ellos, según lo dis-
puesto en el art. 1.254 del Cód. civ. (art. 438).

282.—El contrato de seguros se extingue por el ven -
cimiento del término convenido, y por la pérdida de la

cosa asegurada. Se resuelve, en todo caso de no ejecu-
ción, con arreglo á la cláusula resolutoria, siempre so-
breentendida en los contratos bilaterales, para cuando
una de las partes no cumple las obligaciones propias
(art. 1.165, Cód. civ.); pero generalmente, las pólizas
de seguros contienen la cláusula de caducidad contra
el asegurado moroso en el pago de la prima. Por lo de-

(a) En esto, como en otras muchas cosas, no ha sido nuestra ley
tan previsora como la italiana. Con arreglo á nuestro Código de co-
mercio (art. 409), el asegurador está obligado á satisfacer la indem-
nización fijada por los peritos en los diez días siguientes á la deci-
:sión de los mismos.—(N. T.)
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más, está dispuesto: Que la falta de pago de las pri-
mas, después de satisfecha la correspondiente al primer
año, no resuelve el contrato, pero suspende los efectos
para el asegurado; de modo que ocurriendo el sinies-
tro no puede pedir la indemnización; que poniéndose el
asegurado al corriente en el pago de las primas, el con-
trato vuelve á producir sus efectos; que en todo caso, la
compañía aseguradora conserva el derecho de relevar al
asegurado del pago de las primas atrasadas y de pedir
la resolución del contrato. El contrato de seguros se re-
suelve también por la agravación y la transformación
de los riesgos por parte del asegurado (art. 432). En
caso de quiebra, si el asegurado quebrase cuando el
riesgo no ha cesado todavía y el asegurador no ha co-
brado la prima, puede éste pedir caución, ó pedir la di-
solución del contrato; correlativamente, el asegurado
tiene igual derecho si el asegurador quiebra ó liquida
(art. 433); la enajenación de la cosa asegurada resuelve
el contrato, salvo pacto en contrario, porque mudando
el propietario de la cosa, muda también el riesgo, al que
está sujeta; por eso los derechos y obligaciones del pro-
pietario no pasan al adquirente (art. 439) (a).

(a) La pérdida de las cosas aseguradas tratándose del seguro
contra incendios, no da lugar á la extinción del contrato si se mar-
có un plazo para el seguro, y éste no ha transcurrido (art. 414, Có-
digo com.), pero da derecho al asegurador á pedir la rescisión del
contrato, así como de los demás que hubiere celebrado con el mis-
mo asegurado, avisando á éste con quince días de anticipación, y
devolviéndole la parte de prima correspondiente al plazo no trans-
currido.

La falta de pago de las primas no produce los efectos que en el
derecho italiano, pues el asegurador (art. 389) podrá rescindir el
contrato dentro de las primeras cuarenta y ocho horas, si el asegu-
rado demorase el pago de la prima, comunicando inmediatamente
su resolución al asegurado, y si no hiciere uso de este derecho se
entenderá subsistente el contrato, y tendrá acción ejecutiva para
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2.()---Seguros sobre la vida (1) (a).

281.—El concepto que informó el seguro contra los
daños, se extendió después y tomó nueva forma en el
seguro sobre la vida. Razones de varias especies pueden,
en realidad, hacer necesario 6 conveniente el asegurarse
para un tiempo determinado un capital determina do, me-
(liante un sacrificio presente. De aquí el contrato de se
guros sobre la vida, mediante el cual estipula una per-
sona en beneficio propio ó de otro, á cambio de un equi-
valente, el pago de una suma ó de una renta, subordi'

nando ó regulando la modalidad de la ejecución á la
duración ó á los accidentes de la vida propia ó de la de
un tercero. En el lenguaje legislativo, el que promete el
pago se llama asegurador; el que recibe la promesa, ase-
gurado; pero en un lenguaje más exacto, se le llama esti-
pulante, mientras el tercero, á favor de quien puede

exigir el pago de la prima ó primas, sin otro requisito que el reco-
nocimiento de las firmas de la póliza.

Por muerte, quiebra ú liquidación del asegurado y venta ó tras-
paso de los efectos (art. -PM), no se anulará el seguro, si fuere in-
mueble el objeto asegurado; si fuere mueble, fábrica ó tienda, el
asegurador podrá, rescindir el contrato. En caso de rescisión, el
asegurador deberá, hacerlo saber al asegurado ó sus representantes
en el plazo improrrogable de quince días.—(N. T.)
(l) LEY', Le assieuraziont sana vita e contro gli infortuni. Fi-

renze, lS86.—MoRNARD, Du control d'assuranee sur la vie. París,

1883.—R tiat Fou s, Le control d'assuranee en cas de dec»s.
1887.— KARt1 P, Handbueh des Lobensversieherung " edición.

1S85. -Iti .iniGER, Die Reelttslehre von Leben sversiche-
rungrerl J'ag. Berlín, 1SS5.--CRAwLEY, The late of life assurance,
Londón, 1SS2. 	 13 U N voN, Id., 2. a edición. Londón, 186S.

( u)	 )iLi 1BAs , Memoria, dilucidando un tema de seguros sobre
lcr 17i11. Barcelona, 1SS3. Y algunos folletos publicados por y en
eontra de las compartías de seguros establecidas en Espaíía, que
carecen de importancia doctrinal. —(N. T.)
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contratarse el seguro, recibe el nombre de beneficiario,
y aquel > en fin, de cuya vida depende el seguro, asegura-
do. Hemos dicho que el seguro puede tener por objeto el
pago de una suma ó de una renta, lo que quiere decir
que consideramos el contrato de renta vitalicia como
una forma de seguro; sin embargo, en el sistema' de
nuestras leyes, el contrato de renta vitalicia se regula
por el Código civil (arts. 1796-1801); por cuya razón, las
reglas del contrato de seguros no se le pueden aplicar
sino en cuanto lo consientan las contenidas en dicho Có-
digo (a).

El seguro sobre la vida, al igual que el seguro contra
los daños, no es acto de comercio más que para el ase-
gurador (art. 6), el cual también, como en el seguro con-
tra los daños, es una sociedad ó asociación que precisa-
mente se propone el ejercicio de dicha industria; por eso,
como ya hemos dicho, la ley establece para las socieda-
des aseguradoras reglas particulares en interés de los
asegurados (arts. 145 y 176).

284.—El contrato de seguros sobre la vida no es otra
cosa que una forma particular del contrato de seguros,
del cual tiene todos los requisitos esenciales; tiene mu-

(a) Nuestro Código civil dedica también artículos especiales
(1.802-1.808) al estudio del coptrato de renta vitalicia; pero como
este contrato es de los comprendidos en el 416 del Código de co-
mercio, que determina en qué consiste el seguro sobre la vida, ha-
brá que adoptar el criterio siguiente:

Cuando se trate de renta vitalicia con.stituída por una compañía
de seguros sobre la vida, se aplicarán, en primer término, los pre-
ceptos. del Código de comercio, y en segundo, los del Código civil
en cuanto sean compatibles con aquéllos, mientras que cuando se
trate de un contrato particular celebrado entre dos personas singu-
lares para la constitución de una renta vitalicia, se aplicarán, en
primer término, los preceptos del Código civil, y en segundo los
del Código de comercio, en cuanto sean compatibles con aquéllos.
—(N. T.)

' 22
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cha analogía con el de seguros contra los daños • pero di-
fiere de él principalmente en esto: en que el seguro de
las cosas es un contrato de indemnización en cuanto ten-
de al resarcimiento de los daños; mientras que el seguro
sobre la vida puede también tener este objeto; pero esto
no constituye nunca el elemento del contrato, y de aquí
que sea del todo indiferente para el asegurador, el cual
se obliga á pagar una suma dada que precisamente, no
estando en relación con el daño causado, puede ser de
importancia superior á éste, y procurar al asegurado,
no sólo el resarcimiento del daño, sino también la rea-

lización de un beneficio. No es justo, pues, considerar
el seguro sobre la vida como un contrato de indem-
nización. Tampoco es exacto considerarle como un con-
trato mixto de depósito y de seguros en cuanto, según
algunos, la prima debe considerarse dividida en dos par-
tes: la una destinada á formar progresivamente el ca-
pital asegurado, y constituyendo la reserva que es pro-
piedad del asegurado; la otra representando el precio del

riesgo, y empleada por la empresa aseguradora en com-
pletar los capitales asegurados de los que mueren antes
de haberlos suministrado. En realidad, toda la prima, y
no una parte de ella, llega á ser propiedad del asegura-
dor y representa el equivalente del riesgo; sobre la re-
serva, ya esté constituida por una parte de la prima, ó
como en ciertas formas particulares del seguro, por la
totalidad de la misma prima, el asegurado no puede ale-
gar derecho alguno de propiedad; así en ciertas formas
de seguro sobre la vida, si no se verifican determinados
hechos, el asegurador no restituye nada. El contrato de
seguros sobre la vida representa, pues, como hemos di-
cho, una forma especial del contrato de seguros, del que
tiene todos los requisitos esenciales. Es un contrato úni-
co para todo el período asegurado, y tiene carácter alea-
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torio para entrambos contratantes; esto no obstante,
cuando, como de ordinario sucede, el asegurador es una
sociedad, (lo mismo que ocurre si se trata del seguro de
las cosas, y con frecuencia bastante más que en éste),
el gran número de contratos produce el equilibrio de los
riesgos.

285.—Las formas que reviste el contrato de seguros
sobre la vida, son varias; tenemos, en la práctica, segu-
ros para durante la vida, seguros para después de la
muerte y seguros que comprenden uno y otro caso, y que
por eso se llaman mixtos.

Los primeros comprenden todos aquellos contratos
en los que la longevidad del asegurado hace mayores las
obligaciones del asegurador; con éstos, el asegurado,
en equivalencia de un capital, ó más generalmente de
un cierto número de anualidades, estipula, en beneficio
propio ó de un tercero, como veremos, el pago de una
suma determinada al verificarse un acontecimiento dado
(de ordinario el llegar á cierta edad); ó el pago de una
renta durante la propia vida (renta inmediata), ó á em-
pezar en un tiempo determinado (renta diferida).

Los segundos comprenden todos aquellos contratos
en los que la muerte del asegurado hace más gravosas
las obligaciones del asegurador, y en ellas el asegurado,
en equivalencia de un capital, ó de un número de anua-
lidades, limitadas (5 durante toda la vida de él, estipula
en favor de sus propios herederos ó de un tercero, el
pago de una suma de dinero ó de una renta vitalicia,
que ha de efectuarse en la época de su muerte, ó empe-
zar ó satisfacerse desde ésta.

Finalmente, en los seguros mixtos la obligación del
asegurador de pagar el capital, ó la renta convenida, se
establece para un día determinado si vive el asegurado,
ó á su muerte si ocurriere antes de dicho día; ó en todo
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caso, es decir, tanto si el asegurado estuviere vivo, como
si hubiese muerto para un día determinado. Se entiende
que si en este día el asegurado hubiese muert o,r 0 9 el pago
se hará á sus herederos, ó á, la persona á quien él hubie-
se designado.

El equivalente que ha de pagarse al asegurador se-
determina con arreglo á las tablas de mortalidad.

286.—El contrato de seguros sobre la vida, está, en
cuanto á su forma, sujeto á, las reglas ya conocidas par&
el seguro de las cosas.

En cuanto á sus requisitos esenciales, que en princi-
pio son los mismos que los del seguro de las cosas, es de
advertir que respecto á las personas, el seguro puede,
como hemos dicho, hacerse lo mismo á favor de quien
estipula el contrato, como de un tercero, sin que por esto
varíen las consecuencias y los caracteres del contrato, al
cual es extraño el tercero. Lo mismo puede decirse si el
seguro se hiciese á. favor del estipulante, pero sobre la
vida de un tercero: en este caso, sin embargo, el contra-
to no es válido si el contrayente no tuviese algún inte-
rés en la existencia de dicho tercero (art. 449,
pero no es necesario que el interés sea pecuniario, basta
también un interés moral, siempre que sea susoeptibl
de ser apreciado por el juez; puesto que el objeto de la
lev es impedir que el estipulante, llegando á tener inte-
rés en la muerte del asegurado, pueda atentar contra la,
vida de éste. Dedúcese también de aquí, que el interés

no es necesario en el seguro para el caso de vida. En

cuanto al riesgo, está representado por la duración de la

vida del asegurado, respecto al que el asegurador contrae

la obligación del pago de una suma determinada. pero
ignora cuándo la pagará, si la pagará, cu,Into recibirá en
compensación. El valor de este riesgo se deduce mate-
máticamente por la compañía ase guradora para todos los
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contratos que celebre, de una tabla de mortalidad, y en
relación á la medida del interés del dinero. La vida del
asegurado determina, pues, el riesgo; por eso éste está
obligado, á semejanza de lo que ocurre en los seguros
sobre las cosas, á dar á conocer al asegurador todas las
circunstancias que puedan influir sobre dicho riesgo,
en particular los relativos á la edad, salud, profesión,
etcétera , siendo á este caso también aplicable la regla
del art. 429 acerca de la nulidad del contrato por decla-
ración falsa ó errónea, ó por reticencias de tal natura-
leza que de haber conocido el asegurador el verdadero
estado de las cosas, no hubiera prestado su consenti-
miento, ó lo hubiera prestado en condiciones distintas
(art. 452). Así, por ejemplo, la falsa declaración sobre
la profesión puede inducir la nulidad del contrato, cuan-
do se trate de ciertas profesiones excepcionalmente
peligrosas ( albañil, marinero, bombero, etc.); sobre la
salud, cuando se ocultasen enfermedades graves, ó se
asegurasen falsamente circunstancias especiales influ-
yentes sobre la salud (la vacunación no sufrida); sobre
la edad, si no se tratase de error de pocos meses; si bien,
según algunos, las equivocaciones respecto á la edad no
deben producir otra consecuencia que la de reducir pro-
porcionalmente la indemnización en caso de muerte. En
caso de ignorancia de los contratantes acerca de la falta
ó cesación del riesgo, la ley declara aplicable también al
seguro sobre la vida la regla ya expuesta del art. 4303
aunque en la práctica será bien difícil que ocurra el
caso. Finalmente, respecto á la prima , valen las reglas
ya expuestas para el seguro de las cosas. Representando
la prima el equivalente del riesgo, se determina en rela-
ción á éste, con arreglo á los cálculos deducidos de la
vida probable, según las tablas de mortalidad, y en re-
lación con el interés del dinero.
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287. 'Hablemos ahora de los efectos del contrato de
seguros sobre la vida, los cuales se resuelven en los dere-
chos y obligaciones de las partes. El asegurado debe pro-
curar en primer término, no agravar los riesgos; de otro
modo, la equivalencia de las prestaciones entre los contra-
tantes deja de existir; sin embargo, para que haya agra-
vación en los riesgos, las alteraciones deben referirse á
algún hecho esencial; los cambios de residencia, de ocu-
pación, de estado y de género de vida, no agravan los
riesgos si no son tales, que de haber existido en la épo-
ca de la celebración del contrato, el asegurador no ha-
bría prestado su consentimiento, ó no lo habría presta-
do en iguales condiciones. Mudando el asegurado las
condiciones del riesgo, el contrato se resuelve, á no ser
que el asegurador, teniendo noticia del cambio del ries-
go, no haya pedido la resolución del contrato. Si el con-
trato se resuelve, el asegurador, por razones de equidad,
debe restituir al asegurado la tercera parte de la prima
(art. 451). Si el seguro se estipuló sobre la vida de un
tercero, el cambio del riesgo por parte de este tercero se
considera por los contratantes como caso de fuerza ma-
yor y no tiene influencia sobre el contrato; sin embar-
go, esta conclusión es muy controvertida. El asegura-
do tiene, pues, la obligación de pagar la prima, en el
tiempo y modo establecidos. De ordinario la prima es
anual, pero se fracciona en cuotas semestrales ó trimes-
trales. Para el caso en que deje de cumplir esta obliga-
ción, las compañías aseguradoras suelen estipular san-
ciones especiales de caducidad, en particular la pérdida
del derecho á conseguir la suma asegurada á una parte
de la misma. .A falta de pactos especiales se aplican las

reglas del art. 1.165 del Código civil, respecto á la cláu-

sula resolutoria. Por último, como hemos dicho ante-
r iormente, la, facultad de resolver el contrato cesando el
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pago de la prima, puede también pactarse expresamente
con ventaja para el asegurado, mediante el pacto de res-

cate de la póliza (a).

288.—Frente á estas obligaciones del asegurado, el
asegurador debe pagar la suma ó la renta asegurada,
siempre que se cumpla la condición marcada en el con-
trato. La obligación del asegurador cesa si la muerte del
asegurado sobrevino por circunstancias manifiestamen-
te imputables al mismo, ó sea por sentencia judicial, en
duelo, ó por suicidio voluntario, ó si tuvo . por causa in-
mediata un crimen ó un delito cometido por el asegura-
do, y del que pudieran preverse las consecuencias rea-
lizadas. Por el contrario, en estos casos, salvo pacto en
contrario, el asegurador hace suya la prima (art. 450);
pero como esta sanción no afecta á consideraciones de
orden público, de aquí que se permita á las partes su
derogación. Si el seguro se estipuló sobre la vida de un
tercero, la muerte de éste ocurrida por una de las cau-
sas antes indicadas, no supone la pérdida del derecho
del asegurado, puesto que no depende de hecho de
éste (b).

(a) En nuestro derecho, á falta de pactos especiales entre los
contratantes, se resuelve el contrato (art. 425, Cód. com.), no pu-
diendo el asegurado reclamar el importe del seguro si demoró la
entrega del capital ó cuota convenida, y ocurriere el siniestro ó se
cumpliere la condición estando en descubierto.

Si satisfechas varias cuotas parciales (art. 426) no pudiere con-
tinuar el asegurarlo pagando las sucesivas avisándolo al asegura-
dor, se rebajará, el capital asegurado hasta la cantidad que esté en
justa proporción con las cuotas pagadas, con arreglo á los cálculos
que aparecieren en las tarifas de la compañía aseguradora, y habi-
da cuenta de los riesgos corridos por ésta.—(N. T.)

(b) No admite nuestro Código de comercio la libertad en los
contratantes para derogar la prohibición de que el seguro para el
caso de muerte, no comprende ni la muerte en duelo (art. 423), ni
el suicidio, ni la ejecución capital por delitos comunes, lo cual so
deduce, más que del texto, del artículo en que se contiene la prohi-
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289. En caso de quiebra de los contratantes se apli-
ca lo dispuesto en •el art. 433, á pesar de que por su co-
locación parece referirse este artículo tan sólo á los se-
guros contra los daños; es decir, que en caso de quiebra
del asegurado, el asegurador tiene la facultad de pedir
caución ó disolver el contrato, y el mismo derecho tiene
el asegurado si el asegurador quebrase ó se presentase
en liquidación. Sin embargo, en el caso de quiebra ó de
muerte del que hizo asegurar sobre su propia vida ó so-
bre la vida dé un tercero, una suma que ha de pagarse
á otra persona, áun cuando sea un sucesor suyo, las ven-
tajas del seguro quedan en beneficio exclusivo de la per-
sona designada en el contrato, la cual la adquiere jure
proprio, no como heredero (art. 453). En otros términos,
la suma asegurada no entra á formar parte de la heren-
cia del asegurado, si bien, respecto á los pagos de las
primas se aplican las disposiciones del Código civil, que
se refieren á la colación y la reducción en las sucesiones;
de no hacerlo así, resultarían perjudicados los derechos
de los herederos legítimos de dicho asegurado; y así
como también los principios relativos á la revocación de
los actos ejecutados en fraude, los acreedores, si el segu-
ro se hubiese contratado precisamente en fraude de

éstos.

bidón de su comparación con el siguiente, que se refiere también
á muertes no comprendidas tampoco en el seguro, salvo pacto en
contrario,—(N. T.)
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